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Prefacio

La reaparición de Fabricio Correa Delgado, hermano del presidente de la República, en dos canales de televisión causó, la segunda semana de junio de 2010, más de una sorpresa.

Sin inmutarse, Correa aprovechó la tribuna televisiva para declarar que aun tenía contratos con el Gobierno en el proyecto Multipropósito Baba, concesionado a la empresa brasileña OAS, y en la construcción de la planta de almacenamiento de gas licuado en la comuna Monteverde, con la firma china Shi Asia. 

Paralelamente, a varios medios de prensa escrita llegaron sendos sobres con los convenios de asociación firmados el año pasado para desarrollar diversas actividades empresariales entre esas firmas y Correa. 

¿Coincidencia? Correa aprovechó de su “popularidad” en los medios para tratar de posesionar su verdad, aunque en las horas siguientes los directivos de ambas empresas desmintieron cualquier participación suya en los proyectos mencionados. 

Tampoco se hizo esperar la reacción del presidente Rafael Correa, quien ratificó que su hermano no podía tener contratos con el Estado, por la prohibición vigente en la Ley de Contratación Pública. “Mientras yo sea presidente, mi hermano no podrá hacer contratos con el Gobierno central”, sostuvo.

El 14 de junio de 2010 se cumplió un año desde que se conoció —por denuncias periodísticas— que Correa tenía contratos por unos 80 millones de dólares con el régimen. Aunque inicialmente el presidente dijo que no había nada de ilegal en que su hermano contrate con su Gobierno, con los días cambió dramáticamente de discurso, mientras las encuestas —tan apreciadas por el oficialismo— daban cuenta de la caída de 10 puntos en su popularidad. 

A fines de junio, ante la ola de críticas generalizadas, ordenó la terminación unilateral de los contratos y pidió a los organismos de control que inicien investigaciones.   También solicitó que se integre una veeduría ciudadana, que a las pocas semanas emitió un informe preliminar que determinaba que la firma de los contratos de Correa fue antiética, lo cual molestó al presidente, quien declaró que existían falsedades en el reporte de avance. 

En septiembre, la Contraloría determinó que las empresas de Fabricio Correa participaron en contratos con el Estado, que llegaban a 167 millones de dólares, el doble de lo denunciado. 

Para evadir lo que establece el artículo 162 de la Ley de Contratación (prohibición de contratar a los parientes de los funcionarios públicos), Correa creó una cortina societaria. Nunca apareció a ofertar y contratar con su identidad personal, ni por compañías en las que era accionista.

De los siete informes de Contraloría se desprendieron responsabilidades civiles, administrativas y penales. Las auditorías se enviaron a la Fiscalía, que abrió indagaciones en dos casos. (Estos dos casos han sido desestimados según el reporte de marzo de 2010 de la Dirección Anticorrupción de la Fiscalía).

Paralelamente, Fabricio Correa inició demandas contra el Estado, mientras se posesionaba como el primer opositor del Gobierno en los medios. De la defensa pasó al ataque. Acusó de corrupto al círculo íntimo de su hermano menor. Hábilmente desvió la atención de todas las anomalías de sus contratos con el Estado, que hoy parecen un fugaz recuerdo. Sobre todo porque en el campo judicial no hay resultados ni sancionados.

El espectáculo manda. Fabricio Correa fue invitado en calidad de figura para participar en el partido de despedida del jugador Alfonso Obregón en el estadio de la Liga. Y  promocionó la formación de su partido político, con gran acogida entre los opositores al régimen. 

En este contexto, Correa necesita de los medios a toda costa. Ser noticia, en el país del olvido.

Indiferencia es quizá la actitud que mejor retrata a la sociedad ecuatoriana en estos últimos años, quizá décadas, frente a la corrupción.

Pese a que es un fenómeno global que afecta, en mayor o menor medida, a todos los estados, la corrupción se vuelve extremadamente peligrosa cuando deja de ser un problema, que se debe solucionar con premura y se convierte en parte de la realidad cotidiana. 

Desde la llegada del actual Gobierno, las denuncias de casos de corrupción, la mayoría sustentados y por lo tanto judicializados, no han cesado. Lo que tampoco ha sido, vale recalcarlo, extraño a todos los gobiernos de turno.

Las pruebas al canto: el enriquecimiento ilícito de los come-cheques en el Ministerio del Deporte; las relaciones turbias de ex funcionarios y militantes de PAIS con las FARC; las emergencias que ampararon el Plan Relámpago, cuyas obras siguen inconclusas; los millonarios contratos en el Ministerio de Salud, con el ejemplar caso de las furgonetas transformadas en ambulancias; los contratos de las empresas de Fabricio Correa, hermano del presidente, con el Gobierno; los contratos de publicidad en varios ministerios, en base a ofertas con papeles falsificados; los casamientos arreglados de ciudadanos cubanos…

La recurrencia de los casos es un síntoma evidente de impunidad. Esta, a su vez, revela falencias de fondo en todo el sistema, incapaz de actuar con eficiencia y oportunidad.

Todo el engranaje está fallando: los funcionarios se apropian de los fondos y recursos públicos como suyos sin empacho, evidenciando que los sistemas internos de control no funcionan; la Contraloría actúa post mórtem, cuando el perjuicio ya se ha consumado; después de meses de trabajo y más recursos empleados, el organismo de control envía sus informes a la Fiscalía, que emplea más recursos humanos y económicos para investigar.

La cadena continúa en los juzgados y tribunales de justicia, donde los procesos toman años en resolverse. ¿Cuánto cuesta al Estado toda esta investigación, que en buena parte de los casos termina en la absolución de los responsables? Sin duda muchísimo dinero, pero sobre todo mucho tiempo, un tiempo valioso que no se recupera jamás y deja sembrada en la sociedad la sensación de que no pasa nada. De que los corruptos son casi invencibles, que viven en un paraíso soñado, donde las leyes no se aplican a los amigos del poder, sino solo a quienes considera sus enemigos.

Ya lo decía el ejemplar jurista y orador Marco Tulio Cicerón hace más de dos mil años: la ley es un asno, y en él solo se monta el gobierno.

El problema de la corrupción es estructural. Hasta hoy ninguna administración lo ha enfrentado en toda su diversidad, con una política transversal, con un enfoque integral, que tiene su columna vertebral en los valores, que se inculcan en los hogares, en las escuelas, colegios, universidades, empresas, iglesias, medios de comunicación…

Es mucho más que una proclama, que una oferta de campaña. Es un compromiso real que se muestra en los hechos, en las prácticas que definen a los seres y a las sociedades. 

Es esta línea, es paradójico que a un año de haberse conocido los jugosos negocios del hermano del presidente con el Gobierno, no exista un solo sancionado, por la violación flagrante de la Ley de Contratación. Es más, el principal protagonista, Fabricio Correa, ahora es un adalid de la lucha anticorrupción, invitado infaltable de algunos medios, donde prima la noticia del día. Y en lugar de corregir las falencias de fondo en las entidades públicas, el Gobierno, a semejanza de los monarcas arcaicos, trata de matar al mensajero.

Arturo Torres

Editor de investigación de diario El Comercio
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Tenemos todo, tenemos nada

(o así llegamos a Fabricio Correa)

Es el relato de como la Unidad de Investigación de diario Expreso 

llegó a la pista de las empresas donde tenía participación Fabricio Correa.

Al mejor estilo de la novela negra norteamericana, Fabricio Correa era el gran objetivo a investigar. En la medida en que se avanzaba, poco se desentrañaba de él. Pero los constantes fracasos en los métodos para cercar al hermano mayor de pronto se convertían en éxitos para descubrir hechos sorprendentes y poco conocidos. Fue la tónica de 2008, el seguimiento a los negocios de Fabricio arrancó en marzo. Se conocía el interés de Correa de participar en obras energéticas financiadas por el Estado. Juan Carlos Calderón fue claro: “debemos seguir a las obras hidroeléctricas y llegaremos a Fabricio”. 

Inició entonces la búsqueda de los contratos. El primer encuentro fue descubrir que el hermano de Rafael Correa era uno de los cabilderos de las empresas de José Dapelo, un empresario del sector petrolero, dueño de Ecuavital, empresa especializada en remediación ambiental, acusada por el presidente Rafael Correa de romper tuberías de crudo para encargarse ella misma de la remediación y cobrarle millonarias sumas de dinero a Petroproducción. El presidente había dicho que Dapelo era un gánster.

Dapelo era propietario de la empresa Ecoterm, interesada hasta 2008 en construir un sistema de almacenamiento de gas licuado de petróleo en tierra, en el sector de Monteverde, provincia de Santa Elena. Entró en franca competencia con la Marina que también quería para ella semejante negocio que arroja una cifra no menor a 700 millones de dólares por año.

Se publicó entonces, sin pena ni gloria, un reportaje de esos hechos que pasó desapercibido para el público y el resto de colegas de la prensa. El informe periodístico motivó al saliente comandante general de la Marina, almirante Homero Arellano, a contarle reservadamente a Christian Zurita, en un encuentro en el café Amazonas, una tarde de lluvia, en los días posteriores a su  solicitud de disponibilidad de la Armada, las presiones de Fabricio Correa. “Fui compañero del colegio Mejía en Quito del vicepresidente Lenín Moreno, él me pidió que asista a un desayuno en la Vicepresidencia, que el hermano del presidente deseaba hablar conmigo”. El comandante de la Armada acudió a la cita, llegó el hermano y momentos después el vicepresidente los dejó solos. 

Según contó el comandante, Fabricio intercedió por Ecoterm de Dapelo, que promovía el proyecto de gas. Dijo que era parte de ese equipo y que la obra sería favorable para el país. Correa influía sobre el comandante de la marina para que la Dirección de Marina Mercante promueva la entrega de todos los permisos para la consecución del sistema de almacenamiento privado de gas.

Dapelo no ganó ese round, pero se llevó la pelea. Al final, con apoyo del presidente Correa obtuvo un pozo petrolero, el campo marginal Armadillo, a tan solo cuatro km. de las viviendas Tagaeri, pueblo waorani en aislamiento voluntario. 

La búsqueda de los contratos motivó a la unidad de investigación solicitar información de los proyectos hidroeléctricos Mazar y Baba. El pedido de información a las empresas constructoras de esas obras nunca fue considerado. Para entonces Ecuador padecía el reinado de la transnacional brasilera Norberto Odebrecht, que manejaba a discreción las obras civiles más grandes del país.

Trascendió el viaje de Fabricio a la Argentina para reunirse con los ejecutivos de IMPSA, Industrias Pescarmona Sociedad Anónima, una de las cinco firmas más grandes del mundo que construyen turbinas de generación hidroeléctrica.  IMPSA peleaba desde hace mucho por el famoso proyecto de generación Toachi-Pilatón. Su vicepresidente Rubén Valenti, se había reunido en Mendoza, Argentina, con Fabricio. Lo acompañaron el entonces subsecretario de electrificación Alekcsey Mosquera y los hermanos Romero Carbo, socios de Fabricio, que impulsaban un proyecto de generación eléctrica en las provincias de Loja y Zamora, fronterizas con el Perú.   De ese encuentro hay fotos y una de ellas llegó a manos del ex trabajador petrolero y ex sindicalista Fernando Villavicencio, que ya conocía las andanzas del hermano mayor.  

Christian Zurita persiguió a Valenti en Quito en dos ocasiones y falló. Jamás pudo acceder a la suite del cómodo y lujoso Swisshotel, donde se hospedaba habitualmente en sus visitas a la capital. En la búsqueda de información del proyecto hidroeléctrico Baba, se obtuvo por terceras personas valiosa información: “Fabricio es contratista de Odebrecht, entró al proyecto encabezando una fila de camiones de su constructora, pero en este momento la prioridad es el daño en la hidroeléctrica central San Francisco, el túnel y las turbinas que fueron mal construidas…”.

El caso Correa se paralizó y dio paso a una de las investigaciones más largas de la unidad de investigación de Expreso: la central San Francisco y las relaciones corruptas de Odebrecht en Ecuador. La primera publicación fue en julio de 2008. Durante seis meses el tema copó el interés nacional. El caso permitió a Zurita acceder a Rubén Valenti, de IMPSA, pero ya no era el tema Correa el que preocupaba, sino el sistema de corrupción y la expulsión de la empresa brasilera del país.

La recta final

En diciembre llegó el primer vínculo importante del caso: Ivanhoe Energy y sus filiales en Latinoamérica y Ecuador, enfrentaban una demanda civil en una corte distrital de Colorado, Estados Unidos, por presuntos actos de corrupción en un negocio de explotación petrolera en el campo Pungarayacu, ubicado en la provincia amazónica de Napo.

El demandante era el acaudalado petrolero estadounidense Jack J. Grynberg, presidente de Cotundo Minerales S.A., compañía ecuatoriana que tenía concesionadas 77.070 hectáreas del bloque 3-A (en cuya superficie se encuentra el campo Pungarayacu), las cuales fueron revertidas al Estado. El tema fue abordado por María Elena Arellano y Mario Avilés Sánchez, luego de dos publicaciones se pudo recabar mayor información sobre la participación del propio presidente de la República.

Un mes antes, en noviembre, el periodista Fernando Villavicencio, llanero solitario de las denuncias petroleras, se desempeñaba como asesor de la asambleísta Martha Roldós, juntos solicitaron al presidente de Petroecuador Luis Jaramillo, les entregue cerca de 80 documentos entre contratos y actas de la petrolera. 

Hay documentos que juegan un protagonismo preponderante en períodos de la vida política. Ese es el caso del acta de la reunión del directorio de Petroecuador del 19 de mayo de 2008. Las cerca de mil hojas transcritas de esa reunión dejaron evidencia de como Rafael Correa tomaba la decisión personal de entregar el campo Pungarayacu a la inexperta Ivanhoe Energy.

Los hermanos Correa atacaban por doble vía y dejaban evidencia de ello. Luego de una serie de duros reportajes a pocos días de la navidad de 2008 el editor general Juan Carlos Calderón, mantuvo una larga conversación con Fabricio.  La soberbia de su poder se convirtió en infidencia y soltó de forma inocente los nombres de esas y otras empresas. 

Fue una charla off the record, aunque sirvió de extraordinario insumo para atar cabos, completar piezas del rompecabezas y establecer una nueva estrategia.

Paralelamente en Quito un abogado especializado en temas petroleros proporcionó información documentada sobre el intento de la empresa más representativa de Fabricio Correa,  Aplitec, de obtener contratos de forma directa en una institución reguladora de los sistemas de riego agrícola del país. Esa entidad, denominada Instituto Nacional de Riego, INAR, estaba por otorgar contratos por un monto de 100 millones de dólares.

Entre la documentación sobresale un correo electrónico con un nombre clave en el proceso de investigación: Cristóbal Accini.

La noche vieja de 2008, Zurita conoció en Guayaquil a un alto funcionario de la Procuraduría que le dio un pequeño detalle. “Todos los abogados que constituyen compañías saben muy bien en lo que anda Fabricio, yo mismo conozco a una que le ha constituido más de 10, se llama Glenda Quito Orellana y sabe todos sus secretos”. 

Llegó la primera semana de enero de 2009, el editor general encargó el trabajo de investigación a María Elena Arellano en Guayaquil y Christian Zurita en Quito. El trabajo apenas inició en la segunda semana de febrero. El primer paso fue buscar la existencia legal de esas empresas a través de Internet. La búsqueda a cargo de María Elena Arellano se concentró en los sistemas de información de la Superintendencia de Compañías y del Servicio de Rentas Internas.

Se inició además la búsqueda de las transacciones comerciales de esas compañías en los registros mercantiles de Quito y Guayaquil y la recopilación de escrituras societarias en notarías públicas. 

La primera información de peso se la obtuvo en estas dependencias. Esa información fue fundamental: fue el eje vertebral que permitió vincular a las empresas que mantenían los principales contratos con el Estado. 

La empresa que se llamaba “traje de baño”

Fabricio Correa se sentía molesto con su socio Max Villavicencio por haber llamado a su constructora con el nombre de Swimwear. “Ninguna empresa que se considere seria puede llamarse traje de baño en inglés”, diría el propio Fabricio al ser entrevistado por Expreso. Decidió entonces cambiarla, trasladar su domicilio, aumentar su capital y detallar los accionistas. Swimwear fue constituida por la abogada Quito. Pasó a llamarse Megamaq, y de 200 dólares creció a un millón de dólares de capital y se trasladó de Guayaquil a Quito. Apareció el nombre de la primera empresa panameña que era la principal accionista: Engineering International Consultants Corporation, el nombre de su representante en Ecuador, Neida Andrade Ocampo, amiga de Pierina Correa, y el nombre de su gerente: Max Villavicencio Villavicencio.

Al mismo tiempo, María Elena Arellano recibió de una fuente anónima, nuestra “Garganta profunda”, en Guayaquil, un sobre que contenía parte del historial de un crédito de 10 millones de dólares a Megamaq. La empresa obtuvo el préstamo estatal, de la Corporación Financiera Nacional (CFN), luego de haber entregado como garantías dos terrenos en la ciudad costera de Manta, al norte del país. Se encargó a Mario Avilés Sánchez, del equipo de investigación, que viaje a esa ciudad y obtenga en el registro de la propiedad los datos generales de los dos inmuebles.

Su viaje arrojó resultados: el dueño de esos terrenos era la empresa Negolíder en la que Max Villavicencio también era presidente. La principal accionista de Negolíder a su vez era la empresa Malasoma, en la que Fabricio Correa aparecía como propietario. Arellano constató personalmente que las direcciones de esas dos empresas era el domicilio de Malasoma y Aplitec, la principal empresa de Fabricio Correa: ciudadela Bellavista, manzana A, solar 15, en el cantón Durán. Mientras que Negolíder tenía como dirección: Los Olivos, manzana 2, solar 2, piso 1, oficina 101, donde está la casa de Fabricio Correa. El teléfono de Negolíder también era el mismo de Helptec, otra empresa del holding del hermano del presidente.

Contacto en Loja

Para abril, período de elecciones presidenciales, Freddy Bravo, un político lojano derechista y amigo del ex vicepresidente, Alberto Dahik , candidato a la Asamblea Nacional por la provincia de Loja y ex diputado, hizo una presentación fugaz, en una entrevista televisiva, el último día de campaña electoral a principios de junio de 2009, con el periodista Jorge Ortiz. Dijo que Fabricio Correa adquirió una empresa constructora en la ciudad de Loja, denominada Constructora del Sur Compañía Anónima (Cosurca). Christian Zurita viajó de inmediato a esa ciudad, habló con el candidato y consiguió el listado de una decena de empresas en las que Fabricio Correa tenía acciones.

El político facilitó una copia de los accionistas de Cosurca. Entonces apareció la segunda empresa panameña: International Energy Overseas Corporation. Al rastrear contratos de esta compañía se obtuvo nueva información: Overseas Corporation era accionista de Quality Outsourcing.

Un dato preponderante: en octubre de 2008 el equipo de investigación culminó un informe de cinco entregas sobre la emergencia vial, los problemas que enfrentaba el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la construcción de carreteras en todo el país. Los periodistas aprendieron a leer adecuadamente los contratos de adhesión que firmaron los constructores con ese Ministerio. 

Esa experiencia fue fundamental para establecer el nexo final entre las empresas. Se logró revisar el contrato vial de Cosurca por 29 millones de dólares para la construcción de una carretera en la frontera con el Perú. En ese contrato se establece que el equipo pesado que utilizaría Cosurca para la obra sería adquirido a Megamaq, la otra empresa de Fabricio. En los anexos se registran los documentos de compra venta de la maquinaria a esa empresa, que los había financiado con el préstamo de 10 millones de dólares que le dio la Corporación Financiera Nacional. Mario Avilés viajó a Loja para entrevistar a los personeros de Cosurca. Llegó al proyecto y encontró a Max Villavicencio, quien se presentó como supervisor de las obras de Cosurca. Así se obtuvieron los nexos entre Megamaq, Cosurca y las empresas panameñas.

El negocio petrolero

En el transcurso de la indagación, Christian Zurita acudió a los archivos de Martha Roldós y consultó con Fernando Villavicencio si conocía de Quality. “Es de Fabricio”, sentenció tajantemente. Meses atrás ya había gritado a los cuatro vientos que esa empresa era del mayor de los Correa y al fin tenía las herramientas para probarlo. Zurita contactó con un grupo de ex trabajadores de Quality en la Amazonia. Ellos confirmaron que la empresa era de Fabricio Correa. 

En una entrevista grabada y reservada en una pizzería en el populoso barrio de la Kennedy en el norte de Quito, un ingeniero petrolero contó los detalles de las relaciones de Fabricio Correa con los otros accionistas de la empresa: Cristóbal Accini y Manuel Ochoa.

Localizamos a Margie Harb Touma, la llamamos a su casa y le preguntamos que hacía como representante de la empresa panameña. “Es un tema personal”, supo responder. 

Al día siguiente el abogado de Correa, buscaría en Los Ceibos a Juan Carlos Calderón, editor de Expreso, cuando trotaba una cálida mañana guayaquileña. Faltaban cuatro días para publicar el informe. “Fabricio quiere hablar”, anunció el abogado.

Esta investigación se realizó en 11 ciudades del Ecuador: Quito, Guayaquil, Durán, Loja, Alamor, Zapotillo, Celica, Manta, Quevedo, Babahoyo y El Coca. Contó con ayuda de abogados en la ciudad de Panamá; se registraron cinco mil hojas de documentos y el cruce de al menos 50 tipos de fuentes humanas y documentales. Todos los documentos originales que la sustentaron y que sustentan este libro están bajo recaudo del diario Expreso, la empresa Granasa y de sus abogados.


Ya es hora de que todo salga a la luz…

Cómo se vivieron las últimas horas en la elaboración de ese reportaje

y la introducción a los sucesos posteriores

El abogado esperó durante una hora sentado, en su Mercedes Benz azul, a que el hombre sudoroso que daba vueltas alrededor del parque central de la ciudadela Los Ceibos, terminara su rutina de ejercicios. Al finalizar, agitado, el trotador se acercó al elegante abogado que, con traje azul oscuro, camisa blanca y corbata marrón, ya lo esperaba al pie del monumento a Alfredo Baquerizo Moreno. 

Eran las ocho de la mañana del jueves 11 de junio de 2009. El abogado estiró la mano con cuidado para no empaparse de la transpiración ni echar a perder su elegante chaqueta. 

—Hola —dijo— Fabricio me llamó y me dijo que no puede ir esta mañana al diario. Se va a quedar en Quito. 

—¿Quiere o no quiere dar la entrevista?

—Sí, él quiere darla. Mejor dicho, quiere hablar. Yo le he dicho que ya es hora que salga todo a la luz, y que si todo es transparente no tiene nada que perder —dijo el abogado.

—Sabes que esto va a ser una bomba. Igual va a tener que hablar cuando salga la historia, porque todos los medios se le van a echar encima. El país se le va a echar encima.

—Igual, él quiere estar seguro de todo lo que tienen, que no se trate de rumores ni de versiones que han circulado sobre sus negocios. 

—Tenemos todo lo que él se imagina que tenemos, pero además lo tenemos documentado, letra a letra.

—Bueno, entonces yo hablo ahora con él y te comento. Finalmente, creo que él quiere estar en el partido de la Selección.

El abogado apretó la mano del trotador y se marchó despacio. El trotador se quedó unos minutos más haciendo los ejercicios de estiramiento y pensando. El ejercicio siempre le había ayudado a razonar mejor, pero esos eran momentos muy apremiantes. Tanto que el partido de la Selección Ecuatoriana de Fútbol, contra Chile, en Quito, donde la Tri se jugaba una de las cartas decisivas en su camino a Sudáfrica, se le había pasado por alto.

Era uno de los momentos cumbres de una investigación que había tomado ya cerca de un año y los tres últimos meses habían estado plagados de intensidad, noches sin dormir, reuniones con abogados, con los accionistas del diario, con el equipo de periodistas. Una semana antes, el director del diario había dado luz verde a la publicación. Se la haría por entregas, se esperaba completar cinco informes de una página. Pero faltaba el encuentro principal, con el protagonista de los hechos, Fabricio Correa Delgado, hermano del presidente de la República. 

El tema no era fácil. La investigación del equipo de periodistas había comprobado, confirmado y documentado la existencia de empresas vinculadas a Fabricio Correa que mantenían contratos con el Estado, es decir, con el Gobierno de su hermano, por más de 80 millones de dólares. Pero al continuar con las investigaciones, y a medida que se siguieron revelando los hechos, la cifra subió a 130 millones de dólares, la Contraloría General del Estado investigó 167 millones de dólares, y una veeduría ciudadana se acercó nada menos que a los 300 millones de dólares. 

Para la dirección del diario, para el equipo de periodistas, para los muy pocos que estaban al tanto de la investigación, estaba clara la trascendencia del tema y el impacto que este provocaría. El equipo había pasado por rigurosos exámenes de los directivos y de profesionales de confianza. Se habían hecho varias exposiciones con invitados especialísimos que hicieron de abogados del diablo. Por ejemplo, horas antes de la publicación, que fue el domingo 14 de junio de 2009, esta estuvo a punto de abortar: faltaba el documento original que sustentaba un dato importante, que se obtuvo en las horas finales del viernes anterior. No solo era necesario ser precisos, sino extremadamente rigurosos en los términos, donde no cabría un solo adjetivo ni calificación, donde una palabra de más podía llevar a una acción judicial, donde la empresa y los accionistas se estaban jugando un patrimonio y los periodistas su credibilidad, que es su único activo.

Había sido un proceso complicado. Los datos de los negocios del hermano del presidente les habían llegado a los autores del reportaje a cuenta gotas. Uno de ellos, a través del subdirector de Expreso, Jorge Vivanco, quien recibió informes verbales por parte de sus paisanos lojanos cuando Correa estaba en tratos para comprar la empresa Cosurca. Los entonces dueños de esta empresa, que estaba en dificultades operativas y financieras, dieron la voz de alarma a Vivanco, y este pasó la información al equipo de investigación. Lo mismo ocurrió con información, también verbal, desde varias fuentes inconexas.  Se pueden mencionar fuentes petroleras, para el caso de la empresa Quality, cuya primera versión llegó en el sentido de que estaba haciendo prospección sísmica a nombre de una empresa china. También aparecieron datos verbales sobre las presuntas incursiones del hermano del presidente en el sector eléctrico, sobre todo por ser subcontratista  del proyecto Baba, donde, según la leyenda urbana, entró piloteando una caravana de volquetas de su propiedad para el movimiento de tierras. Apareció por entonces una fotografía, difundida por el ex diputado Carlos González, quien luego de ello fue demandado por F. Correa, donde se veía al hermano del presidente junto al entonces ministro de Electricidad, Alecksey Mosquera, su esposa, y otros  personajes como Rubén Rodríguez, un ejecutivo argentino y los hermanos Isidro y Alfonso Romero. La foto fue tomada en Argentina, durante una visita a una presa de ese país.

El equipo de investigación del diario estuvo acumulando pacientemente y en silencio todo tipo de datos. El problema, por entonces, era poder comprobar cada uno, documentadamente.  La única prueba física era esa fotografía, a partir de la cual se especuló sobre una serie de relaciones entre Correa y  los proyectos hidroeléctricos.

Ante tantos datos, la dirección editorial del diario decidió volcar todos sus esfuerzos a investigar las andanzas del hermano del presidente en la obra pública. “Vamos despacio y en silencio, comprobando cada dato”, fue la consigna del director y del editor general. Así que se reunió al equipo: María Elena Arellano y Mario Avilés, en Guayaquil, y Christian Zurita, desde Quito. A cada uno se le estableció responsabilidades de acuerdo a sus habilidades profesionales y facilidades de acceso a la información. Se tomaron todos los datos y se hizo una matriz, que resultó ser la hipótesis central para el trabajo de campo. Estábamos en  octubre de 2008.


Ivanhoe: “El contrato más transparente

de la historia…”

Relata el caso Ivanhoe, la contratación con esta empresa, donde aparece por primera vez la figura de Fabricio Correa vinculada a contrataciones con el Estado. Fue la punta del iceberg. Se vincula también a la presencia de la Marina en Petroecuador.

A principios de diciembre de 2008, una serie de versiones daban cuenta de una nueva vinculación de Fabricio Correa en un negocio petrolero. Una llamada de una fuente, por lo general bastante certera, nos alertó de la presencia del hermano del presidente en ese asunto. La llamada llegó acompañada de la entrega de una serie de documentos que correspondían, nada menos, a una demanda que un inversionista estadounidense había presentado en las cortes de Estados Unidos, en contra de Fabricio Correa y otros funcionarios del Gobierno, no especificados, por presunto soborno. Luego de la debida comprobación, y de obtener los documentos certificados de las cortes estadounidenses, pudimos afirmar que Fabricio Correa, la compañía canadiense Ivanhoe Energy y sus filiales en Latinoamérica y Ecuador, así como los representantes de estas, enfrentaban una demanda civil en una corte distrital de Colorado, Estados Unidos, por presuntos actos de corrupción en un negocio de explotación petrolera en el campo Pungarayacu, ubicado en la provincia de Napo.

El demandante era el ciudadano estadounidense Jack J. Grynberg, presidente de Cotundo Minerales S.A., compañía ecuatoriana que tenía concesionadas 77.070 hectáreas del bloque 3-A (donde se encuentra el campo Pungarayacu, en la Amazonia), las que fueron revertidas al Estado el 18 de abril de 2008, mediante un mandato dado en Montecristi,  por la Asamblea Nacional Constituyente.

El 8 de octubre de ese año, Petroecuador e Ivanhoe Energy Ecuador habían firmado un contrato de servicios específicos para la explotación y mejoramiento de crudo del campo Pungarayacu, por 30 años, que generaría para el Estado, según se dijo, más de 40 mil millones de dólares en utilidades en ese período.

El convenio incluyó la transformación del crudo pesado, por liviano, mediante una tecnología propuesta por Ivanhoe Energy, la cual asumía el riesgo de la inversión, que ascendería a unos 4.200 millones de dólares, en los siguientes 30 años.

En el subsuelo de esa área existe un depósito de crudos pesados de arenas de alquitrán, cuya posibilidad de explotación dio origen a la querella de Grynberg, que fue presentada el 20 de noviembre de 2008.

Esta demanda también fue entablada contra el canadiense Robert M. Friedland y el estadounidense David R. Martin (representantes de Ivanhoe Energy y sus dos filiales), así como los potenciales cesionarios de la compañía Ivanhoe Energy Ecuador.

En su acusación, redactada en inglés, Grynberg declaró que “los demandados planificaron, participaron y actuaron activamente en concierto para conspirar bajo un tema y plan común para estafar, robar y llevarse los beneficios, abundantes ganancias y beneficios económicos a través del robo de información confidencial de los demandantes”, en el negocio de crudos pesados de arenas de alquitrán existente en Pungarayacu. 

También mencionó que, por sus fuentes ecuatorianas, se enteró de que la clave del proyecto de explotación presentado por Ivanhoe Energy “fue el señor José Fabricio Correa Delgado, el hermano mayor del presidente del Ecuador Rafael Correa Delgado, quien actúa como un consejero mayor de su hermano menor...”.

Y agregó que “bajo conocimiento, el demandado José Fabricio Correa Delgado exigía dinero y valiosos regalos de sus codemandados, como su pago por agilizar el otorgamiento de la concesión del bloque 20 de Pungarayacu a los demandados de Ivanhoe”. Aseguraba que “Friedland violó la ley mediante el soborno de oficiales de Gobierno, incluyendo al demandado Fabricio Correa”.

El demandante dijo que reportó información al FBI sobre presuntos sobornos a oficiales del Gobierno de Ecuador, incluyendo al demandado Fabricio Correa, que habría cometido Robert M. Friedland, lo que representaba una violación a leyes estadounidenses.

Fabricio Correa no se quedó de brazos cruzados y presentó una demanda civil en Guayaquil, en contra de Cotundo Minerales. En su alegato negó las denuncias en su contra vertidas por Grynberg, y exigió una indemnización de 50 millones de dólares por “daño moral”. 

Los argumentos de Fabricio Correa fueron los siguientes:

—¿Cuál es su comentario sobre esta demanda?

—Esta gente, irresponsablemente, afirma que yo tengo oficina en Carondelet y que hago trámites. Y cualquiera que viva en Ecuador sabe que yo vivo en Guayaquil. Como prueba presentan que se lo ha dicho un pajarito. Nuestras fuentes en Ecuador, dicen ellos. Realmente, no hay mucho que comentar. Es algo traído de los cabellos, y lo que queda es proteger la imagen de uno y contrademandar.

—¿Por qué aparece su nombre y lo involucran directamente?

—¡Yo qué voy a saber! Por eso es que los demando, para que lo digan.

—¿Puede ser entonces que se tomaron su nombre?

—Es una buena hipótesis que alguien se haya tomado mi nombre para sacarle alguna ventaja. En este caso, la ventaja sería para los canadienses.

—¿Tiene usted alguna estrategia legal al respecto, además de la demanda por daño moral?

—En este caso, mi estrategia es muy sencilla. Frente a las calumnias, yo no contesto, no hago bulla. Yo denuncio al fiscal, pido copia de la grabación, un perito la transcribe, en base a eso presento una demanda penal y lo conmino a que pruebe lo que ha dicho, o si no que vaya preso y pague la indemnización.

—En este caso concreto de la demanda contra usted e Ivanhoe...

—Yo le pediría que usted relieve que yo no me presto a estos amarillistas de que sale un fulano diciendo cualquier barbaridad y yo me voy a poner a contestarle. Tengo veinticinco años de empresario, y Ecuador es chiquito, y se conoce quién es quién. Yo tengo un prestigio bien ganado. Yo actúo de muy bajo perfil. Ya tocará a quienes me imputan demostrar lo que han dicho.

—¿Cuál va a ser su estrategia en Estados Unidos?

—Voy a contratar un bufete allá, pero esa es la defensa. Ellos no tienen jurisdicción para juzgarme a mí porque se supone que el supuesto delito fue en Ecuador y yo soy ciudadano ecuatoriano.

—Esta no es una demanda cualquiera. Se trata de un magnate petrolero, dueño de un grupo de alcance mundial. ¿No cree que se vaya a jugar un prestigio en Estados Unidos con base en una denuncia sin pruebas, como usted asegura?

—Yo pensé que estas cosas pasaban solo en Ecuador y no en Estados Unidos. O sea que alguien con la ligereza de decir “un pajarito me contó” que Fabricio Correa tiene una oficina en Carondelet, es una barbaridad. El problema es que en Estados Unidos no se protege al calumniado. Si quien me demanda no demuestra lo que ha afirmado, sencillamente el juez lo conmina a pagar los honorarios profesionales, pero no se considera un delito penal, sino que sencillamente va donde un juez a que lo demuestre. En cambio, en Ecuador sí es un delito penal imputar de una falsedad. Hay una empresa ecuatoriana involucrada [Cotundo] que la hemos demandado y luego demandaremos individualmente a las demás empresas.

—¿Usted nunca tuvo relación con estas personas, los ejecutivos de estas empresas y sobre este contrato en particular?

—No. Incluso desde que me robaron —tengo seguridad las 24 horas— hasta hacer travesuras es difícil. No hay cómo. Tengo constante vigilancia sobre qué hago, a dónde me voy, a qué me dedico, si viajo o no viajo, si tengo o no la famosa oficina en Carondelet. Usted sabe que allá voy si hay algo oficial a lo que me invitan.

—Es lógico que por su condición de hermano del presidente de la República se vuelva esto un asunto político. ¿Usted hará algo al respecto?

—Yo no creo que esto se vuelva un asunto político. Si de algo sirve esta conversación es para que usted relieve mi política personal en esto. Tengo una vida profesional conocida y transparente. Soy un hombre de lealtades y de una vida cristiana. Todo el mundo sabe de mi lucha contra la corrupción, no fumo, no bebo. Esas cosas se saben. Yo no caeré en el juego ni en los chismes de la prensa.

La  empresa Ivanhoe Energy respondió también a la acusación. Fue el propio presidente de Ivanhoe Energy e Ivanhoe América Latina, David Martin, quien se encargó de asegurar que la demanda contra su empresa iniciada en el Estado de Colorado no tenía fundamento.

Lo hizo en un somero comunicado, el 25 de noviembre de 2008, desde Quito; en el señalaba que ese pleito, que buscaba impugnar un contrato concedido a Ivanhoe Energía S.A., de Ecuador para desarrollar el campo de petróleo pesado Pungarayacu, era totalmente falso y sin mérito.

En el comunicado, Martin dijo que su compañía protegerá enérgicamente los intereses de la empresa y de sus accionistas en cualquier tribunal de justicia. Además, hizo notar que Jack Grynberg, uno de los demandantes, tiene una historia de pleitos (demandas) en sus negocios.

El comunicado terminaba señalando que el 8 de octubre de 2008 se firmó el contrato de servicios específicos para el desarrollo, producción y mejoramiento de petróleo en el bloque 20, con utilización de tecnología HTL (Heavy To Light Oil) (crudo pesado a liviano) desarrollada por esta compañía.

A la firma del contrato con Petroecuador asistió como testigo de honor el presidente Rafael Correa, el gabinete presidencial, el presidente ejecutivo de Petroecuador, contralmirante Luis Jaramillo, y el vicepresidente de Petroproducción, comandante Camilo Delgado.

El representante de la empresa en Ecuador, Carlos Espinoza, señaló que conocía el caso, que intentó brindar una declaración sobre el tema; pero su apretada agenda le impidió atender una entrevista.

Para la contratación de Ivanhoe, el subprocurador del Estado, Gustavo Ramos —en un comunicado del 9 de septiembre de 2008— dijo que al tratarse de cuantía indeterminada y por no cumplir los presupuestos fácticos de la Ley de Procuraduría, ni lo establecido en el reglamento de contratación para obras, bienes y servicios específicos, no requería contar con informe de esa entidad; y se abstuvo de emitirlo. 

Una de las compañías demandadas, Ivanhoe Energy Ecuador, era la sucursal extranjera de Ivanhoe Energy Inc., cuya sede está en Vancouver, Canadá. Se domicilió en Quito, con escritura del 18 de febrero de 2008, acto registrado en la Superintendencia de Compañías, el 11 de marzo de 2008. Su capital suscrito y pagado fue de  30 mil dólares y ejercía como apoderado de la compañía Carlos Aníbal Espinoza Sánchez. 

El presidente ejecutivo de Ivanhoe Energy Inc., Robert M. Friedland, ciudadano canadiense que reside en Estados Unidos y Singapur, mientras que David R. Martin, residente en California, ejercía como copresidente ejecutivo de la corporación.

Las compañías demandantes Cotundo Minerales y Archidona Minerales se habían  constituido los días 20 y 22 de marzo de 2006 en Ecuador y Panamá, con capital de 2.500 y 10 mil dólares, respectivamente. Con domicilio en Quito, Cotundo Minerales tenía como presidente a Bayardo Rodolfo Merizalde Sánchez y, como gerente general, a Luis Gerardo Paredes Santos. Merizalde sucedió en el cargo a Roberto Leonardo Arpi Hidalgo. En Panamá, el estudio jurídico Rodrigo Molina & Asociados representaba legalmente a Archidona Minerales. 

En marzo de 2006, la compañía Cotundo Minerales hizo una solicitud al Gobierno ecuatoriano para concesiones mineras exclusivas, que comprendían 77.070 hectáreas del bloque 3A.

Esta concesión la mantuvo, hasta cuando el 18 de abril de 2008, con la vigencia del mandato constituyente, el Gobierno ecuatoriano nacionalizó el depósito de arenas de alquitrán de Pungarayacu: así lo relataba la demanda presentada por Jack Grynberg, en Colorado, Estados Unidos.

Fue el propio presidente, Rafael Correa, quien allanó el camino a Ivanhoe. Lo hizo el 19 de mayo de 2008, en la reunión del directorio de Petroecuador a la que asistieron su delegado José Luis Zirit, los ministros Derlis Palacios y Galo Chiriboga, y los contraalmirantes Livio Espinosa y Fernando Zurita.

El presidente dijo que se ordenó negociar en la modalidad prestación de servicios y que el proceso estaba detenido por problemas internos en la petrolera. “No entiendo, con Ivanhoe estamos desde diciembre. Yo estoy detrás de eso. Después van a creer que me está dando plata Ivanhoe”.

El ministro Palacios explicó que “la demora fue porque la empresa no tiene fondos, porque es una empresa sin capital, ese no es nuestro problema”.

Zirit advirtió, además,  que Ivanhoe “es una compañía que no tiene ninguna experiencia en producción de crudos pesados, tiene una tecnología que no se ha definido como comercial y nos quieren meter como comercial”.

El mandatario tomó la palabra y preguntó que por cuánto tiempo se conocían las reservas en Pungarayacu. Cuarenta años le contestaron.

“En cuarenta años, ¿qué se ha hecho? ¿Qué tenemos que perder? Por favor, hermanos, esta es la típica. José Luis [Zirit], yo sé que tú lo haces por honestidad... Pero equivocadamente... En cuarenta años no se ha hecho nada, se toma una decisión y vienen los cien mil peros. Partamos de eso, no tenemos nada que perder y mucho que ganar, vamos adelante con eso y bien hecho”, dijo el presidente Rafael Correa, según consta en el acta de esa reunión.

Rafael Correa, frente a los 30 funcionarios más importantes del Estado, decidió lo que se haría con los proyectos de producción de Petroecuador. La reunión del directorio de la empresa de esa fecha, estuvo llena de reproches por los constantes atrasos en las metas de la petrolera estatal.

Una de esas metas era decidir el futuro del campo Pungarayacu. La propuesta de la empresa canadiense Ivanhoe estaba paralizada desde diciembre de 2006. Fue la asesora del presidente, Sandra Naranjo, quien puso el tema sobre el tapete. “El campo Pungarayacu con Ivanhoe, dijeron que iba a ser en marzo, después movieron la fecha a septiembre y después le volvieron a poner a julio”.

El presidente asintió y reclamó la falta de acción. “Así es como nos hemos conducido con Petroecuador, no sé por qué se demora tanto”. El capitán de la Armada, Patricio Goyes, vicepresidente de Petroproducción, trató de explicarlo. “El trámite está ahorita en unos cuestionamientos que sí existen en la parte de la pertenencia de la patente y de los estados financieros de la empresa”.

El mandatario cortó abruptamente. “Perdóneme, qué me interesa si la patente es de ellos o no, si los estados financieros de la empresa o no, si ponen garantía, invierten y pierden su plata, ¿cuál es el problema?”.

Luego de una larga reflexión sobre el tipo de contratación, el presidente reclamó: “Es la típica historia de Petroecuador, en marzo me ofrecieron y ahora hay que empezar de cero, porque no entendieron los conceptos...”.

El asesor petrolero del presidente y su representante ante la empresa, José Luis Zirit, puso en duda la contratación por los altos costos de Ivanhoe. El presidente de la República ordenó 30 días para una renegociación.

Pero Derlis Palacios le explicó al presidente que la demora no fue por las cifras del contrato, sino por la capacidad financiera de la empresa. “Que quede claro que en ningún momento la demora fue por esta razón, la demora fue porque la empresa no tiene fondos, porque es una empresa sin capital, ese no es nuestro problema”.

Zirit volvió a explicar su desconfianza: “...es una compañía que no tiene ninguna experiencia en producción de crudos pesados, tiene una tecnología que no es comercial y nos quiere meter como que si fuera comercial”.

Luego de la intervención del mandatario, en la que señaló la necesidad de invertir en ese campo, Patricio Goyes dijo: “señor presidente vamos a trabajar en los términos de referencia, se va a tener listo para sacar una licitación”. Zirit estuvo de acuerdo. “Yo creo que es mucho mejor así”, agregó.

Correa replicó: “lo de Ivanhoe era una manera de hacer lo más rápido para evitar la licitación porque era tecnología única, después quedamos hasta en ridículo si el camino más rápido demoró seis meses...”.

La decisión final fue pedir a Ivanhoe que mejore su propuesta de inversión, en 30 días, para iniciar una negociación. 

Las quejas del presidente Rafael Correa fueron constantes. “Estamos decepcionados de como marcha Petroecuador y las tres filiales, nada se ha cumplido de lo que hemos dicho”.

Quien fue presidente ejecutivo de la petrolera hasta ese día, el contraalmirante Fernando Zurita, tomó la palabra. Dijo que la declinación de la producción de los pozos era del 16% anual, hizo además una declaración que ningún funcionario público había hecho hasta el momento: los pozos horizontales que se perforaron no sacaron petróleo.

Fue un cúmulo de malas noticias. El presidente solicitó el nombre de los responsables, de los boicoteadores y chantajistas que impiden la producción y atinó a decir que “siempre he defendido a Petroecuador, pero después de estos 15 meses de experiencia créanme que ya me estoy volviendo privatizador”.

Junto al mandatario, el directorio se decidió a concluir la licitación del Campo Armadillo bajo la calificación de marginal.

Dicho campo fue adjudicado al consorcio Gran Colombia del que formaba parte la empresa de remediación ambiental Ecuavital, firma a la que Correa había calificado de corrupta meses atrás, y vinculada a José Dapelo, un empresario guayaquileño también cuestionado por el presidente, al que acusó de ser parte de las mafias petroleras. En este caso, la Comisión Anticorrupción emitió un informe señalando que el perjuicio por esta licitación sería de 26 mil millones de dólares.

Los trabajadores petroleros, de su lado y en otro escenario, denunciaron que el valor base del barril en el contrato con Ivanhoe era de 37 dólares más IVA, cuando el precio del crudo ecuatoriano estaba entonces por debajo de los 30 dólares. “Recibiremos cero”, dijeron.

Señalaban que no se había estipulado en el contrato una cláusula que aclarase el mínimo de inversiones que Ivanhoe Energy debía, obligatoriamente, hacer durante los 30 años de concesión del proyecto. Se había dicho que la inversión sería de 4.200 millones de dólares, en ese período.

En julio de 2006, el Estado otorgó a Cotundo Minerales el título de concesión minera del área denominada bloque A-3, por un período de 30 años. Esta cubría el depósito de crudos pesados de arenas de alquitrán de Pungarayacu.

Jack J. Grynberg, presidente de la empresa concesionaria, buscó entonces una tecnología para el procesamiento de arena del crudo disponible. Así conoció que Ivanhoe Energy disponía de una técnica y se contactó con David R. Martin, representante de la matriz corporativa de esa compañía, en California, quien se mostró muy interesado por el proyecto en Ecuador.

Grynberg confió a Martin información sobre el campo Pungarayacu y sus reservas de crudo recuperable, así como reportes de su compañía Grynberg Petroleum Company. Después, Grynberg se enteró de que el presidente ejecutivo de Ivanhoe Energy Inc. era Robert M. Friedland.

Posteriormente, Martin y Grynberg acordaron verbalmente trabajar en el proyecto Pungarayacu, con un 20% de participación para Ivanhoe, si el acuerdo progresaba.

Pero Grynberg nunca tuvo una demostración de la técnica promocionada por Ivanhoe, según ha relatado en su demanda. Por ello pidió a Martin que se le devuelva toda la información confidencial entregada. Poco después, conoció que la patente sobre el proceso de Ivanhoe expiraba en 2009 y que nunca había tenido una aplicación comercial.

A inicios de 2008, ante el anuncio del Gobierno ecuatoriano de cambios en la Ley de Minería, Cotundo Minerales solicitó al Gobierno declarar una condición de fuerza mayor bajo los términos de permiso, para realizar las inversiones en Pungarayacu.

El 17 de marzo de 2008, los asesores de Grynberg en Ecuador se enteraron de que Robert Friedland, presidente de Ivanhoe, se encontraba en Quito para iniciar las negociaciones con el Gobierno sobre el campo Pungarayacu. Al final, estas se concretaron el 8 de octubre de 2008. 

Jack Grynberg aseguró en su demanda ante la Corte del Distrito de Colorado (Estados Unidos) que investigó los procesos que podían aplicarse para comercializar el proyecto de crudos pesados de arenas de alquitrán de Pungarayacu, una vez que las autoridades de Ecuador aprobaron la concesión a Cotundo Minerales.

Entonces descubrió que la compañía Ivanhoe Energy tenía en Bakersfield, California, Estados Unidos, un posible proceso de recuperación y mejoramiento de hidrocarburos de arenas de alquitrán.

En agosto de 2006, Grynberg contactó a David Martin, representante de la matriz corporativa de Ivanhoe Energy, a quien conocía por haber sido presidente de Occidental Petroleum Company, y le remitió información confidencial sobre el proyecto y la concesión.

Según el demandante, Martin le relató que Ivanhoe Energy estaba en proceso de finalizar un joint venture (asociación estratégica) con Petrobras de Brasil, para explotar depósitos de crudo pesado al este de Pungarayacu. Por lo tanto, estaba muy interesado en una alianza similar en Ecuador con Cotundo Minerales.

Para el joint venture con Petrobras, Ivanhoe Energy usaría su propio proceso pagando su participación minoritaria negociada de la operación sobre una base mínima.

En una negociación telefónica, Grynberg y Martin acordaron el 20% de participación para Ivanhoe Energy. El demandante dijo que una idea desarrollada con su amigo Carlos Castillo, antiguo presidente de Maraven Oil Company, petrolera venezolana, era la manera más apropiada y económica de explotar una parte de Pungarayacu. El proceso se denomina Oriemulsion y estaba probado en Venezuela.

Grynberg fue invitado a Bakersfield para inspeccionar una operación experimental de la planta de mejoramiento de crudo de Ivanhoe Energy. Cuando estaba listo para viajar, entre diciembre de 2006 y enero de 2007, según reza la demanda, Martin le dio largas y la visita no se concretó.

Más tarde descubrió que la patente sobre el proceso de Ivanhoe Energy estaba por expirar en el año 2009 y ningún operador en los vastos depósitos de arena de alquitrán de Athabasca, Canadá, estaba interesado en usarla. Por consiguiente, “ese proceso nunca ha tenido una aplicación comercial a la fecha”, agregaba. Para la concesión en el Ecuador, Cotundo Minerales planeaba utilizar el 60% de hidrocarburos de arenas de alquitrán y el 40% de agua, creando una emulsión que podía emplearse en generación de energía eléctrica. Este producto llamado Ecumulsionm reemplazaría al combustible de carbón quemado y sería más fácil y limpio para usar.

En su sitio oficial de Internet, Ivanhoe Energy decía por entonces que la compañía Ensyn Group desarrolló una tecnología llamada HTL a principios de los ochenta y fue solicitada comercialmente por más de 15 años por la industria de la biomasa (madera) en EE.UU. y Canadá. A finales de los ochenta, se demostró con éxito el uso del proceso HTL en el mejoramiento de crudo pesado. En 2005, Ivanhoe Energy concretó una fusión con Ensyn Group y a partir de entonces controlaba la patente de esa tecnología.

Según Ivanhoe Energy, la planta de demostración de mil barriles por día que Ensyn construyó en California en 2004 continuará siendo utilizada para probar “una gama de petróleo bruto de proyectos potenciales en todo el mundo”. 

Jack Grynberg, el magnate que demandó a Fabricio Correa

Con 76 años de edad y nacido en Polonia en 1932, el millonario Jack J. Grynberg presidía la corporación que llevaba su apellido y residía en Greenwood Village, Colorado, EE.UU.

Domina seis idiomas: inglés, francés, alemán, polaco, ruso y hebreo, este último aprendido durante su permanencia en Israel, donde luchó en la guerra de independencia (1947-1948). De 1957 a 1958 colaboró como espía en el Ejército de Estados Unidos y posteriormente ingresó a la Escuela de Minas de Colorado. Obtuvo una maestría en Ingeniería de Petróleos y se dedicó a los negocios con resultados exitosos.

Ganó su primer millón de dólares, a los 30 años, con la compañía que creó, Oceanic Exploration, para trabajar un pozo de gas abandonado por Amerada Hess Corporation.

Grynberg es autor de numerosos descubrimientos y ampliaciones de campos petroleros y de gas natural en EE.UU. y otros países del mundo.

En los gobiernos de Gerald Ford y Jimmy Carter integró el Comité sobre Energía Nuclear y Alternativa de la Academia Nacional de Ciencias. Durante la administración de Bill Clinton formó parte de la misión oficial a Rusia (1994), como representante de la industria de petróleo y gas de EE.UU.

Había sido expositor en la quinta, sexta y séptima conferencia africana sobre petróleo y gas patrocinada por la Organización de las Naciones Unidas.

La compañía demandante, Cotundo Minerales, fue formada por Grynberg y un socio y era propiedad de RSM Production Corporation (90%) y Archidona Minerales (10%). En EE.UU, el empresario y filántropo había entablado nada menos que 70 acciones legales para reparar presuntos perjuicios en el pago de regalías de gas natural. 

A través de un diálogo por correo electrónico, Jack J. Grynberg, explicó los motivos que llevaron a poner su querella contra Ivanhoe Energy Inc. y sus filiales, y confirmó que el FBI estaba investigando el caso en lo relacionado al ámbito penal.

El magnate petrolero sostuvo que Ivanhoe era una empresa que carecía de recursos y por tanto él desconfiaba del proyecto que presentó en Ecuador.

—¿Son correctos los datos que tenemos sobre la existencia de la demanda y el número que se menciona en el primer párrafo?

—Usted es libre de publicar el reclamo en su totalidad, pues es información pública. No hay ningún secreto respecto a ello.

—¿Cuáles son las pruebas que los llevan a demandar al señor José Fabricio Correa Delgado, hermano del presidente de la República del Ecuador?

—La evidencia para demandar al señor José Fabricio vino de nuestros contactos en Ecuador.

—¿Cuáles son los argumentos centrales de la demanda en contra de Ivanhoe?

—El reclamo se explica por sí mismo, las alegaciones son simples: a) Ellos adquirieron nuestra información confidencial de manera fraudulenta; b) Ellos se inmiscuyeron, infringiendo la ley, en nuestras relaciones de negocios con Ecuador; c) Ellos nos impidieron renegociar las legítimas y exclusivas licencias de exploración y producción; d) Ellos violaron la Ley contra Prácticas de Corrupción en el Extranjero, de los Estados Unidos, etc.

—¿Conocen ustedes que el señor José Fabricio Correa Delgado ha hecho una demanda por daño moral en contra de Cotundo Minerales, rechazando las acusaciones, por 50 millones de dólares?

—No tenía idea de que José Fabricio ha efectuado un reclamo por daños morales por 50 millones de dólares. Lo que él debe hacer es enviar a su abogado a presentar el reclamo en la Corte Distrital de los Estados Unidos en Denver, Colorado.

—¿Cuáles es su posición al respecto?

—He contestado esta pregunta en el párrafo 4 de la parte superior.

—¿Qué implicaciones legales tiene que su representante haya presentado un pedido de investigación al FBI?

—Mi demanda es civil. El FBI está investigando el aspecto penal del caso.

—¿Qué espera de esta investigación?

—El reclamo habla por sí mismo, tomando en cuenta el reclamo íntegro. No se hará ninguna inversión en Pungarayacu y, desafortunadamente, Ecuador es el perdedor. Estoy seguro que usted conoce que Ivanhoe no tiene el dinero y ningún inversor, en su sano juicio, consideraría el proyecto. Su presidente es muy inteligente, pero está cometiendo serios errores. 

El por entonces titular de la Secretaría Nacional Anticorrupción, Alfredo Vera, minimizó la acusación contra Fabricio Correa y dijo que esta obedecería a la intención de manchar la gestión del presidente Correa.

“Esto es usual, en todas partes del mundo, querer vincular a los familiares. Como no tienen nada que decir en contra del presidente Correa”, aclaró, pero indicó no tener información sobre el caso.

Similares términos usó el vicepresidente de la Comisión Legislativa, el oficialista César Rodríguez, quien creyó entonces que vincular al hermano del presidente en la demanda era una estrategia para “escandalizar al Ecuador y erosionar la legitimidad del Gobierno”. Calificó como “extraño” que la demanda se presente a las puertas de un proceso electoral y rechazó que esta se plantee en Estados Unidos y no en Ecuador.

Pero en el lado contrario, el movimiento Polo Democrático pidió que la Fiscalía investigase el caso y que la Cancillería “transparentase“ el proceso seguido en Estados Unidos. 

Así fue como el llamado “el contrato más transparente de todos los tiempos” —según el presidente Rafael Correa— pasó, de la noche a la mañana, a convertirse en el más cuestionado por los trabajadores petroleros y los movimientos sociales.

La Fiscalía se aprestaba por entonces (a mediados de 2010 no había entregado un informe al país, tampoco la Contraloría) a investigar la firma de ese compromiso.

El contrato de servicios específicos para el desarrollo, producción y mejoramiento de petróleo crudo en el bloque 20, que intervenía en el campo Pungarayacu, se celebró el miércoles 8 de octubre de 2008. Tiene 45 páginas y más de 100 en anexos. Pero, en una también muy cuestionada decisión, la administración de la Armada en Petroecuador firmó el 13 febrero de 2009 un Contrato Modificatorio, para “aclarar ciertos temas formales y de interpretación del contrato de servicios específicos […] por así convenir a los intereses del pueblo ecuatoriano”.

Los movimientos sociales identificaron los supuestos visos de irregularidad del contrato principal y pidieron a la Fiscalía que investigara el proceso de contratación.

El precio que el Ecuador iba a pagar a la canadiense por cada barril fue el primer obstáculo que los denunciantes encontraron en el contrato. Según la cláusula 9.1.2, Ivanhoe  aseguró 37 dólares más IVA por barril. “Esto se negoció cuando ya se conocía la gravedad de la recesión mundial y el precio del petróleo no subiría, ahora el precio está más abajo y el Estado no tendrá beneficios”, le dijeron al fiscal subrogante, Alfredo Alvear.

Aseguraron que el contrato sería un híbrido que mezcla las cláusulas propias del contrato de servicios específicos con el de participación. Eso se dejaría entrever en el punto 9.1.2.1 donde se explica la fórmula de pagos que se realizará a la empresa.

La denuncia dijo que existirá “un reparto del 20% para el Estado y el 80% para la contratista. Esto constituiría un contrato lesivo” porque, además, la empresa ya tiene asegurados 37 dólares por barril.

En el contrato tampoco se estipulaba la inversión mínima que realizaría la empresa ni el tiempo para el desarrollo de las tres etapas del contrato, que son la evaluación, el plan piloto y la explotación. Esas etapas dependerían totalmente de la discrecionalidad de Ivanhoe, es decir, el contrato no estableció plazo para la ejecución de sus cláusulas.

Se preguntaron, además, sobre el tipo de tecnología HTL que se aplicaría. “¿Cuál es su fuente de generación?”, inquirieron en la denuncia. “¿De dónde saldrá el vapor para generar calor? ¿Qué fuentes de agua utilizarán y en qué cantidades?”.

Dijeron, además, que la tecnología HTL que aplicará Ivanhoe, en Pungarayacu, no garantizaba la calidad del crudo obtenido.

En el punto 5.1.30 “la contratista no tiene la obligación de garantizar un determinado grado API y viscosidad”.

Dicha cláusula decía que en la tercera etapa del proyecto (que según la cláusula 2 se desarrollará a discreción de la empresa) debía entregar un crudo superior a los 21 grados API, pero que ello podría ser modificado de existir justificaciones de carácter técnico.

En cuanto a las obligaciones de las partes, no se determinó quién ejecutaría la fiscalización de producción del crudo y cómo se lo transportaría.

El ministro de Petróleos de entonces, Derlis Palacios, aseguró que toda la inversión estaba a cargo de Ivanhoe, pero en la denuncia se aseguraba que la cláusula 5.1.4 no especifica la construcción de los oleoductos para conectarse con los de Petroecuador.

Además, el punto 5.1.27 establecía que Petroecuador colaborará con la empresa manteniendo las vías en buen estado. Una responsabilidad de la estatal que podría entregar hasta 200 mil dólares anuales por ese rubro.

Además, le permitían mezclar el crudo de Ivanhoe Energy con el del Estado. ¿Cuál es el beneficio?, preguntaron los denunciantes.

La clave estaba en la página 174 del acta del directorio de Petroecuador, del 19 de mayo de 2008. La asesora presidencial Sandra Naranjo dijo: “El campo Pungarayacu con Ivanhoe dijeron que iba a ser en marzo “. [En la página 175 de la misma acta el presidente Rafael Correa dijo: “esto es la típica historia de Petroecuador, marzo me ofrecieron, que están discutiendo y ahora hay que empezar de cero porque no entendieron los conceptos”].

Para esa fecha el presidente solicitó cerrar el acuerdo con Ivanhoe, pero el campo Pungarayacu era una concesión de carácter minero en poder de la empresa Cotundo.

El 18 de abril, la Asamblea Constituyente aprobó el Mandato Minero y con él se caducó una serie de concesiones mineras en el país. Una de ellas era la de Cotundo.

Martha Roldós (RED), ex asambleísta en Montecristi y comisionada del llamado “Congresillo”, sospechó de esa medida: bajo el principio de retirarle la concesión a Cotundo, se le debería haber retirado a otras empresas grandes. “Queremos conocer con qué causales se retiró la concesión a Cotundo, porque esto también se podría haber aplicado para las concesiones de las demás mineras transnacionales”, argumentó.

La comisionada creía que todo estuvo maquinado para favorecer a Ivanhoe. “Es que desde marzo ya había presiones para que se entregue la concesión. Al parecer, el Mandato Minero fue, expresamente, para quitar la concesión a Cotundo y entregarla a Ivanhoe.

Y por eso pidió a la Fiscalía que investigara este proceso.

La comisionada aseguró que tenía en su poder las actas de Petroecuador, del 19 de mayo, donde hubo presiones para que esto se entregue y se lo haga rápido.

“Es súper extraño, como se ve, que el presidente dice que desde marzo se debió haber entregado a Ivanhoe este tema de Pungarayacu, pero para entonces Cotundo todavía era la que tenía la concesión, porque el Mandato Minero recién se aplica el 18 de abril”.

El pedido de investigación no fue inquietud de una sola comisionada. En la Comisión Legislativa, Fausto Lupera (Partido Sociedad Patriótica) presentó un pedido de fiscalización sobre el caso. Pero el legislador entregó su solicitud, directamente, ante la Comisión de Fiscalización. Es decir, saltándose el trámite regular.

Una fuente de la Comisión había asegurado que el proceso de fiscalización se limitaría a conseguir información y remitirla a la Fiscalía, para que allí se junte a la indagación que se abriría por el tema. Nada más.

Aún sin reparar en los problemas técnicos y legales, también se descubrió que en ese entonces, Ivanhoe registraba 20’213.000 dólares en pérdidas netas, entre enero y septiembre de 2008, según informó su propio reporte financiero. Comparadas con similar lapso del año 2007 (20’358.000 dólares) representaban 145 mil dólares menos.

Las pérdidas netas se focalizaron en los negocios de China, Canadá y Ecuador; áreas corporativa y de tecnología. La excepción fue Estados Unidos que produjo 1’940.000 dólares en ingresos.

Según el reporte enviado a la Comisión de Valores y Bolsa de EE.UU., la empresa tenía a la fecha 363’004.000 dólares en activos al 30 de septiembre de 2008. De ese monto, 102’153.000 dólares eran bienes intangibles: tecnología. Los pasivos sumaban 92’066.000 dólares.

En su informe, la petrolera canadiense anticipó que incurriría en gastos sustanciales para fomentar sus programas de desarrollo de capital. En particular, los relacionados con intereses adquiridos en Alberta (Canadá) y Pungarayacu (Ecuador).

Se proponía financiar los pagos futuros requeridos para sus proyectos, con una combinación de inversionistas estratégicos y/o de mercados tradicionales de deuda y valores. 

Pungarayacu tenía (y tiene) los mayores volúmenes acumulados de petróleo pesado en el Ecuador, y es uno de los campos más grandes de América Latina. Comprende 647 km² de los 1.100 km² del bloque 20, entregado a Ivanhoe.

Petroproducción perforó 26 pozos en el área durante la década de 1980. El campo había sido estudiado y evaluado por la filial estatal y la compañía estadounidense ARCO. Esos estudios estimaban que allí existen entre 4.500 y siete mil millones de barriles de crudo pesado. La viscosidad de ese crudo fluctúa entre nueve y 14 grados API. La producción del campo podría rendir más de 100 mil barriles por día.

Pero Jack Grynberg, en su demanda civil contra Ivanhoe Energy, señaló que, de acuerdo con sus investigaciones, en Pungarayacu podrían existir fácilmente 15 mil millones de barriles de crudo pesado recuperable. Es decir, las reservas del campo serían más del doble de los estimados previos. Indicaba que confió esa información reservada a David Martin, copresidente ejecutivo de Ivanhoe Energy.

Cuando esta empresa anunció la suscripción del contrato con el Estado ecuatoriano para la explotación del bloque 20, señaló que la magnitud del campo Pungarayacu y sus facilidades físicas para el transporte y exportación de crudo habían despertado el interés de compañías petroleras internacionales que esperaban participar en el proyecto. Según la firma canadiense, para concretar aquello se debía contar con la aprobación de Petroproducción. Con ese documento la empresa podría integrar capitales para la concreción de la explotación petrolera.

Mientras arreciaban las críticas a lo que era uno de los primeros grandes escándalos del régimen correísta, el presidente Rafael Correa llegó, en una intervención pública, al extremo de poner su cargo a disposición de los ecuatorianos, si se comprobaba que el régimen “influyó o se dejó influenciar de manera deshonesta” para otorgar un contrato a la empresa canadiense Ivanhoe Energy.

Lo hizo el viernes 12 de diciembre de 2008, en la ceremonia de relevo de mando de la Armada entre los contralmirantes Livio Espinosa y Aland Molestina Malta. El mandatario le atribuyó a la “partidocracia” la denuncia de privilegiar a Ivanhoe para la explotación del campo Pungarayacu.

“Ya basta de tantas calumnias, son derrotados en las urnas y pretenden ganar con las infamias”, criticó el jefe de Estado, y defendió a rajatabla la decisión del Gobierno. “No dejaremos que se juegue con nuestro mayor patrimonio que es la honestidad”, enfatizó durante su intervención en la ceremonia castrense. En el acto, que se desarrolló en la Base Naval Sur, en Guayaquil, una semana después de la posesión de Molestina como comandante general de la Marina, Correa volvió a depositar públicamente su confianza para que la Fuerza Naval siga al frente de la administración de Petroecuador.

Correa destacó el apoyo del régimen a la Fuerza Naval y mencionó algunos de los proyectos que se han concretado en su gestión para el desarrollo de la Armada.

Anunció la llegada de una flotilla de aviones no tripulados que tendría como misión la vigilancia del mar territorial, la frontera norte, y controlar ilícitos; y la repotenciación de embarcaciones bélicas.

En su discurso, no desaprovechó la oportunidad para recordar su desaprobación al pedido de disponibilidad del contralmirante Livio Espinosa. El alto oficial agradeció a sus compañeros de armas y deseó éxitos a su sucesor. Enfatizó que cuando asumió la Comandancia lo hizo en un “ambiente de adversidades de opiniones”. En tanto, Molestina llamó a la unidad de la Fuerza Naval y pidió a los uniformados tener siempre presentes los principios de ética y moral.

Los dos altos mandos navales se referían a los hechos que habían desembocado en una crisis militar que inició en noviembre de 2007 y que se traslucía en esa ceremonia y en esas declaraciones. 

El 29 de noviembre de 2007, mediante el decreto ejecutivo 766, el presidente de la República declaraba a Petroecuador en emergencia, encargaba la operación del Sistema Petroecuador y sus filiales a la Fuerza Naval ecuatoriana, entregaba el mando de la estatal al contralmirante Fernando Zurita y cesaba en el cargo al entonces titular de la empresa, Carlos Pareja Yanuzelli. El presidente expuso dos motivos: el primero, y más apremiante, la toma de pozos petroleros por parte de comunidades amazónicas que protestaban por la desatención gubernamental y que había afectado la producción de los campos Auca Sur, Auca Central y Cononaco. En la rápida reunión del directorio de Petroecuador, donde se anunciaron las medidas, el presidente le pidió a Zurita que enjuiciase por sabotaje a quienes habían tomado los pozos, y los calificó de antipatriotas. El otro motivo para el ingreso de la Armada a Petroecuador era la evidente disminución de la producción de los campos, que debía responderse con un giro radical. 

Cinco días después, mientras Quito, la capital de los ecuatorianos estaba en plenas fiestas de fundación, un contingente de mil policías y militares, armados y equipados con tanquetas y fusiles, ingresó a la población de Dayuma, cuyos habitantes mantenían una resistencia civil y reclamaban contra el régimen. En Carondelet, se había llegado a la conclusión que esta protesta sostenida, que además había usado dinamita y armas de corto calibre, configuraba un estado de sublevación inspirada en elementos vinculados al derrocado ex presidente Lucio Gutiérrez, siempre fuerte políticamente en la Amazonia. La represión militar fue brutal. Al amparo del estado de emergencia decretado por el presidente y ejecutado por los ministros de Gobierno y de Defensa de entonces, Fernando Bustamante y Wellington Sandoval, los uniformados rompieron puertas, aterraron a mujeres y niños, golpearon y desfiguraron rostros y cuerpos, golpearon, con palos y tubos, las cabezas de los manifestantes, entraron a culatazos a las casas, arrestaron a los presuntos subversivos y los subieron en baldes de camionetas. El fotógrafo de diario Expreso, René Fraga, registró las dramáticas fotografías de ese viernes violento, que fueron publicadas en la edición del sábado del matutino guayaquileño. En total, los organismos de derechos humanos registraron 27 denuncias de brutalidad militar, con heridos de gravedad. El Gobierno replicó con cadenas nacionales, acusando a las víctimas de esta represión de haber usado armas en contra de los uniformados, lo que les causó también graves heridas. 

El impacto de la medida, ejercida por un régimen que se decía de izquierda, fue tal que el propio mandatario debió ofrecer disculpas públicas en enero del siguiente año. Pero fue una pedagogía que luego se aplicaría a todo reclamo social o intento de protesta posterior en contra de la decisión extractivista de este Gobierno.

Rebelión en la Infantería de Marina

Días antes del decreto del presidente encargando a la Marina la administración petrolera, el 14 de noviembre de 2007, se había iniciado el proceso de calificación de ascensos en la Armada Nacional. Solo participaba el contralmirante Johnny Estupiñán. Este alto oficial no contaba con el apoyo del comandante de la Fuerza, Homero Arellano, quien, de entrada, se había alineado con el proyecto gubernamental de la revolución ciudadana. La acusación más recurrente de sus subordinados era que había consentido una serie de pedidos del Gobierno, y aceptado el involucramiento de la Armada en el negocio petrolero. Pero Arellano había sostenido desde entonces que fue el propio presidente quien le había pedido directamente este involucramiento, recordando que los militares no eran deliberantes sino obedientes, había aceptado esto de su comandante en jefe. Estupiñán no fue ascendido por el Consejo de Almirantes, pero el oficial apeló al órgano regular y llevo su queja al ministro de Defensa, quien la admitió y dio orden para su ascenso. 

El 21 de diciembre, Estupiñán fue ascendido a vicealmirante, a pesar de la decisión del Consejo de Almirantes, en una ceremonia presidida por el mandatario Rafael Correa. Allí, el comandante de la Marina, Homero Arellano, defendió la tarea de la Armada en Petroecuador, “aunque haya incomodado a ciertos sectores, incluso dentro de las filas militares”.

Pero, una semana después, el oficial recién ascendido fue relevado del mando del Comando de Operaciones Navales y trasladado a la Secretaría del Consejo de Seguridad Nacional. Inmediatamente, el país se enteró de que Estupiñán estaba siendo sometido a un consejo de disciplina de la Fuerza Naval por supuesta insubordinación, algo inédito en ese nivel de mandos militares. El argumento del comandante naval para iniciar el proceso de disciplina fue que Estupiñán había reunido a sus oficiales y tropa del comando de operaciones, el 26 de diciembre, para cuestionar la decisión del mando de no ascenderlo y decir a sus hombres que pediría la remoción del comandante de la Marina y del segundo al mando, Luis Yépez. La supuesta prueba de eso, que se consideró una insubordinación, fue una grabación de esa reunión, que apareció en manos del alto mando de la Marina, en la cual también se emitieron acusaciones en contra de los altos oficiales que aceptaron hacerse cargo del negocio petrolero del Estado.

Al día siguiente, el vicealmirante Luis Yépez, reemplazo de Estupiñán en el Comando de Operaciones, acudió a Guayaquil y le explicó al mismo personal las razones de la salida del ascendido vicealmirante. “Nadie está por encima de los reglamentos disciplinarios”, les dijo. Y ofreció a los oficiales y a la tropa explicarles con posterioridad los planes en Petroecuador y lo que se estaba haciendo en la Flota Petrolera Ecuatoriana, Flopec, empresa de la Marina.

Fruto de un manejo no institucional, se estaba gestando una de las crisis más graves de la Armada en décadas. El 7 de enero de 2008, el Comando Conjunto resuelve intervenir, el general Héctor Camacho, su jefe, suspende el consejo de disciplina, por tercera ocasión “para dar mayor tiempo al vicealmirante para defenderse”.  

Los acontecimientos se precipitan. Al siguiente día, el comandante de la Armada, en la Base Sur, la más poderosa de la Fuerza, ubicada en Guayaquil, denuncia ante los oficiales y tropa la existencia de grupos ocultos que querían agitar a la institución.

Nunca llega a explicar de dónde provienen estos grupos, pero a nadie medianamente informado le pasa desapercibido que no había pasado un mes desde que el presidente de la República le había entregado a la Marina la administración del negocio petrolero estatal, donde se manejaban miles de millones de dólares. El 9 de enero, el ministro de Defensa, el médico Wellington Sandoval, interviene por sobre los mandos militares, y convoca a su despacho a los tres más antiguos de la Armada: Arellano, Yépez y Estupiñán, para limar las asperezas. Es inminente la salida de la cúpula naval. Al interior de la Fuerza se desata la ola de rumores e incertidumbres y hay un serio riesgo de insubordinación. Ese día, los contralmirantes Livio Espinosa, Aland Molestina, Pablo Dousdebes y Milton Lalama, cuestionan al mando. Habían pedido una reunión con el ministro de Defensa, para explicarle la situación. No los había atendido.

Las acusaciones de estos oficiales son varias. Pesan especialmente contra Arellano las de violar procedimientos reglamentarios y emprender persecuciones personales. En el caso del almirante Estupiñán por un supuesto festejo anticipado de este oficial, ya que pretendía ser comandante de la Marina durante el Gobierno de Rafael Correa. Para estos cuatro oficiales, Arellano había perdido la autoridad en la Armada, también porque había dado paso al ascenso a contralmirante del capitán de Navío, Carlos Moncayo, a pesar de que este fue negado por el Consejo de Almirantes. Para los oficiales, el ascenso de Moncayo había sido fruto de una presión política desde Carondelet.

El nuevo presidente de Petroecuador, Fernando Zurita, en franco apoyo al comandante Arellano pone los puntos sobre las íes y denuncia que esta crisis “ha sido manejada por gente externa”. Se refería a que la decisión de que la Armada manejara el negocio petrolero afectaba a poderosos intereses, sobre todo de los grupos de Guayaquil. Puso ejemplos: se había llamado a licitación para poner unidades de generación eléctrica para los pozos petroleros de la Amazonia, a un precio de 45 millones de dólares. Antes de ello, grupos económicos privados recibían 30 millones de dólares cada año por dar ese servicio. Mencionó también, en una entrevista con Teleamazonas, que la Marina entraría a controlar el abastecimiento de gas en tierra, el llamado proyecto Monteverde, que tumbaba uno de los negocios de provisión de gas licuado de petróleo más onerosos en la historia del Ecuador, también en manos de grupos privados. En este caso, fuentes del Gobierno y de la Marina hablaban en voz alta ya de los intereses socialcristianos y de un empresario llamado José Dapelo, a quien el propio presidente calificaba de “mafioso”. Zurita también se refería a otro negocio vinculado a Dapelo: el de la remediación ambiental, a través de la empresa Ecuavital, vinculada al empresario guayaquileño y que había obtenido la mayor parte de los contratos de remediación de los derrames petroleros en la Amazonia. Ergo, no lo decían con sus letras, pero las voces oficialistas aseguraban que socialcristianos y los grupos vinculados a Dapelo estaban tras esa crisis.

Las versiones de la salida del mando naval crecieron al final de la semana, y en la tarde de ese día jueves 10 de enero, el ministro de Defensa confirmaba a varios medios de información la noticia: el decreto de la disponibilidad estaba en el escritorio del señor presidente, aseguraba. Es decir, los almirantes Arellano, Yépez y Estupiñán debían salir.

Pero ocurrió algo previsible en el derrotero cambiante del jefe de Estado: resolvió esa noche ratificar al mando. La explicación de esa medida demoró toda la mañana del día siguiente. En una masiva rueda de prensa, pasado el mediodía, el ministro Sandoval mostró el camino que había tomado el Gobierno: dejar las cosas como estaban, incluso el cargo de Estupiñán se mantendría en el Consejo de Seguridad Nacional, haciendo una concesión adicional al comandante Arellano.

El contralmirante Aland Molestina, jefe de la Infantería de Marina, era un hombre con fama de duro. Su mística militar y la aplicación a rajatabla de los principios en los que creía, la actitud de permanente ejemplo para exigir sacrificio a sus hombres, sin ahorrárselo para él mismo, le fueron creando un aura de liderazgo y fortaleza moral en el personal a su mando, que el Gobierno no valoró. Más aun, Molestina tenía un rasgo que compartía con el contralmirante Livio Espinosa, y otros altos oficiales: eran parte de grupos católicos, que se apoyaban y se protegían como hermanos, a la luz del Evangelio y con una estructura muy bien organizada. 

La reunión se dio el sábado 12 de enero, de modo clandestino en el domicilio de un ex capitán de navío de la Armada, compañero de Molestina, era una casa de familia acomodada ubicada en la Kennedy Norte, en Guayaquil. Le acompañaba también un ex coronel del Ejército, experto en escenarios políticos, que colaboraba en los manejos estratégicos de este oficial, de hecho sin experiencia alguna en manejo de medios de información ni en los avatares de la irregular política ecuatoriana. 

Molestina se había “atrincherado” en esa casa luego de los sucesos del día anterior. Ahí explicó a uno de los autores de este libro los hechos del viernes 12, que pusieron en serio aprieto al Gobierno y estuvieron a punto de suscitar una nueva y profunda ruptura de la democracia ecuatoriana.

El ministro de Defensa, y el propio presidente en su “informe” de los sábados, habían convertido el hecho en una disputa personal entre dos altos mandos de la Marina. A la luz pública, buscaban minimizar el impacto de los sucesos. Tanto es así que aseguraban que los cuatro almirantes, incluido Molestina, habían hablado ya con Sandoval y llegado al compromiso de respetar las decisiones políticas del Gobierno. No era así. Para el lunes siguiente, los cuatro altos oficiales tenían previsto acudir a Quito, a la sede del Ministerio de Defensa, a presentar su pedido de baja por separado. Apostaban que los únicos perjudicados en todo esto serían ellos. Y era más que evidente que el Gobierno también. La estrategia del Gobierno: darle largas, esperar que bajen las aguas y cesen las tensiones; los contralmirantes rebeldes terminarían por rendirse a la evidencia: los hombres pasan, las instituciones quedan. Molestina reveló ese sábado que los cuatro altos mandos habían tenido una reunión con el comandante Homero Arellano, el 19 de diciembre anterior, es decir, una semana antes de que se revelara la crisis interna, para decirle que cuestionaban su liderazgo por faltas que ellos consideraban violación a los valores navales y a los principios del honor militar. 

La posición del comandante se impuso en ese momento, por lo que ese viernes de enero, Molestina se dirigió a sus hombres cuando ya percibía que no había nada que hacer: no iba a estar ni un minuto más bajo el mando de un superior que no respetaba, les dijo, y se fue a su despacho en la Base San Eduardo, por si había algo que hacer. Según la reacción de los soldados, que sorprendió a su mismo comandante, primero se acercaron los suboficiales, los más antiguos y respetados de la tropa y le dijeron que él no tenía por qué irse: “que se vayan ellos”, le dijeron. Se sumaron los oficiales, y más tarde, hubo reportes de todos los repartos de la Infantería de Marina, de que empezaban a cerrar sus portalones y estaban dispuestos a luchar por el honor de sus comandantes, de la Infantería y de la Marina, y que se irían con ellos. Unos 1600 soldados de élite. La crisis sorprendió al ministro de Defensa cuando se encaminaba a una reunión de gabinete ampliado en Los Ríos. Recibió el pedido de hablar y fue informado por inteligencia del Comando Conjunto de la situación. Al principio, el ministro estuvo dispuesto a ir a conversar a la Base San Eduardo, pero otros mandos militares le recomendaron que no: podía meterse en una trampa; nadie garantizaba que un grupo de estos soldados, en un momento de exaltación, tomara prisionera a la delegación, que incluía al secretario particular del presidente, Javier Ponce; al ministro de Seguridad Interna y Externa, Miguel Carvajal; al jefe del Comando Conjunto, Héctor Camacho; al comandante de la Segunda División del Ejército, Elio Zambrano, y al jefe de Estado Mayor de la Armada, Luis Yépez. El ministro consintió en dialogar, pero en un lugar como el Fuerte Militar Huancavilca, donde el Ejército podía garantizar la seguridad: “Yo dije que más me gusta jugar de local”, ironizó el secretario de Estado. Eso irritó sobremanera a los infantes. Se sintieron ofendidos, no querían secuestrar al ministro, sino ser escuchados. Tras un intenso debate, finalmente consintieron: antes del medio día del viernes, unos 122 soldados y oficiales, en varios buses de la Armada, de color blanco, atravesaban la garita del Fuerte Militar levantando los puños y gritando consignas en señal de protesta. La situación era tensa: armados y equipados, estos militares estaban conscientes del riesgo que un chispazo podía encender en una pradera seca.

La tensa reunión se dio en el casino de oficiales, entre las 11h00 y 14h00. Luego, Sandoval dio una rueda de prensa, en la que explicó los argumentos de los infantes: no estaban conformes con la salida de los contralmirantes, no estaban conformes con la ratificación de la cúpula naval, reclamaban por la forma politizada de ascender al personal, y de distribuir los pases… Sandoval ofreció que no habría sanciones, y que se reuniría con los contralmirantes, a quienes se les pidió en Carondelet que le dieran un mes de plazo al comandante de la Armada para salir del cargo y bajar las tensiones, y aceptó que la cúpula estaba caída, pero que había de por medio la necesidad de terminar unos contratos de adquisición de armas…

“No pasa nada en la Armada”, fue la frase que pronunció el presidente al día siguiente de los sucesos. Insistió en que el tema era por una disputa personal, y que esto estaba superado. Quedaba claro para todos, según esto, que la tan defendida majestad de la Presidencia, es decir su autoridad sobre las Fuerzas Armadas, había quedado en firme, que la cúpula se mantendría y que los contralmirantes también. En el fondo, el mandatario buscaba ganar tiempo. La cúpula estaba caída, tanto que el 22 de enero, el contralmirante Livio Espinosa asumió la comandancia de la Armada, y los tres oficiales más antiguos debieron abandonar sus cargos. El lunes 14 de enero, los cuatro contralmirantes se reunieron con el ministro de Defensa, y dieron una salida a la crisis, a cambio de ese tiempo precioso para el presidente: el martes 15 se cumplía un año del Gobierno de la llamada revolución ciudadana, y Rafael Correa podía dar su mensaje a la nación en paz. 

Así que ese sábado 13 de diciembre de 2008, el presidente había tenido que superar una segunda crisis en la Armada, con la salida del mando del comandante de la Fuerza, Livio Espinosa. Fue una disputa con el recién nombrado ministro de Defensa, Javier Ponce, esta vez porque Espinosa consideró que se había violentado su jerarquía cuando el ministro había levantado la sanción impuesta por el Comando al entonces presidente de Petroecuador, Fernando Zurita. 

En esos días había estallado la denuncia sobre el contrato con Ivanhoe, en el cual había participado la Armada, pero oponiéndose al mismo.

El presidente, en su informe semanal, aceptó que se impuso en el contrato con Ivanhoe. Confirmó que personalmente impulsó la suscripción del convenio petrolero con la compañía Ivanhoe Energy, al cual calificó como “uno de los más transparentes en la historia del país”.

También defendió a su hermano Fabricio Correa, quien enfrentaba la demanda. Se trata de una infamia, aseguró. “Todos los que conocen en algo Carondelet, saben que mi hermano no es asesor, saben que no hay ninguna oficina. La querella caerá por su propio peso”. No dudó en calificar a Grynberg, como “un tipo que vive de esto, chantajeando a la gente”.

Reconoció lo actuado el 19 de mayo de 2008.  Añadió que en diciembre de 2007 envió una misión para reunirse con representantes de Ivanhoe y visitar sus instalaciones, tras ser informado por Mauricio Dávalos, entonces ministro de la Producción, sobre una tecnología promocionada por esa compañía, que podía emplearse en el mejoramiento del crudo pesado del campo Pungarayacu. Un informe posterior del equipo periodístico reveló que los funcionarios ecuatorianos viajaron pagados por la empresa canadiense.

En esa misma intervención, continuó con su defensa. Aseguró que el contrato con la compañía canadiense Ivanhoe no implicaría gastos para el Estado. “Van a traer 4.500 millones de dólares de inversión, todo el riesgo es de la empresa, es un contrato de servicios, mejoran el crudo y cobran  37 dólares por el barril y el resto es nuestro”. 

Las negociaciones para la contratación de Ivanhoe Energy, fueron uno de los motivos de la salida de José Luis Zirit, entonces miembro del directorio de Petroecuador en representación del presidente, y su asesor en materia petrolera. Así lo reveló el propio mandatario.

Relató que tras haber recibido los informes de la visita realizada a las instalaciones de Ivanhoe, en California, le sugirió a Zirit que por ofrecer esa empresa tecnología única se le podría dar el contrato directamente. Y le preguntó que cuánto demoraría el proceso de contratación.

Zirit le dijo que había que esperar hasta el mes de marzo la propuesta de Ivanhoe, y Correa aceptó la idea. “Pero en marzo no me cumplió [...]. Ese fue uno de los motivos por los que salió”. 

Coherente con su estilo descalificador, que mantendría a lo largo de su mandato, Correa llamó “payasos de circo” a quienes entonces auspiciaron la denuncia puesta en la Fiscalía a través de la cual se pidió investigar ese contrato petrolero.

Fue duro, sobre todo, con Martha Roldós, su ex compañera de aula en la Universidad Católica y antes de todo esto, su amiga personal. “Esta pobre señora presenta una denuncia. Les aseguro que el 80% ni entiende lo que ha escrito porque son cuestiones petroleras. Esto es hecho por un par de sindicalistas que botamos de Petroecuador y que quieren boicotear todo. Sal a decir la verdad, eso es honestidad. Lo que estás haciendo es corrupto. Abandona tu inmunidad parlamentaria para poder responderte jurídicamente a todas las calumnias que estás poniendo en tu denuncia”.

Roldós, por su parte, señaló que “todo lo que estoy diciendo es en base a pruebas y documentos”. Agregó que Correa “hace gala del abuso del poder en la persecución a los ciudadanos. Yo no calumnio, calumnia el que no muestra documentos, el que anda diciendo que todos son unos corruptos y luego no inicia ningún proceso”, dijo.

Correa instó al fiscal a investigar el caso lo más rápidamente posible. Y “una vez que ratifique la verdad, denuncie al país a todos estos sinvergüenzas y farsantes”. El caso recayó en la Fiscalía de Pichincha. Quien finalmente asumió la demanda fue León Roldós, ex vicepresidente de la República (1981-1984), ex legislador, asambleísta, tío de Martha. El caso no se movió en la Fiscalía sino casi un año después, cuando Roldós fue llamado a hacer su primera declaración.

El contrato con Ivanhoe Energy Ecuador lo firmaron, por parte del Estado, el contralmirante Luis Jaramillo, que fue designado nuevo presidente de Petroecuador; y el capitán Camilo Delgado, vicepresidente de Petroproducción, mientras que Carlos Espinoza Sánchez, lo hizo como apoderado de la contratista. Los mismos personajes intervinieron en el contrato modificatorio.

Antes de llegar a esas instancias, el 22 de agosto de 2007, Petroproducción había solicitado al consejo de administración de Petroecuador la entrega de información técnica solicitada por la compañía canadiense.

El 6 de diciembre de 2007, esa empresa presentó su oferta y propuesta para el desarrollo y producción del área del campo Pungarayacu. Cuatro días más tarde, reconfirmó la designación de los representantes que expondrían el proyecto al presidente Rafael Correa.

El 13 de diciembre, Petroproducción nombró a los miembros de una comisión que viajaría a Bakersfield, California (EE.UU.), para visitar las instalaciones de Ivanhoe. Esa visita se concretó entre el 16 y 19 de ese mes y fue pagada por la empresa.

Cuatro días antes de que culminase el año, la compañía petrolera remitió a Petroproducción la documentación sobre aspectos legales, técnicos y financieros que pretendían corroborar la información vertida en su propuesta. El 1 de febrero de 2008, se dejó sin efecto una resolución que autorizaba el inicio de procesos licitatorios en Pungarayacu. Así se llegó a la reunión del 19 de mayo de 2008.

La Contraloría hizo cuatro observaciones

El 29 de septiembre de 2008, el subcontralor Eduardo Muñoz, se abstuvo de dar un pronunciamiento favorable en el informe de ley a la propuesta de contratación. En el documento se puntualizaron las observaciones al proyecto.

Sin embargo, el 2 de octubre de 2008, ante el pedido de aclaración por parte de Petroproducción, el mismo funcionario aclaró que esos señalamientos eran referenciales y no vinculantes.

A la Contraloría le llamó la atención la resolución tomada el 19 de mayo de 2008 por el directorio de Petroecuador, que decidió dar a Ivanhoe un plazo de 30 días para que presente una nueva propuesta (precio por barril producido, que incluyese gastos, inversiones y utilidad razonable) o, de lo contrario, se prepararían las bases para llamar a una licitación.

“Del análisis de la resolución en cuestión, se advierte que el directorio, en su momento, consideró que la contratación pudo haber sido licitada a nivel nacional e internacional”, señala el informe.

Según el ente de control, tampoco se había tomado en cuenta lo previsto en la Ley de Hidrocarburos respecto de la cuantía y forma de pago convenidos entre las partes, el plazo del contrato y la necesidad de un dictamen del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas sobre el contrato.

Respecto del plazo del contrato, que acordaba un periodo de 30 años, la Contraloría recordó que la mencionada Ley estipula un máximo de 20 años, renovables por mutuo acuerdo.

Otra observación fue sobre la competencia de contratación y adjudicación del contrato, que por ser de cuantía indeterminada, debía aplicarse la Codificación del Instructivo de Contratación para obras, bienes y servicios específicos de Petroecuador y sus filiales.

Finalmente, la Contraloría mencionó que en la cláusula sobre solución de controversias del precontrato no se observó lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución, por el cual no se puede convenir la sujeción a una jurisdicción extraña en los contratos celebrados en Ecuador por instituciones del Estado con personas naturales o jurídicas extranjeras.

La citada cláusula del proyecto del contrato señala que “los conflictos de propiedad industrial, técnicos o económicos que no puedan ser resueltos de común acuerdo, se someterán a un proceso de arbitraje en el Tribunal de la Cámara de Comercio de París (ICC)”. Esto, de acuerdo a los procedimientos contemplados en el reglamento de funcionamiento de ese centro de arbitraje internacional.

Tras el análisis de la documentación remitida por las autoridades petroleras, la Contraloría se abstuvo de emitir el informe de ley al proyecto. “Al tratarse de un contrato cuya cuantía es indeterminada, no cumple con los presupuestos fácticos para la emisión de un informe”, aclaró el ente de control.

Similar pronunciamiento de abstención había hecho la Procuraduría General del Estado sobre la propuesta del contrato petrolero: el 9 de septiembre de 2008, el subprocurador Gustavo Ramos notificó a Camilo Delgado, vicepresidente de Petroproducción, que no se requería contar con el informe previo de ese organismo.

Al remitir la documentación a los organismos de control, Petroecuador y Petroproducción resaltaron que el contrato a suscribirse con Ivanhoe Energy (de servicios específicos), por su naturaleza, era de cuantía indeterminada. Esa situación hizo que no se estipule en el proyecto de contratación la entrega de la garantía de fiel cumplimiento por parte de la adjudicataria. 

Las  observaciones de la Contraloría se resumieron en lo siguiente:

Resolución del 19 de mayo.- Autoridades dan un plazo de 30 días a Ivanhoe para que cambie su propuesta de negocio. La contratación para explotar el campo pudo haber sido licitada entre varias empresas.

Inobservancia a Ley de Hidrocarburos.- Petroecuador y Petroproducción no tomaron en cuenta artículos sobre la cuantía, forma de pago, plazo del contrato y consulta al Comando Conjunto de las FF.AA.

Aplicación de instructivo vigente.- Por ser un contrato de cuantía indeterminada, se debió aplicar el instructivo de contratación de Petroecuador, que concede la iniciativa de adjudicación y contratación a su titular.

Omisión respecto a controversias.- En la cláusula contractual sobre solución de controversias no se observa lo que dispone el artículo 14 de la Constitución que prohíbe convenir la sujeción a una jurisdicción extraña.

Tras varias publicaciones, los representantes de Ivanhoe Energy anunciaron su viaje al Ecuador y  una declaración pública sobre la demanda internacional interpuesta en su contra por Cotundo Minerales, RSM Production Corporation y Archidona Minerales, todas estas vinculadas al empresario petrolero Jack J. Grynberg.

David Martin, copresidente de la petrolera canadiense, quien fuera recibido por el presidente de la República, llegó a Quito en compañía de un bufete de abogados, que trabajaría en la defensa.

Finalmente David Martin llegó el lunes 15 de diciembre. En una concurrida conferencia de prensa, advirtió que no estaba dispuesto a perder la concesión sobre el campo Pungarayacu.

Martin llegó al Palacio de Carondelet acompañado del gerente de esa compañía para Ecuador, Carlos Espinosa, y un grupo de abogados. Allí, desde tempranas horas de la mañana, junto con sus abogados, sostuvo una reunión con los funcionarios de la Secretaría Jurídica de la Presidencia.

Las denuncias de irregularidades en la firma del contrato de explotación de Pungarayacu, más la demanda interpuesta en el estado de Colorado (Estados Unidos) por la empresa Cotundo Minerales, que involucró a Fabricio Correa, hermano del presidente Rafael Correa, en presuntos actos de corrupción, fueron los temas de la reunión, que llevó casi la mitad del día. No hubo comentarios al final.

Mientras tanto, las preguntas sobre las irregularidades en las concesiones de este campo se hicieron más evidentes. El geólogo Gerardo Herrera, quien fue director nacional de minería en dos períodos, dijo no comprender cómo se adjudicó una concesión minera a Cotundo en Pungarayacu. Recordó que en dos ocasiones se presentaron solicitudes —de la Prefectura de Napo y del Municipio de los Sachas— para explotar arenas bituminosas de ese sector, pero se les negó.

“La Ley de Minería en el artículo 1 es clara. Exceptúa del ámbito de esa ley el petróleo y los hidrocarburos, es decir, no podíamos dar una concesión minera porque no era para explotar minerales metálicos, no metálicos o materiales de construcción, sino era para aprovechar el asfalto de Pungarayacu”. Por ello, no se explicaba cómo, quién y cuándo entregó la concesión donde no existía competencia minera.

El abogado petrolero Luis Calero coincidió con ese criterio: “la concesión a Cotundo fue inmoral, porque por esta vía se le daba el derecho de propiedad sobre los minerales de la concesión”. Pero si esa concesión fue irregular, lo mismo sucede con el contrato de concesión para Ivanhoe.

Calero creía que existió un apresuramiento en la firma del contrato para extracción y mejoramiento de crudo entre Petroecuador e Ivanhoe. El contrato se firmó el 8 de octubre de 2008 y la nueva Constitución entró en vigencia el 21 de ese mismo mes. “¿Por qué no se esperó para someterse a todos los elementos y disposiciones de la nueva Constitución en cuanto a lo que señala la utilización de los recursos naturales no renovables?”, se preguntó.

Haber entregado el contrato a dedo, por la tecnología que dice tener Ivanhoe, no se justificaba, ya que no es la única para extraer crudo extrapesado. “En la franja del Orinoco se producen 600 mil barriles diarios de hasta 10 grados API; en países como Canadá se hace lo mismo, en ninguno se utiliza la tecnología de Ivanhoe“. Por ello, agregó, debió realizarse una licitación como establece la Ley de Hidrocarburos. 

La comisión técnica de Petroproducción, que viajó en diciembre de 2007 a los Estados Unidos con todos los gastos cubiertos por la petrolera Ivanhoe Energy, emitió un informe a favor de esa empresa, a pesar de no haber contado con toda la información que sustentó esa decisión.

La anuencia de los técnicos permitió que Petroecuador iniciara una negociación directa con la canadiense Ivanhoe para la explotación de la reserva petrolera de Pungarayacu, el yacimiento más grande de crudo extrapesado del país, con más de cinco mil millones de barriles.

Los técnicos Rodrigo Campaña, Álvaro Gallegos y Giorgio de la Torre, de la unidad de exploración de Petroproducción, debían emitir sus criterios sobre la tecnología Heavy to Light (HTL) que impulsa la petrolera Ivanhoe Energy y que supuestamente mejora la calidad del crudo pesado en un 80%.

Por ello se trasladaron a la planta experimental de esa compañía en Bakersfield, California, para conocer de cerca sus procesos. Allí se enteraron de que la empresa nunca había construido una planta comercial con la tecnología que ofrecía al Gobierno de Ecuador. A pesar de la poca información que recibieron (y que se desprende de su informe) emitieron un análisis favorable, pero dejaron por escrito cuáles eran los requerimientos faltantes.

El informe carecía de los estados financieros auditados de la empresa. Tampoco tenían los datos sobre proyectos, países y compañías en los que se aplicaba la tecnología HTL ni del reflejo de sus resultados industriales y comerciales.

No se contaba con los documentos sobre los campos en los que la compañía o sus asociados realizaron extracción de crudos pesados. En la información requerida también faltaba las patentes de la tecnología HTL.

También se solicitó, inútilmente, los datos sobre las ventajas comparativas de la tecnología HTL, versus otras que podían ser beneficiosas para el país.

Faltaba además la referencia sobre la experiencia de la compañía en el manejo de tecnología de inyección de vapor por drenaje gravitacional (SAGD por sus siglas en inglés) y un informe adicional que sustente la compatibilidad de la tecnología HTL con otras de recuperación mejorada de crudo.

El informe elaborado por los técnicos extrañamente no fue fechado, pero una ayuda memoria de la propia Ivanhoe, recuperada por la comisionada Martha Roldós, señalaba que el informe técnico económico de Petroproducción debía estar listo el 20 de diciembre de 2007. Pero recién el 27 de diciembre de ese año se entregó oficialmente la información adicional requerida por la comisión técnica que viajó a Bakersfield, California.

Ese mismo 27 de diciembre, Ivanhoe Energy solicitó formalmente la suscripción de un acuerdo de confidencialidad a fin de que se entregue toda la documentación técnica, geológica y de otra índole, necesaria para el desarrollo de Pungarayacu. 

Un superministro del régimen, el presidente de la estatal Petroecuador y un dirigente petrolero, también fueron financiados por la empresa beneficiaria del contrato. El Registro Oficial 201, del 30 de octubre de 2007, publicó el Decreto Ejecutivo Nº 184 por el que se le ordenó viajar al ministro coordinador de la Política Económica y de la Producción, Mauricio Dávalos, a Los Ángeles, Estados Unidos.

Según el decreto, la misión de Dávalos era examinar la tecnología para la explotación petrolera en el país. El documento develaba que los viáticos del ministro fueron cubiertos por el presupuesto de la Presidencia de la República. Pero los pasajes aéreos fueron pagados por cuenta de Ivanhoe Energy.

A esa comisión de servicios, que se desarrolló entre el 20 y el 23 de octubre de 2007, también acudieron Carlos Pareja Yanuzelli, quien en ese tiempo se desempeñaba como presidente ejecutivo de Petroecuador. Les acompañó, además, el representante de los trabajadores ante el directorio de la estatal petrolera, Miller Quiñónez.

Era el segundo viaje de funcionarios estatales que cubrió la empresa. Al primero, que se realizó en el mes de agosto, acudieron Marco Calvopiña, vicepresidente general de Petroecuador; Pedro Freile, vicepresidente de Petroproducción; y Jaime Pinos, el asesor jurídico del Ministerio de Minas y Petróleos.

El tercer viaje se realizó en el mes de diciembre y se designó un grupo de tres técnicos que se encargó de dar el aval para que las negociaciones entre el Estado y esa empresa se desarrollen de forma directa; es decir, sin que se someta a licitación. 

Las observaciones del grupo técnico fueron las siguientes:

Falta de estados financieros.-  En toda la documentación entregada por Petroecuador se observa que la información financiera de Ivanhoe Energy no fue determinante para el inicio de las negociaciones directas entre el Estado y esa empresa.

Aplicación de tecnología HTL.- A pesar de que la comisión técnica estuvo presente en la planta de Ivanhoe, no tuvo acceso a documentos sobre la aplicación de la tecnología HTL a nivel industrial y comercial, ni los documentos que muestren los niveles del mejoramiento de crudo.

Historial de explotación.- La comisión tampoco contó con datos documentados sobre los campos en los que la compañía o sus potenciales asociados han realizado explotación de crudos pesados. El equipo no tuvo acceso a los reportes certificados de niveles de producción.

Falta de patentes.- En la información requerida por Petroproducción a Ivanhoe Energy constan las patentes que certifican que la tecnología HTL es un descubrimiento propio de la empresa gracias a su inversión en investigación y desarrollo.

Otras tecnologías.- La comisión técnica nunca pudo realizar un análisis de las reales ventajas que supone usar tecnología HTL en el campo Pungarayacu. Tampoco tuvo información de otras tecnologías que procesan y mejoran crudos pesados en comparación con la llamada HTL.

Tecnologías complementarias.- La comisión tampoco contó con información documentada sobre el uso de otras tecnologías para mejoramiento de crudos pesados. Los técnicos solicitaron se les informase sobre el uso de la tecnología SAGD y sus reportes de recuperación certificados.

Certificado.- La comisión también le pidió a la empresa Ivanhoe Energy que sustente la unicidad de la tecnología Heavy To Light (HTL). Es decir que pruebe que dicho desarrollo de mejoramiento de crudo es único en el mundo.
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El generador de vientos

Es la historia de los inicios empresariales de Fabricio Correa en su relación con el Estado. Y la forma cómo fue armando su plan de simulación societaria para ocultar su nombre

en los contratos que ya estaba negociando.

El tema de Ivanhoe compitió informativamente con la agonía y muerte de León Febres Cordero, presidente del Ecuador entre 1984 y 1988, y alcalde de Guayaquil entre 1990 y 2002. La atención nacional que legítimamente “robó” el polémico ex mandatario y político no fue, sin embargo, obstáculo para que esta denuncia se mantuviera en la conciencia de muchos ciudadanos como uno de los casos más polémicos y graves de la presidencia de Rafael Correa. El presidente fue muy enfático en defender la inocencia de su hermano mayor. En una de sus intervenciones llegó a decir, nuevamente, que dejaría el cargo si se comprobaba que su hermano había tenido algo que ver con este contrato. La atención del país se dividió en estos dos temas, mientras Fabricio Correa perfeccionaba la red de empresas que establecían contratos con el Estado ecuatoriano. 

Tras la serie de denuncias, el editor general de Expreso recibió una llamada del abogado de Correa, Joffre Campaña. Este joven profesional a la vez que representaba al hermano del presidente, era asesor jurídico del alcalde de Guayaquil, Jaime Nebot, feroz opositor del Gobierno del presidente Correa y de todo lo que representaba. La llamada fue para hacer una invitación a un desayuno, donde se conversaría informalmente sobre el tema Ivanhoe, entre otros. Eso en los códigos periodísticos significaba off the record.

El equipo de Expreso ya había organizado de una manera muy prolija los datos sobre los contratos de las empresas vinculadas con Fabricio Correa. Se tenía claro que Megamaq y Cosurca ya eran de él, entre otras verificaciones. Así que la llamada caía a la perfección para seguir acumulando información, esta vez de la fuente principalmente involucrada en las contrataciones con el Estado.

El desayuno fue entre tres y duró cuatro horas. El monopolio de la palabra lo tuvo Fabrico Correa y dio algunos detalles adicionales sobre otras empresas suyas que el equipo de Expreso  no conocía. No dio tampoco información detallada: Correa no es tonto (medianamente listo, se autocalificó en una entrevista en diario El Universo, luego de que estallara el informe de sus contratos) y también medía sus palabras. Sobre todo evitaba dar mayor información de cómo comprobar su participación en las empresas y los contratos que realmente tenía. Con una información verbal de esa naturaleza, poco se podía hacer con miras a publicar algo de inmediato. Lo que sí fue aprovechable de esa conversación, era una ampliación del rompecabezas que el equipo de investigación del diario venía armando. Y también información adicional sobre su vida de empresario en la que sí se explayó, sobre todo en los subcontratos durante el Gobierno de Gustavo Noboa, mentor espiritual suyo y de su hermano Rafael y de cómo un contencioso legal y administrativo con una entidad pública en ese régimen prácticamente lo condujo a la quiebra empresarial, perdió la posibilidad de contratar con el Estado y cuya circunstancia prácticamente lo obligó a crear lo que el mismo definiría como una “cortina” de empresas para ocultar su nombre, una vez que su hermano ganó la Presidencia de la República, en noviembre de 2006.

Mientras tanto, en Quito, casi a la par con la convocatoria de Fabricio Correa, una llamada telefónica de un abogado, especialista en temas petroleros, llegó de modo conciso: “requiero verte hoy, que sea en media hora en el delicatessen El Español de la calle Juan León Mera y Wilson, en la zona de la “Mariscal”, en el centro norte de Quito”.

La reunión, que suponía tratase de temas petroleros, no fue tal. El abogado –que prefirió guardar su nombre incluso en esta publicación— contaba con valiosa información sobre una de las empresas de Fabricio Correa: “esta es parte de la documentación del Instituto Nacional de Riego (INAR), que se apresta a contratar más de 100 millones de dólares por un decreto de emergencia”.

El flamante instituto de riego, creado por decreto presidencial para construir las políticas de manejo de los recursos hídricos del país, se constituyó como una unidad dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, liderado en ese entonces por Walter Poveda. La entidad se aprestaba a declarar la emergencia y bajo reglas de excepción en los procesos de contratación, otorgar a dedo 118’510.527 dólares.

El abogado continuó: “Esta otra documentación es de Aplitec, la empresa pelea contra el tiempo para lograr salir de la lista de contratistas incumplidos con el Estado y ser parte de las obras que ejecutará el INAR desde enero de 2009”. 

Aplitec, la empresa del mayor de los Correa, con la que inició su carrera de contratista, tenía el impedimento de contratar con el Estado luego de que fracasó en la construcción de un proyecto que le adjudicó la extinta Corporación de Riego de la Provincia de El Oro, Codeloro, el 1 de octubre de 2001. Le confió la construcción del canal de aducción, obras conexas, canal invertido  y canal principal entre las abscisas 0+036 a 9+143 correspondiente al proyecto de mejoramiento y optimización de la infraestructura de riego del proyecto Tahuín.

Era el primer contrato millonario; el 5 de octubre de 2001 Codeloro (que en el régimen de Correa, fue absorbido por el INAR) entregó un anticipo de 1’ 115.728 dólares para arrancar la obra. Un año después, 5 de noviembre de 2002, Gonzalo Cobo, director de la Corporación resolvió terminar unilateralmente el contrato. Aplitec incumplió por varios motivos técnicos, Correa aseguró que el repentino cambio en los planos de diseño de la obra por parte de la entidad contratante impidió continuar los trabajos.

La gran preocupación de Aplitec fue evitar que se ejecuten las pólizas de buen uso del anticipo y fiel cumplimiento del contrato que había emitido a favor de Codeloro como garantía y requisito fundamental para obtener la obra. Inició un proceso en el segundo Tribunal Contencioso Administrativo de Guayaquil, el 5 de febrero de 2003. Evitó que Codeloro ejecutase las garantías. Dos años después, el 4 de febrero de 2005, logró el fundamental apoyo de la Junta Bancaria, parte de la Superintendencia de Bancos, que emitió una resolución en la que estableció que la anulación del contrato estaba en manos de la función judicial, y por lo tanto Codeloro no podía ejecutar las pólizas. 

Nada cambió hasta el 15 de octubre de 2006, en que Rafael Correa entró a la segunda vuelta electoral. Siete días después de las elecciones, el 22 de octubre, Aplitec desistió de continuar el proceso ante el Tribunal Contencioso Administrativo porque a esa fecha el procurador general del Estado, José María Borja, hombre colocado en ese cargo por el coronel Lucio Gutiérrez, de Sociedad Patriótica, aceptó que el caso debía tratarse en una sala de arbitraje de la Cámara de Comercio de Guayaquil. 

El agrio camino de penurias legales que Fabricio Correa enfrentó durante cinco años, empezaba a cambiar de rumbo. 

Con decisión ocupó la cabecera de la larga mesa del salón de reuniones de diario Expreso y dejó fluir su carismática historia. Junto a él, su abogado Joffre Campaña, más los periodistas María Elena Arellano, Mario Avilés y Christian Zurita. Faltaban cuatro días para la publicación del primer gran informe de sus negocios y, a manera de justificación, recordó cómo levantó su fortuna. Todo le debía –dijo— al diseño y construcción de un sistema eólico que le valió el título de ingeniero en la Escuela Politécnica del Litoral. 

“Un generador de vientos especialmente diseñado para las condiciones de la Costa. En Ecuador hay malos vientos, peor en las camaroneras, que tienen la natural barrera de manglares”. Su tesis de grado fue una aplicación tecnológica, 25 años atrás, de allí el nombre de la empresa Aplitec, que sería el eje vertebral de sus negocios. 

El nombre lo escogió su amigo Rodolfo Barniol, empresario camaronero que le ayudó comprándole la primera bomba para oxigenar piscinas de camarón. “Diseñaba la estación de bombeo, la máquina, los tubos y al final incluyó la ejecución de la obra civil. Llegamos a ser líderes en el sector camaronero, cuando hubo el boom bananero. A principios de los años noventa, barrimos”.

Años más tarde Barniol también le ayudaría otorgándole su primer contrato en Petroproducción, cuando ocupó la Presidencia Ejecutiva de Petroecuador, en el Gobierno de Gustavo Noboa Bejarano. La relación, además de lo empresarial, se sustentaba en una intensa militancia católica, que junto a Noboa, Barniol y otros, los hermanaba.

Luego llegaron los contratos con el sector público, con Ecapag, el organismo regulador y de control de la concesión del agua en Guayaquil, firmó la construcción de colectores de aguas lluvias. Los proyectos significaron la contratación de mano de obra para la naciente Aplitec que manejó 600 trabajadores. Surgió entonces la necesidad de constituir una “suerte de tercerizadora”, cuenta, encargada de manejar el personal de Aplitec, llamada Helptec. 

Llegó a concentrar un capital de un millón de dólares, pero la bonanza terminó en 1998 con el ingreso de la temida mancha blanca en las piscinas camaroneras, una plaga que mataba al camarón atribuida al exceso de químicos antibacterianos en las piscinas; la producción del sector se fue a pique y quebró en poco tiempo. La sobreoferta de banano también abatió el precio y luego el sistema financiero se derrumbo en pedazos. “Me quedé sin trabajo; de hecho, 11 años después, le mentiría si le digo que he vendido dos estaciones de bombeo a los camaroneros y bananeros. Vendí una al Ingenio Valdez y, otra, el año 2007, a un señor Manfred Hunker”. 

Los antecedentes de su riqueza vienen desde mediados de los noventa: “yo tuve camaronera en Daular, provincia del Guayas. En el año 1995, me cayó el mal de Texas, me mató todito y la vendí”. Un año después ya era subcontratista de Odebrecht, para la poderosa empresa brasileña diseñó y construyó la  presa de Chongón, una de las tantas obras que la constructora ejecutó para Cedegé (Comisión de Estudios para el Desarrollo de la Cuenca del Río Guayas y Península de Santa Elena). Adquirió junto a ese embalse una hacienda que la mantuvo por 10 años. “Me quedé con la hacienda melonera, muy bonita; cada vez que Cedegé quería darse lija del trasvase, llevaba a los invitados a mi hacienda para que vean mis sembríos y mi empacadora, la más grande melonera del país, 30 hectáreas. Pero así mismo en el rato de comercializar no me fue bien, pero tenía muy buena infraestructura, entonces en el año 2006, unos gringos me pagaron bien por la hacienda y con esa plata rematé dos cosas en la Corporación Financiera Nacional: el piso 17 en el Edificio Finansur que lo estoy pagando a 5 años plazo, y una finca por El Consuelo. Una vez más creo que si no fuera ñaño del presidente me atenderían mejor”.

El argumento de empresario acaudalado, antes de que su hermano Rafael fuese presidente, termina allí. El hermano mayor busca fortalecer su relato recordando que era subcontratista de las dos constructoras más grandes del país. A Hidalgo & Hidalgo, “le hice la estación de drenaje de Milagro”. Pero enseguida comete un desliz cronológico: “También Herdoíza [y Crespo] me llamó porque se había comprometido a trabajar en Mazar y meter máquinas (para movimiento de tierras)”. 

Un hecho que sucedió solo cuando su hermano menor estaba ya en el poder. En términos de tiempo Fabricio explica clara y cronológicamente sus negocios durante toda la década de los noventa, pero de 2000 en adelante la explicación es más generalizada.

Las obras estatales arrancan con la llegada al poder de Gustavo Noboa en el 2000. “Yo dije que si no había cómo contratar con los privados, hagámonos contratista público, actuando con la misma honestidad y con un buen defensor como Gustavo Noboa” que, entonces, era presidente de Aplitec. 

La presencia de Noboa en la dirección de la empresa tenía como único fin utilizar su buen nombre, pero al momento de contratar, Fabricio no retiró a Noboa del cargo. El hecho molestó profundamente al entonces mandatario, quien reconoció el caso como un acto de indelicadeza. Sabía que su vinculación con Aplitec le traería críticas al nuevo y débil Gobierno que dirigía, pidió que su nombre sea retirado. “Había maledicencia, la gente pensaba que yo era el testaferro de Gustavo Noboa y que le manejaba la empresa porque él era el dueño, no era así”.

El fracaso de Aplitec le impidió contratar con el Estado, hasta que su hermano asumió el poder. 

El 15 de septiembre de 2008 Aplitec volvió al ruedo con su plan de abandonar la lista negra de la Contraloría y esta vez contaba con mayores recursos. Fabricio logró el valioso apoyo del director provincial del INAR en El Oro, Byron Moya Reyes y la directora jurídica de esa misma dependencia Lidia Uyaguari. Siendo funcionarios estatales, tomaron partido por la situación de Fabricio y no por los intereses del Estado.

Funcionarios de la entidad obtuvieron copias de los correos electrónicos que los directivos mantenían con Correa. Ese 15 de septiembre Lidia Uyaguari le envió un correo a Carlos Meza López en el cual se exponen todas las razones para que Aplitec abandone la lista de incumplidos. El borrador de carta inicia así: “Señor  Doctor Contralor General del Estado: La presente tiene por objeto dirigirme a usted en calidad de Director Regional del Instituto Nacional de Riego “INAR”  El Oro, conforme lo demuestro con documentos habilitantes que acompaño; y, atender el pedido formulado mediante comunicación del 29 de agosto del 2008 por la Ingeniera Mecánica Marcela Minchala Aguirre, Gerente General de APLITEC S.A., en el sentido de que se le excluya del Registro de Contratistas Incumplidos de la Contraloría General del Estado…”.

El 17 de septiembre el director nacional, Juan Carcelén Falconí, recién es informado del caso y escribe una reprimenda en contra de Moya y Uyaguari: “Me informaron verbalmente sobre un caso de demanda judicial contra la ex Corporación de Desarrollo de El Oro, Codeloro, planteada por un contratista que habría pasado a un arbitraje aceptado por la Corporación. Por la gravedad del caso me ha llamado la atención que la Regional a su cargo no haya atendido el pedido que se remita a la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica un informe con el detalle de los juicios…Han pasado más de 100 días desde esta disposición y el silencio de la dirección jurídica de la Regional El Oro es injustificable…”

El 19 de septiembre de 2008, Marcela Minchala, gerente de Aplitec, cursó una carta al INAR solicitando la exclusión de la lista de contratistas fallidos. La petición se amparó en que ya habían transcurrido más de cinco años desde la suspensión unilateral del contrato. El mismo razonamiento que la abogada y funcionaria Uyaguari expuso en el correo.  

El 13 de octubre, el director del INAR en Quito le comunicó oficialmente a Minchala que no era  “posible atender su pedido favorablemente por ser improcedente, conforme a la ley”. Días después, la abogada Uyaguari escribe nuevamente a Aplitec el siguiente mensaje: “Bueno Fabricio, el informe adjunto es el que se remitió al Direc. Ejec. INAR a más del expediente completo de los documentos de actos administrativos y el juicio”.

El 21 de octubre desde del correo del ciudadano Luis Fernando Guzmán Moscoso se envía un mensaje a la dirección caccini44@hotmail.com, de Cristóbal Accini, personaje fundamental en la estrategia empresarial de Fabricio. El mismo mensaje se copió a Carlos Meza y Fabricio Correa.

La comunicación explica que “la presente es para adjuntarle la respuesta del INAR a la solicitud de Aplitec S.A. para  la exclusión de la lista de contratistas incumplidos en la Contraloría General del Estado, además adjunto el pedido a la institución referida, le pido a través la presente que le haga llegar al Ing. Correa las impresiones de los documentos enviados” [sic].

El objetivo de los funcionarios de INAR de El Oro se trastocó el 10 de octubre: Carcelén Falconí emitió la resolución  015 en la que establecía que todo debía resolverse a la luz de un arbitraje. Fabricio Correa emitió entonces una furibunda carta en la que aseguró tomaría medidas legales y llevó el tema ante el propio ministro de Agricultura. 

El 3 de diciembre, Carcelén envió un escrito al ministro en el que explicó las razones para contratar un estudio jurídico que defienda los intereses del INAR en el caso. La respuesta del ministro Poveda fue el pedido de renuncia de Carcelén. El 4 de diciembre de 2008 lo reemplazó Carlos Valarezo, quien declaró la emergencia de la entidad e inició el proceso de contratación de obras.

Los últimos intentos de sacarla de la lista negra sucedieron en diciembre; Meza volvió a enviar un correo a Fabricio y a su abogado Joffre Campaña en el que pedía a Byron Moya y Uyauri insistir el tema. “Byron: Por temas del cumpleaños del hombre, ayer no te pudimos enviar la carta que hablamos con F.C. pero en estos términos debe ir, te ruego la envíes a la brevedad posible con copia al ministro. Saludos CARLOS MEZA LOPEZ” [sic].

A Fabricio le faltó tiempo porque recién el 30 de enero de 2009, a las 08:20 el ministro de Agricultura, Ganadería y Pesca  resolvió que Codeloro (ahora INAR, provincia de El Oro) “rehabilite en forma inmediata a la compañía y sus representantes legales, dentro de sus archivos de contratistas incumplidos…”.

La resolución se sustentó en un recurso extraordinario de revisión presentado ante el ministro Walter Poveda. Según Correa el período de tiempo que la empresa estuvo en esa “lista negra” ya se había cumplido más de la cuenta y exigía que, conforme a derecho, se le excluya de la misma. “El derecho de Aplitec para ser excluida del registro de contratistas incumplidos de la Contraloría General del Estado deriva del transcurso del plazo de sanción contemplado en la ley no está sujeto al estado de un juicio que se sustancia en el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil” [sic], le dijo en una carta Fabricio Correa al director de entonces del INAR. 

De acuerdo a la resolución ministerial “han transcurrido seis años y dos meses desde la notificación de la resolución de contratista incumplido que hiciera Codeloro a la compañía Aplitec, razón por la que ha pasado en exceso el tiempo establecido en el Art.19, de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública…razón por la que es obligatorio cumplir con tales disposiciones legales”, señala la resolución ministerial.

Paralelamente al levantamiento del castigo, el ministro Poveda ordenó en el mismo documento al INAR que inicie inmediatamente una demanda arbitral contra Aplitec en aras de establecer posibles daños y perjuicios que hubieren causado el incumplimiento contractual y así salvaguardar los intereses de la institución.

Las obras  inconclusas, el canal de abducción, trabajos conexos, canal invertido y canal principal de nueve km. del proyecto de mejoramiento y optimización de la infraestructura de riego del proyecto de uso múltiple Tahuín, prácticamente fueron acabados desde 2002 en adelante por el propio Estado.

Fabricio Correa logró detener la ejecución de las garantías. El seguimiento de este caso, permitió en marzo de 2009 descubrir la adjudicación irregular de los contratos de riego. 

La fábrica de contratos

Algo apestaba en el INAR y no había forma de ocultarlo. Sustentados en una dudosa declaratoria de emergencia, en los últimos 27 días de 2008 se adjudicaron cientos de contratos a dedo sin cumplir con los requisitos básicos de la Ley de Contratación Pública y en medio de graves denuncias de corrupción que están siendo investigadas por la justicia penal. 

Mientras toda la capital se aprestaba a celebrar en las calles las fiestas de Quito, en el décimo tercer piso del Ministerio de Agricultura, “el director de construcciones del instituto  preparó un listado de 300 proyectos que permitirían cumplir con el 100% de la ejecución presupuestaria”, es decir contratar en tiempo récord 68 millones de dólares. 

El primer informe se publicó en Expreso el 31 de marzo bajo el título: “INAR construye canales sin agua”. Ahí se dejaba en claro que los contratos de obras declaradas de emergencia carecían de información legal y técnica. Muchos carecían de fecha de suscripción. El trabajo de reportería constató que en la comunidad La Dolorosa, a 3.200 metros sobre el nivel del mar se construía un reservorio del proyecto de riego por aspersión. Paradójicamente, en el proyecto no se incluyó un sistema que permita captar el agua para dicho reservorio. El estanque quedaría vacío hasta cuando la comunidad, por sus propios medios, canalizara el agua desde tierras más altas.

La Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión, que reemplazó a la Secretaría Anticorrupción, recomendó demandar la nulidad de varios contratos suscritos entre el Instituto Nacional de Riego (INAR) y los contratistas adjudicatarios, por no cumplir con los requisitos básicos de contratación.

Alfredo Vera, secretario de esa entidad, comentó entonces que por la premura del tiempo solo se pudo analizar al azar seis contratos y ninguno de ellos cumplió con la normativa de la contratación pública. “Nuestro deber es investigar, pero no sancionar, enviamos el informe con esos detalles al Instituto Nacional de Contratación Pública, que es el encargado de que todos los procesos se lleven correctamente”.

Los seis contratos formaban parte del paquete de las obras por 68 millones de dólares, entregadas entre el 4 y 31 de diciembre mediante el mecanismo de adjudicación directa.

La Secretaría de Gestión dijo en su informe que “al parecer los trabajos contratados no se encuentran en ejecución” y que no existían documentos que certificaran el avance de obras para atender la emergencia. Estableció que en los expedientes de contratación no se encontraban las especificaciones técnicas como son planos y diseños de los proyectos. Además, faltaron los rubros de ejecución, los cronogramas valorados, y el equipo mínimo de trabajo. En ese contexto “se ven imposibilitados de iniciar los trabajos para los que fueron contratados”, dijo el informe.

Los seis contratos analizados fueron para rehabilitar canales y construir reservorios por un valor de 1’697.743 dólares, en la provincia de Chimborazo.

Según la secretaría, la falta de información para sustentar los contratos era notoria y se sumaba a los indicios que hacían sospechar que el INAR adjudicó contratos de manera irregular.

Un ejemplo era el proyecto de riego por aspersión en la comunidad La Dolorosa, ubicada en Aloasí, en el sur de la provincia de Pichincha, en las faldas del cerro Corazón.

Allí la comunidad pagó dos mil dólares a un grupo de técnicos para elaborar el proyecto que al final lo presentó al INAR. A su vez esta entidad adjudicó dicha obra al ingeniero Vicente Terán Granda por un valor de 134.774 dólares.

El proyecto original tenía previsto construir un reservorio y un sistema de nueve km. de tuberías enterradas que serviría a más de 80 pequeños agricultores.

Pero en ningún lado del proyecto y del contrato los técnicos y responsables incluyeron la dotación de agua. Es decir, en el sur de Pichincha se construía un sistema de riego, sin que se haya considerado el recurso principal que es el agua.

El presidente de la comunidad La Dolorosa, Carlos Cueva, dijo que el proyecto original no fue concebido con la dotación de agua y esperaba que el municipio del Cantón Mejía le entregue 15 mil dólares adicionales para construir el canal que le permita acceder a la fuente de agua, que se encuentra a unos 4 mil metros sobre el nivel del mar.

Hasta ese momento la obra tenía un avance del 70%. Los nueve km. de canal fueron abiertos sin ningún costo para el contratista, ya que la comunidad lo hizo en 45 mingas, sin cobrar un centavo.

A criterio de Cueva, la comunidad hizo los trabajos que tendrían un costo de 30 mil dólares. Participaron, tanto en la elaboración del proyecto, la mano de obra y el alquiler de maquinaria.

Se trataba de un rubro que debía asumirlo el contratista, pero que al final lo cargó la comunidad.

Terán Granda recibió un adelanto del 90% del contrato, que representó aproximadamente 120 mil dólares. A esto se sumó la denuncia de la contratista Irlanda Almeida, que se tramita en el juzgado séptimo de lo Penal de Pichincha.

En el juicio, ella aseguraba que obtuvo su contrato únicamente enviando un correo electrónico al INAR. Luego de pocos días le informaron que le habían adjudicado una obra de 191.534 dólares en la provincia de Chimborazo. También que esa adjudicación habría sido cuota de una bolsa de contratos que manejaba el ingeniero Antonio Alarcón Medrano, un contratista que, según la denuncia, tenía poder de emitir contratos y garantías y que formaría parte de una “banda de corrupción que opera en el INAR y que constantemente está extorsionando a profesionales que firman contratos”.

Uno de los ejemplos fue el sistema de riego por aspersión para la comunidad La Dolorosa. En la cláusula segunda de los antecedentes, dice que “una vez que se contó con los informes, estudios internos y analizada la prioridad del proyecto a contratarse”, se procedió a su selección para su posterior adjudicación. Ello significaba que personal de esa entidad realizó con anterioridad inspecciones en esa comunidad de Aloasí, a fin de obtener los informes respectivos.

Algo que en realidad no sucedió, porque la supuesta prioridad del proyecto no fue incluida (al menos no se la menciona en el contrato). Se trataba de la existencia de una fuente de agua que nutriera el proyecto de nueve km. de tuberías que ya estaban enterradas. Además de que la elaboración del proyecto fue pagada por la comunidad beneficiaria. Otra de las dudas en este contrato era que le faltaba la fecha de contratación.

El documento señalaba que mediante resolución N° 16, de fecha 4 de diciembre de 2008, se tomó la decisión de invitar al ingeniero Vicente Terán Granda para la construcción de dicho proyecto urgente. Es decir, que el constructor fue favorecido con el contrato sin que participe en un concurso.

De acuerdo con los antecedentes del contrato, también se dijo que la invitación a través del Instituto Nacional de Compras Públicas se realizó el 13 de diciembre, es decir, 9 días después de que la invitación a Terán fue ejecutada.

El mismo contrato establecía que, con fecha 17 de diciembre, se notificó al contratista con la adjudicación y se procedió a la elaboración del contrato. Y si bien detallaba los pasos administrativos, se lo firmó sin que conste la fecha de este último trámite.

De esta forma se impediría establecer la fecha de cumplimiento por parte del contratista.

Esta situación fue observada en los contratos analizados por la Secretaría de Transparencia de Gestión, a la que, “por falta de tiempo”, le fue imposible analizar los trabajos de fiscalización. 

El miércoles 1 de abril se realizó la segunda publicación. En esta se determinó que el INAR adjudicó 290 contratos en 27 días.  Solo el 23 de diciembre se constituyeron 73 y a día seguido se firmaron 51. Un promedio de cuatro contratos por hora en esos dos días.  El texto decía:

“En un solo día laborable el Instituto Nacional de Riego (INAR) firmó 176 contratos de fiscalización para obras de infraestructura valoradas en 22’082.676 dólares. Ese mismo día firmó además 51 contratos para obras; en otras palabras, dicha entidad firmó 28 contratos por hora en  víspera de la Navidad.

Sucedió el anterior 24 de diciembre, cuando se encontraba vigente una declaratoria de emergencia en la institución, que tenía la finalidad de ejecutar todo el presupuesto asignado a esa entidad por parte del Gobierno Central.

Días antes, el 3 de diciembre, el director Juan Carcelén Falconí fue despedido del INAR por el ministro de Agricultura, Walter Poveda, por haberse opuesto a declarar dicha emergencia. Según Carcelén, no existían las condiciones técnicas y jurídicas para hacerlo. En su último informe a manera de renuncia le dijo a Poveda que la entidad apenas contaba con diseños, presupuestos y especificaciones técnicas para contratar en las provincias de Azuay, Chimborazo y Bolívar un máximo de 57 proyectos.

El 4 de diciembre asumió como director encargado Carlos Valarezo, y su primera acción fue dictar la resolución 016 que declaró “la emergencia institucional con el objetivo de iniciar los procedimientos contractuales de adquisición de bienes, ejecución de obras, prestación de servicios, incluidos los de consultoría y fiscalización para subsanar la situación de abandono”.

La declaratoria en su artículo 3 abrió paso para que el instituto pueda adjudicar todos los contratos de forma directa, es decir sin concurso de ofertas o licitación, por más cuantioso que fuera el monto de la obra.

La emergencia estuvo vigente 27 días. En ese período se firmaron 290 contratos de obras, que representan el 62% del total de la contratación de infraestructura para el año 2008. También se suscribieron 377 contratos de fiscalización, que representan el 80% del total.

La mayoría de proyectos adjudicados estaban en las provincias de Bolívar, Guayas, Loja, El Oro, Pichincha, Chimborazo, Azuay y Esmeraldas.

Según la Secretaría de Transparencia de Gestión al mando de Alfredo Vera, el INAR no constituyó un sistema de seguimiento de ejecución de obras y recomendó constituir un sistema de archivo que permita el seguimiento constante. Descubrió, además, irregularidades en seis contratos escogidos al azar, todos carecían de los documentos habilitantes como información técnica del proyecto y la financiera como son los costos y equipamiento mínimo que requiere cada obra.

Dicho informe fue enviado al Instituto Nacional de Compras Públicas y Contraloría del Estado para que inicie una investigación sobre los errores de contratación.

En el análisis del contrato de un sistema de riego por aspersión en la comuna La Dolorosa, sur de Pichincha, se identificó que el contratista había sido escogido antes de cualquier concurso.

La contratista Irlanda Almeida denunció una red de corrupción al interior de la entidad cuya cabeza visible es un contratista llamado Antonio Alarcón Medrano, quien obtuvo dos contratos en la provincia de Chimborazo”. 

La provincia de El Oro resultó la más beneficiada. En el rubro de obras por rehabilitar recibió 56’781.269,70 dólares. Fueron 42 contratos. En cambio, en las obras adjudicadas bajo el rubro “por concluir” se suscribieron nueve contratos por un monto de 25 millones de dólares adicionales. En total 81’781.269 dólares. 

La obra más importante de este grupo es el canal de riego Rosita Cañas, por 6’396.485 dólares. El contratista seleccionado fue la empresa constructora Cantemac y recibió el 90% de adelanto para ejecutar los trabajos, es decir, un valor de 5’714.040 dólares.

Le sigue la construcción del canal Castro Primaveral por 6’348.933 dólares, adjudicada a la empresa Gadola que igualmente recibió el 90% de anticipo. Otra obra por 5,2 millones de dólares fue suscrita con la empresa Mariño Castillo para ejecutar la construcción del canal de riego El Pajonal. Otro proyecto, el canal denominado Cañas Viejas, fue contratado por un valor de 4,97 millones de dólares y adjudicado a Julio Enrique Villacrés Valencia.

Por el monto de las obras, estos proyectos debieron ser adjudicados mediante un concurso público de ofertas, tal como lo solicitó el destituido director del INAR quien señaló que se trataba de un paquete de obras del prefecto de El Oro, Montgomery Sánchez, y que por su naturaleza  y sus requerimientos no alcanzarían a contratarse en el 2008. Sin embargo, fueron adjudicadas entre el 19 y 22 de diciembre por el decreto de emergencia.

Otra provincia beneficiada, pero con valores mucho más bajos fue Loja. En el paquete de obras por concluir, esa entidad suscribió 11 contratos por un valor de 2’790.397 dólares. El contrato más alto es el sistema de riego y desarrollo agropecuario denominado El Guineo, adjudicado a Juan Bustamante.

En el rubro de “obras en rehabilitación” se asignó un monto de 1’830.948 dólares. De este último valor, se firmaron 28 contratos entre el 22 y 23 de diciembre. Los contratos de fiscalización en esa misma provincia fueron suscritos entre el 23 y 24 de diciembre. 

En la provincia de Pichincha, el INAR adjudicó 28 contratos por un valor de 8’085.926,76 dólares. La mayoría de ellos (17) se firmó entre el 28 y el 30 de diciembre. Los montos promedios alcanzan la cifra de 120 mil dólares, pero hay uno en especial que supera de largo a todos los demás. Se trata de la segunda etapa del proyecto de riego “Cangahua-Hualguilqui-Porotog”, contratado a un monto de 2’787.187,76 dólares a favor de la empresa Rossano Rivera Guzmán. La fiscalización fue entregada a Julio Vargas Jiménez por 223 mil dólares.

Otro contrato millonario por una cifra de 1’646.738 dólares para la construcción de un sistema de riego también en el sector de Cangahua (en el nororiente de la provincia) se entregó a la empresa constructora Recma, el 28 de diciembre. La fiscalización, a su vez, fue adjudicada en el paquete de contratos del 24 de diciembre por un monto de 131.739 dólares a Diego González Cano.

La mayoría de proyectos contratados corresponde al área de influencia de los cantones Cayambe y Tabacundo, donde se encuentran afincadas las empresas florícolas más grandes del país.

Es una zona en la que la falta de agua es notoria y por donde atraviesa el canal de riego Tabacundo, contratado por el Consejo Provincial de Pichincha, hace 10 años, por 93 millones de dólares. Sin embargo, hasta ese momento no funcionaba. 

El 7 de abril el ministro de Agricultura Walter Poveda respondió las acusaciones e informes del equipo de investigación de Expreso sobre sus adjudicaciones, junto a los funcionarios del Instituto Nacional de Riego (INAR), y lo hizo nada menos que con un mitin político.

El auditorio del Ministerio de Agricultura, lugar de una convocada supuesta rueda de prensa, quedó corto ante tantos presentes. Cientos de campesinos de diversas juntas de agua del país llegaron para apoyar la labor de esa entidad.

El acto empezó con palabras de Carlos Valarezo, el jefe del INAR y quien dio luz verde a los contratos a dedo. Al público le dijo que la entidad que dirige fue la primera en utilizar el sistema de compras públicas y que el acto se debía a la “agresiva publicación de Expreso, publicación injusta porque el INAR está cumpliendo con su labor en todo el país”. Tomó enseguida la palabra Poveda. Su objetivo fue convencer a los presentes de que en la institución no había actos de corrupción. Les dijo que rechazaba las publicaciones: lo único que había hecho era trabajar para los agricultores. “Como siempre, hay personas que todo lo bueno que hace este Gobierno lo ven mal”.

Agregó que se criticaba el tema de la fiscalización y las emergencias, pero que “en este Gobierno no vamos a hacer cosas ordinarias, vamos a hacer cosas extraordinarias y está el asumir riesgos”, intentó arengar a los presentes para defender el proyecto.

“Antes eran simplemente cifras de una estadística de votación pero no eran parte de un proyecto de desarrollo integral; yo los he bautizado y les he puesto el nombre de soldados de la revolución agropecuaria”. Y Poveda pidió a sus soldados que “rechacen no solamente los que hacemos el Ministerio de Agricultura y los que hacemos el INAR, sino también todos ustedes que seguirán siendo beneficiarios de los recursos del Estado; no nos dejemos engañar”.

Solo entonces dio paso a las inquietudes de la prensa. Al preguntarle por qué los contratos no estuvieron en el portal de compras públicas, respondió que en “función del Derecho hemos hecho lo pertinente, y por eso el 98% de las obras se está ejecutando, no se debe satanizar el porcentaje de anticipo”. Valarezo agregó que el decreto de emergencia permitía contratar directamente.

Sobre el despido del ex director del INAR, Juan Carcelén, el 3 de diciembre de 2008 —por oponerse a declarar la emergencia, que sí fue ratificada el 4 de diciembre por parte de Valarezo, dando así paso a la suscripción de cientos de contratos en pocos días— Poveda dijo: “Me encanta su pregunta, aquí lo imposible es posible y con ello respondo su pregunta”.

Al consultarle si el acto era un mitin o una rueda de prensa, el ministro respondió: “¿Entonces qué hace aquí?, le hemos respondido claramente todas las preguntas”. De inmediato empezaron los gritos de respaldo de representantes de El Oro y Manabí, que defendieron a la entidad. Un representante de la Cámara de la Construcción de El Oro defendió la gestión “que por primera vez en la historia se está ejecutando. Venimos a defender la obra pública y los medios deberían investigar, averiguar el costo-beneficio de las obras y no dar cobertura a cualquier rebuzno”.

Miembros de la comunidad de Cangagua del norte de Pichincha habían asistido para reclamar al Ministerio que no se ejecutaba aun el proyecto Guanguilqui-Porotog, pero se toparon con el mitin. Trataron de tomar la palabra y explicar su problema, pero pasaron desapercibidos.

Ramón Lanchimba, miembro de ese grupo, mencionó su malestar, “hemos venido a reclamar sobre nuestro proyecto y se nos utiliza para atacar a otros. Me siento totalmente utilizado”. 

Estos fueron los antecedentes, tras los cuales la figura del hermano del presidente de la República habría de irrumpir en el escenario nacional gracias a varias investigaciones periodísticas.
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El Holding

Aquí el lector encontrará el contenido completo del informe El Holding 

que reveló en diario Expreso los contratos de empresas de Fabricio Correa

con el Gobierno de su hermano. Los impactos de estas revelaciones 

y en qué terminaron las mismas.

Fabricio Correa llegó con una elegante chaqueta beige, camisa blanca y azul a rayas y un pantalón a tono. Un hombre alto, robusto, de rostro moreno y ojos claros, con abundantes canas para sus 49 años. Llegó acompañado de su abogado, Joffre Campaña. Este último muy sonriente; Correa serio, casi ensimismado, como un boxeador dispuesto a un combate. 

A la cita, arduamente negociada, acudió puntual: jueves 11 de junio, a las cuatro de la tarde. Tercer piso del edificio del diario Expreso y Gráficos Nacionales, a la elegante sala de visitas. Lo recibieron Galo Martínez Leisker, vicepresidente ejecutivo de Granasa y uno de los tres accionistas mayoritarios; Juan Carlos Calderón, editor general del diario; y el equipo de periodistas que junto a su editor llevaron adelante el informe: Christian Zurita, María Elena Arellano y Mario Avilés. El primero, de la redacción de Quito.

La cita era fundamental. Había sido concertada por el abogado Campaña, minutos después de que Zurita localizó al fin a una de las representantes legales de una de la dos empresas panameñas de Fabricio Correa. Ella se había negado a hablar con el periodista, pero de inmediato, tanto el dueño del diario como su editor recibieron la llamada del abogado de Fabricio Correa. 

Una vez concretado, el encuentro había sido preparado con rigurosidad. Era pública la agresividad mediática de Correa cuando de sus asuntos se trataba; lo había advertido varias veces: yo no hago bulla, no discrepo públicamente, simplemente presento mi demanda en la Fiscalía y quienes acusan tienen que probar. Así que para recibir al hermano del presidente de la República, personaje al cual los reporteros habían dedicado sus mayores preocupaciones profesionales y hasta personales los cuatro últimos meses, el equipo revisó sus notas, puso en orden —una vez más— sus documentos, repasó los testimonios… 

Nada más cruzar la puerta de la sala de visitas, Correa quiso poner sus condiciones. Yo no vengo a dar entrevistas, dijo en tono casi airado. Solo les advierto que si publican una palabra que no sea cierta nos vamos a juicio. El abogado dejó de sonreír, mientras Martínez Leisker, que también es abogado, intentaba tranquilizarlo: ingeniero, siéntese primero, escúchenos, nada más queremos su versión de los hechos. Nada tengo que decir, replicó Correa, ninguna versión, ninguna entrevista, solo les vengo a decir eso. Y de inmediato pidió que el equipo de periodistas, que ya había prendido las grabadoras, saliera del sitio. Así lo hicieron, pero esperaron afuera.

Campaña, refundido en su asiento, no pronunciaba palabra. Fabricio Correa se sentó en un sofá grande donde ocupaba casi todo el espacio. Pidió un té, y luego empezó a contar cómo habían sido sus orígenes empresariales y lo magnífica y honrada que había sido su gestión frente a los gobiernos de turno: yo siempre fui un exitoso contratista del Estado, dijo, casi repitiendo el mismo guión de la conversación que se tuvo en la oficina de su abogado seis meses antes, cuando estalló el caso Ivanhoe.

Correa habló durante algo menos de una hora; entonces el editor de Expreso le insistió que aceptara la entrevista que se había pactado ya. Nada tengo que decir de mis empresas ni de mis actividades, dijo. De todas maneras, lo va a tener que explicar a la opinión pública una vez que saquemos la serie de reportajes, que será este domingo, se le advirtió. Correa se molestó y se puso de pie, de nuevo en actitud de pleito: ya les dije que nada tengo que decir, ustedes son libres de publicar lo que sea, pero una sola palabra de más nos llevará a un juicio. Martínez, que llevaba su tradicional guayabera de lino y manga larga, le replicó en un tono casi burlón y también desafiante: lo vamos a publicar, ingeniero, no le quepa duda, pero quede constancia que hemos querido hablar con usted sobre el tema; litigaremos si usted así lo quiere, pero los únicos que van a ganar, y mucho dinero, serán mis abogados y su abogado aquí presente. Calderón dio el puntillazo: ingeniero, le insisto en la entrevista, podríamos empezar hablando de sus empresas panameñas.

De inmediato, la actitud de Correa cambió. Se sentó nuevamente. Bueno, hablemos, dijo más calmado, pero no quiero una entrevista; esto le hará daño a mi hermano y quiero evitarlo, que sea una conversación. De inmediato se hizo pasar a los reporteros que esperaban al otro lado de la puerta. Tomaron asiento alrededor de una amplia mesa de vidrio, Correa, su abogado, y los periodistas Arellano, Zurita y Avilés. Antes de empezar, Calderón le hizo un pedido final: ingeniero, se trata de una conversación, que quede claro, pero para su seguridad y la nuestra quisiéramos grabar este diálogo. Correa dudó un instante, pero respondió: de acuerdo, yo no pienso dar una sola entrevista a nadie sobre este tema, ustedes pueden afirmar dentro de su reportaje lo que aquí les voy a decir, pero no me pueden citar. Yo no daré declaraciones y ustedes no lo publicarán como entrevista, ¿de acuerdo? De acuerdo. 

Fabricio Correa se sentó a las cinco de la tarde de ese jueves y se levantó pasadas las diez de la noche. Habló más de cinco horas. Martínez y Calderón prefirieron dejar a los periodistas en su tarea. Se fueron a otros asuntos, cruzando los dedos secretamente, pues de esta conversación dependerían muchas cosas. Al filo de la media noche, mientras preso de la ansiedad Calderón esperaba, junto a un invitado, en un restaurante cercano, recibió una llamada de María Elena Arellano: se acaban de ir, lo reconocieron todo, es más: nos dieron más pistas y nombres. Correa se “destapó”, habló contra el Gobierno, de varios casos de corrupción de los ministros de su hermano. El editor escuchaba en silencio. Al colgar le dijo a su invitado: no te voy a decir de qué se trata, pero esto va a hacer historia. De inmediato llamó a Martínez: Galo, acaba de salir, todo bien, todo corroborado. Vamos adelante. Una voz emocionada respondió al otro lado de la línea: ¡magnífico, vamos adelante!

Al siguiente día, el semblante del equipo era de cansancio. Había que transcribir ese diálogo y preparar las entregas. Se perfilaba un intenso fin de semana, ya que ese domingo habrían elecciones de juntas parroquiales y diputados al Parlamento Andino, que de todas maneras representaba un trabajo ineludible. Se resolvió preparar avances publicitarios en la edición del sábado. Ese mismo viernes, Fabricio Correa llamó a María Elena Arellano, a quien al parecer tomó mayor confianza, para pasarle la lista actualizada de todos los contratos en los que participaba y agregó que el diario se estaba olvidando de un contrato con el Consorcio Amazónico, por cerca de 20 millones de dólares. Se resolvió no usar esta última información: solo se publicaría lo que podíamos probar, lo que estaba documentado. Así que ese contrato quedó para una publicación posterior, que apareció casi tres semanas después de la serie El Holding.

¿Por qué se le puso ese nombre a la serie? En la larga conversación del jueves, Correa llegó a decir que lo que había hecho el equipo de Expreso era adelantarse a sus propias gestiones: organizar su grupo de empresas, al cual por su tamaño él le daba ya la categoría de holding empresarial. Así quedó zanjado un debate previo en el equipo de investigación sobre el nombre de la serie. Asimismo, la primera llamada que María Elena recibió el sábado fue la de Fabricio Correa, quien le dijo que no estaba de acuerdo con una frase del avance promocional de los reportajes: “Las obras que controla el hermano del presidente Correa”. Yo no controlo las obras, las ejecuto, dijo en tono serio. Así se lo puso: las obras que ejecuta el hermano del presidente. El informe estaba redondo, en la puerta del horno.

La rendición de cuentas radial y televisiva que hace cada sábado el presidente Rafael Correa en esa ocasión trajo una sorpresa: a modo de denuncia, dijo que como no se le podía acusar a él de falta de honestidad, la prensa se la tomaba contra su familia: “Como no pueden enlodar la imagen del presidente porque nuestra credibilidad se basa en nuestra honestidad, van a tratar de atacar a familiares del presidente... Le va a tocar el turno a mi hermano [Fabricio Correa], acuérdense de lo que les digo”. Estaba en Guaytacama, provincia de Cotopaxi,  en un estado de expresión triunfante. Alianza PAIS ganaría nuevamente la quinta elección nacional en seguidilla, pero el presidente le paró poca bola a esas elecciones. Se dedicó en su habitual tono de reclamo y queja a lo que se preparaba contra su hermano. Esto es la “revancha” de los medios de comunicación, anunció, “por nosotros querer hacer cumplir la ley con ciertos canales de televisión y la prensa en general”.  Acusó a la prensa de ser un “poder omnímodo sin ninguna legitimidad democrática, que no es que practica libertad de expresión, practica la política activa, sin tener ninguna legitimidad para hacerlo”.

Y luego entró a un tema que resultaba algo extraño para quien no estuviera al tanto de lo que se venía. Aunque dos días después del primer reportaje de la serie inicial de cinco entregas de El Holding, Rafael Correa aseguraría que no tenía ni idea de las actividades empresariales de su hermano mayor. Ese sábado, un día antes de la publicación de Expreso que habría de sacudir las raíces mismas de la ética y credibilidad de su Gobierno, se dedicó a hablar de las empresas ecuatorianas y su relación con los paraísos fiscales. Desde inicios de ese 2009 y en cuatro intervenciones públicas, el mandatario había cuestionado que el capital de empresas nacionales se encuentre en manos de compañías constituidas en países llamados paraísos fiscales.

El 10 de enero, en la Escuela Latinoamericana de Medicina de La Habana, Cuba, el jefe de Estado expresó que más del 90% del capital de un diario guayaquileño está en manos de “tres empresas fantasmas de Islas Caimán” (Reino Unido).

Cinco días después, mientras leía su informe a la Nación, Correa recordó la necesidad de construir medios de comunicación alternativos en los cuales la ciudadanía ejerza su derecho a opinar e informar de sus necesidades.

En el Registro Oficial 591, del 15 de mayo de 2009, se había publicado la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías, en virtud de que la Asamblea Nacional se allanó al veto parcial del Ejecutivo. El objetivo de la mencionada reforma era controlar y transparentar los recursos que ingresaran a través de inversiones de capital y evitar perjuicios a terceros. 

Ese sábado no se notaba la enorme tensión en la redacción de Expreso. Tras el anuncio promocional en la portada de ese día, la suerte estaba echada. El editor general hizo varias llamadas a colegas de otros medios a informarles el contenido de la investigación que se publicaría. La respuesta fue prudente: la leeremos con atención. Diego Cornejo Menacho, un experimentado editor, e instructor de crónica durante el último mes en esa redacción, se dio una vuelta por la oficina a dar ánimos y hacer una insistente última pregunta: ¿están absolutamente seguros de lo que van a publicar? Lo estamos. Además de Cornejo y obviamente el equipo de investigación y los diseñadores, solo dos o tres personas por fuera de la redacción, abogados todos, conocían el contenido del reportaje. 

A las cuatro de la tarde se empezó a hacer la portada. Obvio es decir que el tema de los contratos sería la apertura y noticia principal, pero lo importante era definir el titular y su puesta en escena. Dura tarea. Se optó primero por un titular a dos pisos y seis columnas, dada la trascendencia del tema, pero el director, Galo Martínez Merchán, que llamaba desde su casa cada media hora, se opuso: no consentía que un asunto de estos tuviera el menor atisbo de sensacionalismo. El diario debe guardar prudencia, dijo, y pidió un titular a tres columnas, una salida compartida con el proceso electoral. Además, era el Día del Padre, se jugaba el Clásico del Astillero. Se discutió el tema, y se quedó finalmente en un titular de salida a cinco columnas: “Obra pública: contratos vinculados con Fabricio Correa superan los 80 millones de dólares”. Este titular fue la culminación de dos horas de jaleo y cambios constantes; debía ser muy preciso, no dejar una sola palabra a la interpretación ni incluir un verbo mal empleado. 

Luego, había que redactar la presentación de la serie, que iría también en la portada. 

Esta quedó así: “Fabricio Correa es un contratista público exitoso en el Gobierno de su hermano. Un conglomerado de empresas y negocios dirigidos por aquel, o donde participa en sociedad con terceros, tiene relaciones contractuales o subcontractuales con al menos seis entidades públicas y otras subcontratistas del Estado. La cifra que ha confirmado Expreso supera los 80 millones de dólares, pero podría pasar de los 100 millones de dólares si Petroecuador accede a entregar información completa sobre uno de sus contratistas. Expreso publica desde hoy el resultado de una investigación que ha tomado más de tres meses. No es, como dice el presidente de la República,  por una “revancha” por su maltrato a la prensa. Es porque son recursos públicos, y porque nada menos que empresas vinculadas con el hermano del presidente, tienen grandes contratos en su Gobierno. Algo que no tiene antecedentes ni parangón en la historia del Ecuador. Y lo hacemos porque es la ineludible responsabilidad de una prensa libre en bien de la ética del poder. ¿Cómo obtuvo los contratos? ¿Pesó su condición de hermano del mandatario? ¿Es legítimo, legal o ético que el hermano de un presidente ejecute obra pública?¿Cómo conformó sus empresas, cómo se relacionan? ¿Sabe el presidente Correa de esto. Lo consiente? El lector conocerá las respuestas en esta y las próximas cuatro entregas. Toda la información aquí publicada está debidamente documentada, y también ha sido contrastada en cada detalle con el propio Fabricio Correa”.

Al cerrar la primera página, a las siete de la noche, como era su costumbre, el editor general le echó una bendición a la pantalla del diseñador, siguiendo el ejemplo festivo de Luis Boada, uno de sus antiguos colegas de diario Hoy. Que sea lo que Dios quiera, dijo, mientras hacía la señal de la cruz con su mano derecha.


Primera Entrega

Se basó esencialmente en demostrar las relaciones entre Fabricio Correa, las empresas y los contratos con el Estado. Además se incorporó una infografía que ilustraba para el lector esa relación:

Las obras que ejecuta el hermano del presidente

Contratos. Petróleo, vialidad, construcción son los campos de acción de sus empresas y consorcios.

Dos empresas de capital extranjero relacionadas entre sí adquirieron acciones en seis compañías ecuatorianas, realizaron importantes aumentos de capital y en dos años, tres de ellas captaron importantes contratos estatales y privados que superan los 80 millones de dólares. Todas forman parte de un grupo liderado por Fabricio Correa Delgado.

El monto de los contratos sería mayor y llegaría a 100 millones de dólares con la suma de órdenes de trabajo, cuya información de cuantía no fue entregada por Petroproducción a pesar de los pedidos de este diario.

Una empresa presta servicios petroleros. Otra obtuvo un crédito de la Corporación Financiera Nacional (CFN), además de mantener subcontratos en obras como Baba y Mazar. Otra construye carreteras, sistemas de riego y una más está a la espera de desarrollar proyectos hidroeléctricos.

Quality Outsourcing, con oficina en Quito, es la punta de este ovillo empresarial domiciliado en Panamá.

En ese país se constituyó Engineering International Consultants Corporation, empresa dueña del 40% de las acciones de Quality Outsourcing (200 mil dólares). El otro 40% lo tiene Cristina del Rocío Muñoz Muñoz (200 mil dólares) y otros 100 mil dólares —el 20%— es de Cristóbal Aurelio Accini Saavedra. Muñoz Muñoz reside en la Lucha de los Pobres, un barrio marginal en el suroriente de Quito y Accini es un ingeniero eléctrico radicado en la vía a Samborondón y que en Quito registró su domicilio en las suites del hotel Marriot.

La panameña Engineering International Consultants Corporation también posee el 10% de las participaciones de Megamaq. Esta compañía radicada en Quito obtuvo de la CFN un crédito de 10 millones de dólares para comprar equipo pesado de construcción, en 2008.

Como parte de la garantía de ese crédito, el gerente general de Megamaq, Máximo Villavicencio Villavicencio, entregó dos lotes en Manta, que son de la compañía Negolíder de Guayaquil, en la cual él es presidente y accionista (375 dólares). Los otros dueños son Peter Graetzer Delgado (250 dólares) y la empresa Malasoma de Durán (375 dólares). Megamaq, que se dedica a actividades de Ingeniería Civil, vendió a Cosurca, domiciliada en Loja, equipo caminero nuevo valorado en 6’665.260 dólares.

La mayor accionista de Cosurca es otra firma panameña: International Energy Overseas Corporation (611.600 dólares). A Cosurca, el 25 de agosto de 2008, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) le adjudicó un contrato de manera directa para la vía Alamor-Lalamor (29’092.962,52 dólares). Overseas adquirió Cosurca el 31 de octubre de ese año. La vía El Empalme-Celica- Alamor (11’541.265,77 dólares) es otra obra que ejecuta Cosurca gracias a una licitación que adjudicó el MTOP.

El tercer contrato se lo adjudicó el Programa Regional para el Desarrollo del Sur (Predesur), por concurso, para construir el sifón Limones (río Alamor) del proyecto de Riego Zapotillo por 6’505.983,24 dólares.

Los caminos de Negolíder y Malasoma —empresas que aparecen en la ruta del crédito de la CFN a Megamaq— conducen a Fabricio Correa Delgado.

El domicilio de Malasoma, que tiene el 37,5% de acciones de Negolíder, es el mismo de la constructora Aplitec, la principal empresa de Fabricio Correa: ciudadela Bellavista, manzana A, solar 15, en Durán. Él es el mayor accionista de Malasoma y Aplitec. Negolíder y Fabricio Correa registran el mismo domicilio en el Servicio de Rentas Internas: ciudadela Los Olivos, manzana 2, solar 2, piso 1, oficina 101.

80 millones de dólares es el monto aproximado en contratos, subcontratos y órdenes de trabajos. Las obras se desarrollan en Petroecuador, Hidrolitoral, Hidropaute, MTOP, Miduvi y Predesur.

Otras empresas vinculadas eran: Rellenos y Plataformas, es uno de los consorcios en que participa Fabricio Correa y al que el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda le adjudicó por licitación el movimiento de tierras del programa Socio Vivienda en Guayaquil por 3,9 millones de dólares. Y Consorcio Amazónico, que junto a la constructora Carvallo de Cuenca constituyó un acuerdo para reconstruir la vía Plan de Milagro-Indanza-Gualaquiza por 15,4 millones de dólares. La obra fue adjudicada mediante licitación por el MTOP.

Morgan & Morgan representa a las dos corporaciones. Las empresas panameñas Engineering International Consultants Corporation e International Energy Overseas Corporation invirtieron 1,8 millones de dólares en la compra de acciones y aumento de capital social de cuatro compañías.

Engineering International Consultants Corporation, fue registrada el 27 de junio de 2007 en Panamá, su representante (llamado agente residente de la sociedad) es el reconocido bufete de abogados Morgan & Morgan, el más grande de ese país. Su papel es el de servir de enlace entre la sociedad anónima y el Gobierno panameño y no se requiere dar a conocer quiénes son sus verdaderos dueños.

La primera empresa que adquirió Engineering fue Megamaq, antes llamada Swimwear, a la que se encargó de cambiarle el nombre, objeto social y trasladarla a Quito con un aumento de capital de 800 a 800.800 dólares. Lo hizo el 8 de octubre de 2007, según datos del Registro Mercantil de Guayaquil.

Diez meses después, Engineering vendió 520 mil acciones a Máximo Villavicencio, gerente de Megamaq, la que en octubre de 2008 obtuvo un crédito de 10 millones de dólares en la Corporación Financiera Nacional para comprar equipo pesado de construcción.

El siguiente paso fue adquirir las acciones de Quality Outsourcing, empresa que hasta fines de 2007 tenía dos socios (Edwin Gonzalo Gómez Acosta y Luis Nelson Alarcón Quezada) y 20 mil dólares de capital. Esta aumentó a 500 mil dólares su capacidad económica.

El 17 de abril de 2008 se registra el traspaso de 450 mil acciones de la empresa Generación Oriente, propiedad de Luis Alfonso Romero Carbo, a favor de International Energy Overseas Corporation, la segunda empresa panameña también representada por Morgan & Morgan.

El 31 de octubre de 2008 Overseas compra 611.100 acciones de la constructora lojana Cosurca. La transacción costó cuatro millones de dólares. Luego de ello, esta empresa que estuvo a punto de ser liquidada pasó a contratar obras del MTOP y Predesur, en el sur del país, por 18’047.249,01 dólares. Para entonces, ya tenía un contrato de 29’092.962,52 dólares entregado en forma directa dos meses antes por el MTOP.

Las apoderadas en el Ecuador. Los aportes de las empresas panameñas Engineering International Consultants Corporation a los capitales de Quality Outsourcing y los de Megamaq y de International Energy Overseas Corporation a Cosurca, figuran como inversión extranjera directa.

Es decir que los dineros inyectados por esas corporaciones son recursos con derecho a ser remitidos al exterior.

La apoderada de Engineering International Consultants Corporation en el Ecuador es Neida Andrade Ocampo, de nacionalidad panameña, según datos tomados del Registro Mercantil de Guayaquil. En el año 2007, ella fue candidata a asambleísta provincial suplente del movimiento MCHP, lista 63, que lideraba Pierina Correa Delgado. Es miembro de los directorios de Cedegé y de Corpecuador en representación del presidente de la República. 

Como apoderada de International Energy Overseas Corporation figura la ecuatoriana Margie Elizabeth Harb Touma.

Fabricio Correa Delgado, el empresario dueño de una veintena de empresas

Casado y con cinco hijos, el mayor de los hermanos Correa-Delgado frisa los 50 años de edad. No bebe y acude frecuentemente a misa.

En sus apariciones públicas ha declarado ser un hombre honrado y transparente. Considera un ejemplo de ello, la devolución de un excedente de 130 millones de sucres que no utilizó en una obra de Corpecuador, de la que fue contratista en el año 2000. Ha dedicado parte de su tiempo a la formación espiritual de jóvenes y cree que lo peor que puede hacer es legarles riquezas a sus hijos. Con ellos tiene una cita ineludible para jugar fútbol las tardes de cada sábado.

Vive en Los Olivos, una zona de Los Ceibos, de clase media alta, al norte de Guayaquil. Actualmente dice poseer un patrimonio importante, que incluye una veintena de empresas. Todo, conseguido en 25 años de trabajo, en cuyo camino también ha enfrentado vicisitudes.

El diseño y venta de estaciones de bombeo para piscinas camaroneras y fincas bananeras, a principios de los años noventa, marcó el inicio de su exitosa carrera empresarial.

Era un negocio en el que se había iniciado a los 25 años, poco después de graduarse en la Espol como ingeniero mecánico especializado en fluidos y fuentes no convencionales de energía.

De esa forma se amplió el campo laboral y surgieron los primeros contratos para obras de ingeniería civil, lo que lo llevó a la necesidad de constituir, en Durán, sus primeras empresas: Aplitec y Helptec. Estas llegaron a tener hasta 600 trabajadores a su servicio.

Pero los tiempos difíciles llegaron en 1998, con la crisis de los camaroneros por la enfermedad de la mancha blanca, y de los bananeros por la sobreoferta. Ahí es cuando Fabricio Correa decide incursionar como contratista en el sector público.

Durante el Gobierno de Gustavo Noboa —quien había sido presidente de Aplitec hasta 1996— consigue la adjudicación de dos contratos, uno con Codeloro, para la construcción de canales de riego del proyecto Tahuín (Arenillas), y otro con Ecapag, para montar una estación de bombeo en La Toma (Guayaquil). Esos entes decidieron después rescindir unilateralmente su relación contractual con Aplitec, y los casos pasaron a ventilarse judicialmente.

En 2005, incursionó en un negocio de venta de llamadas a celular por vía electrónica, para lo cual invirtió 100 mil dólares. Pero al poco tiempo tuvo que liquidarlo por falta de un mayor capital.

Era la época en que su hermano Rafael decidió ser candidato a la Presidencia de la República. El mayor de los Correa-Delgado pasó entonces a ser una pieza importante en la estrategia proselitista.

Desde 2007, logró consolidar un grupo de empresas, tres de ellas, hoy adjudicatarias de contratos públicos y privados. De su participación en 25 concursos por 209’624.853,39 dólares habría ganado siete, por 58’901.587,74 dólares. La lista excluye a Cosurca y Quality.

No sabía que mi hermano era poco menos que Bill Gates. 

Presidente Rafael Correa

Como ciudadano, tiene derecho a acceder a este tipo de contratos. 

Mauro Andino, legislador de Alianza PAIS y presidente de la Comisión de Fiscalización.

El primer reportaje de la serie El Holding causó conmoción. El equipo de investigación recibió decenas de llamadas, mensajes de felicitación y pedidos de aclaración. Entre ellos varios colegas periodistas que buscaban explicaciones sobre la denuncia. El presidente Rafael Correa estaba en Guayaquil, donde pasó la tarde y noche luego de ejercer su derecho al voto en Quito, durante el proceso electoral que nominaría a las Juntas Parroquiales y a los parlamentarios andinos. Aunque se trataba de actividades oficiales, Rafael Correa hizo algo que no se había visto desde que inició el régimen: junto a sus hermanos Fabricio y Pierina y su madre Norma, acudió a la misa dominical de Los Ceibos. Fabricio estaba vestido informalmente de camisa azul y blue jean, mientras que el presidente llevaba camisa blanca y una chaqueta marrón clara. Como el equipo del diario estaba tras la jugada, el fotógrafo Miguel Canales registró a los dos hermanos juntos al final de la misa. Abordado intempestivamente por un periodista, el mandatario alcanzó a decir: “Recién me entero de que mi hermano es poco menos que Bill Gates [el hombre más rico del mundo. N. del A.]”. Y lanzó una pregunta: “¿En cuánto se ha perjudicado al Estado?”.

Esas primeras palabras marcarían las siguientes tres semanas, durante las cuales el mandatario se dedicaría a defender a su hermano y a denostar a los medios de información y a los periodistas que hicieron la investigación sobre los contratos de su hermano. 

En el entonces llamado Congresillo, la Comisión Legislativa que reemplazó a la Asamblea Constituyente, la sensación de los oficialistas del Movimiento PAIS fue de incredulidad e incertidumbre. A ese domingo, muchos no habían leído el primer reportaje y se fueron enterando a principios de la semana. Un alto funcionario del régimen solo atinó a preguntar a uno de sus colaboradores: “¿cómo fue que se enteraron de tanto?”.  

Así que la primera reacción fue de cautela, pero no dejó de contar con ciertos apoyos al hermano del presidente. El entonces comisionado Mauro Andino y ahora asambleísta de PAIS por Chimborazo, y por entonces presidente de la Comisión Especializada de Fiscalización, primero mostró sorpresa por la revelación de Expreso, pero aclaró, ese 14 de junio de 2009, que Fabricio Correa siempre había sido un profesional que desde hace muchos años trabajaba en el mundo empresarial. Aclaró además que “si bien no es el caso del hermano del presidente, si se llegara a probar que ha habido algún ilícito, ha violentado algún procedimiento en la contratación, o los contratos se consiguieron por tráfico de influencias, la comisión podría investigar”. Pero consideró que “como todo ciudadano, tiene el derecho a acceder a este tipo de contratos”.

Otros miembros de PAIS, como Rolando Panchana, que llegó a ser vicepresidente de la Asamblea Nacional, y Aminta Buenaño, también del mismo Movimiento, ambos de Guayaquil, prefirieron guardar silencio. El primero dijo que se iba a pronunciar una vez que se terminara la serie de reportajes y la segunda dijo en ese momento que no había revisado personalmente la publicación. Gustavo Darquea, entonces comisionado de PAIS y uno de los bastiones organizativos en Guayas, fue más duro: “vi con mucha preocupación lo publicado, pero en todo caso, hay que verificar la objetividad de la información”. Darquea no pudo verificarlo en su calidad de dignatario, pues no pudo continuar su carrera como asambleísta.

Mientras que en la oposición política había cautela, aunque ya se notaba cierta indignación. León Roldós, ex vicepresidente de la República y a la sazón comisionado de su movimiento RED, sentenció de entrada que “evidentemente hay un tráfico de influencias para enriquecer a la familia [Correa]” y pidió a los organismos de control que intervengan en el caso. Galo Lara, un novel legislador de Los Ríos, jefe del bloque del partido del ex presidente Lucio Gutiérrez, anunció que investigará el caso y pedirá la información pertinente, “y creemos que los otros organismo del Estado deben hacer lo mismo”. 

La prensa del país, en las ediciones de ese lunes, aun no valoraba el impacto de la primera publicación. En El Universo apareció una nota marginal, al final de una página de actualidad, bajo el titular: “Diario atribuye contratos públicos a F. Correa”. Pero esa pequeña nota de la página nueve del diario contenía las primeras declaraciones del presidente en torno al tema: calificó de “persecución y deseo de enlodar a mi familia”, la publicación de Expreso, y agregó: “que nos digan en qué se ha perjudicado al Estado. Recién me entero que mi hermano es poco menos que Bill Gates. Si no me lo dicen, es basura. Un show montado por ciertos medios de comunicación”.

En los noticieros televisivos de mayor audiencia, una nota de apertura de Teleamazonas, daría la tónica de la avalancha informativa que generaría el tema y que, seis meses después, continuaría generando titulares de apertura de diarios y noticieros. 

Para la segunda entrega de la serie, ya muchos en el país, especialmente en medios colegas de comunicación, estaban alertados. El resumen de primera página sobre este tema dio luces sobre lo que vendría después. 

Cosurca era una empresa al borde de la liquidación. Por sus atrasos recibió incluso el reclamo del propio presidente de la República. Sin embargo, le fue adjudicada, por invitación directa del MTOP, una obra de 29 millones de dólares. Esto fue el 25 de agosto de 2008, cuando Jorge Marún tomó vacaciones, según dijo. El 28 de octubre, el MTOP y Cosurca firmaron el contrato. Pero tres días después, el 31 de octubre se traspasó el paquete accionario a la empresa panameña International Energy Overseas, de Fabricio Correa. La operación costó cuatro millones de dólares.


Segunda Entrega 

Cosurca, la constructora que se vendió en  4 millones de dólares

Sin capacidad de concluir una obra desde hace 4 años, la compañía lojana negoció sus acciones a la panameña Overseas en octubre de 2008. Sus contratos suman 47’140.211 dólares.

La empresa se encontraba al borde del colapso y venderla era la única posibilidad de recuperar el dinero invertido por sus dueños. Víctor Burneo Valdivieso, uno de los ex accionistas lo explicó claramente: “En cinco años no tuvo utilidad y solo logró un contrato en Zamora Chinchipe, sin rendimiento”. Esa era la realidad de Cosurca, la constructora lojana que desde su fundación mantuvo como accionistas a los apellidos más representativos de esa provincia.

Cosurca es una empresa que el 15 de abril de 2009 cumplió 43 años de vida jurídica.

En ese tiempo su capital social creció sustancialmente hasta lograr una cifra de 611.100 acciones repartidas de forma equitativa en al menos 150 personas.

Pero los buenos tiempos de Cosurca habían terminado, “en dos años no se consiguió nada en qué trabajar, se creó por un grupo de ingenieros y funcionó perfectamente mientras hubo trabajo, pero al final ya no teníamos maquinaria en buen estado y no se podía competir”, cuenta doña Guillermina Aguirre Apolo, quien fue accionista de la empresa.

Con esos antecedentes decidieron vender la compañía más representativa de la ciudad. Pío Oswaldo Cueva Puertas, otro ex accionista, recuerda que en primera instancia se inició negociaciones con Hidalgo & Hidalgo, pero nada se concretó. “Al final se vendió a una compañía guayaquileña”, explica.

Al consultar a cuatro ex accionistas de Cosurca, ninguno se atrevió a nombrar al hermano mayor del presidente Rafael Correa como posible comprador de las acciones.

La negociación se realizó en completo sigilo. Máximo Villavicencio, socio de Fabricio Correa, que conocía muy bien el prestigio de la firma lojana y el mal momento que atravesaba fue el interlocutor con las autoridades de Cosurca y nunca mencionó el nombre del hermano del primer mandatario.

En el aspecto jurídico, la compra contó con el asesoramiento de Joffre Campaña, abogado de Fabricio Correa.

El primer acto fue evaluar el precio real de la empresa y sus activos. El valor nominal de las acciones era de 611.100 dólares pero al tratarse de un negocio en marcha, los activos, su nombre y los negocios futuros a realizar, fue establecido un monto de 4 millones de dólares y fue el valor que se pagó a sus accionistas por ella.

No todo se canceló en efectivo, ya que el terreno en el que se encuentran las oficinas centrales de la constructora en Loja quedó en poder de los ex accionistas.

En su precio incidió el hecho de que antes de la compra se había negociado entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP), y Cosurca, el contrato de rehabilitación y mantenimiento de la carretera Arenillas-Puente Puyango-Alamor-Zapotillo-Lalamor (85 km.) por 29’092.962,52 dólares. El 25 de agosto de 2008, por invitación directa, el MTOP le adjudicó dicha obra.

El hecho motivó al bloque de asambleístas del MPD a  solicitar al MTOP todos los contratos.

En carta del pasado 28 de mayo de 2009, el asambleísta Jorge Escala le pidió al entonces ministro Jorge Marún, remitir todos los procesos contractuales y precontractuales que se le adjudicaron a Cosurca. Solicitó además “las razones por las cuales fueron adjudicados a esta compañía los contratos pese a que se hallaba al borde de la liquidación”.

De hecho el MTOP aceptó terminar por mutuo acuerdo un contrato que desde el año 2005 mantenía la empresa para la reconstrucción y mantenimiento de una carretera de la Troncal Amazónica.  Ese acto impidió que fuese declarada contratista incumplida del Estado.

La valoración permitió que todos los accionistas vendieran sus participaciones en la empresa. Fabián Rodríguez Guerrero, el presidente ejecutivo, fue quien logró convencerlos y sirvió de enlace para traspasar a Correa el paquete accionario el 31 de octubre de 2008.

Ese mismo día transfirió las acciones a nombre de International Energy Overseas Corporation, de Panamá. La venta quedó registrada en la Superintendencia de Compañías por un monto de 611.100 dólares, que representa el valor nominal de las acciones.

La compra se realizó tres días después de la firma del contrato de Arenillas-Alamor-Zapotillo-Lalamor (28 de octubre).

El 10 de diciembre de 2008 la Subcomisión Ecuatoriana de Desarrollo de la Región Sur (Predesur) le adjudicó la construcción del sifón Limones (Proyecto de Riego Zapotillo) y una red de 30 km. de tubería por 6’505.983,24 dólares.

El 6 de febrero de 2009 ganó la licitación de la carretera El Empalme-Celica-Alamor, de 50 km., por un valor de 11’541.265,77 dólares.

El monto total de contratos de la empresa sumaban 47’140.211,53 dólares.

Concurso.

El 9 de diciembre de 2008, la comisión técnica de la licitación Zapotillo de Predesur analizó el informe presentado por la subcomisión de apoyo para la obra del sifón Limones (río Alamor). El informe estableció que la oferta de Cosurca, de 6’505.983,24 dólares fue la que mayor puntaje había obtenido. La obra se adjudicó el 10 de diciembre de 2008. Además, se consideró que la oferta era la más conveniente para los intereses de la institución.

Troncal Amazónica.

El 12 de diciembre de 2005, Cosurca firmó un contrato para la reconstrucción y mantenimiento de la carretera Plan de Milagro-Indanza-Gualaquiza, tramo 4, San Juan Bosco-Tucumbatza (Morona Santiago). La obra debía entregarse hasta el 20 de junio de 2007, pero Cosurca pidió en tres ocasiones al MTOP órdenes de cambio, ante la imposibilidad de cumplir con el objeto del contrato. El primer incremento de plazo se le concedió por 222 días, el segundo por 71 y el tercero por 266. Así, el valor de la obra creció de 3’730.405,55 a 7’567.214,58 dólares.

La última orden de cambio se aprobó el 7 de abril de 2008. Justificó el pedido de la constructora por un incremento de cantidades de obra que se subestimó en el contrato original.

Pero los atrasos persistieron y eso disgustó al jefe de Estado.

El 24 de octubre de 2008, el mandatario Rafael Correa se reunió con 12 de los contratistas (Cosurca incluido) en la Brigada de Selva 19, del Coca, provincia de Orellana, y los conminó a agilizar trabajos para entregar la obra en julio de 2009. La venta de Cosurca a la corporación panameña se concretó el 31 de octubre de 2008.

La rehabilitación de la carretera El Empalme-Celica-Alamor, también en la provincia de Loja, fue sometida a licitación el 13 de noviembre de 2008. Cinco empresas presentaron sus ofertas: Consorcio Borand, Construfuturo, Hormac Hormigonera, Cosurca, y Jesús del Gran Poder. La primera no lo hizo por vía electrónica y la comisión técnica del MTOP resolvió no abrir el sobre. La segunda y la tercera incumplieron los requisitos mínimos, mientras que la cuarta y la quinta sí los cumplieron.

Pero la decisión de adjudicar se tomó después de una maratónica sesión permanente que se prolongó del 19 de enero al 4 de febrero de 2008. En el curso de la misma se detectó que el monto de la oferta de Cosurca difería entre la foja cero y los formularios 2 y 3 de 11’680.623,88 dólares y 11’541.265,77 dólares. La comisión consideró que la última cifra era el valor correcto y resolvió “considerarlo en el transcurso del proceso”.

Pero se presentó otro inconveniente. La maquinaria destinada a esta obra estaba duplicada en otra, con tiempo de uso en periodos iguales: la vía Amaluza-Río Pindo-ramal al ingenio, en cuya licitación también participaba Cosurca.

En cambio, el equipo de la empresa comprometido en el proyecto Alamor-Lalamor sí estaba disponible para otras obras. Después de conocer estas novedades, la comisión procedió a calificar.

Jesús del Gran Poder obtuvo 83,13 puntos sobre 100 y Cosurca, 94,32, con lo cual ganó la licitación.

Luego, la comisión rechazó la oferta de Cosurca en Amaluza-río Pindo-ramal al Ingenio, de 5’374.221,18 dólares, porque el equipo asignado estaba duplicado en El Empalme-Celica-Alamor, “cuya adjudicación acababa de recomendar”.

El contrato para construir el sifón Limones del proyecto de riego Zapotillo (6’505.983,24 dólares) lo adjudicó Predesur a Cosurca el 10 de diciembre de 2008. En el concurso obtuvo 99/100 versus 95,59 del Consorcio Argudo Muñoz Rivas y 91,30 de Ripconciv.

La oferta económica del Consorcio Argudo Muñoz Rivas era la más baja del concurso. Pero Cosurca recibió más puntos en ese rubro: 30 versus 29,59 y en la evaluación técnica, 69 contra 66, porque, según el acta, el otro oferente “no había declarado, ni ofrecía utilizar mano de obra local, como lo establecían los pliegos”.

Este no fue uno de los puntos de favoritismo en el caso de la empresa que ahora estaba en manos del hermano del presidente. En un reportaje publicado el 14 de julio de 2009, Expreso reveló que a la empresa le dieron un plazo de 80 días adicionales para terminar el proyecto sifón Limones, ubicado en el cantón Zapotillo, provincia de Loja, en el límite central con el Perú. La entidad contratante era Predesur. 

La construcción de ese sifón y las obras complementarias representaban para los lojanos la posibilidad de conducir y distribuir agua en forma eficiente a 1.223 hectáreas de tierras áridas. Loja ha sido siempre una provincia atacada por la sequía, especialmente en el sur, a donde le llega la influencia del desierto peruano de Sechura.  Este era uno de los trabajos que ejecutaba la empresa Cosurca. La entidad Programa para el Desarrollo de la Región Sur  (Predesur) se lo adjudicó el 24 de diciembre de 2008, por 6.5 millones de dólares. La empresa estaba ya en manos de Fabricio Correa desde octubre de ese año. Para esta obra se había determinado un plazo de 240 días una vez que se entregara el anticipo, pero una falla detectada en los diseños obligó a ampliar el plazo en 80 días más. Esto superó el plazo de 270 días fijados en los pliegos de la licitación.  

La prórroga a Cosurca ocurrió porque, según el acta, no se disponía de la totalidad de los diseños de las obras complementarias, y además “los diseños de ciertas obras no tenían la claridad suficiente, la fiscalización durante ese tiempo ha estado revisando, analizando y evaluando los estudios presentados  por el consultor contratado”. El acta respectiva autorizó a convalidar el plazo por no ser imputable al contratista y agregó que la fecha de terminación sería el 29 de septiembre de 2009.

La segunda acta, suscrita el 27 de marzo de 2009, llamada “de ampliación”, notificó que se debía realizar un rediseño general de todas las redes secundarias y del proyecto sifón Limones.

El fiscalizador de la obra, Jorge Román, de Predesur, consideró que la ampliación tenía que ser de 45 días. Así, la nueva fecha de terminación pasó al 13 de noviembre de 2009.

Esto no les ocurrió a otras empresas, en teoría. El 12 de noviembre de 2008, el presidente de la República, Rafael Correa, dispuso al Ministerio de Transporte y Obras Públicas que solo él autorizaría la extensión de plazos en las obras. Un día después, el ministro coordinador de Sectores Estratégicos, Galo Borja, dijo al respecto del MOPT que el constructor estaba acostumbrado a recibir un contrato y de inmediato hacer una exhortación para cambiar diseños, calidad o tamaño de la obra. 

En una reunión con contratistas de Cedegé el presidente Correa les dijo: “si necesitan más maquinarias y equipos, cuenten con este Gobierno, pero no vamos a extender una obra, salvo que sea por motivos de fuerza mayor, como un tsunami”. Fue el 25 de noviembre de 2008. Al parecer, el tsunami sí llegó a la zona de Zapotillo, al sur de Loja.

Además de Román, de la fiscalización de esa obra también estaban encargados Rubén Betancourt, del Instituto Nacional de Riego, INAR, organismo rector del uso del agua en el país, y tres técnicos independientes.  El encargado de la Unidad de Fiscalización de Predesur, John Pacheco, aseguró que el rediseño del proyecto y la ampliación de plazos no implicaban un incremento del costo del contrato. “La obra no va a costar más de lo previsto, porque inclusive han estado algunos rubros sobredimensionados”, dijo el técnico. Agregó que el rediseño del proyecto permitió optimizar el uso de materiales, sin que se pierda la calidad de los trabajos. 

Pero, el plazo no fue el único problema que involucró a Cosurca y sus contratantes. “Hubo presión para que gane Consurca”, aseguró Pablo Muñoz, representante del consorcio Argudo-Muñoz-Rivas, que fue una de las tres empresas oferentes en la licitación. El denunciante sostuvo que las constructoras grandes de Loja no se habían interesado en participar en la obra porque ya conocían de quien era Cosurca. Muñoz aseguró que su consorcio presentó la oferta económica más baja y un plazo menor para entregar la obra. Calculó que su precio era 900 mil dólares menos que la de Cosurca, y el plazo era menor en 30 días. El comité de licitación descalificó al consorcio de Muñoz porque en la metodología constructiva no se puso una frase que correspondía a un requisito: se utilizará personal de la localidad.

De su parte, la directora ejecutiva de Predesur, Magda Salazar, dijo que el proceso contractual lo manejó un comité técnico de cinco funcionarios. Los miembros del comité habían informado a la directora de la existencia de actas del proceso, que se había realizado a través del sistema oficial de Compras Públicas, que tiene un portal interactivo para recibir y procesar las contrataciones públicas.

Salazar aseguró que una de las actas señalaba que Cosurca recibió la calificación más alta en las ofertas técnicas, que tenía un peso relativo del 70% respecto a la valoración total, “eso le permitió obtener el contrato, a pesar de no tener el precio más bajo”.

Fabián Serrano, secretario de la Comisión Técnica de Licitación, afirmó que decidieron usar el portal de Compras Públicas, pese a que como entidad pública estaban exonerados de hacerlo hasta el 31 de diciembre de 2008. La licitación en el portal se la hizo en dos procesos, porque en el primer intento se presentaron problemas técnicos al intentar subir la información, dijo María Montaño, coordinadora de la Unidad Técnica del portal.

Luego de hacer consultas, las autoridades decidieron publicar el segundo proceso el 12 de diciembre de 2008, pero, aclaró Montaño, solo como una formalidad, ya que la adjudicación a Cosurca se había hecho dos días antes, mediante una resolución. Pero, en el portal de Compras Públicas apareció una tercera publicación del proceso licitatorio SEPL-LIC-001-2008, del 21 de noviembre de ese año, a las 15h00. Se le adjuntaba la leyenda (licitación) “desierta”. 

Así fue adjudicado y luego ampliado, a pesar de la prohibición del propio presidente de la República, el trabajo en este proyecto que en su totalidad se llama Zapotillo, que pretende regar 8,5 mil hectáreas de desierto, y que en ese momento llevaba ya más de una década. Inició en 1998 y el plan, ejecutado por la empresa Hidalgo & Hidalgo, se había paralizado en marzo de 2008 por falta de financiamiento. Luego, una parte de la obra le fue adjudicada a Cosurca. El trabajo implicaba colocar cerca de 28 km. de redes de tubería. Hasta abril de 2009, Cosurca había avanzado un promedio del 8% de la obra. Un informe de fiscalización de Predesur reportó a esa fecha que “los diseños adolecen de fallas, que han ocasionado que la obra no se ejecute conforme al cronograma propuesto”.   

Otro lío que acumuló Cosurca en esta etapa de transición desde la administración lojana a la de Panamá-Correa, fue en la carretera San Juan Bosco-Tucumbatza, en la provincia amazónica de Morona Santiago, que se convirtió en una historia sin fin.

La obra, de 23 km. fue contratada con la primera administración de Cosurca el 12 de diciembre de 2005, en el Gobierno de Alfredo Palacio. El plazo terminaba el 20 de junio de 2007 y no fue cumplido.

De nada sirvieron las tres prórrogas que autorizó el MTOP “por el incremento de cantidades de obras subestimadas en el contrato original”. El costo de los trabajos en ese lapso pasó de 3.83 a 7.56 millones de dólares. Y aun así, la vía que pertenecía al complejo vial Troncal Amazónica no se había concluido. 

Así que el Ministerio del ramo había aceptado terminar el contrato por mutuo acuerdo, el 11 de febrero de 2009. Para entonces, la compañía ya había cambiado de manos a una empresa vinculada a Fabricio Correa. Pero entonces, la liquidación del contrato se volvió una dura tarea. Este proceso de finiquito enfrentó desde entonces a la contratista y a la empresa fiscalizadora Caminosca & Asociados.

Esta acusaba a Cosurca de “reiterados desacatos” a observaciones técnicas por uso de material objetado y de negarse a recibir informes que notificaban de incumplimientos y advertían de la aplicación de multas. Esto obligó a la fiscalizadora a protocolizar los informes ante Daniel Sigüenza, notario primero de San Juan Bosco, el 19 de febrero y el 6 de marzo de 2009.

Previamente, el 12 de febrero de 2009, Luis Jaramillo Gálvez, fiscalizador de Caminosca & Asociados le pidió a Iván Delgado, superintendente de Cosurca, una reunión para coordinar una evaluación técnica y determinar cantidades, antes de la liquidación del contrato. Una nota escrita a mano en ese oficio dice que el 13 de febrero, Iván Delgado lo devolvió en la oficina de fiscalización y adujo tener instrucciones de su gerencia de no coordinar con ellos y buscar una comisión liquidadora.

Para el director del MTOP de Morona Santiago, Jorge Maldonado, estas fueron “discrepancias domésticas, nada representativas”. Así fuera si de por medio no habría estado la empresa del hermano del presidente de la República.

En el acta firmada en la notaría, el 6 de marzo de 2009, por el director de fiscalización de la empresa Caminosca, Walter Bernal Barzallo, consta un oficio en el que Maldonado pide que se presente la documentación de liquidación del contrato a cargo de Cosurca. Los papeles fueron devueltos con una nota firmada por una empleada de la constructora, que dice: “no estoy autorizada para recibir oficios”.

Medardo Martínez, ingeniero de apoyo de la fiscalizadora, dijo que Cosurca no disponía de maquinaria. Los incumplimientos aparecieron y las multas se acumularon desde abril de 2008. Dijo que las sanciones iban desde 100 a 20 mil dólares. Otro rubro se relacionaba con desacatos a la fiscalización, por lo cual Cosurca fue multada al usar materiales de mala calidad y sin conocimiento de la fiscalizadora. Las multas podrían haber llegado a los 300 mil dólares, aunque las fuentes no muestran seguridad al respecto.

A inicios de junio de 2009, Luis Jaramillo, dejó de ser fiscalizador de la obra en disputa. En el medio se afirmó que nada tenía que ver con los problemas generados.

Pero ese no sería el único evento en la tan dilatada historia de la Troncal Amazónica. El tramo de esa vía, que seguía al del polémico San Juan Bosco-Tucumbatza, era el Tucumbatza-Gualaquiza, de 29.1 km. El contrato inicial con la compañía Same había terminado por mutuo acuerdo en junio de 2008. Solo se ejecutó el 40% y luego fue adjudicado por licitación al Consorcio Amazónico, el 8 de abril de 2009. El contrato se firmó el 1 de junio de ese año por 15.4 millones de dólares, y 10 meses de plazo para su culminación. Pero este Consorcio era el resultado de la fusión de Cosurca con la constructora Carvallo A.Z. El funcionario del MTOP, Jorge Maldonado, aseguró en ese entonces, que este contrato se hallaba bajo observación por la vinculación de Fabricio Correa con Cosurca. Así que, “por disposición superior”, se había evitado entregar el anticipo para el inicio de los trabajos. 

Otro de los contratos donde participó Cosurca fue para el movimiento de tierras para el programa Socio Vivienda, en el sector Prosperina de Guayaquil. En este, tras un proceso de licitación de un mes, se aceptó la experiencia indirecta del oferente a través de la empresa de Fabricio Correa.

Casi un mes fue el tiempo que transcurrió desde que el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (Miduvi) publicó la convocatoria en el portal de Compras Públicas del Gobierno, el 3 de febrero de este año, hasta que el ministro Walter Solís emitió la resolución 005 que adjudicó el contrato al consorcio Rellenos y Plataformas, el 2 de marzo.

Según las actas de sesión de la Comisión Técnica de Licitación del Miduvi, en la recta final solo calificó el Consorcio Rellenos y Plataformas integrado por Agustín Omar Rodríguez López y la constructora Cosurca.

El acta del 12 de febrero de 2009 mencionaba que ocho posibles oferentes visitaron el lugar en el que iba a desarrollarse la obra: Confacing, Tramo, Indutech, Interforza, Serinint, Palosa, Equitransa y Ripconciv.

En el documento no consta el nombre del Consorcio Rellenos y Plataformas, ni el de Construmani, cuyos certificados de haber visitado el sitio —firmados por el Miduvi— están en los documentos anexos enviados a la Comisión Legislativa.

Un día después, el 13 de febrero, la comisión volvió a reunirse para la apertura de los sobres. En el acto se verificó que cuatro empresas presentaron ofertas: el Consorcio Rellenos y Plataformas por 3’994.839,85 dólares y plazo de 140 días; Ripconciv por 4’094.805,20 dólares; Equitransa por 3’731.381,37 dólares y Palosa por  3’746.831,59 dólares, todas con plazo de 150 días.

Una subcomisión evaluó las propuestas y entregó su informe el 20 de febrero. El contenido lo conoció la comisión en su sesión del 25 de febrero.

Una de sus resoluciones expresaba que Equitransa no fue invitada por el Instituto Nacional de Contratación Pública (Incop) a través de la página www.compraspublicas.gov.ec, “por lo que mal se podría decir que esta califica en el presente proceso licitatorio”. Aquello se debió a que su Registro Único de Proveedores (RUP) no tenía detallado lo concerniente a obras civiles.

Ripconciv no calificó por tres razones: sobrepasó los límites de seguridad o de independencia financiera y no adjuntó todas las matrículas de los vehículos que iba a utilizar.

Palosa no cumplió la exigencia de compromisos de venta o disponibilidad de equipo bajo declaración juramentada; rebasó el índice de endeudamiento y tampoco calificó en el proceso. Ninguna de las tres presentó la oferta económica en el portal de Compras Públicas.

En cambio, el Consorcio Rellenos y Plataformas cumplió con todas las especificaciones legales, económicas y técnicas. Pero, según el acta, no se encontraba conformado y la invitación por parte del Incop se la hizo al ingeniero Agustín Omar Rodríguez López, el cual presentó su oferta con el nombre de Consorcio Rellenos y Plataformas.

Ese punto fue absuelto con una consulta jurídica, la cual respondió que las personas naturales o jurídicas registradas en el RUP pueden participar mediante compromisos de asociación o consorcio a la licitación. Y que una vez adjudicados deben formalizar su compromiso previo a la firma del contrato.

El 27 de febrero, la comisión calificó la oferta del Consorcio Rellenos y Plataformas. Le dio el 86% sobre 100%, con lo cual consideró procedente adjudicarle la obra, lo que se formalizó el 2 de marzo, con la resolución ministerial 005.

El consorcio se formó el 6 de marzo de 2009 y el contrato se firmó 18 días después. 

El anticipo entregado al consorcio fue del 60%, equivalente a 2’396.903 dólares. Fabricio Feijoó Aguilera, gerente general de Equitransa, no tuvo quejas del proceso. Dijo que entró en libre competencia y “a veces se gana y otras se pierde”. Afirmó que no conocía a Palosa, la otra oferente, ni al consorcio ganador. A pesar de las llamadas telefónicas realizadas, diario Expreso no pudo hablar con el gerente de Ripconciv. La oferente Palosa no funcionaba en la avenida Casuarina, como afirmó en el proceso de licitación. Un obrero dijo que se fue a “algún lugar” de la vía a Salitre.

Como en todas las entregas de la serie, el informe sobre Cosurca fue rematado por el anuncio de lo que vendría al día siguiente. Lo que se venía era el informe sobre un préstamo de 10 millones de dólares a la empresa Megamaq, vinculada con Fabricio Correa. 

La situación en Carondelet era de completo desatino. Por la tarde, según fuentes de la Presidencia, hubo una reunión urgente en el Palacio de Gobierno, entre el presidente, varios ministros y asambleístas, entre los que estaba el presidente de la Comisión Legislativa, Fernando Cordero. Lo que se esperaba para la noche era la respuesta a la denuncia, anunciada por el presidente durante la posesión del nuevo ministro de Obras Públicas, Xavier Casal, que reemplazaba al ministro Jorge Marún, precisamente el titular del Ministerio con el cual las empresas vinculadas al hermano del presidente tenían más contratos.

La sesión en el palacio de Carondelet tenía esa noche de todo, menos tranquilidad. Al presidente se lo notaba agotado. Las primeras afirmaciones del mandatario reflejaron que la tónica de negar toda relación con su hermano pero a la vez justificarlo, continuaría. “Nunca he estado al tanto de las actividades empresariales de mi hermano”, dijo Rafael Correa. Pero se permitió de inmediato exigir pruebas, a los periodistas de Expreso, que demostrasen que los contratos de las compañías vinculadas a Fabricio Correa hubiesen causado algún perjuicio económico al Estado. Para el mandatario había tres aspectos relevantes a resolver en este tema: el posible perjuicio económico; si hubo algún tipo de favoritismo al adjudicar los contratos, y, si las empresas de su hermano tuvieron alguna denuncia por no declarar o no cancelar sus impuestos. Para nada mencionó el factor ético: el hecho, inédito y escandaloso, de que el hermano del presidente de la República haya tenido acceso a contrataciones que superaban los 100 millones de dólares, en el Gobierno de la revolución ciudadana. Su Gobierno.

El presidente pidió a la Contraloría General del Estado un examen de esas contrataciones; anunció la posibilidad de sancionar a los funcionarios públicos, a quienes se les pudiera demostrar un favoritismo para con su hermano “en caso de que se haya dado ese caso”; y sobre los impuestos también pidió una verificación en el cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

En la misma edición que daba cuenta de las palabras del presidente, Expreso publicó que, como persona natural, Fabricio Correa había pagado algo más de 19 mil dólares entre 2001 y 2008, mientras que las empresas Megamaq, Cosurca y Quality habían cancelado 74.3 miles de dólares al Servicio de Rentas Internas, entre 2005 y 2008.

Para rematar su intervención, el primer mandatario advirtió que emitiría una disposición para prohibir que el Estado contrate con empresas nacionales que sean propiedad de empresas de papel en el extranjero.

De inmediato, el contralor del Estado, Carlos Pólit, anunció que acogía el pedido del presidente. El funcionario emitió cinco órdenes de trabajo para sendos exámenes técnicos de ingeniería en los proyectos ejecutados por los ministerios de Obras Públicas y Vivienda; también en entidades como Petroproducción, Predesur e Hidrolitoral, así como entidades y organismos que intervinieron en los contratos otorgados a la empresa Cosurca y otras empresas vinculadas. Las acciones de control se orientarán, ordenó el contralor Pólit, al análisis de los procesos de contratación y ejecución de los contratos, para verificar el uso de los recursos públicos invertidos por las entidades estatales en estos proyectos. El funcionario de control se concedió 20 días laborables de plazo y ofreció auditar todos los contratos que se mencionen en la prensa. “Haré las acciones de control que la ley me faculta y luego daré a conocer, si es así el caso, los resultados de esta auditoría. Cada uno responde por su moral. No puedo hablar por el hermano del presidente”.

Pero la Contraloría demoró tres meses para auditar contrataciones por 167 millones de dólares, de empresas vinculadas a Fabricio Correa. 

El otro organismo que inició acciones de control fue la Secretaría de Transparencia y Control Social, un organismo dependiente directamente del poder de la Presidencia, dirigido por un afecto al régimen, Alfredo Vera, quien afirmó en esa ocasión estar seguro que “en este momento otras instancias están preocupadas por esta denuncia”.

En el poder Legislativo dominó el silencio. Las autoridades de la Comisión de Fiscalización no se pronunciaron. El presidente de la Comisión Legislativa, Fernando Cordero, fue consultado sobre el tema por los diversos periodistas que cubrían el Palacio Legislativo, pero dijo que carecía de la información necesaria para emitir un criterio. Solo había podido leer la historia de Cosurca, la segunda entrega de la serie, a pesar de que en la página web del diario se iba acumulando toda la información que se producía. Cordero pidió unas horas para “empaparse” del tema. Eso fue la mañana del lunes, en la tarde ya no contestó las llamadas de la prensa. Otro alto dirigente de PAIS, y comisionado, César Rodríguez se negó a dar una entrevista porque, según dijo a los periodistas, estaba fuera de la capital, pero en su oficina confirmaron que sí se hallaba en Quito. El punto es que el oficialismo daba bocanadas para ganar tiempo. Ni en el Movimiento, ni en la Presidencia, se ponían de acuerdo.

Una vez, mi hermano me dijo “estoy pidiendo un préstamo en la CFN”. Yo le dije que ni siquiera quiero saber de eso, que si todo está en regla es su derecho acceder a un préstamo de la banca pública.

Rafael Correa Delgado, presidente de la República

Radio Visión de Quito.

Ese martes, quienes ya se habían desayunado con los contenidos de la serie El Holding, esperaban el seguimiento con lo anunciado. El informe sobre Megamaq y su préstamo nada menos que de 10 millones de dólares con la Corporación Financiera Nacional, causó otro impacto, similar a las entregas anteriores. 


Tercera Entrega

El resumen de la portada de Expreso ese día señalaba que Megamaq, antes llamada Swimwear, propiedad de Fabricio Correa, obtuvo el 22 de octubre de 2008 la aprobación de un crédito de 10 millones de dólares, por parte de la Corporación Financiera Nacional (CFN) para comprar equipo pesado de construcción. A cambio del préstamo, la CFN puso 18 condiciones. Exigió que Megamaq constituyera una hipoteca abierta sobre dos lotes en Manta y una prenda industrial sobre la maquinaria a adquirirse, bienes que fueron entregados en garantía.

Sobre uno de los lotes ya existía una hipoteca abierta en favor del Banco del Austro, por deudas de Swimwear.

Además, en la portada del periódico se afirmaba que a través de dos contratos firmados el 10 de diciembre de 2008, Megamaq, representada por Máximo Villavicencio, vendió a la compañía Cosurca, de Fabricio Correa, maquinaria pesada de construcción valorada en 6’665.260 dólares. En esa fecha, la compañía lojana participaba en la licitación para rehabilitar la vía El Empalme-Celica-Alamor, que finalmente ganó. Lo que demostraba la relación entre estas dos empresas.

La CFN dio crédito de $ 10’000.000 a Megamaq para equipo caminero

Activos. La empresa radicada en Quito, antes llamada Swimwear, vendió maquinaria pesada por 6’665.260 dólares a Cosurca, que ganó la licitación para rehabilitar la vía El Empalme-Celica-Alamor.

Swimwear, después llamada Megamaq, se constituyó el 28 de marzo de 2007 en la Notaría Vigésimo Novena de Guayaquil. Pero a Fabricio Correa no le parecía adecuado ese nombre (traje de baño, en español) para una constructora.

El 8 de noviembre de ese año le cambió la denominación por la de Megamaq, mudó a Quito la oficina matriz y aumentó el capital de la empresa de 800 a 800.800 dólares.

Según datos tomados del Registro Mercantil de Guayaquil, 600 mil dólares los aportó la empresa panameña Engineering International Consultants Corporation, y 200 mil dólares entregó el socio Máximo Oswaldo Villavicencio Villavicencio.

Para entonces, la sociedad anónima ya tenía un subcontrato con Impregilo en Mazar (3.5 millones de dólares). Pero fue con el de Odebrecht, en el proyecto Baba (12 millones de dólares), que se apuntaló la solicitud de un crédito con la Corporación Financiera Nacional (CFN), destinado a la compra de equipo pesado de construcción.

La empresa quería financiar maquinaria de Komatsu y como la aprobación del préstamo se tardaba, la casa comercial le dio un crédito de dos millones de dólares con ese fin. Después, el Banco del Austro, del Grupo Eljuri, concedió un préstamo puente a la empresa, que se colocó en un fideicomiso. Este dinero se lo destinó a la adquisición de 48 volquetas Hyundai (también de Eljuri) porque Megamaq debía empezar a trabajar en Baba y el crédito de la CFN seguía en compás de espera.

Nueve meses después del aumento de capital de Megamaq, la corporación panameña había vendido la mayor parte de su paquete accionario y se quedó con el 10% del capital, mientras que Máximo Villavicencio pasó a manejar el 90%.

Finalmente, la aprobación del crédito de 10 millones de dólares de la CFN a Megamaq se concretó el 22 de octubre de 2008, con plazo de cinco años y seis meses de gracia, y sustituyó al préstamo puente del banco. Así, la CFN pasó a ser la primera beneficiaria del fideicomiso.

Una de las condiciones de la CFN fue que Megamaq constituyera una prenda con la maquinaria adquirida. Como la empresa había empezado a trabajar en Baba, el equipo estaba usado y eso causó la negativa inicial de la Corporación, pero finalmente aceptó recibirlo.

Ocho meses después de la aprobación, la empresa no recibía el otro 50% del crédito, es decir, cinco millones de dólares. La CFN quería evaluar otra vez la maquinaria. Además del equipo caminero adquirido, Megamaq entregó a la CFN, como garantías del crédito, dos lotes en Manta y una garantía personal y solidaria del gerente general. 

El 10 de diciembre de 2008, un acto mercantil enlazó a Megamaq con la constructora lojana Cosurca, cuyo propietario también era Fabricio Correa. A través de dos contratos firmados en esa fecha, Megamaq vendió a Cosurca maquinaria de construcción valorada en 6’665.260 dólares; en total 41 ítems. Dos equipos eran del año 2006, diez de 2007 y 29 de 2008.

En esa fecha, Cosurca, cuyas acciones estaban a nombre de otra corporación panameña, International Energy Overseas Corporation, participaba en la licitación para rehabilitar la carretera El Empalme-Celica-Alamor (provincia de Loja). Para este concurso, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) exigió como requisito una lista mínima de 46 equipos.

Por lo menos el 50% debía ser de propiedad del oferente y la maquinaria tenía que permanecer en el sitio de la obra durante todo el tiempo de su construcción.

La máxima calificación (10/10) se le otorgaría a la oferta que presentara la mayor cantidad de equipos de su propiedad, con relación al número de unidades mínimas exigidas.

De los 68 equipos que propuso Cosurca, 30 encajaban en los requisitos del MTOP. En el cuadro de evaluación consta que la compañía obtuvo el puntaje tope, 10/10, ya que su competidora, la constructora Jesús del Gran Poder, ofertó 26 equipos y recibió 8,67 puntos.

De esos 30 equipos ofertados por Cosurca, la mitad, es decir, 15 eran parte del paquete que le había vendido Megamaq el 10 de diciembre de 2008.

Opinión. José Alvear Icaza, abogado societario.

“Cuando una institución va a otorgar un crédito, tiene que pedir garantías que superen el 100% del mismo, porque hay que correr con el riesgo y la eventualidad de que el deudor no pague a tiempo y se tenga que exigirlo judicialmente. El arte de un buen director financiero es saber identificar qué garantía le conviene más.

Cuando no son suficientes en bienes inmuebles, uno busca complementarlas con garantías reales mobiliarias. Los lotes entregados en este crédito de la CFN son lo que los abogados entendidos llamamos un hueso para la venta, porque no tienen acceso directo, ni servidumbres. Dieron la carne a cambio de un hueso”.

Oferta evaluada.

Cosurca concursó en la rehabilitación de la vía El Empalme-Celica-Alamor. El 50% del equipo evaluado en su oferta fue el que le vendió Megamaq. Su oferta fue calificada por la comisión técnica del MTOP en una sesión que se prolongó del 19 de enero al 4 de febrero de 2009.

Excavadoras y volquetas.

El 10 de diciembre de 2008, Megamaq vendió a Cosurca 41 equipos valorados en 6’665.260 dólares. La lista incluye cuatro excavadoras de oruga que Megamaq había comprado a la compañía Diteca de Guayaquil, el 11 de noviembre de 2008, por 818.720 dólares incluido el IVA, y 11 volquetas a nombre de Swimwear.

Maquinaria vendida. El 10 de diciembre de 2008, Megamaq vendió a Cosurca ocho volquetas Hino 2006 y 2008, seis Mack 2007, diez excavadoras de oruga Komatsu 2008 y seis Doosan 2007 y 2008, cuatro cargadoras de llantas 2008, cinco tractores Komatsu 2008 y dos retrocargadoras Komatsu 2008.

Las condiciones para el fideicomiso formado

Para la instrumentación del crédito de 10 millones de dólares aprobado a Megamaq, la Corporación Financiera Nacional puso 18 condiciones. Una de ellas requería que la compañía le presentara el documento a través del cual instruye a la administradora del fideicomiso mercantil de flujos y pagos Swimwear TF-G-221, en el sentido de que se incluya en la prelación del pago, las obligaciones con la CFN, como primer beneficiario principal. Además, que se incluya en el patrimonio autónomo todos los contratos que constan en el cuadro “obras que ejecuta Megamaq”, presentado por esta.

También exigió que le proporcionara la copia del modificatorio al fideicomiso antes mencionado, correspondiente al cambio de denominación de Swimwear a Megamaq, con sus respectivos soportes, en el que se incluya una cláusula respecto a que el contrato no se podrá modificar sin consentimiento previo de la CFN.

El primer fideicomiso inició actividades el 15 de junio de 2007 y el segundo el 6 de noviembre de 2008. Ambos son representados por Trust Fiduciaria.

Se visitó en Manta, Manabí, los dos predios que Megamaq entregó como parte de la garantía del crédito otorgado por la CFN y encontró que el socio de Fabricio Correa, Máximo Villavicencio Villavicencio, los había adquirió los días 3 y 9 de enero de 2008.

El primero, de 31.792 metros cuadrados se lo compró a Elsa Giler Cevallos y Augusto Lourido Zea, y el segundo, de 41.365 metros cuadrados, a la compañía Intercambio y Agricultura, según datos tomados del Registro de la Propiedad de Manta.

Pero el 25 de mayo del mismo año, Villavicencio, quien fue gerente de la Corporación Aduanera Ecuatoriana de Manta en el Gobierno de Lucio Gutiérrez, y su cónyuge, Alexandra Sanmartín Viteri, vendieron ambos lotes a la compañía Negolíder de Guayaquil, en la cual él es presidente y accionista. En el Servicio de Rentas Internas (SRI), Fabricio Correa y Negolíder registran el mismo domicilio: Ciudadela Los Olivos, manzana 2, solar 2, piso 1, oficina 101.

Los terrenos están en la cabecera del aeropuerto de Manta, parroquia Los Esteros (antes llamada Tarqui) uno a continuación del otro, cercados por una malla. Fue imposible llegar a ellos por vía directa, pues no existe acceso y hay que pedir autorización para ingresar a través de la Base de Manta. Tampoco tienen redes de infraestructura.

Al 31 de marzo de 2008, el valor de estos predios, en caso de ejecutarse la hipoteca, era de 4’385.691 dólares.

La novedad es que sobre el lote de mayor tamaño (41.365 metros cuadrados) ya existe una hipoteca abierta en favor del Banco del Austro, por deudas de la compañía Swimwear y de Máximo Villavicencio y su cónyuge. El fiador es la empresa Negolíder.

Según expresa el doctor José Alvear Icaza, especialista en Derecho Mercantil, si una garantía es de segundo orden, es decir que un mismo lote está asegurando otras obligaciones, “entonces esa hipoteca no es buena, ni positiva para el acreedor”. Explica que eso significa que primero cobra el banco y, si algo sobra, el segundo garante hipotecario.

Máximo Villavicencio: de subcontratista a socio de F. Correa 

En anteriores gobiernos, el capitán en servicio pasivo Máximo Villavicencio Villavicencio, de 47 años, había sido gerente de los distritos de la Corporación Aduanera Ecuatoriana (CAE) en Huaquillas (2003-2004) y Manta (2006-2007).

Fue contratista de Fabricio Correa en la época en que este trabajaba en Arenillas (El Oro). Era el año 2001 y de esa relación de negocios nació una amistad y posteriormente una sociedad.

También se dedicó a explotar materiales de construcción en 2007, aunque la concesión que tenía en Buenavista, Pasaje (El Oro), fue archivada el 9 de junio de 2008.

Su último pago de impuesto a la renta lo hizo en 2007 por 1.128,21 dólares en relación de dependencia laboral con la CAE, según datos del Servicio de Rentas Internas (SRI).

Durante la investigación, él apareció en Saucillo, Loja, en el campamento de Cosurca. Se identificó como supervisor de las dos obras viales que la empresa tiene en ejecución. Dijo que los trabajos no han tenido ningún contratiempo y que su avance está dentro de lo programado por el MTOP. 

Con una réplica que tardó en llegar casi un mes, el presidente de la CFN, Camilo Samán, que se había negado a hablar con los periodistas antes de la publicación del reportaje sobre el crédito a Megamaq, defendió la operación por 10 millones de dólares a favor de esta empresa. Según él,  Megamaq tenía 90% de su capital en manos de accionistas ecuatorianos y el 10% era de una empresa panameña, asimismo con accionistas ecuatorianos “que no es el señor Fabricio Correa”. 

El reportaje sobre ese tema había demostrado que la empresa Megamaq, antes llamada Swimwear (que fuera adquirida por Fabricio Correa, como lo admitió en las entrevistas con el equipo de investigación) tenía como accionistas a las empresas Negolíder y a la panameña Engineering International Consultants Corporation (EICC). Los accionistas de Negolíder eran Peter Greatzer Delgado, Máximo Villavicencio y la empresa Malasoma. El propietario de Malasoma era Fabricio Correa Delgado. Negolíder era la propietaria de los lotes que fueron entregados como garantía a la CFN para el crédito a Megamaq. Samán dijo que sobre el préstamo habían dos prendas que totalizaban 8.7 millones de dólares.

Pero hasta esa cifra fue desmentida por una investigación de la periodista María Elena Arellano, que se publicó el 24 de julio de 2009.

Las prendas de Megamaq con la CFN suman $4’685.633  

El martes 20 de julio de 2009, en el Palacio de Carondelet, el gerente general encargado de la Corporación Financiera Nacional (CFN), Fabricio Reshuan, hizo un anuncio. Dijo que la institución suspenderá los dos desembolsos previstos para la empresa Megamaq (de Fabricio Correa Delgado), una vez que los contratos que amparaban el crédito solicitado fueron suspendidos.

Se refería al préstamo de 10 millones de dólares que el directorio de la CFN aprobó el 22 de octubre de 2008, con la resolución DIR-2008-175. El destino de ese dinero era la compra de maquinaria pesada nueva para construcción.

Dijo en esa ocasión que se pidió una garantía del 245% sobre el monto solicitado y, en caso de que no se cancelara el préstamo, se ejecutarían las garantías y se iniciaría el proceso de coactiva.

Reshuan agregó que hasta el momento, de ese crédito, se le había entregado a Megamaq 3.5 millones de dólares. Sobre las garantías que Megamaq dio a la CFN habló el presidente del directorio de la institución, Camilo Samán, durante el enlace sabatino del mandatario Rafael Correa, que se desarrolló el 18 de julio en Chunchi (Chimborazo).

“Normalmente se pide el 125% de garantías en estos créditos, los señores dieron dos veces maquinaria y solamente se les desembolsó 3.5 millones de dólares. Es decir, tienen casi el 250% de garantías”, aseguró.

Cuatro días antes, en una declaración que dio en la CFN de Guayaquil, Samán indicó que las prendas por maquinarias entregadas por Megamaq totalizaban 8’705.210 dólares.

La cifra, según detalló, era la suma de una prenda primera por 4’675.633 dólares y la segunda por 4’029.577 dólares.

Pero en el Registro Mercantil de Guayaquil los documentos mostraron esta realidad:

El primer contrato de prenda industrial abierta celebrado el 21 de noviembre de 2008 entre la CFN (acreedora) y Megamaq (deudora) tenía una cuantía de 4’675.633 dólares. Fue inscrito el 4 de diciembre de 2008 y detalla 27 maquinarias (19 excavadoras, dos volquetas, cinco tractores y una retrocargadora).

Mientras que el segundo contrato fue celebrado el 13 de abril de 2009 e inscrito el 14 de mayo de ese año. La prenda comprendió 20 maquinarias (12 excavadoras, dos tractores, dos motoniveladoras, dos cargadoras, una retroexcavadora y un rodillo).

Según el certificado #10192-2 del Registro Mercantil de Guayaquil, “no existe un contrato suscrito por una cuantía de 4’029.577 dólares”.

Se solicitó a la Corporación Financiera Nacional una respuesta clara sobre el real valor de las garantías entregadas por Megamaq. El Departamento de Relaciones Públicas señaló que el único vocero era Camilo Samán y que responderá en los próximos días a las inquietudes planteadas. 

Los periodistas cruzaron la información concerniente a marcas, modelos, series y motores de la maquinaria que constaba en los contratos de prenda industrial abierta, celebrados entre la Corporación Financiera Nacional (CFN) y Megamaq.

Dieciocho equipos detallados en ese contrato inscrito el 4 de diciembre de 2008, coincidieron con la maquinaria que Megamaq vendió el 10 de diciembre de 2008 a Cosurca, otra compañía que pertenecía a Fabricio Correa Delgado.

Con dicho acto de compra venta, Cosurca completó el 50% del equipo mínimo que requería para ganar la licitación de la rehabilitación y mantenimiento de la vía El Empalme-Celica-Alamor. La obra se la adjudicó el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el 6 de febrero de 2009. 

Una fuente técnica explicó el proceso de esta manera: “Yo soy dueño de un bien, que se lo compré a equis persona o empresa. Pero usted me va a prestar plata a mí, entonces, yo le doy ese bien en prenda, esa es la garantía”, dijo: José Alvear Icaza, especialista en derecho mercantil, autor de libros sobre el tema y catedrático universitario.

Un bien entregado en garantía por un crédito, no puede ser arrendado, prestado, ni vendido sin el consentimiento de la institución que concedió el préstamo y con la cual se celebró un contrato de prenda. Sin embargo, en caso de que la parte deudora haya vendido el bien, esto no significa que la prenda no esté vigente. Es lo que en leyes, “se llama el derecho de persecución”, porque “la prenda persigue la cosa en manos de quien esté. Si la entidad que prestó se entera de la venta del bien, con el contrato de prenda se lo quita a quien lo compró”

A nuestra empresa se le muestra un rico abanico de proyectos, que podemos ejecutarlos directamente o bajo la modalidad de subcontratos.

Documento de Megamaq a la CFN para justificar un crédito de 10 millones de dólares

Un documento de 42 páginas justificó el pedido de financiamiento que la empresa Swimwear, de Fabricio Correa, hizo a la Corporación Financiera Nacional el 26 de marzo de 2008 para adquirir maquinaria de construcción.

La compañía, que después cambió su nombre a Megamaq, anexó ese proyecto a su solicitud de crédito, que fue aprobado el 22 de octubre de ese  mismo año, por 10 millones de dólares, con la resolución DIR-2008-175. La CFN lo modificó dos veces, con sendas resoluciones del 27 de octubre y del 20 de noviembre de ese año. Pero el crédito sufrió un revés el 21 de julio de 2009, cuando el gerente encargado de la entidad, Fabricio Reshuan, anunció la suspensión de los dos desembolsos previstos, por 6,45 millones de dólares. Eso fue luego de haberse revelado la vinculación de Fabricio Correa en esa operación. Antes, la empresa había recibido 3,5 millones de dólares. 

En el proyecto de financiamiento entregado a la CFN, la compañía ya avizoraba su posible participación en obras públicas del Gobierno de Rafael Correa, cuyo plan de inversión superaba los 4.300 millones de dólares. “A nuestra empresa se le muestra un rico abanico de proyectos, que podemos manejarlos y ejecutarlos directamente o bajo la modalidad de subcontrato. Podemos mencionar el Plan Vial 2008-2010, presentado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con la inversión calculada de 3.322 millones de dólares para la ejecución de 4.003 km. de carreteras en todas las provincias”, decía una parte del documento.

En tres de sus páginas se llegaba a numerar los 40 nuevos proyectos de la inversión 2008 de ese ministerio. Al final del cuadro, el texto decía que el 10% de ese monto es 322 millones de dólares.

Al paquete total del Plan Vial, la empresa le sumó las emergencias viales 1 y 2, dispuestas por el Gobierno en 2007, por más de mil millones de dólares.

La empresa señaló, además, que la constructora brasileña Norberto Odebrecht, adjudicataria del proyecto Baba, la había invitado a participar “por su capacidad y experiencia” en la mencionada obra, con un subcontrato inicial de 12 millones de dólares. 

La expectativa en el campo energético era de magnitud, según se menciona en el texto. “Otros proyectos en los que participará Swimwear (Megamaq) se detallan a continuación y son obras que por la importancia para el país, tendrán que ejecutarse obligatoriamente”.

En esa lista constaban, además de Baba, otros cinco proyectos hidroeléctricos que sumaban una inversión de 1433.3 millones de dólares, según los precios que el Consejo Nacional de Electricidad publicó en su website en 2005. Coca Codo Sinclair, Sopladora, Toachi Pilatón, Vacas Galindo y Delsi Tanisagua. Los cinco proyectos hidroeléctricos mencionados enfrentaban a esa fecha situaciones diversas, y a 2009, los precios habían cambiado.

Pero, además, Megamaq esperaba participar de 69 millones de dólares en obras públicas y privadas entre 2008 y 2009. En el documento detalló tres vías públicas, dos proyectos hidroeléctricos y obras particulares con el Grupo Romero Carbo, por cinco millones de dólares. Se detallaba en el cuadro no solo las obras sino las empresas adjudicatarias, pero a la fecha que se detallaron estas obras, cuatro no estaban adjudicadas aun por el Estado. La solicitud fue hecha el 26 de marzo de 2008. Por ejemplo: el contrato para la carretera Guanujo-Echandía lo obtuvo la constructora Hidrobo-Estrada el 7 de abril, y el de la vía Bucay-Chillanes se le asignó al Consorcio Bellavista el 6 de mayo de ese año. El contrato de la carretera Alamor-Zapotillo-Lalamor, se le adjudicó a Cosurca el 25 de agosto de 2008. Cosurca fue adquirida por Fabricio Correa el 31 de octubre, tres días después de haberse firmado el contrato de esa carretera con el MTOP. El 19 de junio de 2009, Megamaq informó a la CFN que tres de los subcontratos no se habían concretado.

¿Por qué la CFN modificó la mayoría de las condiciones previas que le había impuesto a la empresa de Fabricio Correa para concederle el crédito? La entidad estatal le había impuesto 18 exigencias, y luego le cambió 13.  Estas condiciones eran un paso previo para la autorización del crédito de 10  millones de dólares.

Estas modificaciones se dieron en menos de un mes y a través de dos resoluciones dadas en Guayaquil. El primer paquete de reformas fue el 22 de octubre, mediante resolución suscrita por Fabricio Reshuan Issa, entonces gerente subrogante de la sucursal mayor en Guayaquil. La modificación afectó el orden de los desembolsos del crédito. Es decir, la condición inicial establecía que el primer desembolso sería de 3,5 millones de dólares y el segundo de 1,99 millones de dólares. El cambio estipuló que el orden sería inverso, primero el monto menor y después el mayor. El tercer desembolso de 4,46 millones de dólares quedaba igual.

Cinco días más tarde, la CFN resolvió que una condición establecida como previa al segundo y tercer desembolsos pasara a ubicarse antes de la instrumentación del crédito. Esta era que Megamaq debía constituir una primera prenda industrial abierta sobre maquinarias y equipos que iba a adquirir con el crédito, en un plazo no mayor a 90 días de comprados. Mientras que la exigencia de constituir una primera hipoteca abierta de dos lotes de terreno en Manta (Manabí), que estaba en el punto 1 de las condiciones previas a la instrumentación del crédito, se la trasladó a ser requisito previo al segundo y tercer desembolsos.

El 20 de noviembre de 2008, Michel Doumet Chedraui, por entonces gerente general de la CFN, firmó la resolución GG-2008-032 que modificó por segunda vez el crédito otorgado. En la reforma consta que la empresa debía constituir la primera prenda sobre los equipos que iba a adquirir. Pero se le quitó la obligación de hacerlo en un plazo no mayor a 90 días después de comprados. 

El punto 12, referente a que se incluya en la prelación de pago del fideicomiso Swimwear TF-G-221, a las obligaciones con la CFN como primer beneficiario principal, fue cambiado. Se le quitó la exigencia de incluir en el patrimonio autónomo los contratos del  cuadro “Obras que ejecuta Megamaq”, presentado por la empresa.

Hubo más cambios. La CFN trasladó siete puntos de las nuevas condiciones previas, al grupo de las exigidas antes del segundo y tercer desembolsos.

De esta forma, la copia del modificatorio al fideicomiso Swimwear, referida al cambio de denominación a Megamaq, pasó a ser condición previa al segundo desembolso. Mientras que ocho condiciones quedaron señaladas para el tercer desembolso. Corresponden a la hipoteca sobre los lotes de Manta y a documentos relacionados con estos predios. También al acta de la Junta de Accionistas que muestre el incremento de capital de Megamaq (cuatro millones de dólares) y la evidencia contable del traspaso del pasivo con los accionistas a una cuenta de futuras capitalizaciones. Otra condición pasó a ser especial, una más fue sustituida y otra fue eliminada. Solo cinco quedaron intactas.

Pero eso no quedaría ahí. Gracias al trabajo de la unidad de investigación, la CFN se enteró, luego de una publicación del reportaje, que Megamaq había vendido el equipo prendado a la entidad. A través de cuatro oficios, enviados entre el 20 de febrero y 30 de junio de 2009, la CFN advirtió a la empresa Megamaq que tenía maquinaria pendiente de ser inspeccionada, la misma que estaba prendada por el primer desembolso de 3,5 millones de dólares. La constructora tardó cinco meses en atender el requerimiento de la entidad estatal. A la vez, sus ejecutivos hacían gestiones para agilizar la entrega del segundo desembolso, que nunca se concretó.

El 20 de febrero de 2009, Marcelo Cevallos, subgerente regional de Supervisión de la CFN, envió el oficio SU-SM-04069 a Máximo Villavicencio, gerente general de Megamaq. Ahí le informó que la entidad estatal había visitado las provincias de Loja y Los Ríos, con el propósito de verificar las maquinarias adquiridas con el primer desembolso y aquellas que serían prendadas en el segundo. Dijo además que 12 equipos prendados para la entrega del primer desembolso quedaron pendientes de inspeccionar: 10 excavadoras y dos tractores.

En el oficio posterior del 3 de abril, Cevallos insistió en el pedido. La CFN le indicó a Villavicencio que seis excavadoras del primer desembolso estaban pendientes de supervisar. Y que otros seis equipos de la prenda a constituirse con el segundo desembolso —en trámite— también faltaban de pasar la inspección de la entidad de crédito. Nuevamente, la CFN pidió la ubicación exacta de la maquinaria para cumplir esa tarea.

Al 13 de mayo, la CFN no había recibido información sobre la ubicación de los seis equipos prendados por el primer desembolso. Cevallos insistió con otro oficio el 30 de junio de 2009. En este señaló que diario Expreso había publicado en su web los contratos de compraventa de maquinaria de Megamaq a Cosurca, “cuya descripción coincide con la de varios equipos prendados” por la empresa a favor de la CFN y le recordó que algunos no habían sido verificados como se pidió.

Finalmente, el 7 de julio, Villavicencio le informó a la CFN que, del primer contrato de prenda suscrito, dos equipos estaban en el proyecto Baba, tres en Socio Vivienda, y uno en la sede de la empresa Metales Tecnológicos. La empresa de Fabricio Correa había prendado 47 equipos. Además, tres excavadoras Daewoo mencionadas en la carta de Megamaq a la CFN, del 7 de julio no constaban en la lista de equipo asignado al proyecto Socio Vivienda, según el contrato de esa obra. Megamaq envió a la CFN un contrato que firmó el 8 de abril de 2009, según el cual le alquiló 10 equipos al Consorcio Rellenos y Plataformas (adjudicado con el movimiento de tierras en el programa Socio Vivienda, del Ministerio de Vivienda). Tres de ellos estaban prendados a la CFN y, además, ya se los había vendido a Cosurca el 10 de diciembre de 2008. 

Cuando yo no era hermano del presidente, Odebrecht me dio el parque Lago, de la presa Chongón (a 35 km. al occidente de Guayaquil, vía a la Costa). Yo lo diseñé y lo construí y ahí está, a Dios gracias en perfecto estado, y mucha gente disfruta de eso. 

Al valor presente costaría dos millones de dólares. Ahora me dio 12 millones de dólares para construir en Baba.

Fabricio Correa, en declaraciones a TC televisión

Ese día martes, día de la tercera entrega de la serie El Holding, Fabricio Correa fue invitado a varios medios de televisión. En TC, canal que para ese entonces ya había sido incautado por el Gobierno y cuyo noticiero era de tono marcadamente oficialista, Fabricio tuvo su primera parada. El hermano mayor del presidente declaró, cuando se refería a su experiencia como contratista del Estado, que “obviamente, la posición en que estoy me abrió las puertas, como me abrió las puertas Mazar y Baba (dos proyectos gigantes en hidrolectricidad) para ser subcontratista de Odebrecht una vez más, porque yo ya lo soy desde el año 96”. El entrevistador le preguntó entonces si su expresión de “la posición en la que estoy” significaba ser hermano del primer mandatario, y Correa respondió: “Obvio pues. Cuando yo no era hermano del presidente, Odebrecht me dio el parque Lago, de la presa Chongón (a 35 km. al occidente de Guayaquil, vía a la Costa). Yo lo diseñé y lo construí y ahí está, a Dios gracias en perfecto estado, y mucha gente disfruta de eso. Al valor presente costaría dos millones de dólares. Ahora me dio 12 millones de dólares para construir en Baba”. En esa misma entrevista, Correa explicó que la empresa Quality, encargada de brindar servicios petroleros, “funge como de mi propiedad por un descuido, porque la constituimos con un buen amigo, no la adquirimos, la asociamos con un buen amigo mío Cristobal Accini. 

Fabricio Correa siempre ha trabajado en el sector público, no veo ningún inconveniente en que pueda tener licitaciones de obras con el Gobierno. Es íntegro, honesto y buen contratista.

Alexis Mera, secretario Jurídico de la Presidencia. 

Martes, 16 de junio de 2009

En su acostumbrada visita de los martes al Puerto Principal, el presidente Correa almorzó con su hermano Fabricio, en la casa de este, en Los Ceibos. El mandatario intentó que la prensa, siempre atenta a sus movimientos, no descubriera esta parada.  A la una de la tarde, luego de salir del Ministerio del Litoral, ubicado en el norte de la urbe, tomó por la avenida Francisco de Orellana, para llegar a la parte occidental de la ciudad. Rafael permaneció por dos horas en la casa de Fabricio, y este último salió a despedirlo a la puerta de su departamento. Volvió luego al Ministerio del Litoral y no dio declaraciones. El que sí habló fue Alexis Mera, el poderoso secretario Jurídico de la Presidencia y parte del círculo íntimo de Rafael Correa. Conozco a Fabricio Correa desde hace treinta años, dijo. El funcionario pidió a la prensa no solo investigar al hermano mayor del jefe de Estado, sino también a los hermanos de los ex presidentes del Ecuador. Citó a Gustavo Noboa, cuyo hermano, Ricardo, también fue funcionario de ese régimen, (aunque nunca se supo de contratos con el Estado ecuatoriano, y menos, de más de 167 millones de dólares).

Ese día Mera defendió las actividades de Fabricio Correa: “Yo no veo ninguna ilegalidad, tampoco veo ninguna vejación de la ley, yo creo que él ha competido; ha perdido muchas licitaciones, yo creo que más ha perdido que ha ganado. Debe investigarse, eso no significa que no se investigue [sic]. Debe revisarse toda su situación”. Y lo calificó como “íntegro, honesto y buen contratista”.

Mientras tanto, la Contraloría inició ese día las auditorías técnicas a los contratos que el Estado firmó con las empresas vinculadas al hermano del presidente. El contralor pretendía saber, lo dijo la entidad en un comunicado, si los contratos cumplían las disposiciones de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, y si, como solicitó el presidente, en estos se perjudicó de algún modo al Estado. Varios asambleístas de Alianza PAIS enviaron también solicitudes de información a las entidades públicas involucradas, aunque la oposición parlamentaria calificó este acto como de “pantomima”.

Una noticia también circuló ese día: el texto del artículo 62 de la Ley de Contratación Pública vigente desde el 22 de julio de 2008, que prohíbe contratar con el Estado a “los cónyuges o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, de los dignatarios, funcionarios y servidores indicados en este numeral”. Es decir: El presidente, el vicepresidente de la República, los ministros y secretarios de Estado, el director ejecutivo y demás funcionarios del Instituto Nacional de Contratación Pública, los legisladores, los presidentes o representantes legales de las entidades contratantes previstas en la ley, los prefectos y alcaldes…

Él [Rafael Correa] sabe de la metodología, yo no le pido permiso, ni le cuento. Él sabe que todo, absolutamente todo, está fideicomisado. Están fideicomisados los contratos públicos con la instrucción de que todo el dinero vaya a la obra y a mí me reparten la utilidad cuando haya la entrega-recepción. 

Fabricio Correa, en declaraciones con Jorge Ortiz, en Teleamazonas.

En Teleamazonas, frente al periodista Jorge Ortiz, Fabricio Correa tuvo la siguiente parada mediática. Fue el miércoles 17, tras la publicación de la cuarta entrega sobre la empresa Quality.  

—Diario Expreso no me hace acusaciones. Si me hiciera acusaciones estaría en proceso de plantearle una demanda. Lo que ha hecho es una investigación con la habilidad que tienen los medios para poder vender un poco sensacionalistas y que amerita una explicación porque, incluso por el parecido físico con mi hermano, me asocian con él. Él como profesor universitario neto, que ha vivido toda su vida de sueldo, obviamente es de clase media y no puede tener recursos. 

Yo creo que la opinión pública reconoce a los hermanos Correa como trabajadores, listos, honestos y 25 años después de trabajar en mi empresa algún patrimonio debo tener, como en efecto lo tengo. Pero como también conoce la opinión pública, vivimos la pobreza evangélica. Yo no me echo encima la riqueza sino que la uso para multiplicar los bienes como la parábola de los talentos ordena. 

Mi empresa no se llama Correa Construcciones, se llama Aplitec S.A.  Los Correa no hacemos culto a la personalidad; entonces, yo tengo muy bien separado mi patrimonio personal que me lo he ido ganando con la situación de la empresa. Efectivamente mi empresa por combatir a la corrupción y no aceptar coimas, y eso lo denuncié por escrito y nadie me refutó, fui objeto de una persecución terrible. Mi abogado era Nicolás Parducci y conseguimos, después de un reclamo a la Procuraduría que se ordene un contrato complementario que fue incumplido. 

—Jorge Ortiz: ¿Se siente perseguido?

—Codeloro, como la Cedegé de El Oro (¿lo perseguía?) 

—Así es por no dar coimas y eso lo denuncié por escrito, yo le puedo dar las copias. Luego de eso fuimos a la Procuraduría del Estado y también me dio la razón la Procuraduría y a pesar de que la Procuraduría es vinculante para las entidades públicas se me terminó unilateralmente el contrato. 

Yo tengo una historia... porque Rafael Correa ha dicho tres cosas: hay que investigar si se perjudica al Estado; segundo, si ha sido tráfico de influencias y tercero que yo cumpla mis obligaciones a través de mis empresas. 

El Expreso, yo quisiera que sea más coherente, consecuente y reproduzca este artículo de ellos (lo muestra) de abril del año 2000. Cuando, sin tener ninguna obligación obviamente, en la inauguración del Puente Punta Carnero que me encargó Corpecuador, yo le di vuelto al presidente. Era mi utilidad legítima, que la consideré exagerada gracias a un rediseño del puente que hicimos. Ahí mi hermano estaba en Illinois cuando yo hice este acto que lo recogió el Expreso, El Universo y algunos canales de televisión. Entonces, no es consecuente con mi accionar, que ahora pues uno quiera lucrar desmedidamente. 

Segundo, tráfico de influencias que es lo que dice Rafael. Yo, igual que en el año 2000, en que por la quiebra de los camaroneros y bananeros, me quedé sin clientes porque yo les atendí a ellos con estaciones de bombeo, incursioné en el campo público. Yo de cada cuatro concursos en los que participo gano uno. 

—¿No le parece una cifra desmedida? 

—Francamente no me he puesto a conversar cada cuánto concursan los otros señores, pero también habrá los que concursan uno y ganan ese. Yo lo que sí le puedo garantizar es que si aquí hay un tráfico de influencias, aquí está demostrado que no, [le entrega unos documentos a Ortiz]. Porque además yo no me niego a que lo investiguen señor Jorge Ortiz. Creo que esa es la obligación suya, mía, para otras personas y entes de control, son contratos públicos. Por lo tanto creo que tiene que verse primero la legalidad primero de la adjudicación y segundo que se estén haciendo apropiadamente. Todo el que lo quiera investigar, que lo investigue. 

—¿Éticamente un hermano del presidente de la República debe ser contratista público? 

—Yo no he admitido ni un solo contrato por emergencia, porque se puede prestar para malas interpretaciones. Pero yo tengo cinco hijos que mantener, tengo una plantilla importante de trabajadores y yo no puedo dejar de trabajar como he trabajado 25 años porque mi hermano es presidente. Eso es un derecho constitucional. Yo me gano la vida y me la gano lícitamente.  Las reglas del juego son que yo no me vea perjudicado por esto. Es inevitable que haya ciertos perjuicios, ahora soy personaje público cuando siempre he manejado mi vida muy discretamente y la otra parte es que tampoco yo me beneficie de esto de aquí. 

Hoy día sacan el crédito de Megamaq y lo digo, lo hace bastante bien el Expreso. Menciona que ese crédito se tardó 5, 6 meses y todavía no me dan la otra parte, me han dado la mitad. Yo quisiera que también averigüen cuánto tardan los créditos de otras compañías. Sé que hay una fábrica de plásticos que hizo un crédito, una de Cuenca. Entonces, yo no estoy sacando ninguna ventaja. 

Aquí le traigo también, porque entiendo que usted es un hombre de honor... aquí está cuando el presidente de la República, Gustavo Noboa, que fue presidente de mi empresa hasta el año 1996, consideró que siendo ingeniero mecánico podía aportar en Corpecuador y me hizo director de Corpecuador. Yo soy contratista, después tuve contratos en Corpecuador, ¿Qué hice yo? Presenté mi renuncia. Si hubiera querido hacer tráfico de influencias me hubiera quedado bien sentado y lo que me aconsejó mucha gente, porque siempre hay el acomedido, es que saque los contratos a otro nombre. No señor. Yo todos los contratos los enfrento con mi compañía. Yo no soy “lobista” [sic], peor comisionista y mi vida pues es transparente. 

—Según diario Expreso, en ese mismo Gobierno de Noboa, usted tuvo dos contratos y los incumplió ambos. 

—En ambos casos por combatir la corrupción me vi puesto en la lista de contratistas incumplidos. En el caso de Tahuín, de Codeloro, a pesar de que tengo una orden vinculante, vigente hasta el día de hoy, de la Procuraduría General del Estado, de que se haga un contrato complementario corrigiendo las barbaridades que había hecho esa gente. 

Eso, desgraciadamente se... una de las genialidades de esta gente fue arrancar la página tres del informe del procurador al contrato que decía que ahí hagan arbitraje en caso de controversia. Le arrancaron porque sabían que yo iba a protestar por las ilegalidades. Entonces me tiraron un contencioso administrativo que duerme el sueño del olvido. 

En el caso de Petroproducción, asimismo por no comprarle techo flotante de aluminio a un gerente de Petroproducción no me aprobaron los planos durante todo el tiempo en que funcionó el contrato. Y a pesar de que en una mediación de la Cámara Ecuatoriana Americana quedamos de acuerdo en aprobar planos y regularizar cronogramas me notificaron la terminación unilateral. Ese arbitraje, porque ahí sí se respetó la cláusula arbitral, lo gané el año pasado, si no recuerdo mal. 

A pesar de eso mi empresa Aplitec, y por eso he tenido que recurrir a mis otras empresas, estuvo de incumplida hasta principios de este año, si no me equivoco. Porque la pena máxima por hablar en esos términos es de cuatro años en la lista y me subieron seis. 

Entonces eso, usted se imagina en el propio Gobierno de mi hermano. En Codeloro... fue presidente de Codeloro seis meses del Gobierno de mi hermano el fulano que me perjudicó. Luego los otros dos directores se negaron a sacarme de contratista incumplido a pesar de que ya había cumplido la pena. Presto plata en la CFN, se demoran cinco meses en aprobarme y hasta el día de hoy me desembolsan la totalidad. En el Gobierno de Gustavo Noboa, que fue presidente de mi empresa, me terminaron unilateralmente dos contratos. Creo que obvia cualquier comentario para ver si hago o no tráfico de influencias. 

—¿Por qué constituyó dos empresas en Panamá? 

—En ese reportaje (de diario Expreso) están compañías que no son mías, que yo no manejo por ejemplo Quality Outsourcing, y no están compañías inmobiliarias que yo poseo. Como yo le digo, yo tengo un patrimonio importante que me ha servido para garantizar operaciones y todo. 

—¿De cuánto hablamos cuando decimos patrimonio importante? Para mí 500 mil dólares es un montón de plata, pero no sé para usted porque veo que usted ha comprado empresas que cuestan varios millones de dólares. 

—[Se ríe]. Y tengo patrimonio por esas cantidades. (¿de varios millones de dólares?) sí. Le vuelvo a insistir, yo estoy educado en la fe, yo solo soy administrador de los talentos que Dios me dio y como educador de jóvenes sé que lo peor que puedo darle a mis hijos es riqueza. Yo les tengo que dar es educación y si es posible salud. Digo si es posible porque es inevitable que les pique un mosquito y que les dé paludismo, pero buena educación y buena atención médica les hemos entregado. 

—¿Cómo hizo para tener ese patrimonio de varios millones de dólares? 

—Trabajar, pues. Llevo 25 años trabajando. 

—Le decía esto porque sus empresas no podían cumplir los contratos que tenían en el año 2002 y 2003. 

—Sí, pero eso es cuando yo ya fui contratista público. Antes de eso fui contratista privado y la principal empresa constructora de bombas de agua y estaciones de bombeo para meter agua en las piscinas de camarón y drenar bananeras y ciudades. Entonces, yo con responsabilidad, todo mi patrimonio lo fui invirtiendo básicamente en inversiones de inmobiliarias al pie del mar, más después del año 2000 en que estoy convencido de que el futuro del Ecuador es el turismo.  Dese cuenta de que Aplitec tiene un millón de dólares pagados desde el año 2000. 

—El investigador de Expreso me dijo que cuando llegó el tema de la mancha blanca usted tuvo graves problemas económicos y que su patrimonio prácticamente se deshizo. 

—Vuelvo a decirle señor Ortiz. Mi patrimonio es de mi familia. Fabricio Correa, Tatiana Zenck de Correa y eso está totalmente separado de la empresa Aplitec. Aplitec cuando tiene buenos tiempos, como los tuvo durante el boom camaronero y bananero ahorró plata de la familia de las utilidades que repartí y cuando le fue mal se confinó a su patrimonio y respondió por todas la deudas, porque yo no arrastré a mis proveedores a la lucha contra la corrupción. Yo respondí por ellos porque siempre tuve la solvencia para responder. Yo soy muy responsable en mis cosas. 

Le vuelvo a insistir yo estoy abierto a la investigación. Estos son contratos públicos, por lo tanto yo quiero que vean si estoy cumpliendo, si hago con calidad. Le agradezco al abogado Jaime Nebot que reconoció en mí a un contratista cumplido y de calidad. Esa es la fama que yo tengo en el sector privado y Dios mediante en el sector público y también tengo fama de combatir la corrupción. 

Y, no desde ahora, desde el año 2000 cuando saqué mi primer contrato público los fondos que saqué del estado los fideicomisé. Por eso es que no hubo el escándalo cuando León Febres Cordero y Lucio dijeron “el hermano del candidato es contratista incumplido”, porque el morbo no es que sea incumplido. A usted no le interesa o le interesa poco a usted y a los televidentes si me fue bien o me fue mal. El tema es ¿se robó la plata?, ¿distrajo los fondos? 

Lo único que yo le puedo dejar a mis hijos es una buena formación y un buen nombre. Para que no quepa duda del uso yo constituí fideicomiso y tengo fideicomisado hoy los contratos públicos, los privados que tienen relación con la cosa pública. 

Yo diseñé y construí el parque Lago de la represa Chongón, ahí está intacto, es muy bonito y sirve para que se diviertan los guayaquileños. Entonces, es natural que yo sea contratista de eso, porque yo lo soy desde el año 1996. 

El 75% de los procesos en los que concurso se los adjudican a otro y con justa razón porque si son más baratos que mi oferta o si es más conveniente, tienen la razón. 

—Pero ¿cuántas empresas ganarán el 25% de los contratos? 

—Ahhh, no sé pues haga la investigación usted, la gente del Expreso. También sé que hay gente que no tiene recursos de ingenieros y económicos porque esto de concursar cuesta plata y seguramente le apuntan a una que van ha ser segurito ganadores y ganan una de una. Yo he abierto más el abanico porque tengo más intereses y en tres me va mal, en una me va bien. 

Lo importante de esto señor Ortiz es la ética. La ética no se inventa y yo tengo una historia. Mi vida es pública desgraciadamente por mi hermano, pero antes de eso por mi actividad empresarial yo tengo clientes y como consecuencia me conoce mucha gente. Mi actividad deportiva, he jugado fútbol y voleibol a nivel de selección entonces me conoce mucha gente y finalmente, apostólica he evangelizado a muchos muchachos, he dado muchos cursos de formación para el matrimonio, entonces me conoce mucha gente. 

Mi vida es una sola. Estoy casado 25 años con mi mujer. No fumo, no chupo, no ando con travesuras ya, por eso alcanza la plata... y he invertido apropiadamente mi ganancia. 

Entonces éticamente que me pidan dejar de mantener a mi familia es imposible. Si yo vengo haciendo esto desde hace 25 años, usted asómbrese o asómbrese el lector del Expreso si es que Correa es empresario hoy, pues tengo 25 años haciendo esto pues. 

—¿Sabe el presidente Correa de todas sus actividades?

—El titular dice que Rafael no sabía. En efecto. Primero porque él vive en Quito y nos hemos visto una vez cada mes y hemos hablado una vez cada 15 días. Él sabe de la metodología, yo no le pido permiso, ni le cuento, él sabe que, todo, absolutamente todo está fideicomisado. Están fideicomisados los contratos públicos con la instrucción de que todo el dinero vaya a la obra y a mí me reparten la utilidad cuando haya la entrega-recepción, pero también tengo fideicomisado los privados y también tengo fideicomisado los préstamos porque aquí no va a quedar duda de dónde provino el dinero y a dónde fue. 

¿Es ilegal? Que yo sepa no existe ninguna prohibición. Que yo sepa soy un ciudadano más si la gente quiere que yo viva como un ciudadano más y les consta que hago cola cuando me toca hacer cola, que me asaltan cuando me toca ser asaltado, yo no tengo ningún privilegio, así mismo tampoco tengo que tener un perjuicio. 

Yo creo que es ético en tanto en cuanto concurse. Si es que me dieran a dedo ya rayamos más allá de que tenga una empresa especializada en esto. Yo mismo me he negado a hacer ninguna obra que sea por adjudicación directa, en todos los casos he concursado y de cada cuatro, le vuelvo a insistir, pierdo tres. 


Cuarta Entrega

Esta cuarta entrega de la serie El Holding se refirió al tema petrolero y los avances del hermano del presidente en ese plan de negocios. En este informe, que a su vez generaría otros, se explicó en buena parte la relación de esta empresa, sus accionistas, incluido Fabricio Correa, y los sucesos que se dieron en torno a las disputas por el poder en la Armada Nacional, en cuya administración frente a la estatal Petroecuador, florecieron los negocios para el hermano mayor del presidente y sus socios.

Quality S.A., una empresa desconocida, firma millones en Petroecuador

Desde 2007, la empresa obtuvo contratos directos y órdenes de trabajo en el distrito amazónico. Sísmica y remodelación fueron algunas de sus tareas.

La administración de la Armada Nacional en Petroecuador no quiso dar a conocer públicamente el número y el costo de los contratos y órdenes de trabajos celebrados con Quality Outsourcing, una sociedad anónima que se constituyó en Quito, mediante escritura pública otorgada el 12 de octubre de 2005 con el objetivo de prestar servicios de tercerización de personal.

El ascenso de Quality se remonta a octubre de 2006, cuando aumentó su capital de 800 a 20 mil dólares. Reformó su objeto social y lo amplió hasta el punto de cubrir todo tipo de servicio petrolero.

Luego fue traspasada a la firma panameña Engineering International Consultants Corporation de  Cristóbal Accini Saavedra y Cristina Muñoz Muñoz, según la Superintendencia de Compañías. Muñoz, con  200 mil dólares en acciones, tenía su domicilio en la cooperativa Lucha de los Pobres, un barrio marginal en el norte de Quito.

Expreso supo, de acuerdo al testimonio de una fuente vinculada a Quality, que se trataba de una sociedad entre Fabricio Correa Delgado, Cristóbal Accini y Manuel Ochoa, este último un experto en temas petroleros que conoce muy bien el distrito amazónico.

Fabricio Correa reconoció esta relación, pero se apresuró a anunciar que saldría de la sociedad. Admitió, en todo caso, que puso como accionista a su empresa panameña Engineering, por una necesidad operativa de sus dos socios.

Justo en estos días el hermano del presidente se aprestaba a desligarse legalmente de Quality, porque, según dijo, no le gustaba estar en negocios donde no tuviera el control. Y más aun porque consideraba que la gestión de la empresa no se había manejado bien.

Pero esta situación es algo que no empata con lo narrado por el ex funcionario de Quality, que pidió la reserva. “Los días 12 y 24 de cada mes debíamos remitir la agenda de trabajo a una funcionaria de Aplitec”. Aplitec es la empresa más representativa y antigua de Fabricio Correa.

Según Fabricio Correa, los negocios de Quality eran de Accini y Ochoa, y él solo les había ayudado para que impulsen esa empresa. Accini, ingeniero eléctrico, fue su socio en una compañía de transacciones electrónicas que montó en el año 2005, mientras que Ochoa fue su compañero en la Escuela Politécnica del Litoral.

Accini le había pedido que, para salir adelante con la empresa, le ayudase presentándole personas vinculadas a la actividad petrolera, ya que para él era muy difícil conseguir contratos en ese campo. Como subcontratista de BGP, una de las grandes empresas de prospección sísmica en el mundo, Quality había enfrentado problemas de paros.

Ahí es cuando intervino Fabricio Correa. Aceptó un pedido de Accini para que su nombre figure en la sociedad porque vio, en este caso, que la prospección petrolera es una actividad nueva, con grandes perspectivas, y en la cual casi nadie ha incursionado en el Ecuador.

Para 2007, Quality empezó a obtener sus primeros trabajos y hasta diciembre de 2008 era una de las principales contratistas de Petroproducción.

El valor de esos trabajos superaría los 20 millones de dólares sin considerar los acuerdos privados o subcontratos a los que llegó con la china BGP Ecuador Co. S.A., que ejecutaba entonces contratos de exploración en los campos Auca (20’909.983,49 dólares), Cononaco y Bloque 15.

El monto total bordeaba los 75 millones de dólares, según una fuente reservada. Quality Outsourcing prestaba los servicios de topografía sísmica, un trabajo que por sus altos costos operativos podría llegar al 40% de ese rubro. (Un informe posterior de la veeduría ciudadana que se formó para auditar los contratos del hermano del presidente, aseguro que los contratos y subcontratos petroleros vinculados superaban los 300 millones de dólares. La cifra no fue desmentida por el Gobierno ni Petroecuador).

Quality logró, además, las órdenes de trabajo 322, 325, 333, 334, 475 para limpieza de piscinas en Shushufindi, Auca-Yuca, Cononaco, Libertador y Sacha dentro del proyecto de eliminación de piscinas de crudo del Distrito Amazónico.

El 30 de enero de 2009, el entonces vicepresidente de Petroproducción, Camilo Delgado, con la resolución 2009013-VPR-2099, le adjudicó directamente el contrato de tratamiento químico de agua de formación; operación y mantenimiento de equipos de sistemas de inyección y reinyección de la planta instalada en Auca 16, por un valor de 4’212.381,81 dólares, incluido el IVA, por un lapso de tres años.

El contrato era para inyectar agua (hasta 27 mil barriles por día) en pozos petroleros con el objeto de aumentar la presión en estos y evitar daños ambientales con los residuos del petróleo.

Quality ocupó en 2008 la oficina de Megamaq, la otra empresa de la panameña Engineering, ubicada en el tercer piso del edificio Dygoil, al norte de Quito.

Nadie explicó cómo BGP Ecuador, una de las subsidiarias de la poderosa empresa Estatal de Petróleos de China (CNPC), especializada en trabajos de geofísica, se relacionó con Quality, una compañía ecuatoriana sin experiencia alguna para desarrollar un proyecto de exploración de crudo.

BGP Ecuador Co. fue seleccionada por su supuesta experiencia. Había acreditado trabajos de sísmica en África, Medio Oriente, México, Venezuela y Ecuador. En su página de Internet mostraba un certificado de Petroecuador en el que aseguraba que  llevaba un millón de horas hombre trabajadas sin accidentes ni daños ambientales.

Esta empresa fue la que subcontrató a Quality para el proyecto de Procesamiento e Interpretación Sísmica tridimensional de 602 km² en subsuelo. El acuerdo entre las partes representaría un valor cercano a los 10 millones de dólares.

El trabajo de la empresa nacional sería el de trazar líneas horizontales y verticales en el terreno, con el objetivo de crear una malla en la que colocaban puntos exactos para el posterior trabajo de sísmica.

El trabajo requirió un amplio sistema de logística. El contrato entre las empresas establecía que debía contar con un helicóptero, decenas de vehículos 4x4, buses para transportar al personal, seguridad para campamentos, planes de desarrollo y contingencia para cada una de las actividades, seguros de accidentes laborales, médicos, siniestros y para los diversos equipos.

Debía, además, establecer un proyecto de relaciones comunitarias para acceder a las propiedades de las comunidades indígenas y campesinas.

Los recursos humanos también eran abundantes: 41 topógrafos, dibujantes, expertos ambientales, médicos, enfermeras, un biólogo, miembros de seguridad y cocineros, entre otros, eran parte del proyecto.

“Los días 12 y 24 de cada mes debíamos remitir la agenda de trabajo de Quality Outsourcing a una funcionaria de Aplitec”, dijo un ex funcionario de Quality.

La adjudicación a Quality Outsourcing para la prestación de servicios técnicos especializados de tratamiento químico de aguas; operación y mantenimiento de equipos en los sistemas de inyección y reinyección de agua en la planta instalada en Auca 16; monitoreo, control de líneas de flujo y pozo; y recolección, tratamiento y disposición de sólidos en el área Auca del Distrito Amazónico, se concretó en cuatro meses.

El objeto del contrato fue calificado como “situación de emergencia” por medio de la resolución 2008388-VPR-OPE del 23 de septiembre de 2008, que suscribió el entonces vicepresidente de Petroproducción, comandante de la Armada, Camilo Delgado Montenegro. Ese documento posibilitó la contratación directa; es decir, sin concurso de ofertas, “con la compañía que ofrezca las mejores condiciones técnicas y económicas para Petroproducción”.

Aquel mismo día, Delgado nombró a la comisión encargada de negociar los términos y condiciones técnicas, económicas y legales de ese proceso: Víctor León Calvopiña, Patricio Darquea Nieto y José Dávalos Pérez. Esta comisión aprobó el 15 de octubre de 2008 el protocolo de negociación, la lista de empresas a convocarse y la invitación de presentar propuestas para la contratación directa.

Seis empresas fueron invitadas: Solipet, Qmax, Petróleos Summa Pet, Quimipac, Sokoil y Quality Outsourcing. Las tres primeras se excusaron de participar y las dos siguientes no presentaron ofertas. Solo entregó la suya Quality Outsourcing, como se comprobó en la apertura de propuestas del 14 de noviembre de 2008.

La comisión evaluó la única oferta entregada y el 3 de diciembre de ese año emitió su informe, en el que recomendó la adjudicación del contrato a Quality Outsourcing, por considerar que cumplía los requisitos legales, técnicos y económicos solicitados y convenía a los intereses de Petroproducción.

La propuesta económica ascendía a 3’761.099,83 dólares sin IVA y 4’212.431,81 dólares con IVA. El plazo era de tres años. El contrato fue adjudicado el 30 de enero de 2009.

El proceso de negociación enfrentó tropiezos financieros, que fueron superados. El 26 de noviembre de 2008, la comisión pidió al jefe de presupuesto encargado de Petroproducción, Fabián López, la certificación del monto a contratarse de 4’212.431,81 dólares.

Al día siguiente, López solicitó a la comisión negociadora justificaciones porque, en el lapso de dos meses, entre el primero y el último pedido de certificación había una diferencia de 1’402.115,45 dólares, o sea el 49% de incremento.

El mismo día la comisión informó a López que las certificaciones remitidas los días 15 y 17 de septiembre de 2008 (2’810.316,36 y 3’049.736,52 dólares) “fueron requeridas por el usuario responsable del presupuesto referencial” (no mencionó el nombre).

Y que la certificación entregada el 7 de octubre de 2008 fue solicitada por la comisión. Mas, por incongruencias encontradas, tuvo que ser modificada. Por ello se había pedido una nueva certificación que fue remitida el 15 de octubre de 2008.

La certificación presupuestaria que pidió la comisión negociadora el 15 de octubre de 2008 por 3’791.639,67 dólares, quedó corta. Tras abrirse el sobre, se verificó que la oferta económica de Quality Outsourcing era de  3’358.795,13 dólares sin IVA y 3’761.850,54 dólares con IVA.

Pero había omisiones en el contenido. El rubro 3 de monitoreo y control de líneas y pozos del formulario 3 no era compatible con los valores del formulario 3A. La revisión del rubro 6 de camioneta doble cabina debía ser ajustada a precios de mercado.

Y el rubro 8 de repuestos, accesorios y equipos también necesitaba correcciones por cuanto se había incluido el 4,6%, en lugar del 18% establecido en los términos de referencia.

La comisión pidió a Quality Outsourcing que presente una nueva propuesta con las rectificaciones. Esto se concretó el 25 de noviembre de 2008. El monto subió a  3’761.099,83 dólares sin IVA y 4’212.431,81 dólares con IVA. Este valor fue lo que se solicitó al área de presupuesto el 26 de noviembre de 2008.

El pulpo petrolero

Todo fue posible gracias a una suma de voluntades. Un ex trabajador de esa compañía que se atrevió a contar los hechos de forma reservada. En una pizzería al norte Quito, en el popular Barrio Rumiñahui, junto al ex sindicalista Fernando Villavicencio, quien era su amigo, este ingeniero geólogo confesó que la empresa afrontaba graves problemas de liquidez, que no pagaba sueldos y que se habían iniciado movilizaciones dirigidas por personas que ofrecían el servicio de catering. “Como tal (Quality) no tenía mayor experiencia, pero los técnicos que trabajábamos sí. Cristóbal Accini es ingeniero eléctrico, desconoce el sistema de operación en la Amazonia, desconoce el tipo de trabajo que hacemos, él apareció de la noche a la mañana, él trabajaba en Acero de los Andes. Nuestros informes debíamos enviarlos a la señora Tatiana Zenck de Correa a una dirección de Aplitec, se le enviaba las agendas el 12 y el 24 de cada mes, antes, todo este tema no se sabía, pero en el Oriente ya se identifica que Quality es de Fabricio”.

Cuenta que Fabricio “estuvo en la cena de fin de año (2008) que fue en el hotel ubicado en las calles República y Amazonas en Quito, en el Howard Johnson, hubo fotos, varias, son gente que no ha pagado a los trabajadores, no les interesa pagar, están más endeudados y no pagan”. Recordó que Accini laboraba desde una suite del hotel Marriot de Quito. Desde allí se planificaban los proyectos y la posterior participación de la empresa en los concursos. “Se comunicaba constantemente con Panamá, pero nunca supe por qué; una vez, al momento de salir, ingresaba a la suite Dalo Bucaram, nunca pregunté, no supe más”. 

Explicó que existía un acuerdo para apoyar contratos a favor de la empresa de Manuel Ochoa, Petroleum Contracting Asociados. Luego de que el escándalo se hizo  público el 23 de junio, la periodista Ana Minga, de diario Hoy, logró contactar a Cristina Muñoz, accionista de Quality pero también empleada de la empresa Petroleum Contracting Asociados, propiedad de Manuel Ochoa. “A mí me cedieron acciones, que creo ascienden a cuatro mil dólares. Mi jefe inmediato es Manuel Ochoa, yo me comunico con la empresa vía telefónica, pero tal como lo señaló el Expreso, Fabricio Correa también es accionista de Quality”. 

El ingeniero geólogo no tuvo reparos en contarlo todo. Una de las condiciones fue que no revelemos su nombre. Accedimos a esa petición siempre y cuando grabemos la conversación. Valientemente aceptó y confió en que nunca revelemos su identidad. 

La información se complementó con la obtención del contrato para reinyección de aguas de formación en el Campo Auca 16. Se consiguió las copias notariadas de la constitución, cambio de domicilio y aumento de capital de Quality. Paralelamente el ingeniero geólogo proporcionó uno de los documentos más valiosos que sustentaron el reportaje: el borrador del subcontrato entre BGP y Quality para la sísmica del campo Auca.

Luego de la publicación se inició una fuerte ofensiva por obtener información de la presencia e influencia del hermano mayor en el sector petróleo. La Marina dejó en evidencia su estrategia frente al caso Fabricio: silencio, mentiras a modo de extrañeza, sorpresa y admiración por los contratos. 

Las primeras declaraciones públicas del entonces presidente ejecutivo, contralmirante Luis Jaramillo, en Canal Uno, con el  periodista Andrés Carrión son evidencia. Dijo que la empresa de Fabricio no tenía contratos sino ‘órdenes de trabajo’ y eso no es lo mismo. Quien pueda acceder y leer una orden de trabajo de Petroecuador se dará cuenta, sin ser abogado, que eso es un contrato.

La presión de Expreso sobre la Armada, luego de la publicación fue tan fuerte, que al final se logró obtener toda la información sobre las actividades de Quality. Llegó 90 días después, de haberla solicitado, entonces se conoció la forma en que se adjudicaron los trabajos a la empresa del hermano mayor.

Octubre de 2008 fue especial para Quality, en 27 días de ese mes la Vicepresidencia Ambiental de Petroecuador (VAS), le adjudicó cuatro órdenes de trabajo más la ampliación de otro que ya realizaba y que significaron ingresos por  1’230.901,60 dólares. En tres de los cuatro concursos que participó, Quality Outsourcing no tuvo competencia ya que ninguna de las 120 compañías calificadas por la VAS presentó ofertas. De todo ese número solo 12 empresas justificaron su no intervención en los procesos. 

El primer contrato le llegó por 313.150,32 dólares el 3 de octubre, luego de que la VAS, en su invitación CTR.2008-005 A, la escogió por ser la cotización más conveniente a los intereses de la institución. Se trató de un proceso de alquiler de equipo pesado para remover material contaminado de piscinas y zonas aledañas en el campo Libertador operado por Petroproducción. Los trabajos requerían un tractocamión  tipo cama baja de 35 toneladas, tres volquetes con capacidad de 15 toneladas y una retroexcavadora.

En este primer proceso la VAS informó que 118 empresas fueron invitadas y solo siete presentaron sus excusas. Entre ellas la compañía Servidomic, radicada en Esmeraldas, que rechazó el llamado al concurso. Se invitó a Petroleum Contracting Asociados (PCA), empresa que ocupaba el mismo espacio físico de Quality, avenida América y Villalengua, y en la que Manuel Ochoa su dueño, compartía sociedad en Quality junto a Cristóbal Accini, Fabricio Correa y Cristina Muñoz.

Tres días después, el 6 de octubre, Quality fue notificada nuevamente como ganadora de un concurso de ofertas. Se trataba del alquiler de equipo pesado para remoción de suelos contaminados, taponamiento de piscinas, reconformación de piscinas en los campos Auca-Yuca-Cononaco-Dayuma y Yulebra. Según los términos de referencia de un primer concurso que fue declarado desierto, el valor referencial de la obra era de 250.134,65 dólares. Sin embargo, se adjudicó por una cuantía de 313.150,32 dólares.

Se invitó, según información oficial, a 89 empresas calificadas. Cuatro presentaron excusas y dos enviaron ofertas: Quality y Ney Barrionuevo Transportes Petroleros. Esta última ofertó sus servicios en 370 mil dólares, por lo que no fue considerada. Quality obtuvo la mejor puntuación y confirmó trabajos con tres volquetes de siete metros cúbicos, cuatro excavadoras de oruga 125 hp, una retroexcavadora de 80 hp, un tractocamión tipo plataforma baja de 25 toneladas.

El 23 de octubre, el capitán de fragata Brumel Vásquez, vicepresidente de VAS, le anuncia nuevamente a Quality que se le adjudicó otra orden de trabajo de remoción de suelos contaminados en el campo Shushufindi. El contrato se firmó por 280.801,02 dólares. La invitación fue cursada a 73 empresas, pero nuevamente todas desistieron de participar en el proceso. Incluso, la Importadora Industrial Agrícola (Iiasa), se excusó de no presentar oferta porque “no realizamos el servicio solicitado por ustedes”. Indicó que “tan solo podemos ofrecer equipos industriales para el alquiler”.

Los requerimientos mínimos de equipo fueron similares a los solicitados para los campos Auca-Yuca-Cononaco-Dayuma y Yulebra. Nuevamente el equipo pesado fue alquilado a Petroleum Contracting Asociados de Manuel Ochoa.

De la lectura de los contratos se establece que parte de la misma maquinaria alquilada fue utilizada en la ejecución de otros contratos.

El 30 de octubre, la VAS le informa a Quality una ampliación a la orden de trabajo N° 36318 para limpieza en Dayuma, que meses atrás fue contratada por 215.568 dólares. El complementario de este trabajo fue de 143.800 dólares y significó una ampliación de plazo. Nuevamente, las empresas que fueron convocadas no presentaron propuestas. Ese mismo día, bajo la orden N° 36319 se le adjudica la limpieza de un derrame de crudo en el sector de Guanta por 180 mil dólares. El concurso contó con dos cotizantes más, pero Quality ofertó el monto más beneficioso. 

La documentación permitió percatarse que no solo octubre fue un buen mes con cuatro contratos, mucho mejor fue el 12 de febrero de ese mismo año porque en apenas ocho horas obtuvo cuatro contratos más. Mediante la orden N° 172034 se pidió los servicios de la mencionada empresa para eliminar pasivos ambientales en el campo Libertador. El precio contratado fue de 141.215,40 dólares. Compitió por el contrato contra Electroecuatoriana, sociedad que sabe de equipos de generación eléctrica pero no de remediación ambiental.

Ese mismo día se pidió a Quality una propuesta para emprender la limpieza de piscinas en los campos Auca, Yuca y Cononaco, fue la única participante y claro: se le adjudicó el contrato por 142.668,80 dólares. Se le adjudicó 10 días después.

Acto seguido la VAS recogió la propuesta para la eliminación de piscinas y limpieza de derrames en el campo Shushufindi. Participó nuevamente con Electroecuatoriana y ganó el contrato por 140.878 dólares. Se le adjudicó 10 días después. Luego se le adjudicó la operación de la planta de tratamiento y recuperación de crudo en la estación Sacha por 130 mil dólares.

Al revisar la información de enero de 2009 se desprende la adjudicación de tres órdenes de trabajo de Petroproducción. El 9 de enero se le informa la necesidad de contar con sus servicios técnicos de suelda en el campo Sacha por 222.393,60 dólares. Ese mismo día se le entregó la orden para que preste servicio técnico de suelda para el campo Shushufindi por 222.393,60 dólares. El 24 de enero se le entrega otro contrato similar para el campo Libertador por 170.731 dólares.

En estos tres procesos Quality fue la única participante. La comisión de análisis y ofertas de la Superintendencia del Distrito Amazónico para el concurso de Sacha cursó 56 invitaciones, pero solo una cotizó. Para el caso de Shushufindi se llamó a 53 empresas y solo una  ofertó. Para el campo Libertador se invitaron a 195 compañías y solo Quality participó. 

En medio de la crisis, Cristóbal Accini aseguró que su empresa no tenía contratos por más de 20 millones de dólares en la Vicepresidencia Ambiental de Petroecuador. Sobre el contrato de inyección y reinyección de aguas de formación, por 4,2 millones de dólares, nunca se llegó a firmar. En realidad ese trabajo fue “heredado” de otra empresa en la que Manuel Ochoa mantenía un importante paquete accionario bajo la modalidad de orden de trabajo. La Unidad Legal de Petroproducción dijo que la empresa no cumplió con una de las formalidades y por eso se resolvió declarar “quebrado” el proceso. Se lo dio de baja el día que vencía el plazo para que esa información se entregue oficialmente a los periodistas. Entonces salió la Marina con su invariable estrategia de negación: “no existe ningún contrato de ese tipo firmado por Petroproducción”.

Un funcionario de Petroproducción contó que existían otros contratos firmados con la empresa pero “nunca me precisaron que obras ni que contratos”. Diario Expreso nunca recibió información oficial por parte de ninguna filial de Petroecuador que confirme o niegue lo publicado sobre los trabajos que desarrollaba Quality en el Distrito Amazónico.

Fiel a su estrategia, la Marina respondió solo cuando la información estaba publicada. Y como siempre contestaron a medias: “Jamás existieron preferencias de naturaleza alguna con los oferentes”, decía la carta de Brummel Vásquez, de la VAS. En síntesis argumentaron que se realizaron 12 procesos con la figura legal de “invitaciones a cotizar”. En ellas “se convocó a 189 empresas registradas en el Sistema Único de Calificación de Oferentes (SUCO) de Petroecuador para proporcionar este servicio”. 

Para septiembre de 2009, la Contraloría observó varias faltas administrativas cometidas por Quality en la ejecución de seis órdenes de trabajo con la Vicepresidencia Ambiental de Petroecuador. Por ejemplo, los trabajos de limpieza de las áreas operativas y de influencia del derrame en Guanta, por 126.400 dólares, fueron pagados, pero no se suscribió nunca una acta de entrega-recepción. Además, la empresa cobró facturas inexistentes por servicio de transporte. En las órdenes de trabajo para los campos Auca, Yuca, Cononaco, Dayuma y Yulebra, la maquinaría presentada por Quality fue arrendada a Petroleum Contracting y Asociados S.A., esta última presentó una excusa de participar en la invitación, en razón de que los equipos los tenía ocupados. Se destacó, además, la ausencia de comprobantes de pago al IESS debidamente legalizados de los trabajadores.

Cristóbal Accini es mi amigo pero se equivocó, él debía gerenciar la empresa desde El Coca y no desde Quito. Hubo muchos errores, se pagaba de más por los servicios y nadie controlaba eso, yo mismo me negué a alquilarles equipos de mi empresa (PCA) porque sabía que no podrían pagar.

Manuel Ochoa, socio de Fabricio Correa en Quality

La veintena de contratos no sustentaron el desarrollo de Quality; la falta de una correcta administración más el despilfarro de recursos la llevó a la quiebra. En dos reuniones reservadas con Manuel Ochoa, fundador y accionista de Quality, en las que trató de justificar que nada tenía que ver con Fabricio Correa, ya que al ser una compañía anónima no tenía control sobre el paquete accionario de los otros socios, explicó que sabía que la empresa fracasaría. “Cristóbal Accini es mi amigo pero se equivocó, él debía gerenciar la empresa desde El Coca y no desde Quito. Hubo muchos errores, se pagaba de más por los servicios y nadie controlaba eso, yo mismo me negué a alquilarles equipos de mi empresa (PCA) porque sabía que no podrían pagar”.

La calamidad se evidenció en los primeros días de mayo de 2009. El Coca ya era un hervidero. La falta de pago a 400 personas entre empleados y proveedores de servicios como transporte, alimentación, materiales llegó al clímax. Era un efecto cascada el que se vivía: Quality no pagaba a la empresa contratada para brindar alimentación a los empleados, esta les debía a sus proveedores de víveres, que a su vez tenían deudas con los vendedores mayoristas. Ese esquema se trasladó al transporte, combustibles, materiales, medicinas, etc. 

A la señora Aída Poveda, propietaria del comisariato “Susanita”, le adeudaban 43.869 dólares por alimentos. “No es justo que por causa de esta compañía nos encontremos en situaciones malas y a su vez con problemas con los bancos, esta cantidad de dinero es el 80% de nuestro capital para trabajar”, detalló en un comunicado público. Los perjudicados quisieron linchar a los funcionarios. Se conformó una asociación de perjudicados que reclamó la cancelación de 2,5 millones de dólares y buscaron enérgicamente cobrar sus haberes. 

Tal fue la desesperación de los protestantes, que el 8 de mayo Quality solicitó ayuda de la Brigada N° 19 Napo para controlar el ambiente de exaltación. Esto quedó registrado en un vídeo grabado por los trabajadores. En esas instalaciones del Ejército, el coronel Carlos Obando, apoyado en un grupo de militares armados, les gritó a todos los jornaleros y proveedores convocados, como si se tratara de sus subalternos, que no permitiría problemas y disturbios dentro del recinto militar, y les conminó a respetar el cronograma de pagos.”¡No se les va a poder pagar a todos como quisieran, no hay cómo, solamente 300 personas, 300, ¿oyeron?, el resto es innecesario que se encuentren aquí, la premisa fundamental para que estén en este cuartel es que no quiero problemas!”.

Pidió que los demás regresen en días siguiente. “¿Pero quién nos va a pagar los pasajes?”, preguntó un trabajador.”¡Qué si su hijo está enfermo! ¡Qué si mamá está presa! No se puede contentar a todos”, volvió a gritar el oficial.

Edgar Sabedra Gaona, encargado de la cocina del campamento de Quality debía cobrar 62 mil dólares. “Una compañía ocasiona perjuicio a cientos de personas y recibe el beneficio de la brigada militar”, dijo. Era la voz más representativa de los perjudicados y por ello fue elegido su representante. “Hemos salido de la selva con el único propósito de que se haga conciencia, dado que la empresa, que es del hermano del presidente pague. No estamos para decirle más”.

El Ejército argumentó que la participación de los militares con Quality se debió a que sus trabajadores amenazaban con tomarse las instalaciones del campo Auca, administradas por la estatal Petroecuador. Así defendieron su actuación amparados en el Decreto Ejecutivo 433 de áreas reservadas, y en el artículo 313 de la Constitución, que garantizan la seguridad de los bienes del Estado y los recursos estratégicos. En ese sentido, la IV División Amazonas, dispuso a los comandantes de las unidades que proporcionen la protección y realicen las coordinaciones para evitar la toma de la infraestructura petrolera.

Se señaló que prestaron sus servicios junto a la Policía Nacional para organizar la cancelación de los sueldos del personal y deudas a los proveedores, una vez que Quality llegó a un acuerdo. En cuanto a las instalaciones que usaba la compañía, el Ejército explicó que el Grupo Vial Amazonas prestó facilidades para el almacenamiento de explosivos, “considerando el volumen elevado y alto riesgo que implica el manejo y la manipulación de este material”. El objetivo, según el Ejército, era prevenir accidentes y garantizar la seguridad de la población, así como mantener el control de los explosivos para evitar su comercialización a grupos irregulares.

Al interior de la Fuerza Terrestre, su comandante, el general Ernesto González, dispuso la entrega a la prensa de los permisos, autorizaciones y otros documentos que sustentaron el ingreso de civiles al cuartel y la participación de oficiales y tropas armadas en hechos netamente civiles. Pero no fue posible ubicar al coronel Carlos Obando, fue trasladado a otra base militar.

Cristóbal Accini, entrevistado, reconoció que la presencia militar fue necesaria ante el caldeado ambiente. Explicó que las deudas serían cubiertas en 90 días. 

El 12 de mayo de 2009 las calles Ernesto Rodríguez y Quito, donde se ubica la Defensoría del Pueblo, estuvieron pobladas de todos los perjudicados. A esa entidad llegaron los representantes de BGP. Los funcionarios chinos, pensaron que serían secuestrados y su discurso de independencia frente al tema, ya que no era su problema, cambió. Mostraron apertura para encontrar una solución. Los de Quality en cambio brillaron por la ausencia.

El 9 de junio se conocieron nuevas noticias, la empresa china BGP olvidó el problema de su conflictiva socia y decidió contratarla nuevamente para realizar la sísmica en el bloque 5 El Progreso en la península de Santa Elena. Nuevamente los expertos señalaron el 40% del monto del contrato que  en primera instancia se valoró en la página web de Petroecuador en más de 400 millones de dólares, aunque después los precios en el presupuesto de la estatal petrolera cambiaron radicalmente y se estableció un monto de 40 millones de dólares. 

Llegó julio y, sin respuesta, los perjudicados decidieron movilizarse a Quito y hacer su primer plantón en plena Plaza de la Independencia, con carteles alusivos a la participación de Fabricio Correa y la crisis que sufrían 500 familias. El coordinador Édgar Sabedra tenía previsto movilizar 200 perjudicados. Sin embargo, “la Policía impidió la salida de la numerosa delegación, por lo que tuvieron que acudir pocos, de forma separada, y casi a escondidas”, comentó a la prensa.

Sabedra contó que trataron de ser persuadidos por un  funcionario del régimen para que desistan de su intención de realizar la protesta en la capital. “Recibí una llamada del asesor de la Presidencia, Mario la Torre, quien me dijo que no vengamos porque no íbamos a ser recibidos por ninguna autoridad”.

Llegaron pocos y en pequeños grupos por temor a ser reprimidos, se reunieron en la sede de la Federación de Trabajadores Petroleros (Fetrapec), armaron sus carteles y caminaron a la Plaza Grande. En el sitio una funcionaria de la Presidencia les alertó que serían recibidos por una asesora. Ingresaron cuatro representantes y su abogado, Fabián Cevallos. Al final, Cevallos informó que fueron atendidos por María Luisa Donoso, quien se habría comprometido a buscar una respuesta, pero esta nunca se presentó.

Los perjudicados presentaron una carpeta de sus denuncias a León Roldós, no regresaron a Quito y dedicaron sus esfuerzos a buscar soluciones en El Coca. El 26 de agosto bloquearon el acceso a la estación Auca Central de Petroproducción. Parecía que su protesta encendería la provincia de Orellana, que serían tomados en serio. Entonces apareció otra denuncia. Los perjudicados descubrieron que Quality, en proceso de liquidación, utilizaba de pantalla otra empresa para realizar su trabajo en la Península de Santa Elena.

La empresa china BGP nunca brindó una explicación de por qué escogió a Quality para realizar un trabajo técnico de tanta importancia, sin poseer experiencia alguna. Igualmente nunca respondió las preguntas de porque traspasó el contrato que mantenía Quality, en el denominado bloque Progreso, a Kinison S.A., compañía sin historia alguna en servicios petroleros.

BGP logró de Petroproducción el contrato de prestación de servicios de adquisición, procesamiento e interpretación sísmica tridimensional de 1.594 km2 de ese bloque. Firmó con Quality un subcontrato el 4 de junio de 2009, diez días antes de que se descubran todos sus vínculos empresariales. El monto de esa operación fue cercano a los 15 millones de dólares. 

Kinison fue constituida en febrero de 2005 con un capital de 800 dólares. Según la Superintendencia de Compañías, su objeto social es la administración, compra, venta, permuta, y arrendamiento de bienes inmuebles urbanos y rurales”.

El Servicio de Rentas Internas registró su actividad económica principal (a junio de 2009) en el ítem de “instalación, mantenimiento, reparación de sistemas eléctricos”. Para el mes de septiembre, solamente dos meses después, su actividad laboral cambió y apareció como “servicios en yacimientos de petróleo”.

Firmó el contrato con BGP el 16 de julio, cuando aun estaba vigente el compromiso con Quality, que solo se rompió el 31 de ese mes. Ocho días antes de la firma, se registró cambios en dicha empresa.  Su gerente Luis Eduardo Ormaza Vargas, renunció a su cargo y asumió esa función Emily Sully Ubillús Chávez —según el Registro Civil, era una joven de 18 años de edad—.

La empresa inició actividades el 1 de septiembre. Según Víctor Ubillús, funcionario de la empresa, trabajarían con un equipo mínimo de 100 personas. Al pedirle que detalle las razones para haber sido adjudicada como subcontratista del bloque El Progreso contestó: “esa pregunta tiene que ser realizada a la compañía BGP, no es ético que yo diga las cosas buenas que yo tengo”¿Puede dar referencias de los trabajos realizados por Kinison? “Ya contesté esa pregunta”.

Agregó no tener relación con Quality, y dijo desconocer si Kinison está en su reemplazo, a pesar de que realiza los mismos trabajos. “Me ha hecho daño porque las garantías no van a querer emitir, pensando que tengo una relación con esa empresa”. 

Franklin Maldonado, representante de la compañía de equipos petroleros Maldonado y Maldonado, también perjudicado por Quality, dirigió varias cartas de denuncia a las autoridades de BGP y Petroecuador. En una de ellas sintetizó bien la realidad de ese momento: “Quality utiliza terceras empresas, sin ninguna capacidad técnica, y para la ejecución de este trabajo al final será la que manejará el contrato, como es costumbre en ellos: burlarse de las imposiciones legales del Ecuador”.

Como siempre, la posición timorata de la Marina se impuso. En primera instancia puso una advertencia por escrito sobre el traspaso del contrato. Con ello calmó en algo las protestas y las preguntas de la prensa. 

En su comunicado advirtió que la negociación entre BGP y Kinison violaba expresas disposiciones del contrato, ya que la empresa china estaba impedida de subcontratar montos superiores al 30% del contrato global, valorado en 42’139.849,07 dólares. En carta del 6 de agosto de 2009, el vicepresidente de Petroproducción, Freddy García, le dijo al gerente encargado de BGP, Wang Yandong, que el valor máximo de subcontratación era de  12,6 millones de dólares y no de 15’140.000 dólares como habían acordado las dos partes. La misiva requería ajustarse a las disposiciones acordadas en el contrato, caso contrario, sería sancionada.

En ese comunicado, Petroproducción reconoció la terminación del contrato entre Quality y BGP. Adicionalmente, una carta de Wan Yandong cursada a Kinison, el 29 de julio, le conminaba a iniciar los trabajos el 31 de ese mes. Dicha carta también se envió con copia a Cristóbal Accini, gerente operativo de Quality, a pesar de que ya no tenía nada que ver en los trabajos.

El 23 de julio Lu Kayian, gerente general de BGP, recibió una denuncia de Franklin Maldonado, le explicó que tenía conocimiento que de acuerdo a una conversación con Cristóbal Accini “el contrato ha sido comprado por Kinison en un monto de  dos millones de dólares”.  Esta empresa nunca realizó un trabajo de sísmica, no contaba con la infraestructura necesaria para realizar este tipo de trabajos, ya que la calificación como oferentes de bienes y servicios de Petroecuador, era del 14 de julio del 2009.

Otra de las empresas satélite de BGP fue Sipen. Esta, al igual que Quality,  era subcontratista. Su trabajo era formalizar las relaciones comunitarias en todos los territorios en los que debía levantarse la topografía y obtenerse los datos de sísmica en tres dimensiones. Es sabido que los procesos de negociación con los dueños de las tierras suele ser conflictivo. Por ello se encomienda a una empresa especializada para que retribuya económicamente el paso de los equipos técnicos y la instalación de campamentos en sus propiedades.

Sipen realizó los trabajos en Auca y Cononaco a pesar de que fue declarada disuelta por la Superintendencia de Compañías el 15 de septiembre de 2006. Luego fue contratada para las mismas actividades en el bloque 5 El Progreso y toda la Costa ecuatoriana, desde Quinindé en Esmeraldas, hasta el sector de Pasaje en la provincia de El Oro,  esta vez bajo el nombre de LYB Ingeser. 

Esa compañía se constituyó en Quito el 16 de febrero de 2009 con 400  dólares de capital y con el objeto de realizar estudios de impacto ambiental y auditorías ambientales. Pero su vida jurídica se perfeccionó cuando se suscribió en el Registro Mercantil de El Carmen, en la Provincia de Manabí.

De acuerdo a la página web de la Superintendencia de Compañías, como presidente de esa empresa constaba Bernardo Enrique Marquinez Loor. Su gerente general era Libardo Ramírez Tierradentro, un empresario que administró servicios higiénicos y un bingo en la Provincia de Sucumbíos. De acuerdo al SRI aún mantenía un RUC con la actividad de embotellamiento de agua purificada.

Estábamos tan asustados, mi amigo me preguntó qué había hecho y le contesté que había matado una persona.

Testigo en el asesinato a Edgar Sabedra

Asegura que bebió tres cervezas antes de ingresar a paso acelerado a la pequeña vivienda y perpetrar el crimen. El estado de  exaltación turbó sus sentidos, disparó el revólver en cuatro ocasiones, a un metro de distancia, sin percatarse que Edgar Sabedra miraba televisión junto a sus dos pequeñas niñas. 

Vestía camisa azul manga larga, pantalón jean,  botas, como lo hacen la mayoría de empleados de Francisco de Orellana que trabajan en el sector petrolero. Mimetizarse, pasar desapercibido era el objetivo. Corrió y ordenó a su amigo Marcelo Lara, un chico menor de edad, a quién le pidió el favor de conducir, encender y arrancar la moto, en una calle desconocida se accidentaron y por minutos fue imposible encender el motor. “Estábamos tan asustados, mi amigo me preguntó qué había hecho y le contesté que había matado una persona”.

La noticia conmovió a toda la provincia de Orellana la noche del 1 de noviembre de 2009, Edgar Sabedra, la voz de todos los perjudicados. Estaba en el suelo con el rostro deformado cuando la unidad forense de la Policía llegó al domicilio en las calles José Feliciano y Víctor Ron en el barrio Ñucanchi Huasi, al norte de El Coca.

Las amenazas en su contra fueron constantes, trataba de guardar ciertas seguridades aunque su vivienda no le permitiese. El ingreso era directo de la calle a través de una puerta de madera y metal; a los costados dos ventanas con protección de hierro, sin vidrio y cortinas. Carecía de cerramiento y al costado izquierdo de la construcción había un terreno con una vivienda de madera abandonada. 

¿Qué persona en su sano juicio, que se sabe amenazada de muerte, dejaría la puerta de calle de su casa abierta? es la pregunta que no dejó de formularse el fiscal del caso, Carlos Acaro. De acuerdo a la reconstrucción de los hechos su empleada doméstica, Salomé Consuelo Siquihua Jipa, indígena de una comunidad quichua, dejó la puerta entreabierta. El dueño de casa se molestó por el hecho y reclamó “para qué abres la puerta, sabes que es peligroso y tengo frío”.

—Yo tengo calor, respondió la mujer. Al instante el sicario se filtró y actuó con rapidez. 

El 11 de noviembre de 2009 José Adelmar Toro Anama, también llamado Cristóbal Rodríguez González, fue apresado de la forma más absurda. Viajaba junto a dos personas más en una moto que se accidentó en plena ciudad de El Coca. Un patrullero cercano solicitó documentos y se percató que la licencia del conductor era falsa. Los policías pidieron las identificaciones de los otros dos pasajeros y concluyeron que no eran reales. Fueron detenidos, pero por el perfil de  Toro Anama lo relacionaron con el crimen. De 39 años, nacido en Nariño, Colombia, confesó que fue contratado por mil dólares para perpetrar el hecho. Lo dejó claro en su declaración del 12 de noviembre de 2009 ante el fiscal de Orellana, Freddy Yamunaque.

Cuenta que conoció a un sujeto llamado Marino, en el bar Los Vidrios, y le comentó “que quería una persona para que hiciera un trabajo de matar”. Anteriormente el hermano del tal Marino había sido contratado para el crimen, pero cayó preso por tenencia ilegal de armas. Fue trasladado a la cárcel de Archidona en la provincia de Napo.

La propuesta quedó en el aire pero se concretó 20 días después. Se encontraron en el mismo sitio, tomaron unas cervezas. Marino le “ofreció mil dólares, un revólver y una moto Suzuki color rojo”. Luego lo encaminó a la casa de la víctima y le indicó cómo proceder. No había nadie en la vivienda, regresaron por otra cerveza. Como si fuera un macabro ritual Toro Anama repitió el camino a casa de Sabedra por dos ocasiones más. Luego fue a devolverle la moto en el mismo lugar. “Se encontraba en el chongo El jardín, dijo que al otro día me iba cancelar la cantidad, al día siguiente lo llamaba y no me contestaba, el 3 de noviembre me escribió un mensaje en el cual me decía que no me preocupara, que el miércoles 4 de noviembre vaya a Lago Agrio para darme el dinero o que le diera el número de cuenta para consignarme ahí el dinero…le pedí a mi amigo Darwin Ramírez que me preste su cuenta”.

La Fiscalía sospechó que el pago al supuesto sicario pudo haber sido realizado por dos personas. El primero: Jesús Marino Castillo Guerrero. Lo habría hecho el 4 de noviembre a través de un depósito realizado desde una agencia del Banco Internacional en el Mall del Sur, Guayaquil,  a la cuenta personal de Darwin Ramírez (amigo personal del supuesto criminal), en ese mismo banco, en Lago Agrio, provincia de Sucumbíos.

En la búsqueda de Marino, la Policía obtuvo un documento clave: el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) registró que “Marino”, Jesús Marino Castillo Guerrero, fue trabajador de Quality hasta noviembre de 2008.  Luego se desempeñó como guardaespaldas del ex diputado de Sociedad Patriótica, Julio Verduga Parreño.

Verduga Parreño fue el administrador de la empresa Sipen. La empresa de relaciones comunitarias que se encargó de pagar a los dueños de las tierras por donde Quality realizaba la prospección sísmica. Los investigadores también sospechaban de Gustavo Ignacio Verduga Parreño, hermano de Julio Verduga. Se fundamentaron en los vídeos obtenidos por la policía en el Banco Internacional. 

Darwin Ramírez, dueño de la cuenta de la que se retiró el dinero para pagar al supuesto sicario en Lago Agrio, entregó a la Policía de Orellana una copia de su estado de cuenta. El agente investigador, Celso Arias Armijos, descubrió que el depósito se realizó en el Mall del Sur, Guayaquil entre las 14h50 y 15h00 del 4 de noviembre. Solicitó entonces “que remitan los vídeos de seguridad de dicha agencia…en especial de la ventanilla 292 quien había realizado una transacción a la cuenta de Ramírez”.

Ese investigador entregó a la Fiscalía —el 16 de diciembre— los vídeos y un informe de los mismos. Se observa que a las 14h53 Gustavo Ignacio Verduga Parreño hace dos transacciones bancarias y posteriormente le entrega un dinero a Jesús Marino Castillo. 

Gustavo Ignacio fue detenido en Playas, provincia del Guayas con fines investigativos y trasladado a la cárcel de El Tena en la provincia de Napo, pero su hermano Gustavo y Marino se encuentran prófugos. Gustavo Ignacio reconoció a Marino como guardaespaldas de su hermano Julio, que ese día le entregó mil dólares por concepto de su sueldo a nombre de su hermano.

Los hermanos Verduga contrataron como abogado defensor a Pablo Guerrero Martínez, experto penalista que defendió al ex presidente Alfredo Palacio, al ex ministro de Gobierno César Verduga y a un ex alcalde acusado del asesinato de un connotado político socialdemócrata. 

Su estrategia consistió en diferenciar los actos de los dos hermanos con los de Marino. “Por el beneficio se llega al culpable y mis clientes nada tienen que ver en este hecho, no se ha comprobado relación de amistad, comercial, laboral, política, deportiva entre Julio y Gustavo con el fallecido”. ¿Qué tenía que ver Marino entonces?, “sus acciones son totalmente independientes de mis defendidos”.

El 9 de febrero de 2010, Diana Coello Guamán, viuda de Sabedra, rindió por segunda ocasión su versión libre y sin juramento en la Fiscalía. Claramente distinta a la primera declaración, soltó nombres de quienes amenazaron a su esposo.  “Según él me contó días antes de que participó en la huelga le habían realizado amenazas…por un administrador de Quality, Cristóbal, y los señores de apellido Verduga Parreño, el señor Darwin Ramírez”.

Para marzo, el fiscal Carlos Acaro, trató de alargar la investigación y vincular en el proceso judicial a Cristóbal Accini, quien se encuentra preso en la cárcel No. 4 de Quito, ubicada al extremo norte de la ciudad. Allá solo llegan quienes son considerados personas no violentas y de la tercera edad. Resulta paradójico que en ese mismo centro de detención se encuentre José Aldemar Toro Anama.

Sobre Julio Verduga su abogado aseguró que se encuentra a buen recaudo, luchando por que se recomponga la justicia.  La situación de Marino Castillo es un misterio.

El movimiento de maquinaria de construcción que abría una vía de acceso en los arrozales, era la novedad en la zona El Chorrillo. ¡Ah, usted busca la obra de Petrocomercial!, decían los pobladores que, a falta de letreros, indicaban al visitante cómo llegar al sitio a través de un zigzag de 10 km. de tierra y matorrales. En este recinto de la parroquia Pascuales, en Guayaquil, se construirá una parte del sistema de transporte y distribución de gas licuado de petróleo (GLP) para la zona sur del país.

Así inició el primer reportaje del que fue el gran coletazo del “caso Fabricio Correa”. Fue el 21 de septiembre de 2009. Significó el derrumbe del proceso de adjudicación del proyecto de almacenamiento de gas en tierra en el sector de Monteverde, provincia de Santa Elena. El plan estrella de la Marina, que supuestamente le ahorraría al país 70 millones de dólares estaba en el piso.

 La adjudicación al consorcio Shi Asia & Asociados se desmoronó cuando Expreso detalló quienes estaban tras ese conglomerado empresarial. 

Petrocomercial dio a conocer, el 8 de septiembre, la adjudicación de ese proyecto con el anuncio de haber logrado un ahorro de nueve millones de dólares en la licitación LO-018-PCO-VCP-2009 que convocó en el portal de Compras Públicas.

El proceso lo ganó el Consorcio Shi Asia & Asociados, con una oferta de 110’905.078 dólares y una calificación de 97,75 puntos sobre 100. La obra comprendía la construcción de una estación de bombeo en Monteverde, provincia de Santa Elena, un terminal de almacenamiento y distribución de GLP en El Chorrillo (Guayas) y el ducto de 12” de diámetro y 123 km de longitud entre estas dos localidades, vías de acceso, facilidades administrativas, operativas y obras complementarias.

Shi Asia Company Limited, líder del consorcio, no guarda relación alguna con Samsung Heavy Industries, la poderosa constructora naval que se estableció en 1974 en Corea. La adjudicataria de la licitación que convocó Petrocomercial, es una fábrica que se fundó en 1994 en Tailandia y se especializa en la fabricación de estructuras de acero y tanques de almacenamiento para crudo y productos químicos.

Shi Asia se asoció con cinco empresas más para construir la obra: las ecuatorianas Constructora e Inmobiliaria Valero (Construvalero), Constructora Brade, Molemotor y Oildepot y la colombiana Ismocol.

Fernando López Farfán (amigo de Fabricio Correa), representante legal del consorcio Shi Asia & Asociados, se excusó de conceder una entrevista sobre el proyecto. “Estamos definiendo algunos temas, creo que vale la pena esperar a que se firme el contrato. No creo que es momento prudente para tocar el tema todavía, porque quién quita que pase alguna cosa... imagínese”, expresó.

Del grupo de empresas nacionales, Oildepot era la que menos experiencia demostraba. Se creó el 2 de febrero de 2007 en la notaría novena de Quito, su objeto social era el “depósito aduanero ya sean comerciales e industriales, como también privado y público. Además, almacenar mercancías para transformación y todo lo relacionado con la Ley Orgánica de Aduanas” y “realizar convenios para participar en licitaciones nacionales e internacionales”. Nació con un capital de 10 mil dólares. El 90% de las acciones era propiedad de Petroleum Contracting y Asociados, PCA el 10% restante le correspondía a Mayra Elizabeth Lavallen.

El principal accionista de PCA era Manuel Ochoa Córdova. Mayra Lavallen es su esposa. Ochoa es accionista de Quality Outsourcing, pero legalmente su participación estaba a nombre de una de sus empleadas: Cristina del Rocío Muñoz Muñoz, por 200 mil dólares. Fabricio Correa Delgado estuvo vinculado a esa empresa, a través de la panameña Engineering International Consultants Corporation con un monto accionario similar (40%).

Hasta el 7 de octubre de 2008 la junta de accionistas de Oildepot se reunía en las oficinas ubicadas en avenida América N37-274, las mismas de PCA y Quality. La Superintendencia de Compañías registra la misma dirección y número telefónico. En ese mes reformó su objeto social y se convirtió en una ilimitada empresa de servicios petroleros. Para el año 2009, Oildepot trasladó sus operaciones a otra oficina, según datos del SRI. 

El proyecto Monteverde-El Chorrillo comenzó hace 24 años. El objetivo era construir un almacenamiento en tierra con la ventaja de tener el gas a mano. Inicialmente, era un proyecto completo, contemplaba una moderna refinería en Jaramijó y un complejo petroquímico. Junto a esas instalaciones se construiría un almacenamiento primario de gas y otro secundario en Pascuales.

Sucre Nevárez, ex vicepresidente de Petrocomercial, explica que se pensó en Jaramijó porque tiene un cinturón de seguridad que no podía ser poblado. En Monteverde, en cambio, la terminal podrá ser cercada por la población. Pero luego, el Gobierno decidió construir la Refinería del Pacífico en El Aromo. Si se planificó la refinería en ese sitio, entonces el almacenamiento de gas en tierra debería estar allá, y desde ahí construir un gasoducto que lleve el gas a Pascuales, afirma Nevárez.

Ahora, están fuera del proyecto Monteverde la refinería y el complejo petroquímico, mientras que el almacenamiento de gas se dividió en dos etapas: la terminal portuaria de Monteverde y un centro de almacenamiento en El Chorrillo, hasta donde llegará un poliducto de 123 km. La obra comprende una estación de bombeo y dos tanques presurizados de recepción en Monteverde, mientras que en El Chorrillo estarán el terminal de almacenamiento, las envasadoras y distribuidoras de gas para la zona sur del país. El costo total de las obras está calculado en 263 millones de dólares.

El contrato que Petrocomercial adjudicó al consorcio Shi Asia & Asociados en casi 111 millones de dólares, forma parte de ese proyecto integral. El proceso del proyecto Monteverde-El Chorrillo inició el 25 de septiembre de 2006. La convocatoria para ejecutarlo fijó un presupuesto referencial de 97,4 millones de dólares. 

El 22 de junio de 2007, el Consejo de Administración de Petroecuador declaró desierto el concurso porque las ofertas superaron el presupuesto referencial. Pero en diciembre de 2007, Petroecuador y Flopec suscribieron el convenio de alianza estratégica para la ejecución del proyecto, con un presupuesto de 263 millones de dólares.

Hasta el 17 de septiembre de 2008 Oildepot mantenía un restringido objeto social. En apenas tres líneas de la escritura de constitución se establecía que el trabajo de la compañía sería el depósito aduanero ya sea comercial e industrial tanto para sectores privado y público. Podía, además, almacenar mercancías para transformación y todo lo relacionado con la Ley Orgánica de Aduanas. El último detalle establecía su participación en licitaciones nacionales e internacionales. 

El 18 de septiembre de 2008, sus accionistas, la empresa Petroleum Contracting y Asociados, junto a Mayra Lavallen, reformaron el objeto social y la convirtieron en una empresa de servicios con ilimitadas posibilidades en todas las áreas energéticas. Desde esa fecha se añadieron cientos de posibilidades que detallaron en siete páginas los 28 ítems en los que puede participar, gracias a la  reforma. Está apta para el diseño, planificación y ejecución de obras en petróleo, gas, telecomunicaciones, electrónica, saneamiento y obra pública, como carreteras. Puede negociar nacional e internacionalmente todo tipo de maquinaria industrial, así como importar vehículos, buques, cisternas, gasoductos, elevadores, oleoductos. Además, está capacitada para importar, comercializar y distribuir toda clase de equipos de bombeo. Importación, comercialización y venta de motores eléctricos, suministros químicos para la industria hidrocarburífera, tanques de almacenamiento, Sistemas Scada, e incluso servicios de alimentación.

La tailandesa Shi Asia participó aliada con Helptec, empresa de Fabricio Correa Delgado, en otro componente del proyecto Monteverde, que la Flota Petrolera Ecuatoriana convocó para licitación, el 10 de diciembre de 2008, en el portal de Compras Públicas. Ese contrato de montaje e instalación de tanques, esferas y brazos de carga-descarga marina para el proyecto terminal marítimo y planta de almacenamiento de gas licuado de petróleo (GLP) en Monteverde, provincia de Santa Elena, lo ganó la empresa CBI Constructors PTY LTD, el 26 de febrero de 2009.

El monto de su oferta fue de 49’750.000 dólares. En la calificación general de la comisión que evaluó las ofertas obtuvo 84,78 sobre 100 puntos y con ello superó a sus competidores. El Consorcio Santos CMI-Acero de los Andes logró 74,27, la Asociación LPMRI-SIEC tuvo 64,31 y Shi Asia-Helptec, 61,08 puntos.

Una vez conocido el resultado de la licitación, Helptec pidió información detallada sobre la calificación y contempló la posibilidad de trabajar como subcontratista de la empresa ganadora.

Sobre la trayectoria de los otros miembros del consorcio, Construvalero, tiene una trayectoria de 21 años ejecutando obras de ingeniería civil. Constructora Brade (1997) trabaja en la misma actividad. Molemotor, constituida en 1997, se especializa en diseño, construcción e instalación de estructuras de acero. Ismocol de Colombia es nueva en el mercado local, se registró en la administración de actividades relacionadas con el campo petrolero, el 2 de enero de 2008. 

Cuatro días después de esa publicación, el 25 de septiembre de 2009, Expreso logró configurar un nuevo informe con datos reveladores. El vicepresidente de Petrocomercial, envió una carta, a la redacción del diario con el objeto de que rectifiquemos la información publicada.

En la misiva constaban los nombres de todos los accionistas de Oildepot y mencionaba que en nada se relacionaban con Quality, la empresa de Fabricio. La Armada, al frente de Petroecuador, proporcionó sin darse cuenta información que fue contrastada con otros documentos por los periodistas.

Ese día se publicó: “Ex funcionarios de Quality, en el proyecto Monteverde”. Quedó en evidencia que cuatro de los accionistas de Oildepot fueron empleados de Quality, propiedad ya en ese momento de Manuel Ochoa y Cristóbal Accini.

Oildepot, tiene entre sus accionistas a ex funcionarios y ex socios de Quality Outsourcing S.A. y de Petroleum Contracting y Asociados (PCA). Ambas firmas de servicios petroleros están relacionadas, desde 2007, con Fabricio Correa Delgado y sus socios. Oildepot es una empresa constituida el 2 de febrero de 2007 en Quito sus accionistas fundadores fueron la empresa Petroleum Contracting y Asociados, de Manuel Ochoa (con una participación de nueve mil dólares) y su esposa Mayra Elizabeth Lavallen (mil dólares).

La dirección registrada es avenida América N37-274, la misma de Quality Outsourcing y PCA. El número telefónico también coincidía para las tres empresas. La publicación motivó que el vicepresidente de Petrocomecial, capitán de navío Carlos Rivera Córdova, pidiera una rectificación, ya que los accionistas de Oildepot no aparecen en la nómina de la empresa, según la información de la Superintendencia de Compañías, al 21 de agosto de 2009.

“Lavallen Mayra no aparece, no consta como accionista de la compañía tampoco aparece como accionista de Oildepot, la empresa Petroleum Contracting y Asociados”, explica Rivera en su carta y añade que el nombre de Lavallen “sí aparece como representante legal de la referida compañía (Oildepot)”.

Pero adicionalmente, la carta agregaba los nombres de los 7 nuevos accionistas, entre ellos Luis Nelson Alarcón Quezada (1.500 acciones), Germán Marcelo Mestanza Arboleda (1.500 acciones), Carlos Napoleón Saavedra Villacrés (1.500) y Cynthia del Rocío Viteri Espinosa (1.500).

De acuerdo con la escritura de reforma de estatuto social de Quality, del 15 de noviembre de 2007, ellos eran altos funcionarios de esa empresa. Cynthia  Viteri Espinosa, actualmente de 25 años, se desempeñaba como gerente general y representante legal de Quality. Ella fue elegida para el cargo por dos años. Viteri Espinosa registra en su declaración de Impuesto a la Renta relación de dependencia con Petroleum Contracting y Asociados en los años 2006, 2007 y 2008.

Luis Nelson Alarcón Quezada, a su vez, se desempeñaba como presidente de Quality, desde febrero de 2007. De acuerdo con información del SRI, presentó relación de dependencia con la Asamblea Constituyente en ese año.

Según la cédula de identidad de Cynthia del Rocío Viteri Espinosa, su estado civil es casada con Carlos Napoleón Saavedra Villacrés, actual accionista de Oildepot. No es el único caso, Germán Marcelo Mestanza Arboleda, quien también es accionista de Oildepot con 1.500 acciones, registra haber sido presidente en el año 2007 de Petroleum Contracting y Asociados, que tiene la misma dirección y teléfono de Quality. Mestanza, además, aparece en situación de dependencia y presidente de la empresa Petrocompany. 

Además la Contraloría estableció que Luis Alarcón Quezada fue socio de Quality desde octubre de 2006 con 14 mil acciones, y las cedió en abril de 2008 a Cristina Muñoz y Cristóbal Accini Saavedra.

Se estableció que Edwin Gómez Acosta cedió seis mil acciones el 5 de agosto de 2008 a Engineering Consultants Corporation. Cristina Muñoz también cedió dos mil a dicha empresa. Engineering International Consultants Corporation ingresó a Quality el 5 de agosto de 2008 con ocho mil acciones, luego estas fueron cedidas a Cristóbal Accini.

El 19 de noviembre de 2009, el vicepresidente de Petrocomercial, Carlos Rivera, emitió una resolución por la que declaró desierta la adjudicación del contrato para la construcción del sistema de transporte y distribución de gas licuado de petróleo 

El acto administrativo dejó sin efecto la adjudicación del 7 de septiembre de 2009. La decisión se dio dos días después de que la misma filial declarara desierto el proceso de licitación. Con ello, todo el proyecto empujado desde el inicio del régimen de Rafael Correa, con aliento de la Marina, volvió a cero.

De acuerdo a la resolución N° 2009877, la razón para impedir la contratación es “que a través de los medios de comunicación escritos y televisivos se denunció una supuesta vinculación entre el señor Fabricio Correa y la empresa Oildepot”.

Una contradicción enorme ya que el mismo Rivera emitió una carta defendiendo el proceso de adjudicación y dejó entrever que no existía relación alguna de Oildepot con Fabricio Correa.

Como prueba, el vicepresidente de Petrocomercial presentó todos los nombres de los accionistas de Oildepot, pero en la lista no apareció Manuel Ochoa, aunque sí una serie de funcionarios que fueron fundadores de la empresa Quality.

Manuel Ochoa, en una reunión que mantuvo con Expreso, aseguró que él fue fundador de Quality. “Fue creada como una empresa tercerizadora, pero nunca cumplió ese papel; el personal que participó sigue laborando conmigo, pero mi empresa nada tiene que ver con Fabricio Correa”, aseveró.

Agregó que la oferta del consorcio del que es parte fue la más conveniente para los intereses de Petrocomercial. Y que esto solo perjudicaría más al país por el lucro cesante que genera no tener un sistema de almacenamiento en tierra. “Esto solo favorece a las mismas empresas que tienen el control del almacenamiento de gas flotante”.

De acuerdo a la información oficial de la filial, la oferta ganadora estaba por debajo del valor referencial propuesto, lo que significó un ahorro de un monto de 10 millones de dólares.

La declaratoria de concurso desierto se dio, a pesar de que el consorcio ganador fue oficialmente notificado como adjudicatario, haber cancelado los derechos de inscripción, emitido garantías de fiel cumplimiento del contrato y otorgado un seguro de dos millones de dólares por responsabilidad civil.

El 12 de diciembre de 2009, Carlos Rivera, afirmó a través de un oficio enviado a Expreso que la administración naval de la empresa tenía el compromiso de hacer realidad la construcción del proyecto.

Anunció una nueva licitación cuyo retraso, según dijo, significa el pago de cuatro millones de dólares mensuales por almacenamiento flotante de GLP. En la segunda quincena de marzo de 2009 el proyecto fue nuevamente adjudicado a Shi Asia pero el valor se elevó a 115 millones de dólares. Esta vez en el consorcio ya no participó Oildepot. 

Casualmente dos de los socios de Fabricio tienen orden de prisión, los pedidos fueron realizados por el secretario de transparencia de gestión, José Serrano. Cristóbal Accini por haber falsificado documentos de Quality para ganar las licitaciones, el segundo por un tema aun no esclarecido.

Accini guarda prisión en la cárcel número 4, la misma en la que se encuentra el asesino confeso de Edgar Sabedra.
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La simulación

Es la historia de como Fabricio Correa hizo la simulación societaria. La respuesta furibunda del presidente en contra de los periodistas que hicieron la investigación, la defensa a ultranza de los contratos de su hermano. Y de como también las autoridades de control simularon que hacían una investigación de los hechos.

Yo consulté con mi abogado y con Paquito (Francisco) Nugué, de Morgan & Morgan, qué era lo mejor, y me aconsejaron lo que le aconsejan a todos los empresarios ecuatorianos: te vendo una compañía panameña, que te sirva, no de pantalla, sino de cortina entre tu nombre y los demás, porque si no se sataniza.

Fabricio Correa Delgado

Declaraciones al Noticiero de Canal Uno

Jueves 18 de junio de 2009

A estas alturas, es decir una vez agotada la primera parte de la serie, con el reportaje sobre la empresa Quality, el hermano mayor del presidente se convirtió en la figura mediática del momento. Cuando se dio la entrevista/conversación con el equipo de Expreso, ese jueves 11 de junio, el ingeniero Correa había asegurado que no daría una sola entrevista más a medio de información alguno, porque no quería perjudicar a su hermano. Pero le ganó la circunstancia. El tema era demasiado grueso para quedarse callado. Lo mismo le ocurrió al equipo de periodistas que investigó y  publicó el tema. Una serie innumerable de solicitudes de entrevistas de medios colegas sirvieron para dar más luz sobre el tema, y sobre todo para poner en el aire una pregunta que ninguno de los militantes del oficialismo, desde los asambleístas hasta la alta cúpula del Gobierno, se permitió contestar: el hecho de que el hermano del presidente, a través de empresas que le sirvieron de cortina, haya acumulado contratos directos con el Estado y con contratistas del Estado por más de 167 millones de dólares ¿era compatible con la revolución ética que ofreció el Gobierno del presidente Correa? ¿Se cumplía el precepto de manos limpias, mentes lúcidas y corazones ardientes, tan divulgado en la retórica del líder  de esta autodenominada “revolución ciudadana”? La pregunta quedaría sin responder oficialmente, salvo contados militantes del movimiento gobiernista. 

Fabricio Correa no estaba tampoco siendo preguntado al respecto. El mismo se declaró sorprendido al conocer que la Ley de Contratación Pública le prohibía celebrar contratos con el Estado por ser hermano del presidente. En el noticiero matinal de Ecuavisa, del miércoles 17 de junio de 2009, Correa aseguró que se enteró por Expreso de tal prohibición. Ante la pregunta del director del espacio de noticias, Alfredo Pinoargote, sobre ese conflicto legal, Correa respondió que “de esto de aquí [la prohibición contenida en el artículo 62 de la Ley de Contratación Pública] recién me desayuno. Yo tengo un abogado de primer nivel, Joffre Campaña, que no me ha dicho que es ilegal. Alexis Mera, el asesor jurídico de la Presidencia, que seguramente asesoró en todas estas leyes, también acaba de declarar ayer que no es ilegal”. La pregunta que no se hizo y quedó sin respuesta era: ¿Cómo sabía Alexis Mera que no era ilegal?

En esa misma entrevista, Correa reveló que le pidió a su socio, Max Villavicencio, y a Campaña, que su nombre no apareciera en ninguna de las compañías panameñas que compró: “Yo consulté con mi abogado y con Paquito Nugué, de Morgan & Morgan, qué era lo mejor, y me aconsejaron lo que le aconsejan a todos los empresarios ecuatorianos: te vendo una compañía panameña, que te sirva, no de pantalla, sino de cortina entre tu nombre y los demás, porque si no se sataniza, como lo están satanizando. Cuando me enteré de que Rafael no gustaba de ese modelo, contraté a la Price [Waterhouse] para que me digan cuál es el mejor modelo, estructura corporativa”.

El tema en particular no dejó de debatirse en el seno del Legislativo. Ahí, los propios legisladores no estaban seguros de que la norma pudiera aplicarse a los contratos de las empresas vinculadas al hermano del presidente. La Ley de Contratación Pública entró en vigencia el 4 de agosto de 2008, aprobada en la Asamblea Nacional Constituyente, por la mayoría del oficialismo. Para Julio Logroño (ya fallecido), entonces legislador del opositor Partido Sociedad Patriótica, se trataba de establecer si las convocatorias de los concursos que ganaron las empresas vinculadas a Fabricio Correa se produjeron antes o después de esa fecha. Si se daba el segundo caso, decía Logroño,  se configuraba un caso de peculado, según el artículo 257-C del Código Penal.  Esta norma establecía que dicho delito lo cometen quienes contratan o adjudican obras contrariando a lo que dispone esa Ley de Contratación. 

Pero para los legisladores oficialistas César Rodríguez y Mauro Andino, esto no procedía, pues, pese a que la prohibición del artículo 62 de la Ley también era para familiares del presidente de la República, la norma se dirigía, según su interpretación, a los familiares de los titulares de las entidades que adjudicaban los contratos, “es decir, si [Fabricio Correa] fuera el hermano del ministro de Transporte y Obras Públicas, o del presidente de Petroecuador”.  Ergo, como el presidente de la República no era el que le dio directamente los contratos, entonces la ley no aplicaba… De ese tono justificatorio estuvieron plagadas  las declaraciones de esos días entre los militantes de PAIS. 

Pero el tema no dejaba de causar honda preocupación en el seno del Movimiento de Gobierno. Rodríguez lo resumió en una frase, “temas como estos nos desubican, nos impactan, pues de llegar a comprobarse alguna irregularidad, parecería la repetición de ciertas prácticas políticas”.  El espíritu formal y legalista primaba: lo importante era que se pudieran demostrar irregularidades. Como si el solo hecho, ya reconocido por todos, no hubiese sido suficiente prueba.

De todas maneras, el oficialismo en la Asamblea simuló alguna forma de fiscalización. Las palabras prudencia y cautela eran repetidas en toda intervención pública. Debió esperarse a una reunión entre la cúpula del Movimiento, llamado también buró político, con el presidente Correa, para tomar una decisión: se impulsaría una investigación  del caso. Fuera de micrófonos el tono era otro: con la revelación de los contratos del hermano del presidente se abría, por vez primera, la duda en el seno del Movimiento de que personas que no participaron en la construcción de este proceso político pudieran estarse beneficiando del Gobierno. También se habló de transparencia: “Nosotros no queremos que quede la más mínima duda, pues en el Gobierno de la revolución ciudadana no tapamos nada ni evadimos responsabilidades”, dijo el presidente del legislativo, Fernando (“El Corcho”) Cordero, en la primera referencia directa del tema.

Así que se multiplicaron los pedidos de información a las entidades contratantes. Lo hicieron legisladores de Sociedad Patriótica, como Julio Logroño y Galo Lara, que pusieron sobre el tapete otra presunta irregularidad: tráfico de influencias, es decir, la presunción de que Fabricio Correa se benefició del acceso a información privilegiada, y a procesos precontractuales por ser hermano del primer mandatario.

Quien estableció un punto claro en este debate sobre irregularidades y leyes fue el ex vicepresidente de la República, León Roldós. Para él estaba clara la ilegalidad.  “Lo que es evidente es que estamos ante una simulación del contratista, en que a simple vista no era posible identificar quién era el accionista, aunque el gestor haya sido Fabrico Correa. Al admitir él que le compró a Morgan & Morgan las dos compañías panameñas para poner una cortina, está claramente identificada la simulación”. Según el artículo 62 de la Ley de Contratación, el procurador debería demandar la nulidad de los contratos, dijo el ex diputado y ex asambleísta constituyente, y la Fiscalía iniciar una investigación para determinar si la simulación constituye una infracción penal.

Pero, Roldós advirtió entonces que el artículo 110 del reglamento a la Ley de Contratación precisaba que esa inhabilidad se circunscribe a la entidad contratante en la que intervienen los dignatarios y funcionarios. Precisamente el argumento de los legisladores oficialistas Andino y Rodríguez. Roldós continuó: ese artículo del reglamento fue introducido recién el 30 de abril de 2009; cuando ya se había iniciado la investigación de Expreso es que Correa reforma el reglamento, por eso, bien podría titularse “para mi ñaño [va] este artículo”.

Fabricio Correa, a título personal, no ha suscrito ningún contrato con el Estado y no incumple esa normativa legal.

Nelson López, asambleísta de PAIS

Los asambleístas del oficialismo consideraron que la prohibición claramente determinada en la Ley en su artículo 62 no era aplicable a los contratos vinculados con el hermano del presidente. El argumento de Nelson López, legislador oficialista, encargado de encontrar los argumentos para la investigación, fue que la inhabilidad de la Ley de Contratación se refería a personas naturales (individuos) y no a personas jurídicas (compañías), por lo tanto, “Fabricio Correa, a título personal, no ha suscrito ningún contrato con el Estado y no incumple esa normativa legal”. La simulación había triunfado.

El oficialismo en el Parlamento se apegó también al texto del reglamento de la Ley de Contratación. Este decía textualmente que la prohibición de contratar con entidades del Estado “se circunscribe a la entidad contratante”. Es decir, que como Fabricio Correa no tuvo contrato alguno con la Presidencia de la República, entidad jurídica cuyo titular es Rafael Correa, entonces la prohibición no corría. Para abundar más en esta erudición paralegalista, el oficialismo puso como ejemplo que si es el Ministerio de Obras Públicas el que adjudica una obra, están inhabilitados de ser contratistas los familiares en cuarto grado de consanguinidad (primos), y segundo de afinidad (cuñados) del ministro respectivo.

El argumento causó sensación en los ámbitos  jurídico y político. Dentro del Parlamento causó la hilaridad de la oposición. Julio Logroño señaló que la diferencia entre personas naturales y jurídicas se establece únicamente para temas societarios y civiles, “pero no para aquellos en los que podría haber responsabilidades penales”. Según el Código Penal, recordó, pueden incurrir en el delito de peculado todos los participantes de un proceso precontractual que vaya en contra de la ley.  

Vicente Taiano, un legislador del Prian, el partido del magnate bananero Álvaro Noboa, dijo a su vez que un reglamento no puede ir en contra de la ley ni estar sobre ella. Además, sostuvo que ni siquiera el artículo 110 del reglamento sería aplicable porque varias obras adjudicadas fueron suscritas antes de la vigencia de esta norma, pero reconoció que el tema de la personería jurídica y personería natural podía beneficiar al hermano del presidente, ya que la Ley tenía un vacío al respecto, “aunque la intención de la constituyente era extender la prohibición a los parientes que sean socios de empresas contratistas”. Pero eso no ocurrió. Solo el pleno del Legislativo podía ahora subsanar el problema, aprobando una ley interpretativa que tendría que ser tramitada en dos debates. 

Dos juristas guayaquileños, expertos societarios, fueron consultados al respecto. Octavio Roca de Castro dijo que “la Ley es clara en el sentido de que los familiares del presidente no pueden celebrar contratos con el Estado. Por lo tanto, amerita una intervención de la Secretaría Nacional Anticorrupción, Contraloría y otras instituciones de control. Un reglamento no puede reformar la ley. Lo que hay es peculado de funcionarios por la mala administración de los recursos”.

El decano de la prestigiosa Facultad de Derecho de la Universidad Espíritu Santo, de Guayaquil, Felipe Mantilla, dijo que “el reglamento no puede cambiar  la ley. Si la ley prohíbe, el reglamento no puede cambiar lo que dice. La prohibición en la ley está vigente. Lo que hace el reglamento es regular la disposición. La ley está vigente y es clara y determinante, entonces debe haber una nulidad de los contratos”.

El ex vicepresidente de la República, León Roldós, abundó con argumentos sobre el tema. Pidió que se analicen las grabaciones de las sesiones cuando se debatió la Ley de Contratación Pública en Montecristi, durante la Asamblea Constituyente. Según él, en esos debates se habló de testaferros y membretes que debían quedar a un lado. “Lo que no se quería es que hubiera testaferros y membretes. Y [Rafael] Correa siempre dice los sábados que no tiene que haber inversiones simuladas, y aquí hay una inversión extranjera simulada”. Roldós se mostraba sorprendido cuando el Gobierno y los comisionados legislativos señalaban que se había excluido el caso de la prohibición a sociedades y personas jurídicas, de contratar con el Estado, para que pudiera trabajar la familia.  “Todo lo contrario. Se dijo que ahí estaba la raíz del mal porque siempre había testaferros y membretes, por eso se puso una prohibición tan clara como está en el texto legal. Entonces, el cambio vino en un reglamento. De esta manera se cambió el espíritu de la ley”, dijo el político opositor. Si en estos casos de contratación estuviera Fabricio Correa o cualquier familiar, de frente, podía admitirse el error, “pero no es eso, porque las compañías panameñas que son las que aparecen de accionistas de las beneficiarias de contratos, incluso tienen testaferros. En el caso de Engineering International Consultant Corporation, que es la accionista de Quality, aparece una ciudadana que ha sido suplente de la lista del Movimiento de Gobierno”.

Si son propiedad de dos empresas de papel en Panamá, soy el primero en reprocharlo y estamos tomando medidas para eliminar esa práctica.

Rafael Correa Delgado

Presidente de la República


Quinta Entrega

Mientras el debate sobre la “legalidad” o no de los contratos de las empresas vinculadas al hermano del presidente continuaba, el equipo de investigación de Expreso reveló, en una edición de domingo del diario, una semana después de la primera entrega de la serie El Holding, cómo Fabricio Correa armó lo que él mismo denominó, la cortina que ocultaría su nombre de todos los procesos de contratación.

La cortina panameña

Dos compañías de papel compradas en Guayaquil pero constituidas en el exterior cobijan las inversiones nacionales de Fabricio Correa Delgado. Tres de las empresas que están debajo de esos paraguas ejecutan contratos públicos en petróleo, vialidad y riego por más de  80 millones de dólares.

El presidente sí conocía de todos los contratos de su hermano. Fabricio Correa Delgado lo reconoció y argumentó su afirmación al mencionar una conversación que mantuvo con el primer mandatario a propósito de la comercialización de la patente de un dispensador de agua de alta calidad que podría venderlo al sector público. 

“Le dije yo no vendo armas, no vendo drogas, estoy vendiendo una patente para que la gente tome agua pura y no contamine el ambiente, ¿qué vas a hacer?, ¿me vas a mandar de embajador a Hamburgo?, ¿vas a hacer un decreto en que me vas a dar 10 mil dólares mensuales para mantener a la familia?”, recordó. 

Su respuesta contrasta con las declaraciones presidenciales la tarde del 15 de junio en que Rafael Correa aseguró que “nunca he estado al tanto de las actividades empresariales de mi hermano”.

Un día después de la entrevista que Fabricio concedió a Teleamazonas, ese “sí” rotundo se transformó en “Rafael no sabía [de mis actividades]. En efecto. Primero porque él vive en Quito y nos hemos visto una vez cada mes y hemos hablado una vez cada 15 días”.

El subsecretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, ratificó las palabras de Rafael Correa: “la verdad es que nosotros no conocíamos todo este tipo de contrataciones que ha hecho el hermano del presidente y tampoco el presidente las conocía en detalle”. No las conocía en detalle, ¿pero las conocía de modo general?

Un “detalle” desconocido que se remonta a los inicios del actual régimen. Para abril de 2007, apenas cuatro meses después de la posesión de Rafael Correa, su hermano emprendía la arquitectura de su nuevo sistema empresarial. 

Una estructura jurídica segura, de total sigilo, en la que su nombre y el de su familia se encontraban protegidos. Según sus palabras, una barrera entre su nombre y las empresas que él maneja, para precautelar “la etapa política y electoral del proyecto de Rafael”.

Fabricio aseguró que no hay nada oscuro y lo único que puede llamar a suspicacia es por qué no están a su nombre, precisamente para evitar comentarios malintencionados. “Teníamos un período muy sensible que lo planificamos desde el principio de la revolución ciudadana, en que iban a ser dos años y medio políticos, de aquí no hay elecciones hasta cuatro años”, mencionó.

Entonces acudió donde Francisco “Paquito” Nugué Varas, representante de Morgan & Morgan, en Ecuador, un estudio jurídico con sede en Panamá especializado en servicios fiduciarios, legales y bursátiles. Él recomendó comprar dos empresas panameñas que se convirtieron en el eje de sus prósperos negocios.

“Las empresas las compré en Guayaquil”, manifestó en varias ocasiones, “y si es necesario venderlas únicamente se transfieren las acciones”, acotó. 

Era la segunda quincena de mayo de 2007 y el escándalo de los “Pativideos” centraba la atención de la opinión pública; el primer mandatario llamaba la atención sobre la falta de cumplimento de obras viales al Cuerpo de Ingenieros del Ejército, pero sobre todo iniciaba una larga disputa con la prensa a la que la calificó de mediocre, mentirosa y la acusó por haber callado en la crisis bancaria de 1999. 

Mientras tanto, el viernes 25 de mayo de 2007, en la Notaría Quinta del Circuito de Panamá de Diómedes Cerrud se constituían, con escrituras independientes, las sociedades anónimas Engineering International Consultants Corporation (EICC) e International Energy Overseas Corporation (IEOC). 

El capital autorizado de cada corporación fue de 10 mil dólares y al acto comparecieron José Silva Ritter y Dianeth Matos de Ospino, ambos empleados de Morgan & Morgan. 

Ese bufete jurídico ejercía como agente residente de las dos corporaciones y no requería dar a conocer quién o quiénes eran sus verdaderos propietarios. 

Esa era su ventaja, disfrutar del anonimato y no tener obligación alguna de informar sobre sus transacciones exteriores. Hacer toda actividad que no esté expresamente prohibida por la ley. Tampoco debían presentar informes anuales, ni declaraciones de impuestos. Estaban solamente obligadas a pagar anualmente en la fecha de constitución, un impuesto al Gobierno de 300 dólares. 

Swimwear fue la primera empresa de Fabricio Correa que ingresó al paraguas de EICC. Según la escritura que reposa en la Notaría 29 de Guayaquil, la compañía fue constituida por Manuel Moreira Barreiro y Rodolfo Sancán Olivo con capital de 800 dólares, el 28 de marzo de 2007, y se inscribió en el Registro Mercantil el 4 de abril del mismo año.

El 16 de mayo de 2007, la junta de accionistas de Swimwear designó como gerente a Máximo Villavicencio, por 5 años.

Como a Fabricio Correa, socio de Villavicencio, no le parecía adecuado ese nombre para una constructora, optó por cambiarle de nombre a Megamaq. Así, la junta de accionistas de Swimwear reunida el 8 de octubre de 2007 en el callejón Chambers entre la 18 y la 19, barrio marginal al suroeste de Guayaquil, acordó el cambio de denominación, domicilio (a Quito) y aumentar el capital.

A la sesión concurrieron los socios Villavicencio (200 acciones) y la compañía EICC (600 acciones) representada por su apoderada Neida Andrade Ocampo, de nacionalidad panameña, según reza el acta, pero la documentación oficial establecía que posee cédula de ciudadanía con número correspondiente a la provincia de Bolívar. 

Con el aumento de capital que la junta aprobó en la mañana del 8 de octubre, el capital quedó integrado con 200.200 acciones de Villavicencio y 600.600 acciones de EICC, en total 800.800 dólares. 

Diez meses después, EICC transfirió acciones a Villavicencio y la participación accionaria de cada uno quedó en 10% y 90%, en ese orden.

En el año 2007, Neida Andrade Ocampo fue candidata a asambleísta provincial suplente del movimiento MCHP, lista 63, que lideraba Pierina Correa Delgado. 

El 9 de marzo de ese año, el presidente de la República, Rafael Correa Delgado, mediante Decreto Ejecutivo 174 la nombró delegada suplente del Directorio de Corpecuador. Un cargo similar ocupó en Cedegé, en representación de la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (Senplades), de la Presidencia de la República. 

El equipo investigador de Expreso trató de comunicarse en varias ocasiones con Neida Andrade. En Cedegé no tenía registrada oficina y la correspondencia siempre la enviaban a su domicilio en la ciudadela Samanes. En una reunión de directorio estuvo a punto de contestar la llamada, pero al final quedó en espera.

Su participación en esa entidad representaba un evidente conflicto de intereses.  ¿Por qué? Cedegé es la entidad estatal dueña de Hidronación, empresa constituida especialmente para manejar la presa Daule-Peripa y construir el Proyecto Multipropósito Baba, una obra que fue adjudicada al consorcio Hidrolitoral, del cual Megamaq (cuya accionista es Engineering y Fabricio Correa Delgado) es subcontratista. 

La otra empresa, International Energy Overseas Corporation, estaba representada por la ecuatoriana Margie Elizabeth Harb Touma —amiga de la familia igual que Neida Andrade, según una fuente reservada—, una ex ejecutiva de seguros Atlas de la que poco se logró indagar. Su nombramiento de apoderada fue protocolizado en la Notaría Quinta de Panamá, el 2 de noviembre de 2007.

En el Registro Único de Contribuyentes señala que el asesoramiento empresarial es su actividad económica. Expreso la localizó vía telefónica y al consultarle sobre su presencia y relaciones en Overseas respondió con sorpresa que se trataba de un “tema particular al que no podía referirse”.

La anónima Overseas en un solo mes compró acciones en tres compañías. El 9 de abril de 2008 pasa a formar parte de Poweractivity con una inversión de 500 dólares. El 17 de abril adquiere 450 mil dólares en acciones de Generación Oriente S.A., una empresa que intentaba desarrollar un proyecto termoeléctrico en Zamora Chinchipe y que tiene como principal socio a Alfonso Romero Carbo con un capital de 1’035.000 dólares.

El 21 de agosto de 2008 aportó 600 dólares a la creación de Maq. Activity, según escritura de la Notaría 29 de Guayaquil.

Pero el 31 de octubre esta empresa de papel mostraría su verdadero poder económico al adquirir en cuatro millones de dólares el paquete total de acciones de Cosurca, que tres días antes de la transacción obtuvo un contrato del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) por más de 29 millones de dólares. 

Fue valorada por sus activos, terrenos, oficina en Quito y maquinaria (1.5 millones de dólares), más una tasa por la marca y prestigio del nombre de Cosurca (un millón de dólares). 

Por último se estableció un valor de 1.5 millones de dólares por el negocio en marcha, generado por el contrato obtenido para construir la vía Arenillas-Alamor-Zapotillo-Lalamor, que representaría la mitad de la utilidad bruta esperada por ese negocio. 

Al 5 de enero de 2009, la sociedad panameña Engineering International Consultants Corporation figuraba como accionista de la compañía ecuatoriana Quality Outsourcing, con una participación de 200 mil dólares en un capital de 500 mil dólares. Los otros accionistas eran Cristóbal Aurelio Accini Saavedra y Cristina Muñoz Muñoz.

Un nuevo perfil

“Porque a todo el que tiene le será dado, y tendrá en abundancia; pero al que no tiene, aun lo que tiene le será quitado”. La cita es parte de la parábola bíblica sobre los talentos, que Fabricio Correa, católico creyente, adoptó como ideario en su vida y que invoca siempre cuando habla de su éxito como empresario.

Ha confesado que ahora le “llueven” las propuestas para formar sociedades en todo tipo de negocios. Pero él es de los que piensan que esto es como el bufé dominical de un hotel de lujo: está servida una variedad de platos, pero no es posible comérselos todos. Solo los que puede...

En el menú de negocios que son de su preferencia están: la explotación minera, la construcción de carreteras, los proyectos hidroeléctricos, la producción agrícola y las inversiones inmobiliarias. Esas actividades figuran dentro de su plan de expansión empresarial, cuya área de influencia abarcaría las provincias de Guayas, El Oro, el Austro y parte de la Amazonía.

Su  sueño  es  convertir  a sus empresas constructoras —Megamaq, Cosurca, Aplitec, Helptec— en especialistas en diseño y montaje de medianas centrales hidroeléctricas en el país.

Como propietario de terrenos en la zona costera de Engabao (Guayas), conoce del gran potencial turístico de la península de Santa Elena. Por eso es que todas sus inversiones inmobiliarias, que son considerables, se ubican desde Manta (Manabí) hacia el sur de la geografía ecuatoriana.

El hermano mayor del presidente se define como un empresario triunfador. Y con un patrimonio importante, cuya cuantía es receloso en revelar. Hombre precavido, ha sabido asesorarse legalmente para cuidar su nombre y lo ganado en 25 años de profesión. Su abogado de confianza, Joffre Campaña, lo asesora desde hace 10 años en el manejo mercantil y legal de sus negocios.

Estima que ser persona exitosa es de mucho riesgo en el Ecuador. Sobre todo por el ambiente de inseguridad. De ahí su reproche a que lo obliguen a una declaración patrimonial, pues desconfía de la privacidad de la información que garantizan las autoridades tributarias.

Ha confesado que durante la presidencia de Gustavo Noboa —su educador en los grupos de reflexión cuando joven— una vez iniciado como contratista del Estado, aprendió cómo funcionan los círculos oscuros del poder. 

Su andadura le ha hecho ver que enriquecerse ilícitamente es fácil en el país y, de hecho, conoce casos de funcionarios que lo han logrado. Está consciente también de que la familia pasa a ser políticamente el lado vulnerable de un mandatario. 

Cree que ser hermano del presidente significa crearle un frente de problemas. De ahí que se considere un “hijo de cura”, porque todos se creen con derecho a agredirlo, pues saben que el gobernante no va a salir en su defensa.

Su cercanía al poder le ha enseñado también que este no es eterno y que, una vez que su hermano deje la Presidencia, puede empezar una feroz persecución en contra de él y su familia.

Por eso se confiesa particularmente cuidadoso. Ha tomado sus previsiones —una bendición, le llama— para evitar los señalamientos en su contra: posee por lo menos 15 años de reportes de fuentes y usos de bienes, con los que puede responder por cada uno de sus patrimonios. 

Desde finales de los noventa no posee cuentas bancarias y tanto sus bienes como los recursos que generan sus negocios como contratista, están protegidos en fideicomisos. Así también lo están los créditos por más de 18 millones de dólares que adeuda por la compra de maquinaria para sus constructoras.

La idea de confiar los bienes a un ente fiduciario se concretó desde el día cuando empezó como contratista público, pensando en cuidar su nombre, que considera el mejor legado para sus cinco hijos. Así fue como creó el primer fideicomiso, al que llamó Río Guayas Trust, para su trabajo con Codeloro, en 2001, el cual le ha dejado amargos recuerdos porque fue declarado contratista incumplido dentro de un litigio legal que aun no culmina.

Todos sus bienes están a nombre de empresas porque ha previsto que si en un futuro las quiere vender, solo tiene que negociar las acciones. El patrimonio familiar está separado de las empresas y nunca pondría su casa como garantía. 

Fabricio Correa considera que así como el ser hermano del jefe de Estado origina molestas situaciones, también ofrece oportunidades. De ahí la prosperidad de sus negocios, respecto de los cuales no se cansa de defender su legalidad y transparencia. 

Ha confesado que no es beneficiario de información privilegiada para ganar los contratos con el Estado y que su hermano, el presidente, conocía de esto.

En el actual Gobierno rehuyó a los contratos declarados como emergentes, para evitar suspicacias. Pero no estaba dispuesto a “dejar pasar el bus” en las posteriores convocatorias regulares. Para ello adquirió la empresa Cosurca, con tres socios más. 

Él insiste en que su patrimonio, capital de las empresas, los terrenos y las inversiones, los tenía desde mucho antes que su hermano Rafael asumiera el poder. Ahora lo más seguro es que crezcan, reconoce. 

Pero Fabricio Correa, dueño de una veintena de empresas, algunas con millonarios contratos con el Estado, no quiere legar riquezas a sus hijos. Anhela educarlos y prepararlos para el futuro. Eso sería, como dice la parábola bíblica que siempre evoca, entregarles los talentos para que ellos los multipliquen. 

Con domicilio en Durán 

Cuando Fabricio Correa entregó su planta de Aplitec, que funcionaba en el cantón Durán, su personal se redujo de 40 a cuatro empleados. Por razones prácticas tuvo que domiciliar la empresa en la casa de uno de sus amigos y correligionarios. 

Es así que el Registro Único de Contribuyentes de la compañía registra como dirección en el Servicio de Rentas Internas (SRI), la ciudadela Bellavista de Durán, manzana A, solar 15, junto a la escuela Maravillas Infantiles. Este es también el domicilio de Malasoma, una de sus empresas inmobiliarias.

En la actualidad, Aplitec despacha en las oficinas de Helptec, el piso 17 del edificio Finansur, de la avenida 9 de Octubre entre Los Ríos y Esmeraldas, pero en el SRI también señala como establecimiento adicional las calles Alejo Lascano 205 y Ximena, donde está el departamento que perteneció a su difunto padre.  

Me llama mucho la atención que el hermano del presidente tenga una empresa en Panamá.

Alberto Acosta, fundador de Alianza PAIS; ex presidente de la Asamblea Constituyente

A pesar de abrirse un debate sobre la legalidad o no de las contrataciones, el tema de la razón ética seguía sin entrar en escena, especialmente en Carondelet y en el seno del movimiento oficialista.  Fue Alberto Acosta, ex presidente de la Asamblea Constituyente y por entonces ya un disidente del Gobierno y del Movimiento de cuya constitución fue ideólogo, quien plantó la pica en el eje de lo ético. 

Acosta había sido literalmente expulsado del reino a finales de 2008. Reconocido por propios y opositores como un político e intelectual íntegro, este iconoclasta miembro de una poderosa familia de banqueros quiteños, de filiación izquierdista, no dejó de ser una piedra en el zapato con sus críticas al régimen que había acabado de abandonar.  Acosta alertó sobre los riesgos que corrían el Gobierno, el movimiento oficialista y el propio presidente de la República, por las vinculaciones empresariales de Fabricio Correa con el Estado. Él creyó entonces que esta [la denuncia de los hechos] debía ser la oportunidad para que el Gobierno y el Movimiento actúen y en la práctica demuestren la coherencia entre el discurso y la acción política. Y pidió a “su amigo” Rafael Correa, que encabece el proceso para investigar los contratos de su hermano.

—EXPRESO. El presidente ha pedido al diario Expreso que le dé explicaciones por la investigación a su hermano; ¿no debería ser el presidente el que le dé una explicación al país?

—ACOSTA: La investigación periodística no tiene que establecer legalidad ni ilegalidad. Los medios no son fiscales ni jueces, los medios tienen que informar. Y creo que después de la declaración que hizo pública el hermano del presidente ya no hay más que hablar del tema. Es real, dice, es verdad y dice incluso que tiene otras propiedades. Entonces hay que reclamar que se siga investigando. Por lo tanto, el medio no tiene que hacer un juicio de valor. Si hay alguna ilegalidad es tarea de las autoridades correspondientes. Los fiscales tendrían que entrar, tendría que entrar la Justicia. Creo que el presidente de la República debería ser el más interesado en que se transparente todo.

—Al parecer, nadie quiere encarar una investigación sobre el hermano del presidente.

—Hay un tema legal que tiene que aclararse. En la Ley de Contratación Pública, el artículo 62 prohíbe a los familiares de los funcionarios públicos que hagan contrataciones con el Estado. Claro que él lo ha hecho a través de intermediarios, pero eso es desagradable; habría que ver desde lo legal que eso se aclare y hay que esperar que intervenga la Contraloría y la Comisión de Fiscalización, porque eso le va a hacer muy bien a la Comisión y al Movimiento PAIS, que debería aclarar absolutamente ante el riesgo que se corre si el tema queda ahí.

—¿Cómo entender que es el mismo hermano del presidente el que acaba haciendo lo contrario de lo que pregona el Gobierno?

—¿Cómo es posible que el hermano del presidente tenga una empresa en Panamá? Eso me llama mucho la atención. Yo sí creo en el presidente de la República cuando dice que está defendiendo la economía, que está empeñado en que vengan los capitales al país, y su hermano tiene una empresa fuera del Ecuador, en un país que se le conoce como un paraíso fiscal, porque no se pagan impuestos, hay una serie de prácticas propias de los paraísos fiscales, que han sido cuestionadas abiertamente por el mundo actual en medio de la crisis y frente a los cuales el presidente Correa tiene una actitud categórica: hay que acabar con los paraísos fiscales.

—¿Qué otro tema debe preocupar en esta situación?

—Hay que saber en qué medida el ser hermano del presidente le dio una serie de ventajas al señor Correa para obtener información de mejor calidad que la que tenían sus contrincantes en los concursos. Si el hermano del presidente llega a un ministerio no va a hacer antesala, seguramente llegará hasta donde el ministro. ¿Qué informaciones tuvo? Ese es un tema muy complicado. Por eso se ha dicho, con razón, que la mujer del César no solo tiene que serlo sino parecerlo. En este caso, el hermano del César no solo tiene que ser honesto, sino parecer honesto.

—¿Cómo debería actuar el presidente Correa en este caso?

—Él debería dar paso a una investigación profunda, si hay algo ilegal, que se sancione, sea quien sea. En eso tiene que haber absoluta claridad y transparencia, eso le va a hacer bien a él, a la democracia y al país en general. Y luego debería ya buscar algún mecanismo para que su hermano no intervenga en ese tipo de negocios con el Estado. Es lo que debería haber hecho desde antes, por eso yo creo que es una situación lamentable y reprochable, pero es un momento en el que debe dar un golpe de timón, sanear las cosas y abrir la información. Y si hay situaciones ilegales, que se sancionen, para eso están los jueces. Lo demás quedará en otro de los ámbitos que nos interesan, el de la libertad de expresión.

Después de las investigaciones, en las que no va a haber nada raro, voy a quedar vacunado para todo lo que venga después.

Fabricio Correa Delgado

Declaraciones en Canal UNO, 18 de junio de 2009

Así que mientras el ideólogo y fundador del Movimiento PAIS se preocupaba de que el presidente aprovechara los hechos para dar un golpe de timón, el hermano del presidente, Fabricio Correa se iba paulatinamente convirtiendo en estrella mediática. Y dando entrevistas con expresiones poco felices que seguían horadando la credibilidad en el Gobierno de su hermano. El jueves 18 de junio, el contratista Correa dijo en una entrevista en la estación televisiva canal UNO, que la investigación publicada en el diario “ha divulgado algo que a mí me hubiera costado mucho dinero y mucho esfuerzo. Después de las investigaciones, en las que no va a haber nada raro, voy a quedar vacunado para todo lo que venga después”. Correa se mostraba seguro en sus intervenciones. A ello le ayudaba que muchos entrevistadores y presentadores poco o nada habían leído de la serie de reportajes que se habían publicado sobre El Holding. Así que las intervenciones de Correa casi que se convertían en un monólogo. Llegó el caso en que uno de los entrevistadores estrella de una estación televisora de alcance nacional pretendió enfrentar en un debate a Christian Zurita, uno de los investigadores del caso, y al propio Fabricio Correa. Empezaba a imperar la noticia como espectáculo. En radio Democracia, entrevistado por el veterano periodista Gonzalo Rosero, advirtió que la Contraloría no podía investigarlo, porque él no era funcionario público ni contratista, pero “yo mismo he pedido, y lo vuelvo a repetir, que chequeen los contratos”. 

Todos los contratos públicos y privados que le pertenecían, estaban bajo fideicomiso. “En mi condición, tengo que cuidarme más y más al presidente. Todo absolutamente, para que no se diga que por ahí viene algún billete para Rafael o me dan preferencia; todo, absolutamente todo está fideicomisado”, dijo en esa ocasión. Para Correa, el fideicomiso era un patrimonio aislado, en donde uno pone, por ejemplo, una casa o un dinero con instrucciones, y las instrucciones en su caso eran —según dijo— el dinero se tiene que usar exclusivamente en la obra y recién “yo puedo ver mi utilidad, si es que la hay, cuando la obra sea entregada”.

Mientras eso pasaba en los estudios de radio y televisión, el equipo de investigación revelaba en una nueva edición, las vinculaciones familiares entre parientes del presidente de la Comisión Legislativa y de Fiscalización (Parlamento y luego llamado Asamblea Nacional), Fernando Cordero, y los accionistas de una empresa que estaba asociada con otra empresa de Fabricio Correa para una obra vial. Cordero era, supuestamente, quien daría luz verde a la investigación y fiscalización de los contratos del hermano del presidente.

El parentesco político era entre el dignatario y Manuel Arturo Carvallo Estrella, representante legal del Consorcio Amazónico. A este grupo se le había adjudicado  la construcción y mantenimiento de la vía Milagro-Indanza-Gualaquiza, tramos 1 y 2, obra en la que Fabricio Correa reconoció su participación.  El monto fue de 15,4 millones de dólares.

La compañía Carvallo AZ se dedicaba entonces a la construcción de obras de ingeniería civil.  Empezó sus actividades el 6 de febrero de 1976 y su gerente general a la fecha era Manuel Arturo Carvallo. La empresa era una antigua contratista de los municipios de Cuenca y Machala, y de la prefectura del Azuay. En 2008 tuvo un contrato con el Estado para el recapeo de la pista del aeropuerto Mariscal Lamar, de la ciudad de Cuenca.

También se reveló en la misma entrega que Joaquín Cordero, hijo del presidente del Parlamento, era asesor de contratación del ministro Jorge Marún, de cuyo despacho salieron todos los contratos viales para las empresas del hermano del presidente. 

El contrato de la vía lo adjudicó, esa vez, el ministro encargado, Trajano Vélez, luego de un proceso de licitación pública, el 8 de abril de 2009. Carvallo Estrella es primo hermano de la cónyuge de Cordero. Otro parentesco revelado en este caso fue el del hijo del propio presidente de la Comisión. Joaquín Cordero Carvallo tuvo una importante participación en la adjudicación de los proyectos de reconstrucción y mantenimiento vial, de hecho, fue él quien coordinó la ejecución del Plan Relámpago y de las dos emergencias viales. 

Joaquín Cordero ingresó al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, MTOP, el 2 de enero de 2008, con un contrato ocasional y un sueldo mensual de 3.240 dólares.

Mientras eso sucedía, el presidente Cordero acudió a una entrevista al portal de noticias www.ecuadorinmediato.com, donde advirtió que la fiscalización a los contratos de Fabricio Correa debía estar documentada, de lo contrario, dijo, no se podían iniciar acciones legales. “La fiscalización diferente, responsable, tiene que estar documentada, avalada por una investigación”, dijo entonces. Y minimizó la investigación periodística: no podemos estar informados por la prensa de hechos que pueden afectar intereses del Estado.

En el ínterin de estas nuevas revelaciones, varias voces ilustradas y respetadas en el país se hicieron escuchar. El golpe moral y político era muy fuerte para que personajes como Julio César Trujillo se quedaran callados. Trujillo, un jurista de mucha experiencia política, de izquierda y ex candidato a la Presidencia de la República, fue consultado por los periodistas para que sustentara, desde su visión, la legalidad o ilegalidad de los contratos. El abogado contestó, pero no dejó de derivar su tema hacia lo ético.

—¿Existe o no una ilegalidad en este tipo de contratación?

—Efectivamente las empresas del hermano del presidente han celebrado contratos con el sector público y la Ley de Contratación Pública prohíbe que las personas que tengan vínculos consanguíneos o de afinidad celebren contratos. Creo que más allá del texto hay que buscar los motivos por los cuales la ley se dictó.

—¿Y quién debe, en este caso, aplicar la norma con la suficiente legitimidad para tomar una decisión?

—Hay un plano estrictamente jurídico que será conocido por los jueces. Pero aparte de lo estrictamente jurídico hay otros ámbitos en los que estos problemas se debaten. El primero es el debate político en el que será el pueblo el que tome su decisión, que será de trascendencia presente y futura. El hermano del presidente acepta públicamente que sus empresas panameñas le sirvieron de “cortina”. 

—¿Es este el reconocimiento de una ilegalidad?

—Él podría decirnos la verdad y el resto serán suposiciones que nosotros hagamos. Yo pienso que lo más grave del asunto es que esté involucrado el hermano del presidente en esos contratos, que más allá de que sean legales o ilegales generan un problema de opinión. Entonces el problema es ético-moral más que legal… 

Ciertamente es más difícil juzgar en el ámbito moral porque eso cae en la conciencia de las personas. De una parte habrá los que le creen al hermano del presidente y de otra los que no le creen, y de esa forma se ha dividido la opinión del país. Esta es una de las consecuencias políticas perjudiciales a la paz social e inclusive a la convivencia de los ecuatorianos. Se traduce en un problema de credibilidad cuando Fabricio Correa dice que su hermano conocía de sus empresas y por otro el presidente lo contradice… Es una deplorable contradicción y le resta credibilidad a la palabra del presidente. Ahora se está en la alternativa de creer a uno de los dos y decidir cuál de los dos dijo la verdad. Ese solo dudar de la palabra del presidente lo debilita.

—¿Esto demuestra lo vulnerable que puede ser un presidente?

—Por eso se crea la ley, porque estos problemas traen consecuencias políticas que hay que evitar. Por eso son las normas que es mejor respetar.

—¿Qué actitud debería tomar el presidente?

—Yo no debo dar consejos, solo espero que se aclaren muy bien las cosas y que este sea un incidente político de los tantos que hemos vivido. Ojalá los contratos no sean lesivos al Ecuador, porque si esto se comprueba, el país habría perdido la fe. Se está creando una convulsión social en la conciencia de la gente y eso es malo porque la paz también depende de que haya tranquilidad en la mente y el corazón de la gente. 

En todo caso, si los perros ladran es señal de que estamos avanzando, ¿verdad?

Rafael Correa Delgado, presidente de la República

Enlace 125, sábado 20 de junio de 2009, al referirse a las denuncias sobre los contratos de su hermano.

El silencio de Carondelet ya hería los oídos. En los corrillos del Palacio de Gobierno se había dicho que el presidente le saldría al frente a la situación en el informe de labores de los sábados.  Lo hizo en las míticas pirámides de Cochasquí, unos 50 km. al norte de Quito, en la provincia de Imbabura. Cochasquí era y es un espacio simbólico. Cuna de una antigua cultura, estas 15 pirámides levantadas, y cuyos restos apenas estaban en observación y rescate arquitectónico, mostraban en la Tierra las señales del Universo: eran un observatorio astronómico para medir el tiempo, y un observatorio natural, para prevenir la guerra. 

Ahí llegó Correa en  medio del aplauso de muchos seguidores.  ¡Tres rases presidente Rafael Correa! ¡Ras, ras, ras presidente Rafael Correa! Gritos, vivas y aplausos. Con la canción “Patria”, tomada por el Gobierno como su símbolo musical, empezó este diálogo del presidente, tan esperado por muchos. Era el enlace ciudadano 125, en vivo y en directo desde la parroquia Tocachi. Correa empezó con “un inmenso abrazo” a todos los ecuatorianos y recordó que la gente lo apoyaba por haber votado por sus propuestas en siete elecciones sucesivas. “Vaya que tenemos que informar mucho. Esta semana sí que ha sido dura, como se les advirtió”, reconoció el mandatario. Se dijo que en esta lucha contra los medios iban a meterse contra los familiares del presidente, “en todo caso, si los perros ladran es señal de que estamos avanzando, ¿verdad?”. Correa relató como el lunes 15 de junio, por la tarde, cuando ya eran públicas las contrataciones de las empresas de su hermano con el Estado, se había reunido en el Palacio de Carondelet con todas las autoridades de control, “en verdad son reuniones sociales”. Y eso es lo que fue en esta ocasión, a pesar de la dimensión de las denuncias. Pero de inmediato entró al tema que todos esperaban. Muchas de las cosas que está sacando ahora la prensa, para tratar de botar lodo con ventilador: que mientras Cosurca tenía problemas con el Ministerio (MTOP) se le dio dos contratos… La Ley solo impide que una empresa participe como contratista cuando se la ha declarado contratista incumplido [sic], dijo el presidente. Durante tres horas y 46 minutos que duró la intervención, el presidente no dejó de insultar a la prensa,  con epítetos como “ya no caigamos en las manos de estos payasos”. Su tono era confrontacional, como siempre, pero había un énfasis más seco, más resentido en sus palabras, ya de por sí cargadas de resentimientos (“créanme que a veces da naúsea esa gente. Estamos convencidos que uno de los mayores enemigos que tenemos es cierta prensa corrupta, y nos estamos preparando para enfrentarla con toda la legitimidad, con estricto apego a la ley, a esa prensa corrupta”. “No vamos a permitir que se apoderen de la comunicación de este país unas cuantas gavillas de mafiosos, así nos han dominado”). Durante dos horas y más, Rafael Correa evadió el tema. Especialmente destacó los resultados electorales de ese domingo anterior, que beneficiaron ampliamente al oficialismo, y se burló del acuerdo entre los opositores Lucio Gutiérrez y los ex socialcristianos derechistas de Madera de Guerrero. Contó su historia en el Banco Interamericano de Desarrollo, la “argolla” de los consultores en los proyectos de reforma educativa y otros sociales. Entró a la demostración técnica del Ministerio de Ambiente para el control de los recursos forestales del país. En fin. Al llegar al segmento llamado La libertad de expresión ya es de todos, abordó “el tema que a ustedes les interesa señores medios de comunicación”.

“Realmente esta semana ha habido un bombardeo terrible de la supuesta prensa libre e independiente, ¿de qué? Del pueblo ecuatoriano”. Dijo que no se les iba a permitir a los medios la libertad de manipulación, leyó una parte de la Constitución sobre el derecho de los ecuatorianos a recibir información veraz, verificada, y durante diez minutos fustigó a los ex presidentes Osvaldo Hurtado, Gustavo Noboa y Sixto Durán Ballén, que esa semana habían cuestionado públicamente al régimen por el proceso que se seguía contra el canal Teleamazonas por presuntas irregularidades. Y luego citó el punto del caso de su hermano. Esto es lo que dijo el presidente:

“Se advirtió que se iba a empezar a perseguir a los familiares del presidente. Ya tuvimos una persecución similar. Se acuerdan del caso Ivanhoe, donde hubo una denuncia que decía que mi hermano tenía una oficina en Carondelet, que hacía tráfico de influencias, que por eso Ivanhoe había obtenido su contrato en Ecuador. Pregúntenle al gringo [Peter] Martin, por todo el mundo anda diciendo que no ha encontrado gobierno más transparente que este, porque se hizo la negociación con total pulcritud y transparencia, pero hasta en eso quisieron involucrar a mi hermano. Y ahí salió León Roldós a hablar sus tonterías. Imagínense, cuándo yo he contratado a mi hermano, cuándo cualquiera de mis hermanos ha ocupado un cargo público. A él sí lo puso su hermano como presidente de la Junta Monetaria, y doble corrupción, porque no solo puso a su hermano sino a un incompetente al frente de la Junta Monetaria. Esta gente es tan “caretuco” que ahora viene a hablar. Yo nunca le he dado medio contrato a mi hermano. Ni medio nombramiento, ni a mis primos. ¿Qué pasó con esta denuncia? Que los propios demandantes pidieron el desistimiento de la demanda, porque se dieron cuenta que fueron engañados e iban a perder el juicio. Es mi propio hermano quien no quiere aceptar el retiro de la demanda, porque quiere ganarles el juicio porque tienen que indemnizar estos señores, por las calumnias.

“Pero vamos a ver: lo importante es si hay perjuicio al Estado, si hubo favoritismo, si hay irregularidades en las empresas de mi hermano, que lo digan. Pero, ahora qué se dice. Que había prohibición de que el hermano del presidente contrate. Y que nosotros hemos ayudado a Fabricio. Lo que no dicen estos mentirosos, que no entienden todavía que una verdad a medias es doble mentira, dicen que hay prohibición expresa de que el hermano del presidente contrate con el sector público, y lo que no dicen es que fuimos nosotros los que pusimos este artículo legal [sic]. Esta es la Ley de Contratación Pública que se aprobó en el Gobierno de la revolución ciudadana. Y no solo para parientes del presidente y vicepresidente (lee el artículo 62). Todos ellos están prohibidos de contratar con el Estado y nosotros pusimos este artículo, eso es lo que no dice la prensa mentirosa. Pero se supone que son como personas naturales, claramente de aquí se deriva que son como personas naturales. Si no, imagínense, con todas estas prohibiciones, de repente un legislador tiene un hermano que ha sido contratista público toda su vida, y tiene una empresa y no puede contratar con el Estado. No dicen que ponemos este artículo, porque nosotros sí queremos moralizar el sector público. Y por ahí un medio de comunicación saca: presidente dio luz verde a contratos con familiares. Fíjense qué mentira. Distorsionan groseramente la verdad, este pasquín llamado diario Hoy. Que está bravísimo por la renegociación de la deuda, sí han visto los editoriales; no pueden ocultar su disgusto porque esta vez el país ganó y perdieron los acreedores. Como estos son representantes de los acreedores, querían que estos ganen. 

“Está bien que el hermano del alcalde de Paján no pueda contratar en Paján, pero el pobre hombre no puede contratar en Pichincha, con el Consejo Provincial. Es un absurdo, ahí qué tiene que ver el alcalde de Paján, ahí no puede haber tráfico de influencias. Si o no, les parece lógico o no.  Eso es lo que estamos haciendo con el reglamento de la ley que nosotros mismo presentamos. Pero qué presentan los corruptos medios de comunicación de este país: presidente dio luz verde a contratos con familiares. ¿Se dan cuenta de la clase de prensa que tenemos, compañeros? Estas son las porquerías que nos trasmiten los medios de comunicación (suena la canción de Piero: y todos los días, los diarios publicaban porquerías…). Tenemos que luchar contra esta corrupción. Se dan cuenta, no dicen que hemos propuesto la ley para que hermanos de dignatarios no puedan contratar con el Estado, se entiende que con personas naturales, y se circunscribe donde esa autoridad tiene vigencia. Y qué es lo que publica diario Hoy: presidente dio luz verde a contrato con familiares. ¿Ustedes creen que esto es libertad de expresión, o vulgar manipulación y acción política para perjudicar el Gobierno? Esta es la clase de porquería de medios de comunicación que tenemos en este país. 

“Pero bien, yo acojo las críticas valederas. En estos momentos compañeros, voy a firmar el decreto que ahora sí, prohíbe que se contrate con empresas que son propiedad de empresas de papel en el extranjero (aplausos). Y, segundo, que se develen todos los accionistas de dichas empresas, para que no haya hermanos ni nadie por el estilo. Entonces, se puede evitar que incluso como personas jurídicas, los parientes de los funcionarios puedan contratar. Y estoy prohibiendo, algo que era perfectamente permisible, y nadie se había preocupado antes, pero como ahora está involucrado el hermano del presidente lo quieren satanizar, prohibiendo digo que empresas que tengan contratos con el Estado puedan ceder sus acciones a terceros sin permiso del Estado, para evitar que Cosurca, la empresa que compró mi hermano, que tenía un contrato con el Estado y luego la compró mi hermano, esto era perfectamente legal pero lo vamos a prohibir, porque yo sí creo que cuando se da un contrato se lo da a una empresa con una trayectoria. Por ejemplo Hidalgo & Hidalgo, Herdoíza Crespo. Si cambian de dueño, tengo el derecho como Estado de poner nuevas reglas de juego. Entonces vía electrónica voy a firmar el decreto. Aquí está el asesor jurídico de la Presidencia, porque también le han sacado los medios de comunicación en titulares que Alexis Mera dice que estaba prohibido para el hermano del presidente contratar. Eso es mentira, la prohibición era para personas naturales. Ahora sí vamos a ir más lejos y vamos a hacer que para una contratación pública se tenga que tener los nombres de los propietarios de la empresa y vamos a evitar que familiares de funcionarios públicos puedan participar. Pero Alexis, me gustaría que aclares, ¿era prohibido o no que el hermano del presidente contrate?”.

Alexis Mera: “O sea, la prohibición existe presidente. Lo que pasa es que no ha habido contrataciones de él como accionista. Él no ha sido accionista de ninguna compañía. Obviamente, el Estado no tenía cómo enterarse de que estaba Fabricio Correa atrás o que estaba atrás de otras compañías. Eso es lo  que vamos a evitar con este decreto”.

Rafael Correa: “Con este decreto, les insisto, vamos a dar a conocer los nombres de los accionistas en toda contratación pública y se va a evitar que familiares de funcionarios contraten con el Estado. Se va a prohibir que contraten con el Estado a compañías nacionales cuyos accionistas están domiciliados en paraísos fiscales que determine el Servicio de Rentas Internas. Se va a exigir que las transferencias de las acciones de las compañías que contratan con el Estado sean previamente autorizadas por el Estado”.

“Quiero decirles una cosa. Hasta ahora no me han demostrado que es ilegal lo que ha hecho mi hermano. Pero les tengo que decir con toda sinceridad. Yo, de mi hermano, no hubiera hecho eso. El sabe cuántos buitres tenemos rodeando y rondando nuestra cabeza (aplausos). Que van a aprovechar cualquier cosa para boicotear la revolución ciudadana. Que van a hacer cualquier cosa para desestabilizar al Gobierno. Yo, si hubiera estado en la situación de mi hermano, me hubiera dedicado a la contratación privada y no a la pública si  mi hermano estaba de presidente. Sí, lamento que haya ocurrido esto, a pesar de que, insisto, hasta ahora nadie me ha demostrado que ha habido perjuicio al Estado, nadie me ha demostrado favoritismo, pero mi hermano debió cuidar al presidente de la República y a la revolución ciudadana, sabiendo cuántos buitres tenemos rondando nuestras cabezas. Así que si esto limita derechos legítimos de mi hermano o de cualquier otro empresario, lo siento mucho. Ese bien mayor que se llama revolución ciudadana, está por sobre los intereses legítimos de cualquier empresa y cualquier empresario. Y yo protegeré el proceso de la revolución ciudadana. No dejaré margen para que los buitres de siempre, esa prensa corrupta, trate de sembrar dudas de la transparencia de nuestro Gobierno y de nuestro proyecto político”. 

Estas cuatro prohibiciones: que familiares de dignatarios accionistas de empresas no puedan contratar con el Estado, que se deban revelar los nombres de todos los accionistas naturales de una empresa, que no se pueda contratar con el Estado cuando se tiene como accionistas a empresas domiciliadas en paraísos fiscales y no se pueda transferir acciones de empresas que tengan contratos con el Estado sin autorización de este, causaron escozor no solo en el país sino en el exterior, especialmente en Panamá. El abogado Alexis Mera leyó entonces el decreto que en una de sus partes decía que se buscaba evitar la simulación jurídica, reconociendo implícitamente con ello, al menos dos de las irregularidades en las que cayó el hermano del presidente, la otra fue el haber domiciliado sus empresas en Panamá, uno de los llamados paraísos fiscales.  

El presidente continuó  con su informe. “Algunas cosas interesantes para que vean la doble moral. Aquí aparecen los buitres, para que vean su pequeñez de alma. Piensan sucio y tratan de ensuciar al resto. No es verdad (que Fabricio Correa) tenga contratos por 80 millones de dólares. Hay muchos contratos anteriores, otros en sociedad, por ejemplo Mazar y Baba. Ahí no interviene el Estado”.

El presidente había asegurado días antes, cuando apenas se reveló el escándalo, que nada sabía de los negocios de su hermano. 

“Aquí viene la hipocresía de esta gente. Yo no he nombrado a mi hermano, yo no le he dado medio contrato. Ni siquiera me he enterado de sus negocios. Y me molesta que haya contratado con el Estado”.

Y de inmediato, el presidente se puso a comparar lo que había pasado en el Gobierno de Alfredo Palacio con su hermano Gustavo, y lo que había dicho entonces Emilio Palacio, otro hermano del ex presidente, jefe de la página editorial de diario El Universo y uno de los columnistas más críticos del régimen. Cuando leía el nombre alguien puso mal el segundo apellido del ex mandatario. Le hizo decir a Correa que era Palacio Urrutia y no Palacio González, como era verdaderamente. “Hagan bien las cosas señores, se exasperó el presidente, por favor sancionen al que ha hecho esto, no podemos ser tan ligeros, estamos cayendo en lo mismo que criticamos a la prensa”. Cuestionó Correa el nombramiento que hizo Alfredo Palacio de su hermano como gobernador alterno ante el Banco Interamericano de Desarrollo, con un salario de 12 mil dólares mensuales. Pero cuando Rafael Correa fue ministro de Finanzas de ese Gobierno, tampoco dijo una palabra, no le pareció tan grave como ahora lo estaba exponiendo. “¿Qué dijo Emilio Palacio, entonces? Cuando su hermano estaba ahí sin estar calificado, porque es un cargo financiero. Aquí el presidente Palacio puso a su hermano, hermano del articulista, doctor de la ley Emilio Palacio. Ahí ustedes ven la hipocresía y corrupción de nuestra prensa, compañeros”.  ¿Qué dijo Rafael Correa, ministro de Finanzas, entonces? Luego le tocó el turno a Carlos Vera, el entonces periodista de televisión más visto del país, y ofreció para el siguiente sábado revelar cómo Vera fue nombrado como representante al BID por el presidente Abdalá Bucaram. 

Y entonces, Rafael Correa dio rienda suelta a su venganza. La dejó para el final, pero fue la retaliación que se tomó con toda la prensa del Ecuador, por el delito de uno de sus diarios de haber revelado que su hermano mantenía contratos con entidades de su Gobierno. “Esta gente no tiene calidad moral, y pretenden ser los profetas del bien y del mal en este país, dijo Correa. Veamos las vinculaciones, a ver si los medios de comunicación hacen las investigaciones que han hecho con mi hermano: empresas en paraísos fiscales. No justifico a mi hermano, pero todas estas son empresas en paraísos fiscales, para ver si la prensa hace la misma investigación. Grupo El Comercio, 50% nacional, 49% extranjero, empresas de Islas Vírgenes, Estados Unidos y Panamá. Recuerden en el sector público, no van a poder contratar con diario El Comercio, después que no digan que es atentado a la libertad de expresión. Otros ejemplos. Diario El Universo. Desde la última vez que denuncié ya bajaron algunas empresas (extranjeras) y pusieron a los Pérez, como dueños, como efectivamente son. Pero todavía siguen siendo propiedad de empresas [sic] en las islas Gran Cayman. Recuerden, el sector público tampoco podrá contratar ninguna publicidad con diario El Universo. Acuérdense. Ahora está Vanguardia: 55% nacional, 45% extranjero, empresas de Colombia y de Islas Vírgenes. Recuerden, estas son de papel, las otras no. Recuerden, el sector público no podrá contratar con Vanguardia. Sigamos. Editorial Minotauro, diario La Hora: 73% nacional, 23% extranjero. Empresas en Bahamas y en Inglaterra. Y estos son tan “caretucos” que quieren dar clase de moral. Tráigame el titular de La Hora de hoy, ordenó. No podremos contratar con estos diarios. Industrial Molinera, que es accionista de Granasa, diario Expreso. 63% de sus acciones [de Molinera] están en empresas fantasmas de Bahamas. Sigamos: vínculos en los medios impresos, lo que Ignacio Ramonet llama el latifundio informático. Aquí están las vinculaciones de diario La Hora con Vanguardia, con diario Expreso, Extra. Este señor Vivanco Salvador, Vivanco Riofrío, los prohombres de la patria. Bueno, hagan la investigación, para que vean cómo esto es una trinca y para que vean, por ejemplo, accionistas de Expreso, Industrial Molinera, tiene sus acciones en empresas fantasmas. El Estado no podrá contratar con ninguno de estos medios. Que les quede clarito, compañeros.

“Ahora, miren la porquería que saca diario La Hora: Denuncian chantaje en caso Cosurca. Al parecer —se cuidan— hubo presiones presidenciales a las empresas. Desafío a diario La Hora que demuestre si yo alguna vez siquiera conocí a un accionista de Cosurca, y pruebe esta infamia que por supuesto cobardemente la pone en ligth [sic], al parecer, pero lanzan el infundio. Ellos creen que con estas trampitas eluden su responsabilidad. Ellos tienen que verificar la información, y los desafío, para el próximo sábado que demuestren si yo alguna vez conocí a uno de los accionistas de Cosurca,  la empresa que compró mi hermano. ¡Mentirosos! ¡Corruptos! No vamos a permitir que nos sigan manipulando. El que nada debe nada teme compañeros, no me pueden enlodar a mí, entonces están buscando parientes, tergiversando las cosas. Pero mientras más nos ataquen, más medidas concretas tomaremos, les callaremos la boca”. 

Sus intereses pasan por aquí. Más vale que nos vayan tratando mejor.

José Raúl Mulino, ministro de Gobierno [designado] de Panamá.

Las reacciones a este furibundo discurso no se hicieron esperar. Fue el ex presidente Alfredo Palacio, quien desmintió a Rafael Correa. Al ser consultado sobre el cuestionamiento de que su hermano Gustavo fue nombrado en su Gobierno como representante del Ecuador ante el BID, dijo que ese nombramiento lo hizo el entonces ministro de Finanzas de su régimen: Rafael Correa Delgado.

Pero la reacción más fuerte llegó tras las medidas impuestas en el decreto ejecutivo 1793. Roberto Aspiazu, dirigente empresarial del Comité Empresarial Ecuatoriano dijo que las medidas eran ya extemporáneas: los contratos con su hermano ya están suscritos. El empresario aun no podía calcular el impacto corporativo y en los negocios que tendría la prohibición en lo referente a los paraísos fiscales. Una fuente del mercado asegurador dijo a su vez que la prohibición de transferir sus activos sin permiso del Estado mientras se mantuviera contratos con este no tendría mayor impacto, pues históricamente los contratos celebrados entre compañías y el sector público escasamente o nunca habían sido transferidos, mientras se ejecutaban, a una tercera persona. Al parecer el caso solo se había dado con el hermano del presidente. El decreto establecía que se constituirá como causal de terminación unilateral y anticipadamente del contrato “el que no se notifique a la entidad contratante la transferencia, cesión, enajenación, bajo cualquier modalidad de las acciones, participaciones o cualquier otra forma de expresión de la asociación”.

La decisión del primer mandatario trajo consecuencias. La primera, más fuerte y menos esperada, vino de Panamá. “Si Ecuador hace eso, a ninguna empresa ecuatoriana se le permitirá hacer negocios en Panamá”, amenazó el designado ministro de Gobierno y de Justicia, José Raúl Mulino. En ese momento, Panamá estaba dando un cambio de timón y de gobierno, de la izquierda a la centro derecha, lo cual hacía que el país perdiera a uno de sus amigos ideológicos. Ecuador al momento de esta advertencia era el quinto usuario, en volumen, del Canal. “Sus intereses pasan por aquí, así que más les vale que vayan tratando mejor a Panamá. Si en el Gobierno de Torrijos no se ha usado esta Ley, en el Gobierno de Ricardo Martinelli sí se aplicará para aquellos países que de manera injusta o indiscriminada nos coloquen en listas negras”, agregó. 

Una amenaza tan grave para el comercio internacional nunca había sido emitida desde Panamá contra Ecuador, por lo general socios amistosos en todos los aspectos. Mulino se refería a la Ley de Retorsión que establece un trato recíproco a cualquier país que discrimine a una persona natural o jurídica de procedencia panameña. Pero ese momento, las autoridades de ese país aun evaluaban los impactos de las declaraciones y el decreto tomado por el presidente Correa. Esperaban analizarlas para tomar una posición, dijo en tono más diplomático el viceministro de comercio exterior panameño, Severo Sousa. Pero advirtió que si la disposición es amplia, las empresas de la Zona Libre de Colón, que proveen a tiendas de los militares en Ecuador se afectarán. Sin proponérselo, Sousa tocaba un tema sensible.  Además, Mulino anunciaba que Panamá podría prohibir a las compañías ecuatorianas la celebración de negocios locales.

La amenaza no era pelo de cochino. Por el Canal de Panamá transitaba a la fecha el 80% del comercio exterior ecuatoriano. Para el experto Emilio Aguilar, la advertencia no tenía sentido: por ser de uso universal y público Panamá no podía restringir a ningún país el traslado de mercadería por el Canal. Una ruta alterna era el paso de Magallanes, en el Sur de América, pero esto implicaba una demora adicional de ocho días en un viaje hasta Europa, amén del incremento de los costos de toda naturaleza. Para Estados Unidos la opción era Los Angeles, cerrándose las rutas de Miami y Nueva York.

El tema de los paraísos fiscales siempre había sido motivo de polémica en el comercio regional y en los procesos de lavado de activos a nivel internacional. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico había identificado 35 países adjetivados como paraísos, cuya característica esencial era la de aplicar un régimen tributario especialmente favorable a los ciudadanos y empresas no residentes, que se domicilien a efectos legales en el mismo. Estas ventajas consistían en una exención total o reducción significativa  en el pago de los principales impuestos, además de la absoluta confidencialidad en el origen del dinero. Lo cual les daba a varios de estos países un estatus muy apegado a los intereses del crimen organizado.

En el caso ecuatoriano, Panamá, Bahamas, Bermudas e Islas Vírgenes eran los principales territorios donde estaban alojadas las empresas de sucursales extranjeras que operaban en Ecuador.  Siete de estos 35 paraísos eran la matriz de 242 empresas que operaban en el país, según registros de la Superintendencia de Compañías; de estas, 202 pertenecían a Panamá, 18 a Bahamas, 15 a Bermudas y 13 a Islas Vírgenes.

Estas representaban el 22% de las 1.089 entidades del exterior que operaban en el Ecuador. Pero en la lista oficial no constaron los entes domiciliados  en paraísos fiscales que a la vez tenían acciones o participación en compañías nacionales.

La realidad en Ecuador era que la medida tomada por el presidente para responder a las publicaciones sobre los contratos de las empresas vinculadas a su hermano, impactaba a las empresas ecuatorianas, pues muchas de ellas usaban este mecanismo desde hace tres décadas, según Henry Escalante, un ejecutivo de Esrobross, una empresa dedicada a la consultoría y auditoría corporativas.  ¿Por qué las empresas establecidas usaban este mecanismo?: por su constante búsqueda de minimizar los riesgos, diversificando las inversiones al colocarlas en varias canastas: levantar negocios en territorio nacional y en el extranjero”, dijo el experto.

Estoy seguro de que [el presidente] debe estar desayunándose algunas cosas, porque con todo lo que tiene que hacer y los problemas que debe solucionar, no puede estar encima de los detalles de las actividades de su familia.

Norman Wray, militante de Alianza PAIS y Ruptura de los 25                                                                                                                                                                                                                                                                                                    

¿Qué pasaba dentro del movimiento oficialista? PAIS no era un todo homogéneo. Era la suma, muchas veces contradictoria, de múltiples organizaciones, con diferentes tendencias, una colcha de retazos, cobijados todos, en apariencia, por una bandera verde claro fosforescente, y el rostro de su líder Rafael Correa. En general, la organización conservaba la coherencia entre estas distintas facciones. Una de ellas, de un perfil más crítico y de las pocas orgánicas de la alianza era Ruptura de los 25. Sus miembros provenían de un grupo juvenil, en su mayoría en la tercera década de su vida, profesionales jóvenes, muchos con posgrados en el exterior, con ideas entre socialistas y republicanas. Salieron a la luz pública a inicios de la primera década del siglo con una pregunta: ¿Cómo se jodió el Ecuador?, con una muestra histórico crítica de los 25 años de la democracia [de ahí su nombre]  que ocupó un 10 de Agosto, día patrio, las principales plazas públicas de las ciudades del país. La atención de los medios de información fue inmediata, ansiosos estos de nuevas caras y criterios en la siempre repetitiva y aburridora escena de la política nacional. De ahí surgieron nombres como María Paula Romo, Norman Wray, Juan Sebastián Roldán, Matías Ramia, Paúl Granda, etcétera. 

Un grupo que había puesto por encima de cualquier consideración, un énfasis ético en el accionar de la política. Para ellos, el caso de Fabricio Correa fue una prueba de fuego entre sus principios y la realidad del poder. En su momento, Norman y María Paula, expusieron sus criterios apenas conocerse el informe periodístico de los contratos.

Esto dijo Norman Wray:

—¿Cómo se ha tomado al interior de PAIS la noticia de los contratos con el Estado que mantienen empresas de Fabricio Correa?

—En PAIS no existe una instancia de discusión sobre estos temas. Lo que hay son niveles de decisión política (buró, direcciones provinciales, etc.). En esos espacios se está discutiendo estos y otros temas. Pero más allá de eso [el caso Fabricio Correa], este es un problema estructural porque PAIS tiene que mejorar sus niveles de discusión: esa es una tarea urgente. Es necesario tener una dirección nacional del Movimiento y otra del Gobierno para que entre ambas creen un vínculo. Hay muchos militantes y dirigentes que están en esa línea.

—¿Pero hay o no espacio para la divergencia y la crítica interna?

—No digo que no hayamos tenido esa posibilidad. Yo nunca me he sentido limitado para debatir los temas pero —por una visión de lo orgánico— no hemos podido trasladar comunicativamente el contenido de ese debate. Podríamos hacerlo y eso fortalecería a la organización además, sería un quiebre en la forma de hacer política.

—¿De alguna manera, el tema de Fabricio podría acelerar la búsqueda de ese espacio?

—Es un tema que nos vuelve a preguntar cuál es el sentido de la organización que tenemos y cómo la vamos conformando. Por ahora, veo cosas interesantes como que el bloque de asambleístas investigue el caso. Es que el tema no solo cuestiona el hecho de la vinculación (empresarial) de un hermano del presidente, que además estoy seguro que debe estar desayunándose algunas cosas porque con todo lo que tiene que hacer y los problemas que debe solucionar, no puede estar encima de los detalles de las actividades de su familia. Por eso, mi llamado es a la familia, a que sea un poco más delicada en la forma en cómo se relaciona con el Gobierno Nacional.

—¿Ese sentir también es el de las bases del Movimiento PAIS?

—Hay muchos militantes que sienten eso, pero esta es la posición de Norman Wray. Creo que lo menos que podemos aspirar de los familiares del presidente es que tengan la delicadeza suficiente de ver cómo se relacionan con el Gobierno.

—¿Y cómo cree que el tema se percibe desde afuera de PAIS?

—Veo a un empresario que ha sido contratista del Estado durante mucho tiempo y que en algunos casos ha cumplido y en otros no. Lastimosamente para él, su relación [de hermano] con el presidente le puede complicar la vida. Digamos que no ha habido favoritismo y que ha ganado todos los concursos, pero más allá de eso, está un tema de delicadeza. En la Asamblea, [de Montecristi] muchos nos cuidábamos de que haya vínculo, parentesco y hasta amistad cercana con la gente que trabajaba para nosotros. Justamente, porque puede traer suspicacias. Y en cargos de tanta responsabilidad, como gobernar un país, lo primero que tiene que hacer la familia es hacerse a un lado. Pensando en situaciones de estas [caso Fabricio], podría ser factible que los familiares tengan la delicadeza de entender esa dinámica y de entender que posiblemente no sea el momento de su participación como contratistas del Estado. Porque eso, a la larga, podría afectar la imagen del presidente de la República.

—¿Cree que el presidente podría sentirse traicionado?

—Conociéndole al presidente, tengo la impresión de que esto también es incómodo para él. Es que [por ejemplo] entre estar pendiente de mi hermano o de restablecer relaciones más soberanas con Estados Unidos, yo me enfoco en lo último. Y aspiro a que mi familia sea lo suficientemente delicada para estar a mi lado, pero respetando espacios y no causando más inconvenientes de los que tengo.

—Como dice, en la Asamblea se cuidaron de esos temas. Pero cuando esto sucede en relación al presidente, ¿causa desazón?

—Respecto al presidente Rafael Correa no tengo desazón. Pero sí me preocupa la situación y por eso le pido a la familia que tenga la delicadeza de saber medir las distancias, los límites y la trascendencia del proyecto político. Hay militantes que piensan así, en el colectivo Ruptura de los 25 nuestra posición es firme en ese sentido. Es que este no es un proyecto político de la familia Correa, este es un proyecto de la revolución ciudadana y el presidente Correa, es el de todos los ecuatorianos.

—¿No corre riesgo PAIS de que se genere una ola de inconformidad con temas como este?

—Hay que tener la madurez suficiente de entender el punto en el cual estamos. Si somos suficientemente maduros y claros sabemos que hay discusiones que son políticas y no personales. Hay que verlo así.

—Pero sí les genera un problema porque se puede dar la imagen de que están adoptando prácticas de la partidocracia. Por ejemplo, ¿por qué los negocios de Napoleón Villa [cuñado de Lucio Gutiérrez] no eran buenos y por qué estos sí?

—Si se prueba favoritismo estamos entrando en otro campo de discusión y eso amerita las instancias correspondientes. El presidente ya ha pedido que se investigue y ese es un mensaje claro. Pero hay que discutir sobre principios y eso es lo que permite saber cuáles son los límites de tu accionar. Yo creo que la familia de los altos dignatarios del Estado debe mantenerse lo más lejos posible de la gestión pública porque la gestión que ellos asuman no es un tema personal, es un tema que involucra a un proyecto político y al país. Lo que se juega son cosas muy complicadas.

Hemos podido avanzar en temas muy importantes porque ha habido la credibilidad suficiente del presidente, la familia tiene que ser un soporte a esa gestión. Si no existe esa claridad, entonces hay que recordarles que por favor se den cuenta que este es un proyecto político de transformación del país y no un proyecto familiar.

—¿El proyecto político y la credibilidad del presidente se pueden poner en juego por cuestiones como las de Fabricio?

—Creo que ese tema no tiene la gravedad para generar una situación de esas, pero tampoco debe pasar desapercibido. Y el presidente debe tener una posición firme.

Yo también puedo decir que he oído de gente que dice que es un escándalo de la prensa, y que la prensa lo que está haciendo es inflar un tema.

María Paula Romo, legisladora de PAIS y militante de Ruptura de los 25

A su vez, María Paula Romo, otra voz fuerte dentro de PAIS y miembro luego de su buró político expuso una postura también ambigua. Ella consideraba “inconcebible” que se pusiera en duda la credibilidad y honestidad del presidente, Rafael Correa, por la relación empresarial de su hermano con el Estado. Pero creía que se imponía una reforma legal para evitar definitivamente este tipo de problemas.

—¿A PAIS le ha faltado una respuesta oportuna para evitar la polémica generada por los contratos de Fabricio Correa?

—Es el propio presidente quien está incómodo ante esta situación. Él lo ha dicho: que si estuviera en la situación de su hermano no lo habría hecho. Y creo que por eso también es necesario separar las cosas y ponerlas en perspectiva. El tema es delicado, no hay que subestimarlo, y queda muy claro que no se está acusando al presidente de una actuación indebida. Estamos viendo las actuaciones del hermano del presidente, de un ciudadano que probablemente, eso habrá que revisarlo, habría podido beneficiarse. En ningún momento ninguna de las acusaciones insinúa que el presidente Correa está involucrado.

—¿Cómo afecta esto la credibilidad del primer mandatario?

—Cualquier escándalo en el que se cuestione la ética del Gobierno nos compete a todos. Creo que esto es parte de la política y no necesariamente tiene que ser así, y nos pone incómodos en cosas que sí son legales. Pero me parece que el tema tampoco está lo suficientemente claro, me parece que Fabricio Correa tiene un número de empresas y de contratos, pero todavía no se ha dicho absolutamente nada sobre las adjudicaciones, que es lo que debe ser aclarado... Y si se encuentra alguna irregularidad, a los funcionarios públicos que pudieran verse involucrados nos corresponde la sanción política, pero la legalidad la tendrá que mirar la Contraloría, la Procuraduría y la Fiscalía.

—Pero hasta que el tema se dilucide desde lo legal, podemos dejar que pase en el ámbito político, con el riesgo de que la gente compare este tema con lo que ha sucedido en otros gobiernos...

—Creo que la comparación es absolutamente equivocada. Yo también puedo decir que he oído de gente que dice que es un escándalo de la prensa y que la prensa lo que está haciendo es inflar un tema.

—También es un tema de credibilidad del jefe de Estado...

—Exactamente, y si bien el tema es delicado, no creo que le haya restado credibilidad al presidente. Estoy segura de que la gente, entre creerle al presidente y creerle a los medios, le cree al presidente.

—¿Pero cómo evitar que la gente haga las comparaciones con el pasado, como por ejemplo con las críticas al ex presidente Lucio Gutiérrez y sus familiares?

—La gran diferencia es que en el caso de Gutiérrez eran familiares que él ponía. En este caso estamos hablando de los familiares del presidente [Correa] en una actividad privada y que se ha cuestionado qué tan legítimo y qué tan legal es que mantenga contratos con el Estado. Por eso hay que discutir el tema con dosis de realismo.

—¿Cuál fue el espíritu de la Ley de Contratación Pública expedida en la Asamblea Constituyente? ¿También incluyó la prohibición para las personas jurídicas?

—Creo que hay que revisar la ley. La prohibición se refiere también a personas jurídicas porque el espíritu es evitar este tipo de cosas. Habrá que hacer una distinción de que el familiar tenga una participación accionaria de tanto. No creo que haya que limitar el accionar de una persona jurídica porque un familiar tiene una acción.

—¿Ameritaría hacer una ley específica por este caso?

—Creo que sí, que este caso puntual nos va a obligar a revisar el artículo. Este tema nos interpela políticamente, pero también hay que ver cuánto políticamente está obligado el hermano del presidente. Nosotros estamos obligados porque somos parte del Movimiento PAIS porque defendemos nuestras tesis. ¿Pero eso quiere decir que mi hermano debe estar a favor de esas mismas cosas?

—¿No sería mejor curarse en sano y alejar a la familia del presidente, en base a lo que dice la ley?

—Creo que el presidente tiene la facultad de rescindir los contratos y esa es una de las probables salidas. No sé si lo ideal sea proponérselo al presidente porque él ya lo sabe. Por eso se pone al presidente en una posición tan incómoda, porque si rescinde los contratos recibirá un aplauso en el Congreso, pero sus relaciones familiares se le complicarán. 

El Movimiento PAIS no la tenía fácil. En una actitud pública algunos de sus voceros decían asumir los efectos políticos del caso, pero planteaba también su estrategia política de respuesta.

La prioridad fue impulsar, y unificar, el mensaje de que el tema no dañaba la honestidad del presidente Rafael Correa y que el oficialismo transparentaría todo respecto al caso. Es decir, que el presidente no sabía de los negocios de su hermano y que se fiscalizaría. Lo primero quedaba en duda, lo segundo nunca ocurrió.

Pero mientras la estrategia se ponía en práctica, en el Legislativo, al interior del bloque de PAIS se analizaba también la posibilidad de aclarar la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública aprobada por la Asamblea Constituyente.

Gustavo Darquea, un dirigente  y representante legislativo del Guayas, sostenía que con una reforma legal o una ley interpretativa podría quedar claro ese aspecto. No obstante, reconocía que ello llevaría a un intenso debate en el Movimiento. Guayas era territorio delicado. Sobre todo Guayaquil, su capital provincial y la ciudad más grande del Ecuador. Ahí se concentraba la oposición más fuerte al presidente, aunque poco a poco, PAIS le había ido arrebatando espacios a la centroderecha y al populismo de derecha, tras casi 20 años de control político y mediático de la ciudad. El tema de los contratos del hermano del presidente sirvió de catalizador de muchas dudas entre quienes consideraban que era hora de apoyar a un presidente fuerte como Correa y otros que pensaban que esto de la revolución ciudadana era una gran impostura que había servido para que, usando un discurso de izquierda, un grupo de políticos se haya hecho con el poder y abusar de los recursos del Estado.

Así que los dirigentes de las agrupaciones políticas que conformaban Alianza PAIS evitaban referirse al tema. Y quienes se pronunciaban lo hacían con cuidado. Luis Monge, coordinador político de PAIS en las juntas parroquiales, no cuestionaba el tema legal, sino el ético. “Hay ciertas cosas que por un tema ético no las debió hacer [Fabricio]. Por el hecho de ser hermano del presidente debió ser más cauto”. Monge aceptaba que el tema acarrearía un desgaste. “Nosotros como Movimiento creemos que no deja de ser un desgaste para el Movimiento, pero que no le quepa la menor duda de que él [Fabricio Correa] se ha manejado conforme a derecho...”.

El asambleísta Rolando Panchana, quien llegaría a ser segundo vicepresidente de la Asamblea Nacional  coincidía entonces con Monge sobre la afectación que tendría el Movimiento PAIS. Pero sostenía que la ética era una actitud individual y no colectiva. “¿Cómo decir que no nos afecta? Obviamente, afecta”, se respondía Panchana, tras precisar que Fabricio Correa no era integrante de PAIS. En Quito, mientras tanto, otra dirigente de PAIS, Irina Cabezas, asambleísta nacional, aseguraba que en el oficialismo había “preocupación” por los contratos de Fabricio Correa.

Por ello, aseguró que en el bloque oficialista de la Asamblea se investigará la legalidad.

Como históricamente había sucedido, cuando la prensa revelaba un caso de estas dimensiones, a la mayoría de legisladores de las bancadas políticas les entraba la fiebre fiscalizadora. En esos días abundaron las declaraciones y los pedidos de información a cuanto funcionario público haya sido mencionado en los reportajes, ya sea para conocer el estado de las empresas mencionadas, o los procesos precontractuales y contractuales con el Estado. El legislador del opositor Sociedad Patriótica, Galo Lara, por ejemplo, pidió a la superintendenta de Bancos, Gloria Sabando, copia de la documentación relacionada al crédito de 10 millones de dólares que la CFN le dio a una de las empresas de Correa, Megamaq. Su coideario, Julio Logroño, pidió al contralor, Carlos Pólit, que le certifique todos los contratos que las empresas de Fabricio Correa registraron en esa entidad de control. Y le pidió a la estatal Petroproducción le enviara una copia de los procesos precontractuales de las adjudicaciones a la empresa Quality. La misma información solicitaron los asambleístas del Movimiento Popular Democrático, quienes pidieron también al Servicio de Rentas Internas, SRI, que certificara el pago del Impuesto a la Renta de empresas como Aplitec, Cosurca, Swimwear, Megamaq, las panameñas u otras empresas “en las que Ing. Fabricio Correa figure como accionista o socio”. A los legisladores de este partido les interesaba conocer también el pago de impuestos de Fabricio Correa, Máximo Villavicencio, Cristóbal Accini y Cristina Muñoz.

Los legisladores del oficialismo no se quedaban atrás en esta competencia política por mostrar agilidad fiscalizadora. El bloque de PAIS pidió documentación al Ministerio de Transporte y Obras Públicas sobre los contratos con las empresas Cosurca, Consorcio Amazónico y Megamaq.

A los oficialistas les interesaba el contrato, la convocatoria, las ofertas presentadas, las preguntas realizadas por los oferentes, el informe de calificación de las ofertas presentadas, el acta de adjudicación y las garantías.

De su parte, los comisionados Leonardo Viteri, del derechista partido Socialcristiano, y los también opositores Luis Hernández y León Roldós, estaban a la espera de datos adicionales. Solo este último hizo entonces un planteamiento concreto sobre esos contratos: que la Procuraduría General del Estado los declare nulos.

De parte de las entidades de control, en cambio, brillaba la prudencia. La Fiscalía, quien por ley debe encabezar la persecución de cualquier delito, aunque sea de oficio, señaló oficialmente que esperaría los resultados del informe de auditoría que había iniciado la Contraloría General del Estado, antes de iniciar cualquier indagación.

El fiscal Washington Pesántez dijo que no podía abrir un expediente de oficio en este caso, porque se trataba de contratos, y si es que se investiga un contrato tendría que hacerlo con todos los que han suscrito contratos con el Estado ecuatoriano. Dijo que el organismo iniciaba pesquisas de oficio cuando “un hecho tiene características de delito”, lo cual según él no se daba en este caso, por lo que esperaría a saber lo que descubra la Contraloría. En el procedimiento de la ley ecuatoriana, esto equivalía a apostar por el silencio. Si el auditor del Estado encontraba algún indicio de responsabilidad penal, su obligación era pasar el informe a la Fiscalía de manera reservada y secreta, y esta a su vez debía mantener esa información en absoluta reserva hasta que, en un plazo no mayor a dos años, decidiera o no pasar de la etapa de indagación previa (que por ley es reservada) a la instrucción penal y llamado a juicio.

Pesántez aclaró que había otro camino para abrir una indagación: que una persona particular presente una denuncia penal contra Fabricio Correa. Hecho que era poco probable dado que nadie se iba a arriesgar a asumir personalmente una demanda contra lo que representaba en ese momento la esencia del poder en el manejo de la República dado el respaldo público de Rafael Correa a su hermano, eso significaba querellarse contra el poder absoluto, que en ese momento controlaba explícita o implícitamente todas las funciones del Estado y los organismos de control.

Mientras eso sucedía en lo político y jurídico, en Carondelet y en el ámbito empresarial se dimensionaba el impacto del decreto emitido por el presidente. Bernardo Manzano, un catedrático universitario guayaquileño dijo al respecto que “el decreto dicta que ya no se puede tener empresas, como llama el presidente, de papel. Pero en algunas leyes de orden societario, de otros países, existe la acción sin nombre, la acción anónima, tal como dice incluso la ley nuestra. No se puede cambiar un ordenamiento jurídico extranjero, el Gobierno lo que hace es prohibir que este tipo de sociedades lleguen al país. Estas sociedades, cumpliendo con todas las leyes, no podrán venir porque la calidad de anónimo persiste en su propio Derecho. Se añade una prohibición [a la ley] y no se puede hacer eso”. Eso, al menos con un decreto, que de acuerdo a la jerarquía legal no puede modificar una ley. Pero, de su parte John Dunn Barreiro, otro miembro de la academia guayaquileña, estaba de acuerdo con que “el decreto firmado por el presidente tiene un fundamento ético y un contenido práctico muy importante para lograr transparencia en la contratación pública y en la gestión del Estado. La potestad para la reglamentación de la ley no está en duda. Resulta importante destacar que este es un reglamento con un contenido ético de gran importancia que no se lo debe combatir con argucias de otra naturaleza”.

Una vez emitido el decreto, la maquinaria legal del Estado empezó a funcionar a favor de su cumplimiento. La Superintendencia de Compañías, que controla cerca de 80 mil empresas en el país, anunció la entrega al Instituto Nacional de Contratación Pública, Incop, que a su vez regula y controla todas la compras públicas del Estado y  a sus proveedores, la información para reclasificar nada menos a que 10.352 personas jurídicas que en ese momento se hallaban habilitadas en el Registro Único de Proveedores. Según la entidad de control societario, más de cincuenta mil empresas estaban en posibilidades de contratar con el Estado y entrarían en esta nueva auditoría. 

El director ejecutivo del Incop, Jorge Luis González, se reunió de inmediato con el superintendente de Compañías, Pedro Solines, para poner en marcha el decreto presidencial. Este daba instrucciones precisas: “es necesario contar con información de los accionistas, partícipes o asociados de una persona jurídica contratista”.

El funcionario reconoció que la identificación de las personas naturales que estaban detrás de las compañías no era una tarea fácil, porque en muchos casos, las empresas podían tener como accionista a otra persona jurídica, que a su vez podía ser propietaria de otra compañía, y así sucesivamente. “No sé si la Superintendencia nos pueda proporcionar esos datos”, admitió. Así que el Gobierno estaría a expensas de la información que “de buena fe” faciliten los representantes de estas empresas que eran proveedoras del Estado.

De todas maneras se dieron un tiempo prudencial de cuatro semanas. Aunque el decreto surtió efecto de inmediato: ninguna entidad pública, empezando por la Presidencia de la República, pautó en los diarios mencionados por el presidente: El Comercio, El Universo, Expreso, Extra, La Hora…

Durante ese mes, el Incop se propuso interconectar las bases de datos del organismo y de la Superintendencia de Compañías para cruzar la información societaria en línea. El problema real era que, hasta la expedición del decreto presidencial, las empresas no tenían la obligación legal de entregar información  de sus accionistas para ser calificadas como proveedoras del Estado. Por ello, el Incop no sabía cuántos proveedores podían tener accionistas domiciliados en los paraísos fiscales ni la actividad económica a la que se dedicaban. Ninguna norma en el ordenamiento jurídico del Estado ecuatoriano lo obligaba. Pero, de todas maneras, había un atajo: “La ley establece que podemos pedir todas las actualizaciones al Registro Único de Proveedores que creamos necesarias”, dijo el titular del Incop. La sanción que se anunció en caso de no cumplir esa orden era la inhabilitación del registro como proveedor del Estado. Lo que para miles de empresas podía significar la quiebra.

Una de estas empresas afectadas con el decreto, de las nombradas por el presidente en ese largo informe radial del sábado 20 de junio, fue Gráficos Nacionales, Granasa, la empresa editora de los diarios Extra y Expreso. Precisamente el diario que investigó al hermano del presidente y reveló sus relaciones contractuales con el Gobierno. El argumento del régimen fue que una de las empresas accionistas de Granasa, Industrial Molinera, del magnate bananero Álvaro Noboa, tenía un porcentaje de sus acciones en los llamados paraísos fiscales. Granasa explicó en un comunicado a sus lectores, a modo de noticia de una columna, que hace 18 años, en 1991, Gráficos Nacionales había recibido un aporte de capital por 10 millones de sucres por parte de Industrial Molinera, en ese momento dirigida por el difunto propietario Luis Noboa Naranjo, bajo la gerencia de Isidro Romero Carbo. En aquel entonces, decía la noticia, los directivos de Granasa prefirieron abrir el capital accionario a endeudarse con altos costos financieros para modernizar las plantas y equipos de impresión. Así que Industrial Molinera adquirió mil acciones de Granasa, equivalente a unos 10 mil dólares del capital. Esto es, el 1% de todo el paquete accionario. La editora señalaba al final que “no puede desconocer el valioso aporte de personas naturales y jurídicas que en determinado momento nos honraron con su confianza”. En ese determinado momento, la ley amparaba este tipo de operaciones. Es más, el hecho de que un socio mantuviera acciones de otro tipo en otro país, no volvía esa operación ilegal. Dieciocho años después, un decreto lo hizo.

El decreto también movilizó a la diplomacia ecuatoriana. Tras la advertencia de personajes panameños designados por el nuevo Gobierno, la  Cancillería rechazó las declaraciones. Ecuador ha tratado siempre con respeto fraterno a Panamá, por lo que el señalamiento de José Raúl Mulino es inaceptable. El Gobierno del Ecuador aspira a que las nuevas autoridades de Panamá eviten utilizar intentos de intimidación, se dijo desde ese ministerio, en un comunicado oficial.

El tema preocupó también a los importadores, que tenían en Panamá su centro de operaciones más importante. El presidente de la Asociación de Almacenes de Electrodomésticos del Ecuador, Andrés Mata, estaba seguro que este conflicto no pasaría de las palabras. Es improbable que Panamá pueda afectar las importaciones del país, en especial de los electrodomésticos, “el ministro panameño puede decirlo, pero hay convenios comerciales internacionales que condicionan el tema”. Ecuador no hace negocios con Panamá ni le compra, solo consolida la carga en sus puertos, explicó: le compra a China, Corea, Indonesia y otros países asiáticos, que son los que proveen y les interesa vender y dar las facilidades al país.

El que sí impulsaba a fondo las decisiones presidenciales era Carlos Marx Carrasco, titular del SRI. Él defendió la medida: el mundo ha declarado el combate a los paraísos fiscales. Eso lo hacen la Unión Europea, Estados Unidos, México, Argentina, Brasil, (países) que tienen una posición firme porque uno de los principios de la economía de mercado, es la transparencia, aseguró este economista, uno de los más connotados pensadores de la izquierda del Sur del país.

Él estaba convencido de que en un paraíso fiscal, lo que menos existe es la transparencia, “por lo tanto, en buena hora que existe el decreto. Me parece que esto le va a hacer definitivamente bien al desarrollo del país”.

El SRI había elaborado el listado “oficial” de los países que el Gobierno consideraba como paraísos fiscales. Podrían estar excluidos de esta lista los países que suscribieran con el Ecuador un convenio de intercambio de información tributaria. El Gobierno consideraba como paraísos a 90 dominios, jurisdicciones, territorios o Estados asociados, entre los que se incluía a Panamá, Uruguay, Mónaco, San Marino, Hong Kong e islas como Vírgenes y Cayman. En el 2007 se habían efectuado 1.081 transacciones, entre importaciones y exportaciones, a 26 de estos países.

Marx Carrasco estaba empeñado en “combatir prácticas nocivas de elusión y evasión tributaria internacional, eliminando los escudos fiscales”. Meses atrás, casi al inicio de su gestión y mucho antes de que se supiera de los contratos del hermano del presidente, el mismo funcionario había advertido que una de las prácticas más comunes de “inescrupulosos negociantes” era comprar y vender empresas de papel, y que su acción estaría encaminada a terminar con estas prácticas. 

Mientras esto se discutía en la semana posterior a los informes periodísticos, el presidente Correa había empezado su viaje a Venezuela, para celebrar un aniversario más de la batalla de Carabobo, en donde el presidente Hugo Chávez hizo una impresionante exhibición de poderío bélico. En el país, un nuevo informe del equipo de investigación de Expreso, adicionaba una nueva cuenta a los contratos de empresas vinculadas con Fabricio Correa. Se trataba esta vez de la adjudicación directa, es decir sin concurso, de una carretera por 22,1 millones de dólares, para la construcción de la carretera Chillanes-Bucay, de 57,43 km en la provincia de Bolívar.

En esa vía participaba el empresario con un convenio privado de asociación que celebraron, el 3 de abril de 2008, la compañía de su propiedad, Swimwear (nombre anterior de Megamaq), y el Consorcio Bellavista representado por su procurador común Edwin Ortiz Naranjo.

A nombre de Swimwear firmó el documento el gerente general, capitán Máximo Villavicencio Villavicencio.

En el convenio suscrito, las partes comparecientes de común acuerdo y de forma expresa aceptaron “respaldarse mutuamente en las invitaciones por adhesión para efectos de la ejecución del proyecto de construcción de la carretera Chillanes-Bucay, a la que el Consorcio Bellavista ha sido invitado a cotizar, de forma tal que en toda la actividad participen cada una de las empresas asociadas en partes iguales, esto es 50%, para cada una”.

La adjudicación de la obra al Consorcio Bellavista por un monto de 22’116.551,21 dólares la hizo el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP), a través de su titular, Jorge Marún Rodríguez, treinta y tres días después del citado acuerdo, esto es, el 6 de mayo de 2008.

Lo efectuó de manera directa, porque con resolución 064-DM del 20 de marzo de 2008, el ministro Marún calificó como emergente la ejecución de los trabajos de construcción de la carretera Chillanes-Bucay. La exoneró de procedimientos precontractuales y resolvió invitar sin proceso de selección previa al Consorcio Bellavista para que presente su aceptación para hacer estos trabajos.

El 22 de julio de 2008, cuando habían transcurrido dos meses y medio de la adjudicación, el presidente de la República, Rafael Correa, firmó el decreto ejecutivo 1209 que autorizó al ministro Marún para que suscriba el contrato de la obra con el Consorcio Bellavista integrado por la compañía Tymsem Constructora y el ingeniero Jorge Hugo Mora Maldonado, ambos con domicilio en Quito.

El decreto ejecutivo señaló que a esa fecha ya se contaba con los informes favorables del contralor general del Estado encargado, el subprocurador general y la Subsecretaría de Finanzas de los días 21 y 28 de mayo, y 11 de julio de 2008, respectivamente.

Finalmente, el Consorcio Bellavista firmó el contrato con el MTOP el 25 de julio de 2008.

El procurador común del Consorcio Bellavista, Edwin Ortiz Naranjo en una primera conversación negó categóricamente la existencia de una asociación con empresas de Fabricio Correa. En un segundo diálogo Ortiz reconoció la existencia de un acuerdo privado con la empresa, pero aseguró que no llegó a efectivizarse por ninguna circunstancia.

“Es una posibilidad de trabajo que nunca se concretó, había un compromiso de alquiler que no se ha llegado a concretar, eso fue hace unos 8 meses, no nos han prestado ni una carretilla, ni una pala”, indicó.

Ortiz no explicó que, con respecto a esa obra, el Consorcio Bellavista y Swimwear formaron un fideicomiso, que registra inicio de actividades el 20 de noviembre de 2008 con el nombre de Bellavista-Megamaq TFG-279. Consta en el Servicio de Rentas Internas y lo representa Trust Fiduciaria de Guayaquil. 

La construcción de la vía Chillanes-Bucay fue uno de los 67 proyectos incluidos en el Plan Relámpago, iniciado en mayo de 2008, y que impulsó el MTOP para la rehabilitación y mantenimiento emergente de 4.000 km. de carreteras en el país.

El 3 de abril de 2008, mediante invitación directa por adhesión N° 463-C-(A)-2008-SOPC, Jorge Marún, entonces titular del MTOP, convocó al consorcio Bellavista para que acepte la propuesta de ejecución de la obra.

Siete días después, la constructora presenta su adhesión y manifiesta su aceptación a los términos establecidos en la invitación, así como al presupuesto elaborado por el MTOP.

A través del oficio N° 3127, del 6 de mayo de 2008, Marún notificó la adjudicación del contrato al representante del consorcio Bellavista. El 22 de julio de ese año, el presidente Rafael Correa autorizó al ministro Marún la suscripción del compromiso contractual.

La resolución señalaba que para ello se contaba con los informes favorables de la Contraloría y Procuraduría del Estado y la Subsecretaría General de Finanzas.

Eduardo Muñoz Vega, contralor general encargado, emitió el 21 de mayo de 2008 el informe favorable al proyecto de contrato, mientras que el 28 de mayo de 2008 lo hizo Rafael Parreño Navas, subprocurador general del Estado.

La suscripción del acuerdo contractual para ejecutar la obra fue elevada a escritura pública en la notaría Novena de Quito.

Lo firmaron el ex ministro Jorge Marún, y Edwin Germán Ortiz Naranjo, procurador común de Jorge Hugo Mora Maldonado, quien junto con la compañía Tymsem integraba el consorcio Bellavista.

El MTOP entregó a la contratista el 40% del valor del contrato en calidad de anticipo, esto es 8’846.620,48 dólares. El Consorcio, de su parte, se comprometió a entregar previamente la correspondiente garantía por el 100% del anticipo reajustado.

El valor restante de la obra civil, es decir el 60%, sería pagado contra la presentación de planillas bimensuales, debidamente aprobada por los encargados de la fiscalización. El consorcio Bellavista se comprometió a concluir y entregar la obra en el plazo de 24 meses calendario. 

El Consorcio Bellavista realizó al menos tres obras antes de ser contratada para el proyecto Chillanes-Bucay. Trabajó para el Cuerpo de Ingenieros del Ejército en la carretera Guamote-Macas, para el Municipio de Ambato y en el mantenimiento de la vía Baños, en la provincia de Tungurahua.

El proyecto Chillanes-Bucay fue concebido para que 90 personas trabajen en dicha obra. Los rubros estaban divididos en personal técnico administrativo, personal de mantenimiento y apoyo, grupo operativo, más una cuadrilla para alcantarillas y cunetas.

Preveía un grupo ejecutivo compuesto por un gerente de proyecto, un superintendente de ingenieros residentes en la obra y un jefe de topografía.

Para el proceso de movimiento de tierras y construcción requirió de un mínimo de 49 equipos, estos desglosados en 5 tractores, 2 retroexcavadoras con capacidad para 30 toneladas y 6 excavadoras de 20 toneladas, entre otros.

Para la etapa de producción de materiales, el Consorcio Bellavista debía contar con dos cargadoras, una trituradora y un tractor adicional. Además de 2 motoniveladoras, 2 tanqueros, 2 rodillos vibratorios y una volqueta adicional con capacidad de 12 metros cúbicos de carga.

De acuerdo con el listado de maquinaria y equipo disponible del Consorcio Bellavista, 19 de ellos eran nuevos, 22 se encontraban en muy buen estado y el resto bueno. El equipo pertenecía a Hugo Mora, miembro del consorcio, y a las empresas Tymsem, Diteca y Automekano. 

El convenio de asociación expresaba que Swimwear es una constructora ampliamente conocida en el sector, que diseña y construye equipos y obras de calderería y tiene contactos comerciales con el MTOP, Corpecuador, Petroecuador y petroleras privadas.

Las partes acordaron celebrarlo para participar en los concursos de precios, licitaciones públicas e invitaciones por adhesión, especialmente en las entidades antes mencionadas.

El 17 de junio, Fabricio Correa dijo al respecto que, por el apuro, compró una compañía y a su socio no se le ocurrió mejor cosa que comprar una llamada Swimwear. Pero no quería ponerle a una constructora “traje de baño”, entonces le cambió el nombre a Megamaq.

La cláusula décima del convenio establecía que éste entrará en vigencia al momento de su suscripción, permitiendo que Swimwear y Bellavista presenten propuestas en el MTOP, Corpecuador, Petroecuador y compañías petroleras. Y la cláusula penal impedía marginar a una de las partes en la participación de un contrato y blindó la posibilidad de que los socios terminen unilateralmente el convenio. De hacerlo deberían pagar el 50% del valor del contrato adjudicado.

El 30 de marzo de 2009, el primer mandatario dio a conocer el estado de las vías en la provincia de Bolívar y expresó que la carretera Chillanes-Bucay terminaría en agosto de 2010 y tenía un avance del 9%.
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El mito urbano

Este capítulo recoge de modo extenso el contenido completo de la entrevista que el equipo de investigación de Expreso hizo a Fabricio Correa, tres días antes de la publicación de la serie El Holding. Es la primera vez que esta entrevista sale a la luz. En ella, Fabricio Correa admite todo y acepta que el presidente

sí sabía de sus contratos.

Las afirmaciones contenidas en el artículo “Fabricio Correa: la piedra en el zapato” (edición 1.016, 18 de diciembre de 2009, página 55) distan totalmente de la realidad. Adjunto certificaciones de las instituciones involucradas por diario Expreso, a saber MTOP, Miduvi y Petroecuador, que señalan que el suscrito jamás ha sido contratista de tales instituciones, peor en este Gobierno en el que se encuentra inhabilitado. Mis empresas Aplitec S.A. y Helptec S.A. tampoco han sido adjudicadas con contratos del Gobierno central. Sí han sido adjudicatarias de Interagua y han cumplido, con el objeto de su contrato. Finalmente afirma Vistazo que la Contraloría ha podido determinar lo arriba desvirtuado más una supuesta vinculación societaria entre las empresas Cosurca, Megamaq y Quality y Fabricio Correa.

Hasta la presente fecha ni la Contraloría, ni el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ni la Procuraduría han podido sustentar que yo sea accionista de Cosurca, Megamaq o Quality. La Superitendencia de Compañías (certificó) que ni Fabricio Correa ni sus empresas Aplitec y Helptec aparecen en sus registros como accionistas de las compañías antes mencionadas (Cosurca, Megamaq y Quality). Las empresas panameñas son propiedad de Megamaq, la una, y de un amigo de Máximo Villavicencio, accionista de Megamaq, la otra”.

Fabricio Correa Delgado, 

Carta a la revista Vistazo, edición 1018, de enero de 2010, p. 6.

Volvamos al principio. La reunión que Joffre Campaña, abogado del hermano del presidente, pactó con el diario Expreso resultó en un diálogo grabado, donde Fabricio Correa se sometió a las preguntas, en presencia de su abogado, del equipo investigador de la serie El Holding: María Elena Arellano, Mario Avilés y Christian Zurita. Este diálogo ha sido requerido judicialmente, a través de la Fiscalía, por Fabricio Correa en varias ocasiones, lo cual ha sido rechazado por la administración de la empresa. Sin embargo, el hermano del presidente, meses más tarde de haber admitido públicamente el contenido del informe, e incluso haberlo justificado, inició una campaña mediática para decir que nada tenía que ver con las empresas mencionadas en los reportajes de Expreso  y que nadie le había probado esa pertenencia. Lo cual obliga a los autores a publicar el contenido completo de este diálogo, sin edición alguna.

“Soy ingeniero mecánico, especialista en fluidos y en fuentes no convencionales de energía. Mi tesis de grado fue un generador eólico, y después de terminarlo le regalé el túnel de viento a la Espol [Escuela Politécnica del Litoral, donde se graduó Correa. N. del A.], un generador de vientos lentos, porque en Ecuador no hay buenos vientos, peor en las camaroneras, que tienen la barrera de manglares.

A los 25 años, vendí muchos generadores para oxigenar camaroneras. ¿Por qué se llama Aplitec mi empresa? Porque en la educación, que ha sido gratuita, uno tenía la obligación de hacer una tesis de grado, y mi tesis de grado fue una aplicación. Yo dije que nosotros lo que debemos hacer es: lo que investiga el primer mundo, adaptémoslo al Ecuador, tropicalicemos. Eso es lo que yo llamo tecnología aplicada. Yo lo que hago es desarrollar cosas para el ambiente ecuatoriano, con piezas que tengan recambio. Y fui muy exitoso, a Dios gracias.

Pero, ¿qué pasó? Yo diseñaba la estación de bombeo, la máquina, los tubos. Y de la obra civil, cuya arquitectura yo mismo la diseñaba, al final también terminé haciéndome cargo. Y me fue superbién. Llegamos a ser líderes en el sector camaronero, y cuando hubo el boom bananero, a principios de los años noventa, ahí barrimos, éramos los campeones del mundo.

Cuando tú ya haces eso, el mismo cliente te pide después un canal, un puente, te empieza a pedir más cosas. Y cuando se iba a privatizar el tema de Ecapag [Empresa de agua potable de Guayaquil. N. del A.], salieron estos temas de los ductos cajones (colectores de aguas lluvias). Entonces yo concursé y gané dos de los más grandes. Pero ahí había que contratar mucha mano de obra.

Nuestra filosofía es que la plata se quede en el sitio donde me contratan y dar la mayor cantidad de mano de obra. Entonces, en vez de contratar un mixer a [Cementos] Rocafuerte, cuya ganancia va a [la cementera] Holcim, yo contrato a la gente de la zona y compro los materiales, que resulta más molestoso, pero la satisfacción es que le das trabajo a la gente. Llegamos a tener como 600 trabajadores.

Pero estos no pertenecían a Aplitec. Hicimos una tercerizadora que se llama Helptec. Esto significa ayuda técnica, y era una suerte de tercerizadora.

¿Qué pasó con Aplitec? en el año 1998 tuvo que afrontar la quiebra de los camaroneros por la mancha blanca, y de los bananeros por sobreoferta. Tan fuerte fue eso, que quebró a la banca de la Costa que los financiaba. Y me quedé sin trabajo. Y de hecho, hasta el día de hoy, 11 años después le mentiría si le digo que he vendido dos estaciones de bombeo a los camaroneros y bananeros. Vendí una hace dos años al Ingenio Valdez, y otra el año pasado a un señor Manfred Hunker.

Entonces se dio la coyuntura de que el doctor Gustavo Noboa, educador en la fe, de Rafael y mío, y en gratitud a eso, presidente de mi empresa (Aplitec), hasta el año 1996. Pero había maledicencia y la gente pensaba que yo era el testaferro de Gustavo Noboa y que le manejaba la empresa porque él era el dueño, y no era así. Entonces, Gustavo Noboa llega a la Presidencia, y yo dije entonces que si no había cómo contratar con los privados, hagámonos contratista público actuando con la misma honestidad y con un buen defensor como Gustavo Noboa. Y ahí realmente me equivoqué. 

Dios ha tenido muchas bendiciones conmigo, pero la más importante es haberme permitido capacitar para la Presidencia de mi hermano Rafael, en la Presidencia de Gustavo Noboa. Ahí aprendí cómo funcionan los círculos oscuros, cuáles son las prioridades de los presidentes. 

En un presidente honrado, la familia pasa a ser un flanco débil que tiene y atentan contra su integridad. Lo mismo los íntimos amigos, porque si un ministro roba, lo botan; pero si roba su hermano o un íntimo amigo, eso le cae directamente al presidente. 

El ejercicio de la Presidencia de Gustavo Noboa, me enseñó a mí, por ejemplo, que llevarle un problema sobre un pedido de coima y como no les doy me terminan los contratos, cuando él está viendo otros temas más importantes. Entonces, si uno es hermano del presidente, te conviertes en un frente de problemas para el presidente. Y terminamos siendo el hijo del cura, todos se creen con derecho a darte porque el presidente no va a salir al frente a defenderte.

También aprendí que estas cosas pasan. Pinochet era Supermán en su época, mucho más fuerte que Rafael. Tenía de padrino a Estados Unidos. Y al final de sus días, le quitaron la inmunidad, lo enjuiciaron, le quitaron las cosas y metieron presos a los parientes de él. Entonces, algún día se va a terminar el correísmo, cuatro, ocho años, y el deporte nacional es perseguir a Correa y a mí. Entonces, yo tengo que ser particularmente cuidadoso en estas cosas.

En el Gobierno de Gustavo Noboa me terminaron unilateralmente dos contratos, el de Tahuín, con Codeloro [Corporación de Desarrollo de El Oro. N. del A.]. Con mi abogado Nicolás Parducci denunciamos a la Procuraduría del Estado, y esta hizo un informe vinculante que exigía que me regularicen el cronograma, porque yo no avancé porque no había expropiaciones, y que me hagan un contrato complementario. Y esta gente, a pesar de que eso era vinculante, me terminó el contrato. 

Como será cierto eso, que la aseguradora ganó un recurso en la Superintendencia de Bancos y no pagó la póliza de fiel cumplimiento y buen uso del anticipo, por orden de la propia Superintendencia. Esta reconoció que el propio procurador del Estado decía que se había cambiado el objeto contractual. ¿Por qué no he podido resolver rápido eso? Porque esta gente de Codeloro hizo una genialidad: arrancó la página tres del informe del procurador favorable al contrato, donde existe la cláusula arbitral. Pero ellos, sabiendo el chanchullo que habían hecho, me quitaron esa forma de defenderme rápido.   

Entonces, en el contencioso administrativo, yo demandé con Joffre Campaña en marzo de 2003, y hasta el año pasado no había hecho nada. Yo agoté todas las instancias que me permite la parte de los procesos administrativos internos, como son el recurso de reposición, pero no hubo manera de hacerlo. No hicieron caso tampoco a un recurso de amparo.

Yo denuncié por escrito ante el BEDE [Banco Ecuatoriano de Desarrollo. N. del A.], que era el que prestaba la plata, que esta gente me pidió el 10% de comisión. Y en vez de que ellos actúen, me empezaron también a perseguir. Yo les dañé el negociado, que consistía en que ellos pedían la plata al BEDE con unos planos del año 1984, cuando ya tenían los rediseños desde el año 2000, pagados por el BEDE. Pero con los diseños viejos se hacía la obra 17% más grande. Ellos ya tenían pactado con una empresa de Quito, que les había dado 40 mil dólares. El pacto era que ganaba la empresa de Quito y ellos sacaban los planos nuevos y se repartían la diferencia. Como gané yo, no acepté eso, y cuando me dieron los planos nuevos, yo pedí que me regularicen eso con un contrato complementario. Los rediseños eran los correctos, pero lo que no estaba bien era que yo estaba construyendo esto (con planos viejos), pero tenía que construir los de acá (con nuevos planos). Entonces, yo estaba haciendo una obra ilegal, porque los planos no eran los contractuales, y en unos terrenos ilegales, porque no los habían expropiado.

Cuando agoté todo eso, ahí fui donde el procurador, quien me dio la razón. Y ellos [Codeloro] ya viéndose acorralados, me mataron. ¿Qué hicieron primero? No me reconocieron obras adicionales ni reajuste de precio. La última planilla era de 108 mil dólares, pero me multaron con 120 mil dólares. Entonces lo que hice fue hipotecar mi fábrica (Aplitec) en Durán, por 300 mil dólares al Banco Internacional. Se dijo que era para terminar la obra [Tahuín], y cuando la tuve que entregar  [la fábrica] al banco, este dejó constancia en el acta que era porque yo no había podido resolver el tema con Codeloro.

Entonces, me dieron los 300 mil dólares y seguí trabajando, hasta que ellos [Codeloro] unilateralmente me retiraron la fiscalización, sin haber terminado el proceso de terminación unilateral. Ahí ya me tuve que ir. Agotamos unos dos, tres meses con Joffre Campaña, el presidente [Noboa] nunca me atendió. Pensamos que con la llegada de Lucio cambiaban las autoridades y con eso yo iba a tener una oportunidad, pero Milton Ordóñez, gerente del Fondo de Solidaridad había sido vecino del presidente de Codeloro, en Pasaje [provincia de El Oro]. Lo titularizaron al fulano y me fregué.

Ahí presentamos la demanda en lo contencioso administrativo. En el Gobierno de Palacio, a las nuevas autoridades de Codeloro le mostramos la orden [de la Procuraduría] de hacer un arbitraje que ellos habían mutilado. Les dije que cuando el procurador hizo caso a mi reclamo y ordena el contrato complementario, pregunta por qué no se acató la orden de poner arbitraje, por eso como tenemos un conflicto, yo lo invito a resolver rápido. Ellos hicieron una consulta a Procuraduría y esta les dijo que había que ir a un arbitraje. Eso fue en el Gobierno de [Alfredo] Palacio.

Durante los seis primeros meses en el Gobierno de mi hermano, el presidente de Codeloro era el mismo fulano que me perjudicó, Edgar Ocampo. Después pusieron a otro director, y recién el tercero hizo el acuerdo arbitral para sacar el tema del contencioso administrativo y llevarlo a arbitraje. Pero ya en el Gobierno de mi hermano se ve feísimo que yo demande (arbitralmente) al Estado, y estoy esperando que alguno de estos me demande. Entiendo que ya hicieron un informe de evaluación de daños y perjuicios y ya me van a demandar.

La sanción para un contratista incumplido es cuatro años de suspensión, y yo ya los cumplí. A mí me pusieron de contratista incumplido en noviembre del 2002, desde que me terminaron unilateralmente el contrato. De hecho, ya cumplí seis años, porque los otros directores [de Codeloro] no me quisieron sacar, y en el Gobierno de mi hermano tampoco me quisieron sacar. 

Entonces, ahora Aplitec ya puede concursar. Voy a ver si participo ahora en el concurso de Interagua para la protección que hay que hacer para que no se inunde Las Orquídeas. 

Yo me había buscado ese problema terrible en el 2002 [con Codeloro], en el 2003 le entregué mi planta al banco porque no le podía pagar. O sea que me quedé sin fábrica, sin oficina. Mis dos empresas, Aplitec y Helptec, estaban radicadas en Durán. Yo tenía que tener domicilio en Durán y como no tenía oficina ni nada, le pedí a unos colaboradores míos, Angelito Solórzano, que me presten la dirección de ellos, de sus casas, para tener donde recibir comunicaciones. Yo tenía algunas culebras también. Y en eso tengo satisfacción. Vendí hasta el televisor y muebles de la oficina, pero les pagué a toditos, trabajadores y proveedores.

Así se fueron llevando todas mis cosas hasta que al Banco Internacional le devolví la plata. Acordamos que me quedase en la planta cuidando ese bien (que pasó a ser propiedad del banco). Estuvo ahí durante un año. Luego se quedó, me quedé sin planta.

En Ecapag, gané un concurso para implementar una bomba de agua, la del grupo de bombeo número 8, en la estación de La Toma. Esa bomba no la fabricaba. El presupuesto referencial era 450 mil dólares. Yo oferté en 370 mil dólares. Tenía que importar la bomba y el motor, ensamblarlos y ponerlos en el sitio. 

Con ese precio barrí en el concurso. Pero lo que no me di cuenta es que dañé el negociado de Ecapag. Entonces, en el siguiente concurso, que eran cuatro grupos de bombeo por dos millones de dólares, quedé en último puesto porque todos sacaron su verdadero precio. Los otros eran importadores directos, y la oferta ganadora fue 1’300.000. Le ayudé a ahorrar 700 mil dólares al Estado, pero alguien dejó de llevarse esa cantidad. Entonces ordenaron liquidarme.

Entonces cuando entregué la obra, sin mediar una admonición de la fiscalización, en vez de pagarme el saldo, me notifican una multa de 206 mil dólares. Otra vez tuve que pelear legalmente. Fuimos a arbitraje y con la prueba plena... Sabe qué, pídale al fiscalizador un oficio o algo en que me haya dicho que estoy atrasado. Sí era verdad que nos atrasamos, pero es imputable a Ecapag porque el anticipo me lo entregaron un año después de la firma del contrato. Entonces, gané ese arbitraje.

Y esa ha sido mi historia. Por ser honrado en la cosa pública lo matan a uno. Está diseñado para la pillería. La ley está diseñada para que un funcionario de medio pelo te pueda hacer la vida imposible.

Yo no bebo, tengo una formación cristiana sólida, una vocación de lucha contra la corrupción. Yo he hecho dos opciones en mi vida. Una la lucha contra la corrupción. Siempre mi mamá nos lo decía: Dios te ve. La otra, yo no respeto a un empresario exitoso que tenga destruida a su familia, que el hijo sea drogadicto, la chica en malos pasos. Me parece que el hombre debe ser, más que integral, íntegro. Y yo tengo cinco hijos.

Yo hubiera podido hacer crecer más mi empresa si me iba al Oriente a construir tanques de petróleo, pero era dejar de ver a mis chicos dos, tres semanas. Yo no creo en el tiempo de calidad, porque los chicos no son máquinas, que de tal hora a tal hora vamos a ser amorosos y nos vamos a abrir al diálogo. No existe eso. Lo que existe es la presencia paterna y materna disponible, y los chicos te utilizan como ellos quieren y a la hora que ellos quieren. Y eso es lo que yo he procurado hacer. Por eso mi mujer se pone brava a veces, y otras veces orgullosa, cuando dice: la única cita que Fabricio Correa no cambia, a menos que lo llame de manera urgente el presidente para que la cambie, es el partido de fútbol a las tres de la tarde con sus hijos. Esa vaina no la cambio por absolutamente nada.     

Cuando tenía esta crisis, yo le estaba diciendo a mi esposa que esta vaina se viene negra, así que los chicos van a tener que salir del tenis, se acabaron los viajes de vacaciones. Mi hijo Juan José, el mayor de los varones, se sintió afectado, y me dijo: oye papi, ¿y no es más fácil que les des un billete a esos manes? Le dije: claro que es lo más fácil, pero no es lo correcto, y yo te educo para que hagas lo correcto, así te cueste.

A mis hijos yo los llevo a misa, los he puesto en grupos de formación. Y tengo la satisfacción de tener buenos chicos. 

Me gasté 100 mil dólares. No lo pude sacar adelante. Me faltó capital 

En el año 2005 intenté un negocio de transacciones electrónicas. Tenía una oficinita en Torres del Norte, y contraté lo que ahora es común, quizás fui pionero en algo en que no soy especialista: la venta de minutos de tiempo de celular, pero electrónico. Yo me asocié con la compañía, en ese momento era la más grande del mundo, y firmé contrato inclusive con Movistar. Mi idea era, si gano la multa demando a Ecapag para que me pague los 200 mil dólares de saldo. Gano el saldo y me meto en la demanda con Codeloro. Pero rompí eso por meterme en este negocio y me gasté 100 mil dólares. No lo pude sacar adelante. Me faltó capital, y cuando salí a buscar capital la propuesta era de ser dueños mitad y mitad. Entonces, liquidé el negocio.

En esa época fue que a Rafael se le metió el bicho y lo hicieron ministro y luego se lanzó al estrellato. El equipo básico fue Ricardo Patiño, Juan Carlos Toledo, quien habla y Rafael, así comenzamos. Yo le organicé el organigrama de la campaña, contraté a todo el equipo. Cuando ya quedó presidente Rafael, ya se puede pensar que uno tiene todas las posibilidades de salir adelante. 

Pero todos los contratos que empezaron a salir eran de emergencia. Yo ni loco me voy a dejar dar un contrato de emergencia. Esto se acaba en cuatro, ocho años y si mañana me montan un tema que Rafael hizo emergencias para darme un contrato a mí, me matan.  Porque él es político, y por último una persecución política sufres un año, pero te levantan los bonos para la próxima elección. Pero a mí me pueden quebrar. Yo sí tengo mis inversiones en Ecuador. 

Entonces, no había trabajo. Pasé año y medio haciendo la campaña de Rafael. Yo vivo pobremente porque vivo el Evangelio, que dice que Dios te da los talentos para que los multipliques. Además, como he sido formador de jóvenes, sé que lo peor que puedo hacer es dejarles plata a mis hijos. Yo les tengo que dejar una buena educación, darles alimentación y control médico. En eso me acompaña mi mujer, que es del movimiento Schoenstatt. Como nosotros fuimos muy pobres desde chicos, nuestros padres fueron muy inteligentes y nos educaron en disfrutar las cosas sencillas. 

Yo vivo muy modestamente. En 1992 me compré dos Nissan Patrol, que eran unos carros aniñados en su momento, pero los compré porque eran el mejor carro para trabajar, son un tanque de guerra, y hasta el día de hoy los tengo, 17 años después. A mi hermano ya le fueron con el chisme de que me compré dos Veracruz, que eran de segunda mano, de la Hyundai. Los compré con 4.000 km  de recorrido. Pero la gente es mala y sataniza. 

Cuando uno se da cuenta, de que tengo cuatro hijos mayores de edad con licencia, y que en mi casa solo hay cuatro carros, lo que tengo es un problema. Debiera tener dos carros más. Pero a Dios gracias una [hija] estudia en Alemania, el otro se va ya mismo, y con esos carros nos batimos. 

No había trabajo para Aplitec, para concursar. No había trabajo de camarón y banano. Yo he sido contratista [como Aplitec] de Odebrecht desde el año 1996, cuando yo diseñé y construí el Parque Lago de la represa Chongón. Lo inauguramos en octubre de 1997, con [el Gobierno de] Alarcón. Soy subcontratista de Hidalgo & Hidalgo, le hice la estación de drenaje de Milagro; también de Herdoíza. Me llamó la gente de Herdoíza porque se habían comprometido a trabajar antes de tiempo, acelerar los trabajos en Mazar y meter máquinas [para movimiento de tierras].

Cuando hice los ductos cajones para Corpecuador [una corporación pública autónoma para paliar efectos invernales en la Costa. N. del A.], yo frenteaba los contratos, pero la parte de movimiento de tierras se la daba a Marcos Vernaza. Acá [Herdoíza] me dijeron vente a hacer lo de acá, pero les dije que me firmen un contrato de dos años para yo poder comprar máquinas. Entonces me firmaron el contrato, y yo compré cuatro máquinas en Hidalgo & Hidalgo. Compré primero dos y después dos más. Y así comencé mi carrera en movimientos de tierra, en 2007.

Como yo soy muy ordenado y tengo un patrimonio muy importante, todos mis bienes están a nombre de empresas, porque si mañana los quiero vender, vendo las acciones y ya está. El patrimonio familiar está separado de la empresa; yo por ejemplo, nunca voy a poner de garantía mi casa, lo que ya me he ganado, no. 

Desde que fui contratista público en época de Gustavo Noboa me planteé  el tema de ¿y si esta vaina no sale bien? Yo no estaba pensando en que me iban a terminar el contrato, la corrupción, si no qué pasa si calculé mal y perdí plata. Entonces si uno es tan prolijo en cuidar el buen nombre y todo, dije: si algo le voy a dejar a mis hijos más que herencia es un buen nombre. Entonces yo, desde el primer día que fui contratista público abrí fideicomisos. En ese caso, lo de Codeloro, la aseguradora fue Río Guayas y el fideicomiso fue Río Guayas Trust. 

La instrucción al fideicomiso es que la plata solo se puede usar en la obra y eso evitó que, cuando en la campaña con Rafael; Lucio y León dijeron que yo era contratista incumplido, eso crezca y se haga un incendio, a los periodistas que me llamaron les dije vayan y vean el fideicomiso, no he tocado un peso. El morbo es que me cogí la plata, no que me fue mal. Le decía a Juan Carlos y a Galo, por esas cosas de la vida Dios me fue preparando para tratar con los presidentes y para saber cómo manejarme, yo tengo fuentes y eso, cuando usted me pregunta qué gané, de dónde lo gané y en qué lo invertí, le hago una historia de quince años, de cómo fue creciendo mi patrimonio. 

Cuando vino el tema del 1% de impuesto a los cheques en época de Nebot, que terminó de quebrar a la banca, como mi empresa Aplitec es la que me da de comer y me pagaba sueldo, dije por qué voy a pagar un impuesto, mejor que Aplitec me pague todo, entonces desde ahí no tengo cuenta corriente ni de ahorro. Si alguien le viene con un chisme: la última de Correa, le pusieron un millón de dólares, mira cómo le creció el saldo en la cuenta, no hay cómo, no tengo cuenta.

Y todos los contratos que yo he sacado, que le voy contando, todo está fideicomisado, incluso los que son privados como Odebrecht, que ahora es con Hidrolitoral del proyecto Baba porque se endosó, porque también me corría el riesgo de que mañana un mala fe como [Freddy] Bravo venga y diga que, claro al presidente no le dan, pero a través del hermano le dan billetes y él es el que le maneja a Rafael. También está fideicomisado el contrato de Impregilo en Mazar. Los créditos para las maquinarias los tengo fideicomisados, debo más de 18 millones de dólares porque también puede decirse mañana que el banco me hizo una concesión especial.

No lo inventé ahora, ya lo usé y me sirvió de escudo contra la maledicencia de León [Febres Cordero] y de Lucio [Gutiérrez] porque efectivamente yo estaba en el listado de contratistas incumplidos, por eso no he reclamado. Ese perjuicio me lo tiene que pagar Codeloro algún día. ¿Y por qué estoy [como contratista incumplido]? Alguien puede decir porque me robé la plata, eso no puede decir porque esa plata está en el fideicomiso. 

El crédito puente al Banco del Austro

Entonces vimos la necesidad de hacer una empresa que maneje este emprendimiento de máquinas. Mi socio, porque el que maneja eso es Max Villavicencio, de apurado porque no sabe inglés seguramente, le pareció bonito el nombre Swimwear y eso es “traje de baño”. Y le dije ¿cómo se te puede ocurrir ponerle ese nombre a una compañía? 

—¿Cómo conoció a Max Villavicencio?

—Porque fue contratista mío en Arenillas. Lo conocí en el año 2001. Él es de El Oro y fue capitán, era del Cuerpo de Ingenieros del Ejército. Estuvo en la CAE (Corporación Aduanera Ecuatoriana) también. De las culebras fue de las más decentes y como contratista fue estupendo. Arenillas está sobre una roca y el canal de riego comienza con un ducto cajón y luego para no estropear la ciudad, el medio ambiente, la arquitectura, hay un sifón que pasa por debajo de la ciudad y hubo muchos tramos que había que dinamitar, y dinamitamos en medio de la ciudad y no tuvimos un solo problema. Y donde también nos fue superbién fue cuando hicimos el ducto cajón de La Florida, ni siquiera se me rajó una casa. En eso hemos sido supercuidadosos, este chico se ganó mi confianza y me había buscado por lo típico, todo el mundo quiere ser socio mío y me ponen en negocios que ni se imagina. Como yo lo había visto que era cumplido, serio, respetuoso, entonces le di a él para que maneje la parte operativa, el día a día, porque es inevitable ahora dos o tres horas diarias, la denuncia, el pedido, la queja, si están en campaña mis hermanos me buscan, entonces no me puedo dedicar todo el tiempo. Así comenzamos el tema de Megamaq, pero con qué nos encontramos una vez más que todo lo público era emergencia, entonces yo me veía (Hummm!!!) para que Megamaq coja experiencia.

—¿Cómo fue ese paso de Swimwear a Megamaq?

—Porque el nombre era terrible, traje de baño, ¿cómo puede una empresa constructora seria llamarse bikini? No puede. La traducción literal era pantalón de baño. Entonces le cambiamos de nombre a una cosa seria: Megamaq, eso suena bonito.

—¿Para entonces Swimwear ya tenía un patrimonio amplio, maquinaria?

—Comenzamos con cuatro maquinarias, el contrato con Impregilo lo firmó Swimwear, de ahí con el contrato que me dio Odebrecht yo hice un pedido de crédito en la CFN [Corporación Financiera Nacional] para financiar las máquinas con Komatsu, porque la CFN se demoró conmigo lo que se ha demorado con cualquier cristiano, 7 o 9 meses, de hecho hasta el día de hoy todavía me está debiendo la mitad del desembolso. Entonces Komatsu me dio un crédito como de dos millones de dólares y compramos ahí el lote de máquinas. Incluso después tuve un problema con la CFN porque cuando ya salió la operación aprobada y todo, y me dijeron prende las máquinas, lo hice y expresaron que ya estaban usadas. Yo les dije qué quieren que me quede sentado esperando, el contrato de Baba está corriendo. Entonces me aceptaron las máquinas, pero todavía falta desembolsar.

Ya cuando tuve las máquinas hice un crédito puente con el Banco del Austro, que está fideicomisado. Como la señora Olga El Juri que es famosa por cascarrabias y todo, me dice: “mijo”, delante de todos porque es comemierda, delante del gerente del banco, Patricio Robayo. Me dice: “¿Cómo es eso? Tú tienes prendadas tus máquinas y aparte de eso tú eres el primer cliente que yo veo que en vez de quererme dar menos garantías, me das más, también me has abierto un fideicomiso”. Sí, todo está fideicomisado, los flujos, para que usted cobre primero. Y se queda viendo a Patricio y le dice: “¿Qué quieres? ¿Que le gire yo de mi cuenta la plata? Esos son los clientes que...” y le pega unas puteadas a Patricio, lo trata como a hijo.

Ellos después quisieron introducir la línea de volquetas Hyundai, pero no estaban en el tema de volquetas ni en el tema de excavadoras, de maquinaria, entonces me hicieron una propuesta. Yo había comprado camiones Mack, porque desde que me inicié con Aplitec tenemos una íntima relación con IIASA [Empresa del Grupo Isaías, incautada por el Gobierno de Rafael Correa. N. del A.], la empresa vendía el motor Caterpillar que yo me encargaba de montar la bomba, hacer la tubería, ya después me dieron permiso hasta para arrancar los motores.

—¿Con la misma plata de la CFN compró los camiones?

—No, le estoy haciendo el recuento de por qué soy tan amigo de la gente de IIASA. La filial de esa empresa es Macasa. Yo compré mis primeras volquetitas para Mazar, para desplazar el material. Entonces compré Mack y después algo de Hino, ellos me dijeron ¿no te interesa Hyundai? Yo dije pero Hyundai no está en el mercado e IIASA cuando tú le compras te da crédito directo. Dije ¿qué ventajas competitivas me dan? Yo te financio, me respondieron. Entonces les compramos 48 volquetas, nosotros fuimos el conejito de Indias de Hyundai de [el Grupo] El Juri, entonces nos da un crédito el Banco del Austro, por eso le digo que debo hartísima plata. 

—¿Del préstamo de la CFN le han dado cinco millones de dólares?

—Cincuenta por ciento, sí.

—¿Y el resto, por qué no?

—Porque se demoran. No me han dado porque no hay plata. Yo tengo fideicomisados los contratos públicos, privados, parte del comité fiduciario siempre es la aseguradora que me da las garantías.

—Por el crédito de la CFN también se entregaron dos lotes en Manta en garantía…

—Tenemos uno que compramos por una oportunidad, eso lo trajo Max [Villavicencio] que él había conocido cuando estuvo de gerente allá. Compramos eso, está en la cabecera del aeropuerto.

—Sí, los visitamos. ¿Cuánto costaron originalmente?

—Eso no le puedo decir, hable serio...

—Como dice que fue un buen  precio…

—Por eso no le puedo decir [risas], compro una oportunidad y después sube de precio.

—[Habla Joffre Campaña, su abogado]: Fue una compra privada, nada de remate.

FABRICIO CORREA: La historia de ese predio es que se expropió todo, hasta el esterito que hay, pensando que hasta ahí iban a ser las facilidades aeroportuarias, pero la ley dice que si no lo usas para aeropuerto se lo revierte al dueño, pero el dueño ya estaba afectado económicamente y tenía la amistad con Max, entonces él me invitó a participar en la compra, tenemos otro socio también.  

—En la historia del dominio, en el Registro de la Propiedad, consta que luego los dos predios se los vendieron a Negolíder…

—Sí. En Negolíder somos socios, ya le voy a explicar por qué no fungo yo directamente. Y tenemos un socio en Quito, Max y yo, pero no creo que yo esté personalmente.

—Pero uno de los lotes ya tiene una hipoteca en el Banco del Austro

—Claro, el Banco del Austro me dio un crédito puente porque tenía la obligación de comenzar en mayo del año pasado a trabajar en Baba, pero el crédito no salía. 

—¿Entonces, en esa garantía de crédito de la CFN, la prioridad la tiene el Banco del Austro y segunda va la CFN?

—No, no es así. Cuando me dio la plata el Banco del Austro, el que tiene que beneficiarse con el producto del contrato de Baba y cobrar es el Banco del Austro. Pero fue un crédito puente, una vez que me da la plata la CFN, esta pasa a ser la primera beneficiaria del fideicomiso. Y con la plata de la CFN se mató el crédito puente. Tanto es así que no hago tráfico de influencias ni siquiera [hago] valer que uno es hermano del presidente, que se demoraron siete a nueve meses hasta que salga el primer desembolso y de ahí han pasado como seis ó nueve meses y no me han dado el segundo desembolso. 

Espero que en estos días salga porque hubo reunión de directorio, se volvió a replantear todo. Hay que volver a evaluar las máquinas y está bien que lo hagan, yo no me quejo de eso, pero lo que le hago hincapié es que contrario a lo que se puede pensar y es el mito urbano, Fabricio Correa se mantiene súper al margen del Gobierno. Solo si es que Rafael me llama opino. Y cuando va a mi casa a comer, las reglas del juego son no se hable de política, salvo que Rafael haga un comentario o pregunta porque si no desvirtúo la relación familiar. Es presidente cuando baja las escaleras. Me mantengo al margen de esta vaina y las pruebas están ahí. En las denuncias que vamos a hacer en CRM [Corporación Reguladora de Recursos Hídricos de Manabí] yo quiero ver [a la empresa de tubería] Rival, auspiciada por Derlis Palacios [entonces ministro de Áreas Estratégicas y luego presidente de Petroecuador], en cuánto tiempo sacó el crédito. Vas a ver que en un mes sacó el crédito. Pero eso es otra historia, ese es un combate a la corrupción que tenemos acá con el joven [y señala a Joffre Campaña]. 

Los créditos creo que están claros: Banco del Austro nos hizo un crédito puente, lo fideicomisamos, nos salió el préstamo de la CFN, se sustituyó, el tema de las volquetas es porque ellos [El Juri] querían introducir la marca, de hecho después de que me vendieron a mi han vendido como cien máquinas más y ya están en el lote de los grandes. Es un buen equipo. 

Es como ir al bufé dominical del Oro Verde

Nosotros queríamos, como todo el mundo, crecer, y lo primero que dijimos fue hagamos experiencia en Megamaq, asociándonos con compañías constructoras, porque todo el mundo quiere hacer negocio conmigo pues, de petróleo, financieros, sembrar teca, usted no se imagina los negocios que me hablan. Yo digo siempre que es como ir al bufé dominical del Oro Verde, todo está servido pero no te puedes comer todo. Entonces, ¿Yo qué me como? Lo que yo sé, lo que he hecho toda la vida, porque si no se satanizan esas cosas. No es ilegal, como hemos visto con Joffre, pero se malentiende, entonces es preferible... Pero, qué resulta: que todos quieren ser socios tuyos, entonces tú les dices pana, pero a nosotros nos dan el anticipo y lo ponemos en fideicomiso, nadie toca un peso, después que terminemos la obra nos repartimos. Y responden no ñaño, tú sabes. Les dices: no mira, hacemos una cuenta, firma conjunta, todo transparente. 

No hermanito, si lo vamos a hacer transparente, en un fideicomiso, dentro de diez años me arman un pito. Llevo el fideicomiso, están todos los flujos, qué mejor prueba para eso son los fideicomisos, y ahí se arrugan toditos. 

Se me iba a pasar el bus…

FABRICIO CORREA: Entonces ya empezaron a salir concursos, y yo veía otra vez que se me iba a pasar el bus, porque en emergencia yo no contraté nada. Ustedes vean mis balances, los de Aplitec y Helptec son pérdidas que tenemos, entonces vimos con Max la posibilidad de adquirir una empresa que tenga muchos años de experiencia y que esté tubo bajo por ahí. Entonces Max encontró Cosurca.

Una empresa muy seria, que tenía 42 años de experiencia, los socios también tenían algunos años y que la segunda generación no había continuado con el negocio. Ahí hay prohombres de Loja, está Pío Oswaldo Cueva, pero, una vez más, como yo soy ñaño del presi, me mantuve al margen, ellos no sabían que yo estaba negociando eso. Eso lo manejó Joffre [Campaña] y una vez más hicimos un fideicomiso. (Esto no lo pueden sacar, porque son cosas privadas, pero a ustedes les voy a contar) ¿Cómo valoramos la empresa? Los activos que son una oficina en Quito, los terrenos quedamos en que se los dejamos a ellos en Loja, cierta maquinaria vieja y todo, eso era un millón y medio de dólares más o menos. Por el nombre, más o menos les reconocimos un millón por el royaltie, porque Cosurca es una marca y seria además. Todas las piezas en la bodega estaban con etiquetitas, los libros de accionistas bien ordenaditos, las acciones son en papiros como libros de planos, las máquinas eran viejas. Entonces venían teniendo problemas con tres contratos, uno en el Oriente, otro en Villonaco: un cantón que tenían que hacer un asfaltado y algún otro tema que tenían.

Una buena empresa, con buena gente que ya no daba más. Entonces, Max Villavicencio que es de esa zona de Loja, de El Oro, los ubicó y él llevó la negociación sin decir que yo estaba allí. ¿Y qué más hicimos? Ellos habían conseguido de la emergencia un contrato de 29 millones de dólares, entonces valoramos eso en un millón y medio. Y eso daba cuatro millones de dólares, se hizo el fideicomiso, se puso la plata allí con la instrucción de que cuando consiga más del 90% de las acciones, incluso al principio era más del 75% para tener el control, pero al final el directorio de Cosurca había autorizado al presidente, Fabián Rodríguez, y está en actas, a negociar el paquete completo. O sea, Fabián de alguna forma convenció a todos los socios de que lo mejor era vender el negocio. Y le dieron a él las acciones. Nosotros le compramos a Fabián Rodríguez, los accionistas no sabían que yo era socio. 

—Claro, ellos no se han atrevido a decir que efectivamente la compra haya sido por Fabricio Correa. 

—Es que no sabían, yo tampoco sabía quiénes eran los socios, porque yo no manejé directamente, eso lo manejó Joffre [Campaña] con Fabián Rodríguez. Entonces, ya cuando nos dan las acciones y hay la historia de cada acción, ahí es que me doy cuenta de que estaba Pío Oswaldo Cueva, con la esposa de él, Ximena Vélez. Hemos hecho una linda relación, nos han invitado a Loja, porque es correísta hasta las patas. Al principio de la campaña en todas las reuniones estaba. Cuando se enteran de que yo estaba, me dice, Fabricio cómo vas a creer que nos compran las acciones, si nosotros hubiéramos sabido que eras tú, nos quedábamos dentro de la compañía. Así fue de transparente. Y él [Cueva] me ha autorizado, porque está en la demanda que le estamos haciendo a [Freddy] Bravo, le he pedido que él testifique que no es verdad que [Rafael] Correa los amenazó para que me vendan a mí. Me dice: no Fabricio, tanto es así que yo no sabía si no me hubiera quedado, porque me hubiera encantado ser socio tuyo. A mí también, le digo, yo tampoco sabía que tú eras.

—Pío Oswaldo Cueva dijo: yo nunca estuve…

—Aaah, ¿lo entrevistaron? 

—Hablamos por teléfono con él cuando estuvimos en Loja…

—Porque él es un caballero, entonces va a testimoniar en este tema. Le puedo enseñar el fideicomiso si para dar fe se trata. Había obligaciones de completar un número mínimo de acciones, quedamos de acuerdo en que los terrenos de Loja se los dejábamos a la compañía y alguna otra cosa más que no recuerdo.

—Está establecido el monto de la compra de acciones en 611 mil dólares

—El valor nominal de las acciones era 611 mil dólares, pero el valor del negocio fue por cuatro millones de dólares y el documento habla de cuatro millones de dólares porque las compañías, como en la Bolsa, no se venden por el valor nominal, sino por lo que cuesta el negocio en marcha. Entonces ellos ¿por qué le sacaron más dinero a la compañía? Porque ellos habían negociado en el MTOP este contrato, entonces, cuando Joffre ya cierra el negocio y todo,  siquiera tres meses después de que habían firmado el contrato, yo tenía que traer a valor presente el lucro de eso que lo calculamos en un millón y medio. O sea calculamos la mitad de la utilidad bruta esperada. Cerramos el tema y de ahí se ha concursado en Zapotillo en un proyecto de riego, en El Empalme-Celica-Alamor, en esa obra se han hecho mal los diseños, estamos rediseñando y le vamos a ahorrar al Estado dos millones y medio de dólares porque lo estamos mejorando. En vez de subir como hacen los otros contratistas.

Acá ganamos un concurso del MIDUVI [Ministerio de Vivienda], eso lo manejan Max y Omar Rodríguez, atrás del GOE [Grupo de Operaciones Especiales de la Policía], en la Perimetral, donde se va a hacer la nueva ciudadela del MIDUVI. Ese contrato era para cinco meses, como cinco millones de dólares, lo vamos a terminar en tres meses y medio y vamos a ahorrar como 800 mil dólares. Entonces para no reducir y no perjudicarnos, nos están dando que desbrocemos el área que viene del Puerto. Megamaq se asoció con Carvallo, una constructora de Cuenca muy seria, para hacer un tramo de la Troncal Amazónica en Gualaquiza. 

Entonces, como le dije a Juan Carlos [Calderón] yo no tengo problema en que estas cosas se digan, más allá de que no me interesa que la gente sepa mis negocios y cosas, en tanto y en cuanto se diga la verdad. A mí lo que me preocupa es que venga un idiota como [Freddy] Bravo, y diga que Rafael amenaza a los dueños para que me vendan a mí, y una vez que me venden a mí, le dan a dedo todos los contratos. Ahí sí lo demando y le digo, sabe qué, señor Bravo demuéstrelo, lo conmino judicialmente a que lo haga, si lo demuestra, salado pescado yo. Si no, le puede ir mal porque lo demando por daños y perjuicios, lo meto a la cárcel y todo.

FABRICIO CORREA: La pregunta del millón es por qué tenemos esta estructura societaria. Como ustedes han visto, yo soy objeto de una serie de calumnias, con mi hermana Pierina. Dicen que ella se compró un carro al contado en Quito, que yo fui mediador para que le den a Ivanhoe el contrato de Grynberg. Carlos González [ex legislador. N. del A.] me acusó —y está demandado también penalmente— de que yo había gestionado el pago de 16 millones de dólares a un señor Rubén Rodríguez en la AGD y como prueba exhibió en dos canales, creo que con Carlos Vera y Jorge Ortiz, una foto donde yo estoy al lado del señor Rodríguez. ¿Tú te imaginas cuánta gente saldrá conmigo en una foto? Me tomé la molestia de preguntar y resulta, primero, que no le han pagado, aunque tiene ocho sentencias favorables y, segundo, que no he movido un dedo por nadie, peor por ese señor. 

Entonces vimos la necesidad de que haya una barrera entre mi nombre y las empresas en la etapa política del proyecto de Rafael. Donde estas cosas, hasta que tú las aclaras, te pueden ocasionar daño electoral, entonces fuimos a donde Paquito Nugué, de Morgan & Morgan, una fiduciaria de Guayaquil y le dijimos qué nos aconsejaba. Nos dijo que formemos una compañía panameña, que no es lo que a mí me gusta, porque siempre las cosas están a mi nombre. Pero, como la envidia si fuera tiña todos fuéramos tiñosos, vimos la conveniencia de hacer esto, como le dije a Galo [Martínez Leisker] y Juan Carlos, se me van a anticipar a una cosa que íbamos a hacer porque Aplitec cumple 25 años el 1 de julio. Pero por culpa de la campaña me quedé sin tiempo para preparar bien el evento. Entonces tenemos contratada a la Price Waterhouse para que nos haga el diagnóstico corporativo y nos diga cuál es el mejor cuadro corporativo, y nos diga las políticas de empresa familiar porque mis hijos crecen, mi hija se va a casar en enero, ya voy a tener yerno, entonces hay que hacer políticas ¿no? 

Y pensamos hacer una linda fiesta, diciendo Aplitec hacía máquinas, y esa es la fábrica, esa sigue siendo la marca registrada. Helptec hacía construcciones civiles, estamos haciendo esto y esto, Megamaq nos hace ahora el movimiento de tierras, y Cosurca está para el tema de vías. Íbamos a anunciar eso. Les dije que se me van a adelantar, si es así de transparente el reportaje, casi que me están haciendo un favor, si no hay maledicencias ni satanización, incluso le dije que así como hay malas noticias, los voy a invitar y seguramente va a ser un acto público cuando terminemos el relleno del MIDUVI, y digamos públicamente que lo hemos terminado en el 70% del tiempo y que le hemos ahorrado plata al Estado. 

—¿Qué lo motivó a entrar en el tema de servicios petroleros? [Quality Outsourcing]

—Yo no estoy en servicios petroleros. Ahí hay una confusión con Cristóbal Accini, es ingeniero eléctrico, fue socio mío en las transacciones electrónicas, y llega al mismo hotel en que llego yo. Yo tengo una suite en el piso 1505 en el Marriott y el tiene la 1005. Yo desde la época de Gustavo Noboa en que me hice contratista público, tengo que ir una vez a la semana a Quito porque allá es donde se hacen las cosas. Entonces siempre me pide que lo acompañe, que lo ayude, por ahí lo he ayudado en algunas cosas, pero ese negocio, usted se refiere a Quality Outsourcing, lo maneja él con Manuel Ochoa. Es mono, es de Milagro, fue compañero mío en la ESPOL pero es de mi edad, pero se fue a vivir hace ya muchos años allá. Ese pana se conoce a todo el mundo allá. Entonces Cristóbal que comenzó trabajando conmigo, el primer año del Gobierno de Rafael trabajó conmigo en ventas como un freelance. Fue gerente de ventas de La Llave 12 años, pero como buen vendedor es ambicioso, entonces él trajo este negocio de Quality Outsourcing.

—¿Engineering [la empresa panameña] es accionista de Quality?

—Engineering es accionista, pero por una necesidad operativa de ellos. Yo, la próxima semana, Dios mediante, le enseño la inscripción en la Superintendencia de Compañías, precisamente porque no me gusta estar en cosas donde no tengo control. Y más aun cuando considero que no se ha manejado desde el punto de vista de gestión de la mejor manera. Entonces yo esa vaina le he dicho: ¿sabes qué Cristóbal? Entonces me dijo una ayuda, tú sabes, lo típico. Ayúdame a salir adelante, preséntame a la gente, pero al final puede tener repercusiones. Ya tuvieron problemas que no son de ellos, en eso hay que ser honestos, tuvieron problemas de paro porque ellos tienen algunos subcontratos con BGP [empresa China, contratista de Petroproducción] que es la mayor empresa de sísmica del mundo, y que nunca había podido sacar un contrato porque Sinopec [otra contratista china] que ya tiene muchos años operando aquí, le daba. 

Entonces ahí es donde interviene Fabricio Correa. Cristóbal dice: mira sabes qué Fabricio, entonces ya es más difícil robarle un contrato. Pero Petroecuador no tiene plata, entonces no les ha pagado y más encima de eso esta es una empresa, servicios petroleros… Yo le acepté ese tema de que cuente con mi nombre, porque es un negocio nuevo que tenía otra perspectiva. Es un negocio que no hace nadie en Ecuador. 

En Ecuador no se ha hecho prospección petrolera, la gente no se da cuenta de que aquí está la línea equinoccial y Perú llega hasta aquí, todo esto es Perú. Y ellos sí tienen hecha prospección y están explotando todo esto. Por eso que por aquí son las matanzas ahorita. Entonces Perú, este petróleo lo tiene que sacar por nuestro oleoducto, porque darse la vuelta es larguísimo. Sin embargo, nosotros no hemos hecho prospección sísmica de nada de esto, no se ha hecho del golfo, de las laderas de las montañas y para que ustedes la entiendan rápido es así: una radiografía de sus huesos es sísmica 2D, si les dicen hay una sombrita en el pulmón, ¿cómo la opero? tiene que ubicarla, ahí usted le hace una tomografía. Esa es la sísmica 3D, esto también hay que hacer hartísimo. Me pareció un buen nicho porque nadie en Ecuador lo estaba haciendo y las perspectivas eran diferentes. 

Yo por política me manejo aquí, mi plan de negocios es la región Pacifictel. Guayas, El Oro, Loja. ¿Dónde están las minas? Las minas están aquí. ¿Dónde están los proyectos hidroeléctricos más importantes? Hidrozamora. Están aquí. ¿Dónde están las carreteras? Toda la zona que quedó deprimida por el conflicto armado. Ahí están las carreteras, ahí es donde estamos haciendo carreteras. Además ¿dónde hay toda una región con un potencial de crecimiento increíble? En el norte de Perú. ¿De dónde está más cerca Piura? ¿De Guayaquil o de Lima? Entonces Hidalgo & Hidalgo que también es de Loja está trabajando durísimo aquí. Mi especialidad, ¿dónde quiero llevar yo a todas mis empresas? O sea Megamaq, Cosurca, Aplitec, Helptec, a hacer centrales hidroeléctricas medianas.

—En ese sentido, Overseas [la otra empresa panameña] ¿también es socia de Generación Oriente? 

—Sí, bueno, eso fue un intento que hicimos de dar generación térmica que no salió. Pero la compañía está ahí, porque queremos hacer generación eléctrica, esa es mi especialidad. Una estación de bombeo es una bomba, un motor que hace que el agua suba. ¿Qué es una central hidroeléctrica? Es exactamente lo mismo, el agua baja, activa el impulsor de las turbinas y este motor se convierte en generador. Tecnológicamente es muy parecido a lo que hacemos 25 años.

—¿Dentro del tema Quality, el dinero de los contratos también ha ido a un fideicomiso?

—Debió haber ido y está abierto el fideicomiso. Ese es uno de los motivos de mi molestia, porque está abierto, yo se lo puedo mostrar, pero no han puesto la plata. Entonces yo no quiero acusar de nada a Cristóbal [Accini] pero no es la manera en que yo hago las cosas. Yo la próxima semana le doy la lista de accionistas de la Superintendencia de Compañías que yo ya estoy afuera, es un tema que venimos discutiendo hace tiempo. Porque no me gusta que se utilice mi nombre y luego pasen estas cosas. Ahora, yo sí quiero ser enfático, la ecuación económica de este contrato que saca BGP y los subcontrata a ellos, contempla que estén liberados los terrenos porque hay que negociar mucho con las comunidades. Cuando usted tiene 800 personas haciendo la trocha con los GPS, las cuadrículas, después de eso van con los taladros, hacen el hueco, después van los que ponen la dinamita, le entregan a BGP para que haga sísmica. La empresa hace así y lleva los sismógrafos que registran la explosión. Esos grabados se los llevan a China donde tienen miles de profesionales leyendo, ellos hacen la traducción y dicen aquí puede haber petróleo. ¿Qué problemas han tenido aquí? Que Petroecuador es muy deportivo y dice no te han liberado los terrenos, entonces en vez de estar tres meses usted ahí se pasa seis y ¿cómo paga seis? Entonces los chinos sí han puesto plata. Han puesto como nueve millones de dólares, hasta que de China le dicen: oye, para ser el primer intento, ¿cuándo cobras? Ya dejaron de pagarle a Quality y Quality ya no pudo pagarle a la gente acá.  Y esa gente es superagresiva, usted le deja de pagar un día y se le toman el campamento, le queman la camioneta, se le roban las cosas de la bodega. Es increíble.

—El monto de ese subcontrato, ¿cuánto era?

—No tengo ni idea. 

JOFFRE CAMPAÑA: Tú no has intervenido nunca en la administración. 

FABRICIO: no nada, nada, nada, en absoluto. Y era un bonito proyecto, porque como le digo mi área de influencia es esto. Yo sigo manteniendo el tema de estar cerca de mi casa. Además que yo el potencial que le veo a la Península [de Santa Elena] es importantísimo, todas mis inversiones inmobiliarias están de Manta para abajo y son muy importantes. Algún día como tengo que revelar el patrimonio según Carlos Marx, entonces ahí les cuento. Porque esta zona es espectacular, tengo unos terrenos en Engabao, 280 días de sol, eso es espectacular. Yo siempre me he querido concentrar aquí.

Para la sísmica que iba a haber en el Golfo [de Guayaquil], nos íbamos a hacer un barquito pesquero. Ya lo teníamos listo, 500 mil dólares, costaba como 10 millones de dólares, en el primer contrato ya se pagaba y nos quedaba el barquito. Eso era lo que más me motivó a mí. Pero mi ñaño me hizo la grande porque decidió que el INOCAR (Instituto Oceanográfico de la Armada) tenga barcos de sísmica. Y entonces ya competir con la Marina, no. Primero hicieron el Orión, le han gastado algunos millones de dólares y lo han optimizado y ahora van a hacer otro barco parecido. Eso más el hecho de que hay otras dificultades, me han sacado de ese juego, me apena.

De hecho sigo creyendo que es muy interesante. En 35 años de historia petrolera toda nuestra capacidad instalada es 100%, en 35 años no hemos hecho ni el 30% de la sísmica, cuando normalmente los países invierten mucho en la sísmica para saber qué reserva tienen y después tú haces una política de explotación, así como tienes tu hacienda, no te gastas todo de golpe. 

Si no, qué dices: comencemos haciendo 100 hectáreas de banano aquí. Después le metemos cacao acá. El país debiera saber de memoria qué tiene bajo el suelo. Decir: a ver, con esto cuento yo, ¿en cuánto tiempo lo exploto?  ¿Cómo? ¿Qué cosas tengo que hacer? Pero eso no hay en Ecuador, y Perú, que nos tiene rodeados; ya está explotando y ¿quién le hace la ingeniería? Sertepec de Ecuador ¿y las barcazas con que explota BPZ en el norte de Perú? Las hizo Sertepec de Ecuador, es increíble. Esa empresa era del ex ministro [de Energía] Eduardo López. Estos panas están en 17 países del mundo, trajeron una inversión de Houston que es la primera fábrica del mundo de unas bombas especiales de petróleo. La primera vez que sale esa gente de Houston, con un socio, vienen a Ecuador y aquí no les compran, ese es nuestro país. En Petroecuador los tratan como el perro. 

Están certificados, construyen para Perú, están en Kuwait. Están en Dubai, tienen una patente mundial, trajeron el socio y aun así los tratan mal en Ecuador. Lo mismo le pasó a Acero Los Andes, que está construyendo para todas partes menos para Ecuador. Increíble cómo somos los ecuatorianos.

—Megamaq se asoció con Carvallo de Cuenca para trabajar en la Troncal Amazónica. ¿Cuánto cuesta el contrato?

—No recuerdo, parece mentira. Se llama Consorcio Amazónico, 16 millones de dólares puede ser, pero tiene que estar en [el Portal de] Compras Públicas, sí fue un concurso. Eso sí está publicado en el Portal de Compras Públicas. 

—JOFFRE CAMPAÑA: ese fue un contrato que tuvo primeras ofertas, una declaratoria de desierto, tuvieron que convocar un nuevo concurso, fue un tema peleado. 

—FABRICIO CORREA: Carvallo tiene 50 años o más, es superserio y en la emergencia no le dieron nada, no le han dado trabajo, entonces me encontré conque Carvallo tiene todos sus equipos de asfaltado libres, pero nosotros no tenemos equipos de asfaltado.

—¿Cuál es el monto estimado de los contratos públicos y privados que tiene con el Estado?

—Siquiera unos 80 millones de dólares. 

—Y solo los estatales, ¿cuánto sería?

—Ahí me lo pone complicado, porque como somos un consorcio depende de cómo vamos. Pero, en Loja hay 46 millones de dólares, pero… Baba es 12 millones de dólares y hemos ejecutado como tres millones de dólares, eso es privado porque eso era con Odebrecht. Mazar eran cinco millones de dólares, te estoy diciendo el total, hay cosas que ya están hechas. El MIDUVI son cinco millones de dólares, este de acá de la Troncal Amazónica es la mitad de 16 millones de dólares, es decir ocho. Cuando uno es contratista puede ser 60/20. Y también hay harta deuda. Son como 18 millones de dólares porque no son solamente el crédito de la CFN, sino también los créditos directos de las casas comerciales, crédito puente del banco. Obviamente si fuera Fabricio Correa antes de… tuviera ocho millones de dólares en contratos y 1,8 millones de dólares en deudas.  

—FABRICIO CORREA: Eso es inevitable y mucha gente se va a poner envidiosa. Cuando me entrevistó Alfredo Pinoargote que me puso ese perfil en su programa de televisión, yo lo dije claramente, así como tiene cosas feas ser ñaño del presi y ser vilipendiado, también tiene oportunidades. El tema es: ¿son legales, o son ilegales, hay tráfico de influencias o no lo hay? Ha sido todo concursado, está la plata usada transparentemente y a Dios gracias todo está transparente. 

—Por el hecho de ser hermano del presidente, ¿usted ha tenido o tiene acceso a información privilegiada para los contratos?

—[Niega con la cabeza] Más allá de que la información es pública.

—¿Su hermano conoce de todos los contratos que tiene usted?

—Sí, incluso fue un tema... Yo por ejemplo tengo una patente de invención desde el 7 de enero de 2007, ya me salió, me demoré año y medio en el trámite, para hacer agua como la que usted bebe embotellada que a veces es fraudulenta, agua de calidad ante tus propios ojos. Es un gabinete de acero inoxidable, un cristal con sello hermético, llave de seguridad y adentro hay un filtro transparente que filtra hasta amebas, y un cartucho de luz ultravioleta que mata cualquier cosa que se le pase a ese filtro. Usted ve que todo está limpio, el filtro está bien, la luz está prendida, abre la llave y toma un vasito cónico biodegradable, bebe y lo bota porque la botella también contamina. Y no la puedo vender porque normalmente te compraría el sector público. Pero fue una discusión con Rafael y le dije: ñaño pero yo no vendo armas, no vendo drogas, estoy vendiendo una patente para que la gente tome agua pura y no contamine el ambiente. Sí, pero tú sabes, que por aquí, ¡chuta madre le dije!!! ¿Y qué vas a hacer? ¿Me vas a mandar de embajador a Hamburgo? ¿Vas a hacer un decreto que me vas a dar 10 mil dólares mensuales para mantener a la familia? ¿Qué vas a hacer pues? Yo no estoy inventando nada, esta pendejada la vengo haciendo 25 años. Mi marca está registrada en el IEPI [Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual] y Aplitec como compañía está en la Superintendencia de Compañías. El millón de dólares del capital de Aplitec lo tiene desde el año 2000. El millón de dólares de capital de Helptec lo tiene desde el año no sé cuánto. O sea, por decir un término antipatria, yo no soy millonario desde ahora que es presidente Correa. 

Y si yo le cuento desde cuándo tengo mis inversiones, mis terrenos, pero es lo que le decía a ellos, ¿yo de qué me tengo que defender? ¿Por qué dar una entrevista? ¿De qué me acusan? Ahora, si tú me acusas, yo tengo derecho a pedirte que lo demuestres. Después que hemos conversado, me dicen tu historia es chévere, bien contadita es bonita. Además si lo que quieres es esto porque les vi el cuadrito someramente, les dije han hecho una buena investigación como suelen hacer ustedes, los he felicitado a través de [José] Orús cuando he visto buenas investigaciones. Entonces si lo que están haciendo es eso, te comprometo con dos cosas, primero, me haces el favor porque lo mismo voy a lanzar en tres meses a propósito de los 25 años de Aplitec, entonces ahí sacamos unas cosas bonitas, Aplitec era  así y fue creciendo así y ahora es este monstruo. Y lo hemos hecho trabajando, honestamente. Se va a poner trompuda un pocotón de gente, que les caiga tiña pues. La otra es que te comprometo, así mismo, a que como le dieron cobertura cuando le di vuelto al presidente Noboa, ahora que haga la obra en menos tiempo y más barato también le demos cobertura a las cosas buenas.

Es [para] otra reunión toda la lucha que tenemos con Joffre contra la corrupción, ustedes han visto que yo ni con mi ñaño me caso en eso. La cogí offside a la [Mercedes] Diminich (dirigente de Alianza PAIS en el Guayas) y a la pilla esa de Babahoyo, y yo personalmente puse la denuncia, lo que no hago es darle seguimiento porque no tengo tiempo y no me corresponde a mí. Y ojalá que no quede eso en el olvido, si ustedes quieren investigarla sobre todo, la Diminich era un abuso de confianza, es poquito pero es delito, pero lo de la señora de Babahoyo tengo la secuencia desde que pide la plata, le pseudo alquilan el inmueble hasta que hacen todo el proceso, le dan el cheque siendo ella concejal. 

Algo me dijeron que ustedes habían ido a tomar una foto en Durán a la casa de un gerente mío. Ya expliqué que me quedé no solo sin fábrica, porque allí estaba la oficina, pero tienes que tener una dirección. También han de satanizar que uno tiene ahora el piso 17 de Finansur. Yo tuve camaronera en Daular el año 1995, me cayó el mal de Texas, me mató todito y la vendí. Pero me quedé con la hacienda melonera,  muy bonita. Cada vez que Cedegé [entidad estatal de riego para la cuenca del Guayas] quería darse lija del trasvase, llevaba a los invitados a mi hacienda para que vean mis sembríos y mi empacadora de melón. La más grande melonera del país, 30 hectáreas. Pero así mismo en el rato de comercializar no me fue bien, pero tenía muy buena infraestructura, entonces en el año 2006, unos gringos (son tres, uno es ecuatoriano que vive allá), vieron que mi infraestructura era cerca de Guayaquil, electricidad, salida con celular, era espectacular porque tenía todo, pero como no lo había utilizado 10 años era natural, ya se habían extinguido todos los químicos. Entonces me pagaron bien por la hacienda, la vendí y con esa plata rematé dos cosas en la CFN. El piso 17 que lo estoy pagando a 5 años plazo, y rematé una finca por El Consuelo. Una vez más, creo que si no fuera ñaño del presidente me atenderían mejor.

Resulta que cuando ya fuimos a inscribir la hacienda, que está a nombre de un primo mío con el que me voy a asociar para el tema del cacao, hay un señor que tiene título de propiedad dentro de mi predio, no es invasor, y llevo tres años tratando de resolver el entuerto y todavía no puedo. Que uno dice chuta ñaño del presi y todo el mundo hace así, pero no... Por octubre de 2006 fueron los remates de la CFN. Así que esa es la historia de la oficina, pero todas esas cosas se interpretan mal, que de dónde sacan la plata. Yo tengo un patrimonio importante, no estoy de acuerdo con Carlos Marx [Carrasco] porque es difícil creer que va a haber privacidad, hermetismo en la información. Entonces yo le digo: Carlos Marx no estás afectando a El Juri, todo el mundo sabe que es rico y tiene plata para pagar guardaespaldas, estás afectando a la clase media: cualquier profesional que haya trabajado honestamente 20 años tiene que tener una casita de 100 mil dólares, uno o dos carros de 20 mil dólares y una platita en el banco ¿y si se pasó de 200 mil dólares, qué pasa? Su hijo es interesante para un secuestrito de esos de que me lo llevo a Bastión Popular y pido 10 mil dólares por él. ¿Y qué pasa si en el proceso el chico se quiere huir y lo matan? Ese es el riesgo. No, dice, es que solo lo van a saber dos fulanos herméticos. Pensar eso es iluso en Ecuador. 

—JOFFRE CAMPAÑA: lo que pasa es que hay ciertas historias, siendo reales depende de cómo se las cuenta para causar daño o no. Yo pongo un ejemplo: ustedes van a tomar las fotos de Helptec en Durán y pueden sacar la foto de Fabricio Correa en Helptec en el año 2005. Hoy Helptec está en Finansur y tiene contratos por esto, es increíble, qué pillo, cómo se robó. Depende de cómo se lo cuenta y cuando hay malas intenciones ponen la foto de la casa porque fueron a tomar fotos, pero el tema no es ese, el tema está perfectamente claro porque en ese momento, al entregar la fábrica, la empresa no podía cerrarse. ¿Qué se iba a hacer? Algún sitio para recibir correspondencia, ¿dónde la pone? Con alguien de confianza hasta ver cómo se resuelve. Cuando entregas una fábrica, obviamente no vas a alquilar una oficina en Durán, donde tampoco hay mucho que escoger, ¿qué haces por practicidad? 

—FABRICIO CORREA: Además que estaban constituidas legalmente y residían en Durán. La única persona de confianza que había en Durán era un amigo. Yo recién volví a tener oficina cuando estuve en Torres del Norte. Mientras tanto, me acomodé en las casas colectivas de Alejo Lascano y Ximena, que estaba cerrado o abandonado eso, la casa que fue de mi papá. Ahí medio-medio guardé los archivos más importantes. Yo pasé de tener 40 personas de planta solo en mi oficina de Durán a tener cuatro, contado yo. El departamento en que murió mi papá en 1995 nadie lo usa, ahí desempolvé un poquito y puse a la gente porque no me costaba. En el 2005 recién tuve la oficinita en Torres del Norte, entonces es toda una historia, luchar contra la corrupción es bonito de palabra pero cuando cuesta al bolsillo y uno arriesga la vida, es otra historia. Si usted quiere una foto de mi planta que diga Aplitec, se la doy yo. 

—JOFFRE CAMPAÑA: Porque además en esa línea, si quieres ser objetivo pon lo que era Aplitec en Durán, la fábrica, el pequeño monstruo, vino la crisis, temporalmente está el tema y hoy día está en Finansur. Son historias diferentes. Es diferente que te narren la secuencia, a que de repente te pongan: mira lo que era, que no era nada, porque la gente probablemente no asocie lo que tenía, si no lo ve. Entonces tú dices oye, estaba en una casita en Durán, el hermano del presidente y míralo hoy que es millonario, que ladrón, falso que es, se podría inducir como una noticia malintencionada. Es clarísimo y son ese tipo de daños irreparables. 

—FABRICIO CORREA: Las oficinas las rematamos en 150 mil o 165 mil dólares y la fábrica la entregué por 300 mil dólares, que era la deuda, ahí ya costaba más de 500 mil dólares que es el avalúo que yo tenía, ahora inmobiliariamente tengo menos. Pero en contratos se ha dado... Todo, mijita linda, concursando y el único que no es por concurso es el que tiene Cosurca, fue antes de que la compremos y yo pagué un millón y medio de dólares de premio por ese contrato. Además es pública la contabilidad. Los activos están en el balance y los activos de Cosurca era un millón y medio, pagamos un millón por el nombre y la experiencia y el otro millón y medio fue por el contrato. 

—JOFFRE CAMPAÑA: Pero hay una cosa importante, Cosurca no es solo tuya, se vendió una muy buena parte de acciones a otra gente. Claro porque también se puede decir cuatro millones de dólares de Fabricio Correa. Fue una operación de cuatro millones de dólares, pero no es que Fabricio dio cuatro millones de dólares. Son cosas importantes porque allí se pueden deslizar errores que tergiversan las cosas. Hay gente que es accionista en un porcentaje importante.

—¿Ya se pagó por la transferencia de las acciones?

—JOFFRE CAMPAÑA: Todavía no.

—FABRICIO CORREA: Son serios, no dejamos entrar gente que no sea seria. En Cosurca está Max, estoy yo, dos mineros de Quito. ¿Por qué le digo que el plan de negocios está ahí? La principal hidroeléctrica Río Zamora, yo estoy supervisando, siempre les he hecho trabajos a los Romero [Carbo. Empresarios guayaquileños vinculados a la construcción. N. del A.], Isidro, Alfonso, un proyecto privado cheverísimo de 75 megavatios y pico, todo al Sur. ¿Dónde va a estar la explotación minera? En el Sur. Y los mineros necesitan carreteras, transporte de material, entonces me interesaba incorporar al equipo gente que está vinculada al medio y que sabe dónde está el negocio. Ese es un poco el plan de negocios y ponernos a hacer centrales eléctricas. 

—FABRICIO CORREA: Ahí les falta una compañía que es parte del holding Aplitec, que se llama Engineering del Ecuador (Engidoor), esa es el alma de todos los proyectos. Casi todo mi equipo son ingenieros mecánicos. La ventaja competitiva de nosotros es el conocimiento, la inteligencia, ahí está mi concuñado Pedro Hurel. Nosotros eso que antes lo teníamos pequeño y que era el alma de todo porque ahí diseñábamos las bombas, estaciones, ahí es donde hacemos todos los concursos de precios, donde mejoramos el diseño de los puentes, donde vemos cómo hacer mejor las carreteras, eso queremos que crezca y siga siendo el alma de la compañía, pero ya con una personalidad jurídica propia para hacer estudios sobre todo. Cosa que podamos conducir un proyecto hidroeléctrico, desde que sacamos la concesión del río hasta que entregamos la llave de prendido. De ahí vas a encontrar a nombre mío y de gente afín a mí por lo menos unas 12 inmobiliarias. 

—JOFFRE CAMPAÑA: Veo el título contratistas y sus nexos, esa terminología la usaba el viejo SIC [Servicio de Inteligencia Criminal, de la Policía, eliminado en 1991. N. del A.] para describir a la mafia. ¿De qué me estás hablando? ¿Tengo nexos con mafiosos? ¿Ladrones? Es muy importante porque un reportaje dice una cosa si se usa una terminología, o dice otra si se usa una distinta. Voy al siguiente enfoque: contratistas y sus nexos, casa de Helptec que no vale nada en Durán, Fabricio Correa hoy 80 millones de dólares en contratos. El mensaje que se envía es que es un pillo. Por eso es importante cuál es el mensaje que se quiere enviar realmente, si la investigación va con una mala intención detrás o no. El mensaje subliminal de la prensa es muy importante. Lo digo yo y Fabricio lo sabe, que escribo muy duro en ocasiones contra el presidente, el artículo mío de hoy en defensa de Teleamazonas es un artículo muy duro, incluso contra el presidente, pero yo cuido cuando envío un mensaje no mando un mensaje subliminal. Cuando quiero decir algo frontalmente lo digo. No dejo el tema, ¡ah caramba!, dejo entretelones de que es pillo, pero no es pillo. Creo que hay una afectación a la libertad de información y lo digo. En esa línea el Expreso, creo desde mi óptica no puede eventualmente con el título ser sugestivo hacia una posición negativa de una persona. Si el diario lo que quiere decir es que Fabricio Correa tiene contratos con el Estado a través de compañías que él representa está muy bien, pero sí hay que cuidar mucho el mensaje sugestivo que dan. Porque el daño que se puede causar es grave. Mandar el mensaje de ese tipo puede ser contraproducente cuando no hay motivo para eso. Cuando uno lee la crónica roja y los informes, la expresión nexos implica vínculos con la mafia o con el narcotráfico. 

—FABRICIO: Por eso no he querido que me saquen la foto, ni dar entrevista, he querido contarles la historia. Si tiene una duda yo se la absuelvo, porque ya tuve una reunión hace unos cuatro meses; me cayó superbién Juan Carlos, les puedo ayudar les he dicho siempre en la lucha contra la corrupción. Porque Rafael es íntegro, pero es muy sano; él es un académico, él sabe que roban en Pacifictel, pero no sabe cómo tú haces el pedido, cómo le pones sobreprecio, a quién le das el billete, y este a quién le pone, yo que soy contratista sí lo sé. Y todos los días recibo información, lo que ocurrió en el CRM ahora es terrible. El tema del cuarto puente, en febrero mi ñaño salió con casco en la noticia y llega cinco minutos después a comer a mi casa y le digo ¿estás loco? Pregúntame a mí, ese puente no se puede ejecutar con esa gente. Pero yo vi una grúa grandota, dijo. Sí, pero yo que soy contratista sé que necesitas cinco grúas grandotas y cinco balsas que lo lleven y no hay. Entonces yo tengo que estar atento a eso, porque le tengo que cuidar las espaldas. Contrario a lo que la gente piensa, yo con Carlos Vera siempre tuve una buena relación. Jorge Ortiz no me cae bien porque se apasiona y es capaz de decir cualquier barbaridad sin fundamento. Pero Carlos Vera nunca te hablaba si no tenía una cosa de respaldo, ¿ah  que no me gusta? Salado pescado. Emilio Palacio, que le tenía respeto porque lo vi ser muy objetivo cuando su hermano fue presidente, ahora es un muchacho fanático, dice cualquier cosa que se le ocurre, entonces eso no está bien. 

Con Juan Carlos ya conversamos, le conté cómo fue mi historia. Los vueltos, las cosas estas. Entonces me dijo Joffre: “te van a sacar una investigación”. Yo no tengo problema, le dije. Donde se insinúa una cosita, donde se van de la raya, haré lo que hago siempre: ni me pongo a discutir con ustedes porque yo no voy a caer en el ping pong. Lo que hago es pedir que me expliquen lo que han afirmado, si no son ustedes el señor que declaró y ya está. No, dijo Joffre, yo soy amigo de Galo [Martínez], por eso es que cuando ustedes entraron yo no los esperaba. Yo vine a conversar y decirle qué dudas tiene, qué cosa hay. No vine a decir que no saquen el artículo, yo quiero que lo saquen, además se me están adelantando tres meses a una cosa que yo mismo voy a hacer, sino que lo quiero hacer ordenado, bien hecho y por eso he pedido la asesoría de la Price.

Aquí no hay nada oscuro, lo único que puede llamar a suspicacia es por qué no están de frente a nombre de Fabricio Correa: precisamente para evitar estas cosas, alguna mano malintencionada que Correa esto, que Correa lo otro. Teníamos un período muy sensible que lo planificamos desde el principio de la revolución ciudadana, en que iban a ser dos años y medio políticos, de aquí no hay elecciones hasta cuatro años. Entonces usted no se acordaba del caso de Carlos González y Rubén Rodríguez porque yo no le contesté, entonces esta vaina de aquí es noticia para conversar el lunes. El martes sale que encontraron tal cosa en tal parte y ya no es noticia más, pero sí afecta. Ahora que estuve en la campaña de Pierina [Correa] aproveché para ver cómo había impactado estos temas de agua, que fue el más bullado, los temas de González, el público en general ni se entera y no le interesa tampoco. La imagen mía a Dios gracias es muy buena, [excepto en los círculos de Patiño, dice Joffre]. Pero hay una realidad, mis clientes sí leen el Expreso, mis prestamistas también, mi entorno, los padres de los compañeros de mis hijos, los que juegan pelota conmigo. Esos sí somos pelucones light, nos interesa qué dice El Universo, Carlos Vera. Yo no vivo en Bastión Popular, vivo en Los Olivos, desde hace años, y sí es importante el buen nombre y la buena honra que uno ha adquirido con delicadeza como la que le enseño aquí [cuando dio el vuelto en el Gobierno de Noboa]. El 9 me invitaron y me desayuné que era director, y el 10 les dije que tengo conflicto de intereses.

—¿Cuántas empresas inmobiliarias dijo usted que tenía? 

—Por lo menos doce.

—JOFFRE CAMPAÑA: Creo que hay una cosa también importante, el tener bienes inmuebles a nombre de compañías es más frecuente que lo que uno se imagina. Yo que no soy un hombre ni medianamente rico ni nada que se le parezca, tengo cuatro o cinco compañías, porque si hoy compro una casa o un departamento no lo compro a nombre de Joffre Campaña, lo compro a nombre de una compañía. Porque si mañana o pasado tengo que vender cero acciones  y vendo en 24 horas el inmueble y vuelve el dinero al otro día y si tengo que vender con escrituras, certificado, registro, me complico tres meses. Eventualmente yo le cargo los gastos de esa casa pequeña, alícuotas, etc. a la compañía, tengo una opción de deducir el tema tributario que como Joffre Campaña no lo puedo hacer. Esa operación la tiene aquí todo el mundo. Sería bueno preguntarle a Francisco Nugué, de Morgan & Morgan, simplemente como un estimado: ¿Cuántas compañías panameñas ha vendido en el Ecuador en los últimos tres años? Miles. 

—FABRICIO CORREA: Hay una realidad en Ecuador: ser exitoso es exponerte de plano. Por eso es que yo no estoy de acuerdo con la declaración patrimonial. Si quieres hacer enriquecimiento ilícito, es facilito. ¿Por qué Derlis Palacios  tiene una casotota en Cuenca? ¿A nombre de quién está? Es que no está a nombre de él, está a nombre del hijo. ¿Y de dónde sacó la plata? Por eso yo le digo que yo tengo una bendición: tengo por lo menos 15 años del reporte de fuente de uso. Yo puedo responder por cada uno de mis patrimonios. Y todo está muy bien documentado, salvo que ahora tenemos contratos. O sea, primero tienes que ejecutarlos para ver cuánto te ganas. Y tienes anticipos, o sea tienes cuentas por pagar.

Pero mi patrimonio está mucho antes de que Rafael sea presidente. O sea, el capital de la empresa, los terrenos que he comprado, las inversiones que he hecho. O sea, es antes. Ahora lo más seguro es que crezca, además es obvio. Entonces, ¿qué es lo que queremos hacer? Le digo incluso la idea porque siempre estas cosas las menciono en voz alta y me aportan. Si tengo fideicomisado toda la operación, ¿por qué no fideicomisar todo el patrimonio familiar? Es un poquito más nomás, poner la casa, etc. Entonces, que todo lo que crezca o disminuya, porque también le puede ir a uno mal en los negocios, el patrimonio esté dentro de un fideicomiso que de fe del lícito origen de las cosas.

Entonces, como yo estoy acostumbrado, porque lo he hecho siempre, dar un pasito más esa es mi propuesta que le he hecho a la Price, y la Price me tiene que decir la mejor estructura corporativa y la política de empresa familiar. Más o menos eso es sucintamente lo que esperamos tener. El contrato es de ocho semanas, ya hemos corrido una, y de ahí preparo los 25 años de Aplitec para anunciar esto.  No lo voy a hacer el 1 de julio, porque son las fiestas de Guayaquil y todo eso. Septiembre es un buen mes porque no hay ruido en Guayaquil. Así  que eso es un poco, jóvenes, para desmitificar el mito urbano Correa”.       

Durante la última semana de junio de 2009, Fabricio Correa tomó la iniciativa. No la soltaría hasta muy entrado el 2010, luego de realizar una serie de denuncias en contra de funcionarios muy cercanos al Gobierno de su hermano, y como respuesta a la decisión del presidente Correa de dar por terminados de modo unilateral los contratos del Estado con las empresas vinculadas a Fabricio Correa.

El empresario de la familia Correa visitó por entonces, en junio,  a dos autoridades de control claves: el contralor del Estado, Carlos Pólit, y al fiscal general Washington Pesántez. Con el primero, al menos, se pudo comprobar su grado de amistad cuando meses antes había sido invitado a una fiesta en casa de Fabricio Correa por el 25 aniversario de bodas. Las fotos salieron en la sección de Sociales de El Universo. El auditor del Estado era quien había ordenado exámenes especiales a estos contratos, y luego emitiría un informe al país notificando que había auditado nada menos que 167 millones de dólares en contratos vinculados a Correa.

Pero en esa visita de junio, el fiscal y el contralor recibieron la declaración patrimonial juramentada del hermano del presidente.

Las dos entrevistas fueron hechas con anuncios previos para la prensa. Ya Correa tenía claro a través de quiénes debía enviar su mensaje y los modos de hacerlo: contrató incluso una asesora en comunicación. Así pues llegó en medio del trasteo y la parafernalia de las cámaras y las grabadoras; decenas de periodistas que pugnaban por una declaración exclusiva. Correa, junto a cada una de estas autoridades, dirigió por breves segundos a los lentes los papeles de su declaración. Los fotógrafos hicieron funcionar sus flashes. Lo que no contaba el hermano de Rafael Correa era la acuciosidad de la prensa. Una foto, tomada por Henry Lapo, de la redacción de Expreso, mostró en su ampliación el monto declarado por el polémico empresario: 14 millones de dólares de patrimonio personal. La cifra publicada en la portada del matutino guayaquileño causó sensación, especialmente en Los Ceibos, sitio de su residencia. 

En el documento que mostró públicamente se lee que los activos de Fabricio Correa suman 13’895.447,78 dólares, desglosados en: 11’286.080,14 dólares de patrimonio en sociedades nacionales, 1’603.727,28 dólares en inversiones en sociedades extranjeras,  un millón de dólares en patente de utilización y 5.640,36 dólares en herencia.

El día de la publicación, Fabricio Correa reaccionó con furia ante la llamada del reportero del diario que le pidió que explicara ese monto tan alto. Lo que me preocupa es que usted tenga acceso a eso. Yo se lo he entregado y se lo he pedido expresamente, tanto al contralor como al fiscal, que se maneje con discreción, porque nunca me ha gustado decir lo que tengo y me ha gustado vivir modestamente, respondió.  

En la visita a los jerarcas del control del país, Correa les dijo lo que debían investigar: Primero, que todo su patrimonio es fruto del trabajo honesto. Es lo primero que había pedido que se investigue. Segundo, si su patrimonio se había visto incrementado gracias al Gobierno de su hermano. Y tercero, que los contratos estaban al día, e incluso adelantados.  “O sea que no hay ninguna falla, ni discusión alguna; siguen los contratos y yo no he tomado ni un peso y para eso le he entregado el fideicomiso, para que vea que toda la plata está en una caja fuerte, libremente, porque yo no tenía por qué hacerlo”.

Así, Fabricio Correa, tras admitir nueva y públicamente, ante las propias autoridades que tendrían que juzgarlo, que sus empresas tenían contratos con el Estado, inició la gran batalla por la defensa de los mismos. Batalla que enfrentaría a los dos hermanos, y remecería, aun más, los cimientos mismos del Gobierno de la revolución ciudadana.
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El dilema…

Es el relato de como se tomó la decisión de dar por terminados los contratos, por parte del presidente, en lugar de declarar su nulidad. La primera opción le daba a Fabricio Correa la

enorme posibilidad de poner una demanda millonaria al Estado y ganársela. También cómo reaccionaron los principales dirigentes de Alianza PAIS, justificando lo hecho por el

hermano del primer mandatario. También se analiza la (no) actuación de las principales entidades de control y cómo se fomentó la impunidad.

El viaje del presidente desde Caracas estuvo marcado por varias sorpresas en lo que se refiere al caso de su hermano. Rafael Correa, antes de partir a la reunión con Hugo Chávez  había proclamado que nada se había demostrado de doloso en los contratos que su hermano había tenido con su Gobierno a través de empresas vinculadas, dos de ellas de papel, compradas en Panamá. 

En una de sus columnas del diario quiteño El Comercio, el ex vicepresidente de la República, León Roldós, respondió a esa afirmación: “La infracción, en el caso que nos ocupa, no es solo moral. También hay administrativas e indicios de infracción penal. La Constitución explícitamente prohíbe la simulación. El Convenio de Naciones Unidas Contra la Corrupción, ratificado por el Ecuador, exige transparencia en lo relativo a la “identidad de las personas jurídicas y naturales involucradas en el establecimiento y la gestión de empresas”. ¿Hay transparencia cuando se encubre tras una cortina la identidad del dueño de los negocios y de los contratos con el Estado, usando membretes y nombres prestados? Solo pueden pensar aquello el presidente Correa, su hermano y los cortesanos del poder que han salido a proclamar que no hay infracción por sancionar. Las recientes reformas al reglamento de la Ley Orgánica de Contratación Pública, del sábado 20 de junio, expedidas por el presidente, son para proteger a su hermano, porque intentan convencer que como los contratos cuestionados son anteriores a tales reformas, no debe anulárselos ni sancionar a los responsables. Confesada la identificación del Ing. Correa atrás de los membretes y los nombres prestados, el procurador está obligado a cumplir el Art. 66 de la Ley de Contratación, porque aquél, a la fecha de los contratos, estaba inhabilitado para la contratación con el Estado, Art. 62 de dicha Ley, por ser hermano del presidente de la República. La falsedad en la identificación del verdadero contratista afecta a los contratos y obliga al fiscal a iniciar la respectiva indagación. La Contraloría debe requerir la declaración patrimonial juramentada del Ing. Correa, por el uso de personas que prestaron sus nombres para aparecer en las compañías contratistas, por indicios de testaferrismo, conforme al lit. e) del Art. 1 de la Ley que las regula. El ingeniero Correa tendrá la oportunidad de probar el origen lícito de los millones que expresa ha invertido en los negocios de los membretes involucrados y que sus infracciones solo son en el ámbito de la contratación pública”.

Para el Gobierno, los vientos comenzaron a soplar en contra en la segunda semana a partir de la publicación de los reportajes. Aunque no había aún informe alguno de encuestadoras, se demostraría luego que, cuando esta denuncia fue revelada, el presidente tenía un pico alto de popularidad, cercano al 70%. Después de ello, su caída en las encuestas sería indetenible, situándose según Market, una de las encuestadoras, en cifras menores al 40%, igual que la percepción sobre su credibilidad. El caso le costó al Gobierno en promedio una caída general de entre 15 a 20 puntos en las encuestas de popularidad. Pero esa comprobación vendría después. Ahora había que actuar de manera rápida, y el primero que lo hizo desde el Gobierno, aun en medio del coro de justificaciones de los legisladores de Alianza PAIS, fue el secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera.

El funcionario, muy cercano al presidente Correa, dijo ya el 20 de junio que la Ley de Contratación establecía prohibiciones para todos los familiares del primer mandatario, como jefe de todas las entidades adscritas al Gobierno. Esto contrastaba radicalmente con sus primeras declaraciones tras las publicaciones de Expreso,  defendiendo el derecho del hermano del presidente a tener contratos con el Estado. Pero advirtió, y reconoció oficialmente, que los contratos que efectuó Fabricio Correa con el Estado estaban a nombre de terceras personas, y no a su nombre. Sin embargo, una información adicional del matutino quiteño, El Comercio, daba cuenta que la empresa Helptec, de propiedad de Correa, se había adjudicado en enero de 2009 la adquisición de 500 metros de tubería de acero A-36, por 186 mil dólares, en un contrato con el Servicio de Dragas de la Armada. Y que esta empresa era propietaria de la compañía Sidec Construcciones, S.A. la cual participó en un concurso del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y obtuvo el contrato para construir puentes sobre el río Paute, en el cantón azuayo de  Uzhupud, a un costo de 1,1 millones de dólares. Mera aseguró que “nosotros no sabíamos de los negocios de Fabricio, el presidente tampoco”.

Así que,  prevalido de esa posición, el secretario de Transparencia de la Presidencia de la República, Alfredo Vera, pidió, el miércoles 24 de junio, mientras Rafael Correa estaba en Venezuela, la terminación, anticipada y unilateral, de los contratos. El funcionario estuvo sustentado en un criterio de la propia Secretaría Jurídica de la Presidencia, que se refería a la prohibición de la Ley de Contratación respecto a los parientes. Algo que en la propia Asamblea, los coidearios de PAIS habían rechazado como causal de fiscalización, pues sus voceros dijeron que la prohibición solo se daba para los parientes de los funcionarios de las entidades contratantes.

Vera Arrata dirigió una comunicación a todos los titulares de Vivienda, Obras Públicas, Petrocomercial e Hidrolitoral pidiendo que inicien los procesos de la rescisión unilateral de los contratos. Y reveló que, antes de esto, había convocado al propio Fabricio Correa para que exponga sus alegatos sobre los contratos, y aunque no reveló detalles de esa reunión, dijo que estaba consciente de que Fabricio Correa podía iniciar acciones legales si es que el Gobierno terminaba con los contratos. 

A la par, la Comisión de Contratación Pública del Legislativo convocó a una reunión urgente al contralor y al procurador para que expongan sus opiniones sobre la situación que se presentaba. Nuevamente, en un Parlamento provisional, gobernado por el oficialismo surgió el dilema: esta vez si la prohibición de contratar con el Estado por parte de parientes de funcionarios y dignatarios era para  personas naturales o jurídicas. Los dos dignatarios convocados coincidieron que la Ley de Contratación debía ser reformada para incluir a las empresas que tengan relación con los parientes mencionados en calidad de ejecutivos o accionistas de las mismas. En esa reunión, el procurador, Diego García, ya dio un corto aviso de que no sería tan fácil la pelea jurídica que se venía: “Habrían hechos que podrían no aparecer en los documentos formales y que dependían de un análisis detallado”.

García inició el proceso para determinar si es necesario anular los contratos que varias entidades estatales suscribieron con las empresas de Fabricio Correa. El abogado del Estado aseguró que el proceso avanzaría de acuerdo con lo que establecía la Ley de Contratación Pública y el flujo de información al que pudiera acceder la Procuraduría.  Y pidió que las entidades contratantes remitan la información sobre cada uno de los contratos y subcontratos suscritos con las empresas de Correa.

Las entidades tuvieron 10 días, plazo que da la ley, para cumplir con la entrega de la información requerida. Los pedidos de información fueron también para las empresas de carácter privado, pero que administraban recursos públicos, como es el caso de Hidrolitoral e Hidropaute, donde también se suscribieron contratos a favor del hermano del presidente.

Sobre los subcontratos celebrados con las empresas privadas, García también solicitó información, la que esperaba cruzar con la que remitiría la Superintendencia de Compañías, respecto a los accionistas de las empresas.

Pero el funcionario estaba seguro que este será solo el inicio de la investigación “porque hay otras compañías en las cuales podría estar o no estar nominalmente el hermano del presidente”, a las que también se intentará llegar.

Pese a que la Ley de Contratación Pública se puso en vigencia el 4 de agosto pasado, incluyendo la prohibición de contratación de los familiares de los principales funcionarios públicos, el procurador aclaró que, una vez que se cuente con la información necesaria, se debería analizar cada contrato para determinar la norma vigente, el momento de la firma, conocer si en ese marco existían las causales para iniciar las demandas de nulidad en cada contrato, que debían, además, pasar por el conocimiento de un juez.

Era un camino largo, limitado además para el procurador, pero el dignatario dio una pista alterna: la misma Ley de Contratación determinaba el procedimiento para que sea cada entidad contratante la que pudiera declarar la terminación unilateral de los contratos.

Según la Procuraduría, esta era la vía más rápida para poner fin al conflicto, ya que permitía que sea la principal autoridad de la entidad contratante la que tomara la decisión administrativa, sin la necesidad de solicitar la actuación de un juez.

Pero esto traería otro riesgo, admitió García: se generaría la reacción del contratista, quien se sentiría afectado por este acto y podía solicitar su revisión a través del sistema judicial, proceso en que nuevamente debería actuar la Procuraduría para la defensa de los intereses del Estado.

Diego García aclaró que era imposible que el Sistema de Contratación Pública, que estuvo vigente hasta agosto del año pasado, pudiera evitar lo sucedido con el hermano del presidente de la República.

El control previo por parte de instituciones como Contraloría y Procuraduría, que debían analizar los procesos de contratación y emitir sus informes, no podía haber detectado estos inconvenientes, “y peor aun si se ha utilizado empresas como cortina o pantalla para esconder personas naturales detrás de las personas jurídicas”. Explicó entonces que en el sistema de control previo, vigente antes de la actual ley, los organismos de control no tenían mecanismos para revisar la conformación accionaria de las empresas.

La pieza clave en esta batalla de legalidades era el propio procurador general del Estado, en caso de que se declarase la nulidad de los contratos. A saber: el artículo 62 de la norma establece la prohibición para que los familiares de los funcionarios puedan beneficiarse de contratos con el Estado. Esta norma está complementada con el artículo 64 del mismo cuerpo legal que, en cambio, determina expresamente que en caso de que se celebrare un contrato contra una expresa prohibición, deberá ser la máxima autoridad de la entidad contratante la que “podrá declarar en forma anticipada y unilateral la terminación del contrato, sin que proceda reconocer indemnización alguna al contratista”. Complementariamente, el mismo artículo prohíbe que la entidad contratante, después de la decisión, realice cualquier pago relacionado con el contrato. Además de que, en caso de que se determinara algún perjuicio económico para el contratante, serán responsables de ello el contratista y los funcionarios que hayan permitido la celebración del contrato. El artículo 65 dice que el procurador, tan pronto conozca de cualquier anomalía, “demandará la nulidad del contrato, sin perjuicio de las responsabilidades administrativa, civil o penal de los funcionarios o empleados por cuya culpa se hubiere causado la nulidad”. 

Así que el procurador tenía la llave en este tema. Entre declarar la nulidad o la terminación unilateral. 

Lo mismo pensaba el fiscal encargado, Alfredo Alvear, quien esperaba la acción de la Procuraduría, del Servicio de Rentas Internas y otras entidades.  Anunció que abriría un expediente investigativo, para indagar alguna posible violación a la ley: “Tenemos que ser imparciales, tenemos que olvidarnos que la persona Fabricio Correa es hermano del presidente, todos somos iguales ante la ley”.

Uno de los pocos en el país que entendía el dilema, León Roldós, no estaba conforme. En una carta dirigida al procurador, insistió en que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública era el que debía aplicarse en los contratos de Fabricio Correa.

Dicho artículo se refiere a la denuncia sobre contratos celebrados con personas inhábiles o sobre aquellos que recayera alguna causa de nulidad y “que podrá presentarla cualquier persona al procurador del Estado acompañando los documentos probatorios del caso...”. Según Roldós, el artículo 64 aludido en la notificación que hizo uno de los ministerios, no se refiere a inhabilidades sino a contratos contra expresa prohibición. “El numeral 4 del artículo 92 y los artículos 94 y 95 siempre se refieren a incumplimientos y permite sanearlos en diez días posteriores a la notificación. En el caso de las inhabilidades precontractuales no hay saneamiento posible, por eso no son aplicables al caso. Como se plantean las cosas, [esto] es un sainete”.

En ese momento, el procurador García, planteó así el dilema:

—¿En qué situación queda el trabajo jurídico emprendido por la Procuraduría luego de la decisión de terminar unilateralmente los contratos con las empresas de Fabricio Correa?

—Seguimos haciendo el análisis de cada uno de los contratos y de la estructura societaria de las empresas contratistas y accionistas a efectos de hilvanar la relación entre Fabricio Correa y las empresas. Esto independientemente de las decisiones que han tomado las autoridades que no requerían contar ni con el consentimiento de la Procuraduría ni de otra autoridad.

—¿No siente a la Procuraduría con manos atadas por la decisión del Gobierno, ya que el análisis podría sugerir que la terminación unilateral no era la decisión más acertada?

—El trabajo servirá para tomar acciones independientes de la administración central o ejercer la defensa del Estado en caso de demandas, el ejercicio de la investigación tiene un fin de utilidad.

—¿Y qué pasará si determinan en el estudio que la terminación unilateral de los contratos no era el camino jurídico más adecuado?

—La autoridad que tomó la decisión sin el suficiente respaldo debe ser responsable y en el evento de que el Estado asuma una responsabilidad por ello, el Estado puede iniciar una acción de repetición. Es decir, en el evento que el Estado tenga que responder ante un contratista por una decisión equivocada, tiene el derecho de repetir lo que haya pagado en contra del funcionario que actuó en forma negligente.

—Al Estado no le será fácil, son varios contratos y Fabricio Correa ha solventado juicios anteriores...

—Es posible que existan conflictos que demoren algún tiempo, pero el Estado no puede dejar de actuar por tener como contraparte a alguien con experiencia y tiempo para litigar. Lo que tiene que hacer el Estado es preocuparse de enfrentar de manera correcta y legal. 

Joffre Campaña, abogado de Fabricio Correa, reaccionaría a la decisión inminente del Gobierno de declarar la terminación unilateral de los contratos.

“Según la ley, cuando existe una causal de terminación unilateral de contrato debe hacerse un trámite administrativo con la demostración documentada, evidente, de que hay causales para ello. Entonces, jurídicamente han puesto a las empresas vinculadas, en bandeja de plata, la defensa”.

Campaña usó en defensa de su representado uno de los argumentos del propio presidente de la República: recordó que el presidente de la República asegura siempre que la prensa es corrupta y mentirosa. “La descalificación a la prensa ha sido absoluta y ocurre que los ministros, no sé si complotados contra el presidente, fundamentan un trámite estrictamente jurídico en informaciones de prensa en que “podría”, “sería”, “parecería”, señaló. Se refería a la notificación del Ministerio de Vivienda al consorcio Rellenos y Plataformas para dar por terminada la relación contractual. En el comunicado se justificaba la medida por informes de la prensa.

Al decir, sostenía Campaña, en la notificación que de “informaciones públicas”, entonces la respuesta puede ser muy sencilla: Las informaciones públicas, según el presidente, son mentirosas, no son verdad. No es posible que el Gobierno inicie trámites de esta manera tan burda.

Meses más tarde, el abogado Milton Castillo, en un artículo para El Comercio del 10 de marzo de 2010 mantendría la duda de si la solución al dilema legal fue la correcta para el Estado o se hizo para proteger al hermano del presidente: “¿Acaso no es ilícito que en los contratos del hermano del presidente se haya preferido “terminaciones unilaterales” en lugar de lo jurídicamente correcto, que era buscar judicialmente la nulidad de todo lo actuado y el concomitante enjuiciamiento penal en contra del engañador y las autoridades que se dejaron engañar a sabiendas? La consecuencia de las terminaciones será que el hermano del presidente gane todos los juicios al Estado y pasee sus desvergüenzas ante todo el país como si fuera un héroe perseguido que triunfó. Eso es negociar un ilícito”.

Castillo Maldonado hablaba aquí desde el futuro. Pero esa sería la consecuencia de esa decisión. Más que eso, Fabricio Correa iniciaba su propio camino como denunciador del régimen dirigido por su hermano, al sembrar dudas sobre un hecho político que marcó el inicio de la reforma política radical impulsada por la revolución ciudadana. 

En una entrevista concedida al matutino guayaquileño El Universo, ocho días después de conocerse de los contratos de sus empresas con el Estado, dijo que él había organizado una reunión en la que presentó a los diputados alternos (que serían conocidos en la historia parlamentaria como los “diputados de los manteles”) al contador de Alianza PAIS, Víctor Barahona, que tenía un remanente de dinero de la campaña electoral de su hermano. Según le dijo al diario, Correa les habría dicho que “cualquier cosa que requieran le preguntan a él y yo veo cómo saco los fondos”. 

Se refería a los sucesos ocurridos desde el 7 de marzo de 2007 cuando el entonces Tribunal Supremo Electoral (TSE) destituyó a 57 legisladores electos por el pueblo ecuatoriano en las elecciones parlamentarias de 2006, por haber tramitado un juicio político en contra de los vocales del Tribunal, quienes hicieron una polémica convocatoria a una consulta popular para llamar a una Asamblea Constituyente, consulta que requería de la aprobación del Congreso y que era exigida por el flamante Gobierno de Rafael Correa.

Los legisladores destituidos fueron reemplazados por sus suplentes, los llamados “diputados de los manteles”. Fueron nombrados así porque, en una de las reuniones en que junto a operadores políticos del Ministerio de Gobierno planeaban el reemplazo de los legisladores titulares, fueron descubiertos por el periodista de Teleamazonas, Milton Pérez, y estos personajes no tuvieron mejor idea que esconderse del lente de la cámara debajo de los manteles de las mesas de la hostería donde estaban comiendo; algunos corrieron por los senderos del lugar perseguidos por los camarógrafos. Hasta entonces, el Gobierno había negado las denuncias de los voceros de los partidos políticos de la oposición, precisamente de la mayoría de 57 legisladores que negaba el paso a la consulta, de que se preparaba un golpe al Congreso desde Carondelet. 

El 9 de marzo de 2007, tras la destitución de los 57 diputados, el Gobierno, junto con sectores de la minoría legislativa arrancaron las negociaciones con los suplentes para armar un bloque de más de 51 votos (de un Congreso de 100 diputados) que garantice el llamado a la Consulta Popular. El 21 de marzo, el Gobierno tomó el control del Congreso, al integrar la mayoría legislativa con 21 de los diputados suplentes, a quienes custodió, con policías de las fuerzas especiales del GIR, desde la madrugada de ese día y los hizo ingresar en dos buses por los parqueaderos del edificio donde funciona el Parlamento, dijo la crónica de El Universo.

La estadía en Quito de los “diputados de los manteles”, la mayoría provenientes de provincias había sido un misterio: ¿Quién pagó el hotel, la comida, el transporte? En el Gobierno lo habían negado siempre, hasta que apareció Fabricio Correa.

Uno de los legisladores destituidos, Alfredo Serrano, del Partido Social Cristiano, dijo que Fabricio Correa confesó dos delitos con sus declaraciones: el primero que él participó en la compra de conciencias; y el segundo, que se utilizó el dinero de la campaña electoral para otros fines. En el caso de los “diputados de los manteles”, dijo el ex legislador, el país sabe de dónde salió el dinero para cubrir los gastos de todo el operativo. Así que el tesorero de la campaña del partido de Gobierno, también había incurrido en un delito electoral al no declarar un remanente del dinero usado en la misma. Nadie investigó sobre el tema, pero Correa dejó sembrada la espina, sobre todo como un mensaje a los ahora asambleístas de PAIS. Fue Irina Cabezas, legisladora oficialista, quien recogió el guante: “Me da pena que haga comentarios sobre el manejo político del Movimiento”. 

La participación de Fabricio Correa en el “Operativo Manteles” no estuvo exenta de una crisis al interior del Gobierno. Este acto de ajedrez político fue dirigido por el propio presidente Rafael Correa y su entonces ministro de Gobierno, Gustavo Larrea. Fuentes vinculadas a esta operación política hablaron para esta publicación bajo condición de anonimato. Relataron que dos personas en el Congreso eran las que hablaban en nombre de Fabricio Correa y que pretendían de alguna manera dividir al propio bloque de los “manteles” para otros fines. Uno de estos diputados es el mencionado Julio Verduga, quien junto a una diputada de El Oro, habrían sido los que llamaron a Teleamazonas para denunciar el lugar secreto donde habían sido reunidos por el Gobierno. El objetivo de esta llamada, según las fuentes era lesionar al bloque, espantar a los asustadizos y permitir que un grupo de ellos, al menos la mitad, conformara un nuevo bloque, sustentado en los legisladores amazónicos, para obtener otro tipo de prebendas.

No sonaba raro. La tradición en la política parlamentaria ecuatoriana había sido precisamente esa: consolidar un poder político en el Congreso para negociar los votos (o las voluntades, como se lo quiera llamar) a cambio de cargos burocráticos, contratos, subcontratos, control judicial, etcétera. 

Así que las personas que hablaban en nombre de Fabricio Correa o, más contundente, del hermano del presidente, accionaban sin el conocimiento ni la autorización del presidente ni del ministro de Gobierno, pero acudían a todas las reuniones y decían también que eran amigos del presidente. Uno de los activistas políticos del Gobierno había sido alertado de estas intenciones, y se enteró, casualmente que todo el bloque de los “manteles” había sido convocado secretamente por Fabricio Correa a una reunión en el hotel Chalet Suisse, ubicado en el bohemio y céntrico barrio La Mariscal, en Quito. Los diputados suplentes permanecían hasta entonces hospedados en el hotel Tambo Real, situado en el frente diagonal  de la Embajada de Estados Unidos. A ese lugar acudían los activistas del régimen para asegurar lealtades de estos legisladores a los que se pretendía volver titulares de sus curules, pero que pertenecían a varias organizaciones de la tan vituperada “partidocracia”. El régimen necesitaba de esos votos para dar paso a la consulta popular que convocaría a una Asamblea Constituyente. Los operadores de Fabricio Correa, según las fuentes, habían convocado a una reunión previa días antes de la reunión en el Chalet Suisse, en el hotel Crown Plaza, donde habrían acudido al menos una docena de estos legisladores suplentes a escuchar las ofertas de negocios petroleros y cargos en la estatal Petroecuador, a cambio de los votos. Así, según las fuentes, se habían definido negocios como cupos de diesel, contratos de servicios petroleros, venta de tubería, altos cargos en Petroecuador, Petroproducción, Petroindustrial, para parientes y amigos. Según las fuentes, Fabricio Correa buscaba consolidar y controlar un bloque propio de diputados y partir en dos al “grupo de los manteles”, para tener una enorme presión política —a cambio de prebendas— que garantizaría negocios con el Estado y reparto de otros cargos.

La del Chalet era la segunda reunión. Precisamente para desconocer al delegado del presidente, quien fue avisado circunstancialmente por uno de los legisladores suplentes del Guayas, quien le dijo que la reunión estaba convocada por el hermano del presidente para desconocer al operador político del Gobierno. Este fue a pesar de no haber sido invitado. Antes, le había contado al presidente Rafael Correa lo que estaba pasando, y este le instruyó para que le avisara apenas Fabricio Correa ingrese a la reunión. El hermano del presidente llegó puntual acompañado de Víctor Barahona, que por entonces fungía de tesorero del movimiento oficialista en el Guayas. Barahona ocuparía después los cargos de subsecretario de Vivienda y director del Instituto Nacional de la Niñez y la Familia, Innfa; hombre de absoluta confianza del grupo vinculado a María de los Ángeles Duarte, ministra de Vivienda, luego de Inclusión Social y luego de Obras Públicas, amiga cercanísima del presidente Correa quien la había defendido a capa y espada a pesar de decenas de denuncias por su paso en el Ministerio de Vivienda. Barahona estaba ahí para dar aval a las palabras de Fabricio Correa. Pero no alcanzó a acompañarlo por mucho tiempo, porque Rafael Correa apenas enterado de la presencia de Fabricio, le llamó a su celular. Este esperó tres llamadas para contestar. Es mi hermano, dijo, ofreció disculpas a la sala y se fue a un lugar más discreto. Quienes lo escucharon relataron que se le oía ofrecer explicaciones a su hermano. Cosas como: eso no es verdad, te han mentido ñaño… Luego, sin dar explicaciones salió del salón, y  les dijo a todos: ahí queda el tesorero, tienen todo el apoyo para cualquier gasto que hagan o lo que requieran. Según las fuentes, en esa reunión Barahona habría ofrecido diez mil dólares para cada legislador suplente, pero al final nadie dio razón de si se pagó ese dinero o se les dio una parte. El bloque de legisladores pretendido por Fabricio Correa no se consolidó, gracias sobre todo a la intervención directa de su hermano el presidente.

Resultaba obvio que Fabricio Correa tenía mucho hilo oculto en el carrete, y empezaría a soltarlo. Luego de que estallaran las revelaciones de los contratos de sus empresas, mostró apenas una parte de lo que sabía. Todos estaban advertidos. 

Es una simulación legal, que afecta gravemente a la fe pública.

Rafael Correa, presidente de la República

Cadena nacional del 27 de junio de 2009

El peso de la evidencia iba haciéndose mayor en la oficina principal de Carondelet y sus alrededores. Eduardo Paredes, un operador político de PAIS, miembro del buró político y segundo a bordo del Ministerio de Coordinación Política, reconoció el bajo momento para el partido en el Gobierno. “No estamos dispuestos a defender los negocios particulares de nadie, así sea el hermano del presidente; lo que no vamos a hacer es defender sus negocios. Nosotros suscribimos la postura del presidente, es decir, que la Contraloría, la Procuraduría y todos los que tienen que ver con la fiscalización de la contratación pública actúen y lo hagan con toda la energía y la independencia del poder para descubrir si es que hay actos dolosos”, dijo Paredes al portal de noticias ecuadorinmediato.com como reacción directa a la acumulación de voces de protesta por esta denuncia. Aunque admitió un costo político no tan grave como para hacer peligrar el proceso de la revolución ciudadana, sí dijo que no le podían perdonar a Fabricio Correa el que les haya producido ese costo: “Los que somos consecuentes con el planteamiento del proyecto estamos trabajando 18, 20 horas diarias y no estamos haciendo negocios con este Gobierno”. 

Ese mismo día, mientras Paredes se daba golpes de pecho y en Ecuador arreciaba el escándalo, en Nueva York, en el marco de una gira, el primer mandatario no se le ocurrió otra cosa que pedirles a los migrantes ecuatorianos que fueron a verlo en Queens que busquen la información del país solo en las páginas oficiales como las de El Ciudadano, y la web de la Presidencia de la República, porque “en nombre de la libertad de expresión no se puede caer en la manipulación”. Y recriminó los negocios de los medios particulares, y la “información falsa que busca desestabilizar a los gobiernos solo porque nos paramos duro ante ellos”.

Antes de las 19h00 de ese día, el presidente llegó de Nueva York. De inmediato se dirigió al Palacio de Gobierno. Ya se había anunciado que Correa haría un importante pronunciamiento, que sería en horario estelar, en cadena nacional de radio y televisión y que no aceptaría preguntas de la prensa.

A las 20h40, el primer mandatario ingresó al salón Amarillo con un semblante de preocupación que en los siguientes minutos se fue disipando, mientras decenas de  medios de comunicación alistaban sus transmisiones en directo con su tradicional ruido y parafernalia. El presidente esperó con paciencia que desde los estudios de los canales les dieran paso a los periodistas, incluso a Teleamazonas, un canal no estimado en Carondelet, que se demoraba. Le dio tiempo para bromear, “como los quiero tanto los voy a esperar”, al tiempo que reiteró que el canal debería pagar los impuestos.

A continuación leyó su comunicado.

Queridos compatriotas, muy buenas noches y un abrazo fraternal.

Hace algunos días salió una extensa y prolija investigación sobre las empresas y negocios del hermano del presidente. No creo, con las excepciones del caso, que en Ecuador haya una prensa libre e independiente. En esta ocasión lo que dijeron parecería verdad, pero claramente son verdades selectivas, de esta forma son actores políticos sin ninguna legitimidad democrática. Por ejemplo, ¿cuándo esa misma prensa investigó cómo importantes medios de comunicación eran propiedad de empresas de papel en las Islas Caimán? o ¿cuándo investigaron a un canal de televisión que durante ocho años no ha pagado un solo centavo de impuestos?

Pese a todo lo que han escudriñado y escandalizado aun no han podido demostrar ningún tipo de perjuicio al Estado ni favoritismos, ya que normalmente los contratos fueron ganados por concursos incluso electrónicos y donde ni se conocía que la empresa era del hermano del presidente. Tampoco, hasta este momento, se ha demostrado problemas en cuanto al cumplimiento puntual de los contratos. En definitiva todavía no se ha logrado demostrar una sola ilegalidad en los mencionados contratos y si, después de las investigaciones que hemos solicitado a los organismos de control, se llegase a establecer alguna, tengan la seguridad que será sancionada con todo el rigor de la ley.

No obstante lo anterior, siento una gran insatisfacción. Como creo que sucede con la mayoría de los ecuatorianos, dentro de ellos muchos simpatizantes y militantes de Alianza PAIS. Mientras que algunos nos jugábamos la vida por el sagrado mandato de cambio que el pueblo nos diera en las urnas, el hermano del presidente se encontraba haciendo negocios por millones de dólares con el Estado.

Si mi hermano fuera presidente, yo jamás le hubiera hecho esto.

Entendiendo que mis intereses personales siempre tienen que estar subordinados al bien mayor de la República. Creo que mi hermano no debió contratar con el sector público, más aun, precisamente por esta misma convicción fuimos nosotros que pusimos en el artículo 62 de la nueva Ley de Contratación Pública —nosotros, antes esto no existía— aprobada por la Asamblea Constituyente el 22 de julio de 2008: que los hermanos del presidente no podían contratar con el Estado. Por supuesto, en la formalidad de la Ley, esto se limitaba a contratar como personas naturales o representantes legales de una empresa. Sin embargo, el espíritu de dicho artículo era muy claro, por prudencia pública evitar que los hermanos del presidente contraten con el sector público. Jamás me voy a engañar a mí mismo.

Poniendo una cortina de dos empresas de papel en Panamá, a su vez dueñas de empresas nacionales o contratando a través de terceros, se llegó a lo mismo que quería evitar la ley. Esto es que los hermanos del presidente contrataran con el sector público. Esto puede ser legal pero carece de la fuerza de la verdad, es tan solo una ficción legal, una simulación legal, que afecta gravemente a la fe pública; puede ser que no haya violado la letra de la ley pero claramente se habla de que se ha violado el espíritu de la ley.

Por ello, he ordenado a las autoridades del Gobierno que bajo estricto apego al derecho, busquen la terminación unilateral de los contratos que, según las publicaciones de la prensa y nuestras propias investigaciones, tengan relación con mi hermano, Fabricio Correa Delgado.

He dado instrucciones claras para ello al ministro de Transporte y Obras Públicas, al presidente ejecutivo de Petroecuador y al ministro de Vivienda.

Lamentablemente esto no va a ser fácil porque, como hemos mencionado, aparentemente hasta este momento y de la información que dispongo, no existirían ilegalidades y de cometerse errores se podrían presentar demandas millonarias contra el Estado ecuatoriano. Por ello, para velar por la transparencia de nuestra decisión y evitar las especulaciones de siempre, he solicitado el doctor Julián Guamán, presidente del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, que conforme una veeduría ciudadana, incluyendo si es posible en ella al periodista que hizo la investigación del caso, para que no queden dudas de que haremos todo lo que esté a nuestro alcance, para la anticipada y unilateral terminación de los referidos contratos.

Compatriotas, hermanas y hermanos ecuatorianos, siempre supimos que el camino no iba estar lleno de rosas. Sé que mi hermano va a ser mi hermano toda la vida, pero también mis principios me van a acompañar toda la vida y ojalá que esta revolución ciudadana dure también toda la vida, para que la Patria siempre sea de todos.

Aunque esta situación es tremendamente dolorosa para mí, tengan la seguridad pueblo ecuatoriano, que siempre haré lo que tenga que hacer, sin importar el costo personal que aquello implique.

No permitiré que tanta esperanza que hoy vive Ecuador se afecte por los intereses personales de nadie. No permitiré que nuestra integridad, base del inmenso apoyo popular del cual gozamos, sea afectada por nada, ni por nadie. Sabremos cumplir nuestro deber ante el pueblo ecuatoriano y ante la historia. Muchas gracias y hasta la victoria siempre.

El ambiente en Carondelet era de silencio luego de la declaración. El presidente estuvo acompañado del secretario de Comunicación, Vinicio Alvarado y el secretario Jurídico, Alexis Mera. Para muchos críticos del mandatario, la decisión tomada —terminación unilateral— era una de las formas más escandalosas de  proteger a su hermano. La primera reacción provino precisamente de Fabricio Correa, quien, con su reconocida perspicacia, indicó que su hermano “acaba de decir que yo no he violado la ley, que no he perjudicado al Estado, que no ha habido tráfico de influencias y que los contratos están cumpliéndose en calidad y tiempo apropiado. Si los quieren terminar van a tener una demanda millonaria”. Más claro no cantaba un  gallo.

Y agregó que  “esto es obligación de todos de acuerdo a la Constitución: por eso dice que todos los ecuatorianos tenemos que combatir los actos de corrupción, las irregularidades y cuidar el Estado. Por lo tanto, el presidente [Correa] tiene que ser el primero que cumpla. Entonces él incita a todos los ministros a que vean si hay una causal para terminar, porque no les gusta a los revolucionarios, pero eso yo ya lo sabía, revolucionarios del círculo oscuro me odian a mí.”

Suena horrible, [pero] las cosas desde el punto de vista legal están muy bien hechas.

Rafael Correa, presidente de la República

Enlace ciudadano 126, 27 de junio de 2009

La percepción de que se trataba de un “tongo” se acentuó en estos sectores tras las declaraciones del presidente en el enlace sabatino del siguiente día. Aseguró que el Gobierno buscará, “en estricto apego a la ley”, la terminación de los contratos y que había ordenado el inicio de los procesos. Pero todo esto no sirvió para que el mandatario reflexionara sobre el papel de la prensa en este tema. No voy a legitimar a cierta prensa, que juega un claro rol político, porque esta vez le haya acertado, dijo. El presidente consideró como verdades selectivas las investigaciones de Expreso, y pidió nuevamente explicaciones de por qué sus periodistas se habían dedicado a investigar a su Gobierno y los contratos de su hermano y no a otros diarios como El Universo y su estructura societaria. Rafael Correa no dejó tampoco de insistir en la defensa de Fabricio Correa: hasta ahora, dijo, nadie ha demostrado que estos contratos hayan causado perjuicio al Estado, que se haya dado favoritismo o que se hayan incumplido con las obras. El dilema ético y moral que este tema confrontaba a la revolución ciudadana y a él mismo como su líder, no parecía estar en la agenda del presidente.

Sin embargo, concedió que en lo personal sentía una “desazón terrible”: mientras [nosotros] decimos: nos jugamos la vida por cambiar la patria, el hermano del presidente, más próspero que nunca y haciendo negocios con el Estado. Suena horrible”.

Lo que sonó horrible fue lo que dijo después: no será fácil conseguir la rescisión unilateral de los contratos, porque “las cosas desde el punto de vista legal están muy bien hechas”. (El día anterior, en la cadena nacional sobre el tema, había declarado que se trataba “de una simulación legal que afecta gravemente la fe pública”). Si se cometen errores en el proceso que buscará poner fin a los contratos, advirtió a sus ministros involucrados, se puede exponer al Estado a millonarias demandas. Y recordó que en la ley ecuatoriana rige el principio de repetición, es decir que un funcionario público deberá pagar pecuniariamente si por su acción y su omisión el Estado perdía esas demandas. Más claro no cantaba un gallo. 

Luego, Correa volvió a los golpes de pecho: esta decisión recibirá elogios y críticas. “Incluso hasta de mi familia. Estoy dispuesto a asumir ese costo. Algunas veces la vida no nos da elección. No hubiera querido, obviamente, jamás, que fueran así las cosas. Tengan la certeza de que siempre haré lo que tengo que hacer de acuerdo a los dictados de mi conciencia. Si podemos acabar con esos contratos, los acabaremos”.

La cancha estaba trazada. El presidente había declarado que la contratación era una simulación, pero los contratos eran legales; que estaba dispuesto a sacrificar su relación familiar y que todo esto le dolía mucho, pero que nadie había demostrado que Fabricio Correa obtuvo ventajas por ser hermano del presidente, incumplió con las obras contratadas y que se haya perjudicado al Estado ecuatoriano. Así que a la Procuraduría y a las entidades contratantes les correspondía asumir esa responsabilidad que podía incluso afectar a su patrimonio personal si se equivocaban. Pronto, los observadores, analistas y funcionarios públicos advirtieron que esta ambigüedad y condicionamiento presidencial pondrían más de un obstáculo a la decisión de terminación unilateral. Petroecuador, al mando de la Marina, los ministerios de Transporte y Obras Públicas y Vivienda, y la entidad Hidrolitoral serían las primeras en iniciar los procesos.

Estos tenían cuatro etapas. Primera: la revisión previa de los contratos: los funcionarios debían analizar cada contrato que les correspondía y determinar si estos habían sido firmados contra la ley expresa. Segunda: la determinación de terminación unilateral: una vez establecida la ilegalidad, la autoridad debía declarar el estado jurídico de esos contratos, esto es si resultaban nulos por violación a la Ley de Contratación. Tercera: la liquidación: luego, se establecería el estado de la obra y se haría la liquidación del contratista, que de tratarse de nulidad, no tendría derecho a indemnización. Y cuarta: las responsabilidades: si se determinara un perjuicio para el Estado, los corresponsables serían el contratista y los funcionarios que le otorgaron los contratos.

Era el camino más corto, pero podía llevar meses. El otro camino era que la Procuraduría iniciara un proceso de denuncia y pedido de nulidad de los contratos en un proceso judicial.

El debate estaba, nuevamente, abierto. El propio abogado de Fabricio Correa, Joffre Campaña advirtió de millonarias demandas en cualquiera de los casos. El entonces secretario de Transparencia, Alfredo Vera, salió al paso para decir que cada entidad pública debía determinar, y actuar si por prueba documental o por confesión de parte hubo o no la intervención del hermano del presidente para la suscripción de los contratos. La observación era importante, porque a través de documentos, estaba claro que quien había firmado los contratos era una persona jurídica o empresa que si bien en sus paquetes accionarios estaban vinculadas con Fabricio Correa, era muy tortuoso comprobar una participación directa: él no había firmado los contratos; él había creado una cortina societaria [simulación la llamó el presidente] para que su nombre no apareciera. Él, además, lo había admitido públicamente en todas y cada una de las intervenciones públicas que había tenido una vez revelados sus negocios con el Estado, y hasta las había defendido con vehemencia. Para Alfredo Vera, esa era la confesión de parte que reclamaba se tomara en cuenta por parte de todas las autoridades del Estado involucradas, pero dentro del ordenamiento jurídico, el dilema que planteaba el Caso Correa estaba en que las prohibiciones como hermano del presidente solo podían hacerse efectivas desde cuando estaba en vigencia la nueva ley y no con la ley anterior, cuando la mayoría de contratos habían sido firmados. En ese caso, los contratos debían pasar por otro tipo de análisis para determinar ilegalidades que permitieran su nulidad sin perjuicio para el Estado ecuatoriano.

Vera ofreció, por otra parte ampliar las investigaciones en los comités de contrataciones de las entidades que firmaron contratos con las empresas de Fabricio Correa. Es decir, quiénes y cómo permitieron que ocurriera esto. “Las cosas se van a hacer con detalle y prolijidad, para evitar un daño”, en caso de que Fabricio Correa inicie una demanda contra el Estado. Ellos, los miembros de los comités de contrataciones, debían demostrar, advirtió, si el señor no ha violado la ley, y lo harán seguramente ante un juez.

No llegaría a hacerlo. Fue retirado del cargo semanas más tarde de hacer este anuncio. El nuevo secretario de Transparencia, José Serrano, no avanzó con la investigación.

El otro dilema estaba planteado para la veeduría ciudadana, pedida por el propio presidente al Consejo de Participación Ciudadana, una nueva entidad creada por la Constitución de Montecristi, con atribuciones para investigar casos de corrupción pública, exigir cuentas a entidades públicas o que brindan servicio público y elegir a las autoridades judiciales y de control. “Requerimos de una petición formal, analizar si está dentro de nuestras atribuciones constitucionales y legales y de ahí pronunciarnos”, dijo uno de los miembros del Consejo provisional, que había sido conformado pero no tenía ley, la que estaba aun en análisis en la Comisión Legislativa, el “Congresillo”. Julián Guamán, un destacado miembro de la comunidad indígena y presidente del Consejo provisional también le vio problemas a la participación: “No vamos a investigar, no vamos a ser parte procesal, pero sí vamos a vigilar y observar”. La petición del presidente Correa de que un periodista del equipo que reveló las contrataciones del Estado con su hermano fuera parte de esa veeduría, no fue aceptada por el matutino guayaquileño.

De su lado, quien insistía más en que el caso tenía suficientes motivos para que el Estado denuncie la nulidad de los contratos, era León Roldós: en estas contrataciones hubo inhabilidad encubierta que es causal para esa nulidad y no para la terminación unilateral. La terminación unilateral la debía decidir el funcionario público involucrado solo remitiéndose a las causales determinadas en el artículo 94 de la Ley de Contratación: la quiebra o insolvencia del contratista, multas, suspensión de los trabajos, contratación expresamente prohibida, de mutuo acuerdo y por motivos de fuerza mayor. Roldós consideró que el presidente había intimidado a sus ministros con la advertencia del riesgo de que se pudieran iniciar demandas millonarias contra el Estado. El artículo 99 de la Ley de Contratación determinaba que son los funcionarios quienes pueden ser demandados, ya que son personal y pecuniariamente responsables del cumplimiento de las disposiciones de esta ley. Según Roldós, con esa espada sobre la cabeza, ningún funcionario dependiente del Ejecutivo iba a declarar la terminación unilateral.

José Ramón Jiménez, ex procurador del Estado aseguró de su parte que en el caso Correa no se había incumplido la Ley de Contratación: la inhabilidad no es para personas jurídicas, que son distintas de las personas naturales según la legislación, “y como están las cosas, yo pienso que no ha habido ilegalidad en la contratación ni habría lugar para la terminación anticipada de esos contratos”.

Al tema aportó también la academia. El decano de Jurisprudencia de la Universidad Católica de Guayaquil, Iván Castro Patiño, aseguró que por regla general los contratos se terminaban por acuerdo entre la partes, o por fallo de un juez cuando se alegaba algún tipo de falta legal y no había consenso entre las partes. “Sin embargo, hay un nuevo decreto del presidente de la República que permitiría esa terminación, y mientras este no sea declarado ilegal o inconstitucional, tiene que aplicarse”.

La Procuraduría, de su parte, había iniciado ya los pedidos a todas las entidades contratantes con las empresas en cuestión, como paso previo para iniciar el proceso de terminación unilateral. Pero el tema, insistían los expertos en contratación pública, no sería fácil.  El jurista Rafael Oyarte decía que para terminar los contratos debía estar clara la causal del incumplimiento, de lo contrario, cualquier acto sería ilegal. El Estado, recomendó, debía elaborar un informe técnico y otro económico y hacerlo conocer al contratista, el cual tenía diez días para justificar el incumplimiento o enmendarlo. Pero de no hacerlo así, el Estado tendría que pagar daños y perjuicios. Lo mismo advertía Diego Paredes, otro experto, para quien había el riesgo de que Fabricio Correa demandara al Estado por el doble o el triple del valor de los contratos, y que termine ganando. Pero como nepotismo y prohibiciones al respecto hubo siempre, los directamente responsables eran los funcionarios que terminaron entregando estos contratos a pesar de la prohibición.  El ex contralor, Marcelo Merlo, creía a su vez que cuando se firmaba un convenio pasando por alto las prohibiciones legales, había causal más que suficiente para la terminación unilateral, sin temer a las retaliaciones jurídicas del contratista. Oyarte abogaba por un arreglo de mutuo acuerdo, con un informe previo de la Procuraduría. Incluso describió los mecanismos: se evalúa el avance de los proyectos, el costo de los equipos, los anticipos entregados a las empresas, el costo de la mano de obra y otros rubros, se hace un cruce de cuentas y cada parte recibe lo suyo.

En este cruce de opiniones, mientras la Procuraduría y la Contraloría adelantaban indagaciones y pedidos de información, el fiscal general, Washington Pesántez aun dudaba en iniciar una investigación penal, pues consideraba que “contratar entre particulares con el Estado no conlleva ningún ilícito en el campo penal. Puede haber ilicitudes de carácter administrativo y civil, que, en principio, conllevarían varios efectos, como la rescisión o nulidad del contrato. Pero hemos pensado que el primer paso es acopiar la información y si de esta se desprendieran elementos que hicieran presumir la existencia de algún delito, como por ejemplo tráfico de influencias, iniciaremos la investigación correspondiente, abriendo la indagación previa”. Pesántez anunció que pediría las entrevistas y las publicaciones que se habían hecho sobre el tema, por ejemplo, lo dicho por el abogado León Roldós, y si el caso amerita actuaría de oficio con esta denuncia: Mi obligación es investigar. Pesántez se refería a los presuntos delitos denunciados públicamente por el ex vicepresidente sobre la presencia de peculado y testaferrismo en este caso. 

¿Qué nivel de cooperación existe con el contralor en este caso?, se le preguntó en una entrevista para diario Expreso. “Hay que dejar expresamente aclarado que en este tipo de investigaciones lo que corresponde, según la Ley de Contratación Pública, es el pronunciamiento de la Contraloría y la Procuraduría. No se trata de infracciones, como las comunes, en las cuales la Fiscalía debe dar una respuesta inmediata sin atender los análisis de las entidades de control. Por eso me he reunido en dos ocasiones con el contralor y me ha hablado de un plazo de 20 días. Si bien es verdad que los exámenes que hace la Contraloría no son vinculantes para la Fiscalía, ¿qué pasaría si el procurador y si el contralor dicen que los contratos son enteramente legales?, pues que dejarían a la Fiscalía sin piso”. ¿Nadie ha enviado denuncia alguna sobre el tema a la Fiscalía? “Los ecuatorianos debemos tener una responsabilidad social y jurídica ante el país y nosotros tenemos conocimiento de gente que debería tener ese compromiso con el país, de acudir a los organismos de control y denunciar, y además responsabilizarse con su firma y rúbrica ante las consecuencias de una denuncia maliciosa y temeraria, lo que contribuye a que se practiquen las pruebas de cargo y de descargo”. 

¿La Fiscalía será severa, aunque se trate del hermano del presidente? “Para esta Fiscalía no hay ciudadanos categorizados. Si es hermano del presidente, igual vamos a proceder, más aun si el capital, en términos electorales y de aceptación ciudadana de este Gobierno ha sido su actitud ética y de combate a la corrupción, es obligación de todos quienes estamos frente a los organismos de control contribuir con el país, más allá de quien esté en el Ejecutivo, y extirpar la corrupción. Debemos tener la obligación de ser más severos para aplicar las normas”. 

Nadie ha tenido hasta el momento la solvencia testicular para ponerme una demanda penal.

Fabricio Correa Delgado

Declaraciones en la oficina del contralor, Carlos Pólit.

29 de junio de 2009

Con su maletín de cuero, la imponente figura de Fabricio  Correa y su séquito, tomado de la mano de su esposa, Tatiana Zenck, acudieron bajo el tropel de las cámaras y los micrófonos a la oficina del contralor del Estado, para presentar el mismo escrito que entregó en las manos del fiscal general, esa mañana de lunes 29 de junio. Habían pasado 15 días desde la revelación de sus vinculaciones con empresas contratistas del Estado, y además de estar en casi todos los medios escritos y electrónicos para defender lo que él llamaba el derecho a trabajar, el hermano del presidente ahora había decidido pasar al ataque. Llegó a la oficina de Carlos Pólit con la declaración de su patrimonio personal (por aproximadamente 14 millones de dólares) y el pago de sus impuestos, para que se investigara si sus bienes eran producto de algún ilícito y si había incrementado su patrimonio durante el Gobierno de su hermano. Mostró también, aunque de manera muy fugaz, las copias del fideicomiso Megamaq, en el cual, dijo estaba contenido todo el dinero producto de los contratos que había conseguido con el Estado a lo largo de su carrera profesional. Y luego lanzó una ofensiva verbal en contra del secretario Jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, con quien, además mantenía un contencioso en tribunales civiles por presuntas injurias a su honra por parte de Mera. Así que ahora lo acusó de orquestar una persecución política en su contra, que afectaba sus intereses. Dijo del funcionario que había engañado al presidente para que firmara el decreto que prohibía hacer contratos desde el Estado con sociedades que tuvieran acciones en paraísos fiscales o a través de empresas de papel. “Cuando han visto a mi hermano en una cantinflada de estas, es porque hay un ser que lo asesora mal, que le ha hecho firmar más de 50 decretos equivocadamente que luego ha tenido que corregir. Este ser es mi enemigo personal. Es él que, engañando, ha usado por debajo a todos, ha metido al presidente y a su hermano en este problema, y ahora vengo a develar que es porque lo tengo demandado por calumniarme”. Así que según el hermano del presidente, Mera conspiraba contra él, había convertido su caso en un insumo político, como represalia a la demanda por calumnias. Fabricio Correa continuó con su andanada: “todo el Ecuador rumora cómo [Alexis Mera] hace tráfico de influencias y cómo coacciona a los jueces. Eso no lo digo yo, me lo denuncian todos los días”. Y exigió al fiscal que investigara las acciones del estudio jurídico Romero-Menéndez, del cual es socio Mera, y que supuestamente también se “beneficiaba de contratos con el Estado”.

Respecto a Mera, Fabricio Correa no se andaba por las ramas ni se ahorraba calificativos. “La ley hay que cumplirla en lo que expresa. La ley manda, prohíbe o permite, pero jamás juzga lo que omite. Esto es un principio básico elemental. Entonces, si los señores están queriendo interpretar el espíritu, imagínense la inseguridad jurídica en la que viviríamos”, dijo, respecto al debate que se había establecido sobre sus contratos y la Ley de Contratación. 

Correa terminó de entregar sus papeles al contralor, y  en la puerta principal del organismo de control dijo en un tono que las crónicas de prensa calificaron de amenazante: “Nadie ha tenido la solvencia testicular de ponerme una demanda penal”. Y horas más tarde, siempre perseguido por su nueva nodriza, la prensa atenta a cada una de sus palabras y gestos, dijo lo que se convertiría en leit motiv de la oposición política, la delicia de los caricaturistas y la justificación de las versiones más disparatadas sobre las preferencias sexuales en Carondelet: “No hay un círculo oscuro, sino un círculo rosado, porque son rojos por fuera y blancos por dentro, o sea, rosados”. El famoso Círculo Rosa había sido bautizado, y hasta se le había creado una consigna: en lugar de gritar la consabida frase revolucionaria “Hasta la victoria siempre”, gritaba “Hasta la victoria secret”, refiriéndose a una reconocida marca estadounidense de lencería femenina.

¿Sus contratos, sus demandas contra el Estado? Eso quedaba para otra ocasión. Tanto que las declaraciones de Fabricio Correa: “Yo me he comprometido con mi hermano a no demandar personalmente a los funcionarios públicos que los pesco en offside”, había pasado desapercibida en medio del poderoso verbo de este nuevo personaje de la política nacional.

Nunca he coincidido con mi hermano en su forma de hacer negocios. Tampoco con la gente que lo rodea: un poco de gánsteres, abogados truhanes y arribistas.

Rafael Correa Delgado, presidente de la República.

Declaraciones a radio La Voz de El Oro, 3 de julio de 2009

Pero el presidente Correa jugaba también su propio partido. No en contra de su hermano o contra las consecuencias que el caso podía tener en la autoridad moral y ética de su Gobierno. Sino  contra la prensa. Precisamente fue contra el entonces editor general de diario Expreso, Juan Carlos Calderón, que el presidente enfiló sus dardos, e inauguró con los insultos a este periodista, la llamada “Cantinflada del mes”, una crítica feroz a quien se atreviera a criticar o señalar las contradicciones y abusos del poder a través de la opinión. Es decir, contra quien se atreviera a opinar diferente. El presidente mantenía, en los enlaces de los sábados, un segmento llamado “La libertad de expresión ya es de todos”, donde de manera unilateral insultaba y ofendía a todo periodista o articulista por sus trabajos. Llegó alguna vez al extremo de atacar al lector de un diario por enviar una carta donde cuestionaba a su Gobierno, y por supuesto, al diario por haber publicado ese texto en la sección Cartas de los lectores. En esta ocasión desató su furor verbal contra un análisis del periodista, que intentaba explicar la lógica presidencial al emitir el decreto que prohibía la contratación del Estado con empresas cuyo paquete accionario tuviera relación con paraísos fiscales o empresas de papel. Mientras iba leyendo el análisis, mencionaba cosas como “sí se dan cuenta de las barbaridades que habla este tipo”, “comuníquenle al señor Calderón que se ilustre un poquito, y los estudiantes de comunicación social estudien esto, y cada semana sacaré algo de la prensa, para ver si elevamos un poquito [sic] el nivel de ignorancia y mediocridad de nuestros periodistas [aplausos]. Corrijo, si bajamos un poquito el nivel de ignorancia…” [aplausos]. “La lógica de este tipo es peligrosísima, no voy a poder firmar un decreto, de acuerdo a este genio…”. “Como me indigna que descalificados morales nos quieran dar cátedra de decencia, que quieran mantenerse en el pedestal que ellos mismo se construyeron”. Y luego se lanzó con una serie de diatribas contra periodistas, como Carlos Vera, Francisco Vivanco, propietario de La Hora, a quienes les dijo hipócritas, mentirosos, “caretucos” y corruptos. En ambos casos, por temas relacionados a los contratos de su hermano Fabricio. Vera cuestionaba la moral de Rafael Correa en sus actuaciones tras la revelación de los contratos, y el presidente le enrostró, en ese enlace, su calidad moral al pedir depósitos económicos para comprarse un regalo,  a los invitados a su fiesta de cumpleaños, en una ocasión cuando era ministro de Información y Turismo durante el Gobierno de Sixto Durán Ballén (1992-1996). Y a Francisco Vivanco le cuestionó que haya usado como fuente para una denuncia al ex diputado del partido Conservador, Freddy Bravo, quien aseguró que para la compra de la empresa Cosurca por parte de Fabricio Correa había mediado una amenaza pública a esa empresa por parte del presidente, cuando estaba en manos de sus antiguos dueños y atrasada en un contrato; mientras se negociaba la compra por parte de Fabricio Correa. El presidente, en ese enlace, rechazó tal afirmación, y acusó a La Hora de mentirosos.

En realidad, la descalificación en este caso, como en otros, fue el arma favorita del presidente. No estaba alejado de su estilo. Ese año, y en el ejercicio anterior, el mandatario había acumulado la poca feliz estadística de ser el presidente más insultador y ofensivo de la historia del Ecuador. Un análisis independiente de la Fundación Ethos, a cargo de Mauricio Rodas, un especialista en gobierno responsable, detectó nada menos que 170 insultos varios de Rafael Correa en contra de periodistas, opositores políticos, y de los que no se salvaron ni los propios ministros como el canciller Fánder Falconí y legisladores de su propio partido, Alianza PAIS, que llevaban adelante un juicio político al fiscal Washington Pesántez, y de quien el presidente se convirtió en su principal abogado defensor. Solo en 2009, Rodas identificó estos insultos: pelagatos, perro, pitufo, pobre hombre, puerco, tipejo, tonto, agoreros del desastre, alcalde de 20 cuadras, alcalde garrotero, amarillistas, aniñaditas, arrogante, basura, bruto, bocones, buitres especuladores, cachetón, cadáveres políticos, canalla, cantinflada, cara de estreñido, caregil, caretuco, cavernícolas,  charlatanes, cheerleaders del neoliberalismo, chiflado, chismoso, cínico, cizañoso, cloaca con antenas, cobarde, consejeros sexuales siendo vírgenes, conspiradores, corrupto, cueva de ladrones, demagogos, desequilibrado por la codicia, diario de vergüenza, encuestadora chimba, enano latin lover, estafador, estertores agónicos de mafias, este tipo, estúpido, explotadores, falaz, fantoche, farsante, fascista de la camisa negra, gallinazos, garroteros, gente de la peor calaña, grandes delincuentes, hipócrita, idiota, ignorante, imbécil, incapaz, incompetentes, indigno, ineficiente, inestable, infantil, inmoral, insensato, investigadores mediocres, insignificante, izquierda boba, ladinos, ladrón, lelo, limitadito, majaderos, mafiosos, masón que pega a la mujer, matón de barrio, mediocre, medio hombre medio mujer, melenudos, mentiroso, miserable, mitómano, momias cocteleras, mujer nefasta, narcopolíticos, parapolíticos, pasquín, payasos, pelafustanes, pequeñitos de siempre, perdedor, periodicuchos, periodiqueros, periodistas semignorantes, perros rabiosos, perseguidor, pillos, pitufo gruñón, político corrupto, politiquero barato, porquería, prensa corrupta, prensa mezquina, podredumbre, ridículos, sabidos, sapos, sátrapas, sepultureros de la educación, sinvergüenza, traidor, terroristas, tonto astrólogo, torpes, trogloditas, trompudos, universidades de garaje, vendepatria, vieja pelucona.

Semejante tratamiento merecieron quienes hicieron el reportaje que descubrió los negocios de su hermano con el Gobierno, en las acepciones de tipejo, cantinflada, chiflado y buitres. Pero tratándose de su hermano directamente, el presidente decidió callar. 

Como parte de una estrategia mediática para evitar un mayor desgaste del mandatario, Carondelet decidió que otros funcionarios respondieran las acusaciones de Fabricio Correa. En esos menesteres se estrenó el ministro de la Política, Ricardo Patiño, quien el último día de junio, en el Palacio de Gobierno, leyó un comunicado en tono tajante, para desmentir las afirmaciones del hermano mayor del jefe de Estado, en las que aseguró que había acordado con su hermano para que no denuncie a los funcionarios públicos que incurran en irregularidades. “Esto es absolutamente falso. El presidente de la República ni ha recibido esa promesa y peor la ha autorizado, avalado o estado de acuerdo”, dijo Patiño. Y conminó a Fabricio Correa a denunciar a los funcionarios a los que hizo referencia. Pero no dejó de restarle credibilidad como denunciador, de descalificarlo, una táctica común en Carondelet: “Queremos recordar que anteriormente el ingeniero Correa ha hecho algunas declaraciones que han pretendido escandalizar a la opinión pública. Sobre supuestas irregularidades que terminaron siendo desechadas en dos oportunidades. Se refería Patiño a las denuncias que Fabricio Correa hizo en contra de la asambleísta del Guayas, electa por PAIS, Mercedes Diminich, y contra la electa alcaldesa de Babahoyo, Carla Chávez, por el mismo Movimiento. El régimen le pidió al hermano del presidente que por esos antecedentes hiciera lo posible por fundamentar lo que decía y que no se hicieran denuncias en el aire. Patiño se refirió luego a las denuncias de que Alexis Mera era quien había orquestado una persecución política en su contra y de ejercer un tráfico de influencias en la administración de Justicia. “Es un abogado muy competente, aseguró Patiño, lo conocemos en el ejercicio de nuestras funciones y estoy en desacuerdo con que [el mandatario] está mal asesorado.  Los asesores del presidente, y sobre todo Alexis Mera, son muy competentes”. Y luego, quiso poner fin al tema de Fabricio Correa, al declarar que el presidente, por sensibilidad para con su familia, había decidido no seguir contestando a su hermano. “Yo responderé en nombre del presidente cuando estos temas sean tratados, y las autoridades correspondientes que tienen que ver con las investigaciones que han sido solicitadas. El presidente no lo volverá a hacer”. Esta decisión había sido tomada en un petit comité del Gobierno en Guayaquil. Allá había llegado Rafael Correa, como todos los martes y se reunió con los colaboradores más cercanos y varios asesores para definir los términos de ese comunicado que estaba leyendo Ricardo Patiño ahora como vocero oficial del régimen. El estrecho colaborador de Rafael Correa mantenía un tono tranquilo, a diferencia de su jefe, y estuvo en esa ocasión rodeado por personas como Manuela Gallegos, quien aclaró que lo hacía como una ciudadana más.  Las declaraciones fueron aprovechadas para desmentir también que en Carondelet hubiera un Círculo Rosa, “hasta ahora se hablaba de que existían círculos oscuros, no sé porqué él habla de círculos rosas. Él tendrá que explicar sobre sus gustos por el color rosado, yo no lo conozco”. Patiño quiso ser irónico, pero al referirse al tema, solamente ayudó a que la malicia popular fuera elaborando toda una teoría sobre las tendencias sexuales que predominaban entre los cercanos al presidente.

En todo caso, aunque en ese viaje a Guayaquil el presidente evitó referirse al tema, incluso en dos largas entrevistas no se le preguntó sobre los contratos de su hermano,  la exclusividad de la vocería le duró a Patiño pocos días.

Mientras tanto, las entidades de control avanzaban en lo que sus titulares o voceros de relaciones públicas llamaban pedido de información. El Instituto Nacional de Contratación Pública (Incop) le dio a la Comisión Legislativa el informe sobre las empresas de Fabricio Correa que sí estaban habilitadas para contratar con el Estado. En el documento se indicaba que Quality, Megamaq, Cosurca y Consorcio Amazónico constaban en el Registro Único de Proveedores (RUP) y podían contratar con el sector público. No era el caso de una de las contratistas vinculadas al hermano del presidente: Consorcio Rellenos y Plataformas no estaba calificada por falta de envío de información. Este Consorcio, pese a ello, suscribió un contrato, el 23 de marzo de 2009, con el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda. Este proceso fue iniciado por María de los Ángeles Duarte, para el movimiento de tierras del proyecto de vivienda Socio PAIS, en Guayaquil, el programa estrella entonces del Gobierno de la revolución ciudadana.

La Contraloría, a su vez, emitió ocho órdenes de trabajo para que sus auditores indagaran en las entidades públicas que contrataron con las empresas vinculadas a Fabricio Correa. Y la Asamblea esperaba las informaciones de las mismas entidades, para analizar si procedía o no el juicio político en contra de sus directivos. Nunca procedió.

Un proceso paralelo seguía el llamado Consejo de Participación Ciudadana. Este Consejo, una creatura de la nueva Constitución, aprobada en Montecristi, había determinado que cinco personas de la llamada sociedad civil fueran las que vigilen el proceso de terminación unilateral de los contratos dispuesta por el presidente. Quienes deseaban participar debían acudir a una convocatoria, hecha a través de un formulario en su página web, y luego someterse a un sorteo público, que según uno de los comisionados, Oswaldo Ruiz, no corría el riesgo de ser manipulado, pues “uno de los requisitos es que los veedores no sean parientes de la familia Correa o de algunas de las autoridades”. Los miembros que resultaren del sorteo tenían, eso sí, el derecho a pedir cualquier documento que sea necesario para realizar un informe final, que no se sabía si era vinculante o no, obligatorio o no, y que al parecer solo podía llevar una carga moral, pues el Consejo de Participación solo era provisional, y ni siquiera tenía, en ese momento, una ley en la cual ampararse.

Días después la comisión veedora se puso en marcha, pues fueron electos como principales los ciudadanos Edmundo Vera, José Quishpe, Pablo Chambers, Byron Maldonado y Diego Jaramillo, y como suplentes, Víctor Hugo Hidalgo, Lucy Estupiñán, Gerardo Portillo, Diego Cano y Edna Cruz. Para integrarla se habían presentado 30 solicitudes.

El tema de los contratos del hermano del presidente ya estaba instalado en Carondelet, con toda la fuerza. Las declaraciones de Fabricio Correa sobre la presencia de un Círculo Rosa en el Palacio de Gobierno empezaron o causar picazón. Un día después de las declaraciones al respecto, el ministro de Obras Públicas Xavier Casal fue convocado al despacho del presidente, para junto a Alexis Mera y Ricardo Patiño analizar el camino para la terminación de los contratos. 

Para el presidente el tema se convirtió en la prioridad del ejercicio del Gobierno. Ya la prensa a nivel nacional había tomado el caso como prioridad informativa, y el mandatario, a pesar de los anuncios de Ricardo Patiño, de ser el único vocero, o de la decisión de Rafael Correa de no referirse nunca más al tema, este les perseguía como una sombra donde quiera que fueran. La nueva ocasión para ello fue en la provincia de El Oro, a donde se trasladó todo el gabinete de Gobierno para hacer sus periódicas reuniones provinciales. En una entrevista en La Voz de El Oro, reproducida por todos los medios regionales como imponía la costumbre, Rafael Correa arremetió esta vez sin tapujos contra su hermano mayor. Las últimas declaraciones de este personaje sobre el Círculo Rosa habían calado hondo. Las denuncias en contra del secretario Jurídico, Alexis Mera, un protegido del presidente se calificaron adentro del Gobierno como intolerables. 

Por primera vez también, y 20 días después de las revelaciones periodísticas,  el presidente ofreció disculpas a los ecuatorianos. No se le sintió muy seguro, pero lo dijo así: “Si hay que pedir disculpas, pido disculpas, pero nunca he querido involucrarme en los negocios de mi hermano”. Repitió que recién conoció su oficina, la de Fabricio, en diciembre de 2008, cuando fue invitado a su cumpleaños: “Tal vez ese fue mi gran error, porque al final no debí involucrarme para evitar que pase lo que ha pasado”. Luego de las justificaciones y los golpes de pecho, llegaron los ataques. Fabricio, dijo, estaba frustrado por no pertenecer al círculo que él había denunciado, porque nunca había dejado que su hermano formara parte del grupo cercano al presidente que tomaba las decisiones. “Nunca he coincidido con mi hermano y su forma de hacer negocios, ni con la gente que lo rodea: un poco de gánsteres, abogados truhanes y arribistas. Hay una ruptura con mi hermano”. En un ejercicio sorpresivo de catarsis, el presidente continuó: “Sé que ahora está repartiendo lodo con ventilador y tratado de echar a todos la culpa que exclusivamente él tiene”. Y defendió a Mera: nada tiene que ver en el asunto. “Nunca hubiera hecho negocios con el Estado si tuviera un hermano presidente. Es insostenible la relación empresarial [de Fabricio Correa] con el Estado: mientras aquí ha habido gente que nos hemos jugado la vida, hemos trabajado día y noche con un gran costo personal y familiar por sacar adelante a este país, el hermano del presidente es más próspero que nunca, haciendo negocios con el Estado; eso suena horrible y desde el punto de vista ético es insostenible. Lo que sí el pueblo ecuatoriano debe tener muy claro es que nosotros estamos aquí defendiendo sueños, mientras mi hermano está defendiendo negocios”. 

La palabra ética había sido pronunciada por primera vez desde la boca presidencial, algo que no había pasado antes. Lo claro del mensaje también es que el presidente había marcado la cancha de la pelea con su hermano. Conociéndolo como lo conocía, Rafael Correa había tirado el guante, aunque algunos siempre escépticos observadores advirtieron que esta pelea familiar era nada más que una, nueva, simulación o estrategia de comunicación, para no quemar al presidente en este caso, que se había convertido en la crisis más grave de su Gobierno. En todo caso, Fabricio Correa se había convertido en el Enemigo Público Número Uno. Un enemigo que resultaría formidable y que a partir de entonces no dejó títere con cabeza para, como dijo su hermano menor, “repartir lodo con ventilador” a todos quienes se ponían en su mira y que tenía los secretos mejor guardados del círculo íntimo del presidente. Fabricio Correa los iría dosificando en la medida que avanzaba el proceso de terminación de sus contratos.

Empezó ese mismo día, durante el programa de Jorge Ortiz. Fabricio Correa reveló ese viernes 3 de julio que en el Registro Oficial 363, del 3 de julio de 2008 se había publicado una sentencia de la Corte Suprema de Justicia, en la que se calificaba a Alexis Mera como falso procurador, y se aseguraba que ejerciendo funciones públicas jamás se había excusado de conocer un caso dentro del ejercicio profesional como abogado. “Se sentencia a Alexis Mera como falso procurador, que significa que se metió a defender a una gente, para ganarse un billetito, sin tener la delegación de la defensa. El joven [Mera] ha dicho que desde el 15 de enero de 2007 solo se dedica a trabajar para la Presidencia. Aquí está, comunican con la ampliación [de la sentencia] el 25 de enero de 2007. El jamás se excusó de conocer ningún caso. Con saber que está el secretario jurídico de la Presidencia, ya hay un problema”. En esa intervención Correa también acusó a Mera de mal utilizar el material administrativo de la Presidencia, para resolver asuntos profesionales particulares, “utilizando papelería de la Presidencia de la República, pide al presidente de la Comisión de Quejas del Consejo Nacional de la Judicatura, presentar la queja del abogado Guido Garzón Villegas. Ahí rapidito se cita a Guido Garzón”. Y nuevamente insistió en la existencia de un círculo oscuro, cuya élite era el Círculo Rosa, son rojos por fuera y blancos por dentro. Y agregó: ya se sabe que los que salen a defender también son del Círculo Rosa.

Mientras Fabricio Correa se convertía en el nuevo caramelo de los medios de información, cuyos periodistas empezaron a olvidar sus contratos, a cambio de las acusaciones que hacía contra miembros del régimen. Las distintas entidades del Estado que contrataron con empresas de Fabricio Correa empezaron a remitir la información a pedido de los legisladores. Abel Ávila, por ejemplo, representante del MPD aseguró tener ya los nombres de los accionistas de empresas como Megamaq, Quality y Cosurca. El conjunto del bloque oficialista recibió los documentos de la Contraloría General del Estado sobre las ocho órdenes de trabajo que la entidad había dispuesto. Tras el análisis de los documentos, los asambleístas anunciaron que en no menos de una semana iniciarían los trámites de fiscalización en contra de los funcionarios que permitieron los contratos de las empresas del hermano del presidente. Hasta abril de 2010, el país seguía esperando un llamado a uno de estos ministros y funcionarios. Del lado del llamado quinto poder: el Consejo de Participación Ciudadana había mantenido ya su primera reunión para analizar el reglamento en donde se establecían los parámetros de sus labores. Uno de los veedores designados, Edmundo Vera, dijo que no todos estaban de acuerdo en varios aspectos, pero que no adelantarían información alguna antes de que los vocales del Consejo aprobaran los contenidos de los informes. Esto porque el tema era “delicado” y cabía una extrema prudencia. También entrarían a debatir el código de conducta y a elegir a su coordinador.

A la par que la fiscalización avanzaba a paso de tortuga, el presidente continuaba intentando alejarse de este tema, atado a él como planta espinosa, y que lo perseguía donde iba. “No voy a referirme más a este tema, para mí es algo muy doloroso. Yo quiero mucho a mi hermano Fabricio, pero voy a decir unas cosas que no se había podido comunicar antes”. Ese sábado 4 de julio, el país prendió el oído a una nueva declaración presidencial sobre el caso en otro de los enlaces sabatinos. Rafael Correa en esa ocasión tiró abajo toda la versión de su hermano mayor de que antes de su presidencia ya era un contratista próspero: “Como supuesto empresario próspero, él pagaba menos impuestos que yo hace años, cuando yo era profesor universitario”. Cuando presentó su patrimonio personal por cerca de 14 millones de dólares, Fabricio Correa había asegurado que era fruto de 25 años de trabajo. En esta nueva catarsis sobre el tema, Correa aseguró, esta vez desde Pasaje, El Oro, que nunca había llegado a un acuerdo con Fabricio para que este le informara solo a él si encontraba a funcionarios públicos en actos de corrupción. Eso es falso, dijo tajante, y retó a los altos funcionarios de su Gobierno a reportar a los empleados que estuvieran en esa situación. Y en seguida entró a defender a quien calificó como “un gran colaborador”, Alexis Mera, su secretario Jurídico y quien había recibido ataques continuos de su hermano mayor, acusándolo de enriquecimiento ilícito, de haberle hecho firmar al presidente unos 50 decretos errados y de mantener contratos con el Estado a través del bufete de abogados en los que según Fabricio Correa, Mera seguía participando.

El presidente no dejó de respaldar públicamente a Mera. Y, fiel a su costumbre, lo volvió a ratificar en el cargo, como hacía con sus colaboradores que eran acusados de alguna irregularidad por un opositor o la prensa. “Hoy más que nunca está ratificado este gran colaborador y amigo de las aulas universitarias; combativo, de izquierda en la universidad, Alexis Mera. No vamos a permitir que para eludir responsabilidades se busque chivos expiatorios”. Ese fue el tono que usó también el abogado Mera cuando en su momento respondió a Fabricio Correa por las acusaciones. En un comunicado público, ya que no aceptó entrevistas ese momento, el funcionario dijo que “desgraciadamente, él pretende encontrar en mí al culpable de sus propios desaciertos, endilgándome una animadversión que no siento contra él”. Reconoció que no se sentía enemigo personal del hermano del presidente, pues los unía una antigua amistad familiar. Pero de lo más importante sobre supuestos contratos con el sector público y su pertenencia al bufete de abogados Romero Menéndez, aseguró que no había recibido un solo centavo de esa oficina desde cuando asumió como secretario jurídico de la Presidencia.

El presidente actuaba como un hombre acorralado. El ataque a su hermano, ahora más virulento que antes, respondía también a los apuros que sus asesores de imagen pasaban: las encuestas corridas sobre el tema eran determinantes: más de 80% de los ecuatorianos en Quito y Guayaquil consideraban incorrecto e ilegítimo que el hermano del presidente haya contratado con el Estado. Cerca del 65% de los consultados decían que Fabricio Correa obtuvo los contratos por su hermandad con Rafael Correa y que estos debían ser anulados.

Mientras el presidente trataba de evadir el tema, y declarar cerrado el caso, la realidad pasaba la factura en las calles de Pasaje. Cristian Vera, uno de los trabajadores de Cosurca, empresa que compró Fabricio Correa y ejecutaba un contrato en Zapotillo, provincia de Loja, llegó muy temprano desde esa provincia, junto a otros cien colegas trabajadores y los alcaldes de los cantones Zapotillo, Celica y Alamor. Pedían que el Gobierno no declare la nulidad de los contratos que Cosurca tenía en la provincia. Vera tenía 19 años y a pesar de ser bachiller, no tenía otra opción que trabajar en la construcción. Se quedaría sin trabajo: en Loja no hay industrias, por la misma razón que falta, entre otras prioridades, la infraestructura vial, y en lo único que podemos trabajar los que salimos del colegio es en la construcción, dijo. Su rostro reflejaba cansancio y desesperación. Habían salido a  las tres de la madrugada de ese día, desde la lejana Zapotillo, en buses que los propios contratistas habían puesto a su servicio. “Gracias presidente Correa por la carretera”, “no permitamos que se pare el proyecto Alamor-Lalamor”, “Zapotillo y Cosurca, unidos por el progreso de la Patria”, “Señor presidente Correa, gracias por las obras, pero no nos quite nuestros puestos de trabajo”. Ese era el tono de unos carteles. Otros atacaban al ex diputado Freddy Bravo, también lojano, que había denunciado la presencia de Fabricio Correa en su provincia. Vera pensaba que nuevamente su provincia quedaría al margen de la obra pública, tras la revelación de los contratos del hermano del presidente. Lo secundó el alcalde de Zapotillo, Ramiro Valdiviezo, para quien la historia de abandono del sur de Loja se repetiría si el Gobierno terminaba con esos contratos. Los alcaldes, basados en una experiencia de incumplimientos, creían que si Cosurca salía de ahí, era muy complicado que se volviera a contratar la carretera. “No sabemos si se va a continuar con las obras o van a quedar abandonadas, como siempre ha ocurrido”. No le faltaba razón. Una carretera significaba ingresos adicionales, alimento para los trabajadores, servicios, empleo para los jóvenes, etcétera. Los manifestantes no les creyeron a los empleados de Obras Públicas que aseguraron que los trabajos no se detendrían, y que si había una nueva empresa, esta debería comprometerse a contratar mano de obra local. Se ilusionaron mucho, sin embargo, con la presencia en su mitin de nada menos que Rafael Correa. Al ver las pancartas, Correa envió saludos a los habitantes de Zapotillo, pero no habló del futuro de Cosurca. Al finalizar la tarde, el centenar de trabajadores, sin ofertas concretas, emprendió el regreso en los buses de la Cooperativa Loja.

Desgraciadamente nuestras leyes permiten ese disfraz, esa mascarada para evitar el control. Eso sucede con muchas empresas, con muchos medios… Inclusive los curas compraron bienes del Filanbanco, los pases de los jugadores son comprados con prestanombres. ¿Se sabe quiénes son los dueños de la deuda externa? Se dice que son muchos ecuatorianos. Es un mal general.

Washington Pesántez, fiscal general, 

en declaraciones a El Universo

El fiscal general, Washington Pesántez, había mantenido una actuación diligente para iniciar indagaciones de oficio, en casos de denuncias públicas. Era una atribución de la Fiscalía, la poderosa entidad cuyos miembros tenían la potestad única de decidir si una persona era indagada penalmente o no, si era reducida a prisión, o no. En el caso de los contratos de las empresas del hermano mayor del presidente, el fiscal decidió que no podía abrir una indagación si es que las entidades de control, como la Contraloría y la Procuraduría no encontraban irregularidades que podían ser investigadas o indagadas. Aunque esta no era una condición irrenunciable, pues la Fiscalía bien había tomado otros casos de denuncias públicas sin que mediara la intervención sobre todo de la Contraloría. Recién a fines de 2009, la Corte Nacional de Justicia emitió una resolución donde determinaba que en cuanto al uso de recursos y bienes públicos, una indagación fiscal debía tener obligatoriamente como base un informe de la Contraloría. Antes de ello no era necesario, pero el fiscal Pesántez lo decidió así.

El dignatario judicial también esperaba que alguien interpusiera una denuncia en su despacho, algo que tampoco había ocurrido, a pesar de la catarata de declaraciones y rechazos de los sectores políticos, de la prensa, y semanas más tarde del propio presidente de la República y su secretario Jurídico Alexis Mera. Es decir, Pesántez, se declaraba atado de manos porque según él, la Ley de Contratación  Pública determinaba que fueran las autoridades de control. Pero eso tampoco impidió que adelantara su criterio en varias entrevistas de prensa, donde aseguró que no había ilícito penal en el hecho de que Fabricio Correa haya admitido públicamente que compró empresas de papel en Panamá para crear una cortina societaria entre su nombre y las empresas contratistas con el Estado, lo cual según León Roldós y otros juristas constituía un presunto delito de simulación societaria. Con su respuesta a El Universo, el fiscal pintó un panorama duro de digerir para quienes creían hasta ese momento en el ejercicio ético del poder: “hay que tener claro que contratar no es un delito. Si existe un elemento antijurídico tendrá que litigarse en la vía civil o administrativa. No existe ilícito penal, podrá ser tributario o civil pero menos penal”. ¿Y el testaferrismo? “Desgraciadamente nuestras leyes permiten ese disfraz, esa mascarada para evitar el control. Se prohíbe contratar a ciertas personas con el Estado, pero no se prohíbe que compren empresas de papel, de esas que venden en paraísos fiscales y a través de ellas contratan. Eso sucede con muchas empresas, con muchos medios… Inclusive los curas compraron bienes del Filanbanco, los pases de los jugadores son comprados con prestanombres. ¿Se sabe quiénes son los dueños de la deuda externa? Se dice que son muchos ecuatorianos. Es un mal general”.

La tercera reunión entre el procurador y el fiscal general sobre este tema se dio el 6 de julio. Buscaban coordinar sus acciones. El fiscal volvió a dejar claro que esperaba un pronunciamiento de la Contraloría para iniciar una indagación previa, si es que se daba el caso de posibles irregularidades, dijo un cauteloso Pesántez. 

Cuatro días después, el fiscal seguía anunciando que esperaba que la Contraloría determine las responsabilidades, aunque fuentes de la Fiscalía adelantaron que se estudiaba la aplicación del delito de peculado en contra de los funcionarios públicos que aprovechando el cargo habían favorecido a personas a través de contratos. Es decir, contra los mismos funcionarios que por orden presidencial tenían la responsabilidad de iniciar procesos para terminar unilateralmente los contratos. Los hechos estaban claros: en 2007 Fabricio Correa adquirió al estudio jurídico panameño Morgan & Morgan dos empresas panameñas de papel, “como una cortina”, según reconoció el propio Correa, que en un periodo de 20 meses adquirieron los paquetes accionarios de varias empresas nacionales, realizaron aumento de capital y firmaron contratos con el Estado por montos superiores a los 120 millones de dólares.

Pesántez continuó exponiendo su postura frente a este caso dentro de su periplo para inaugurar edificios. En Lago Agrio, capital de la amazónica provincia de Sucumbíos, el fiscal volvió a condicionar su acción futura y, sin haber tenido siquiera los informes de las autoridades de control que el mismo pidió para pronunciarse, dijo que “no puedo hablar de peculado si no hay un pronunciamiento definitivo de la Contraloría o la Procuraduría, ni [puedo hablar] de que se haya perjudicado o malversado los dineros del Estado si los contratos están en ejercicio”. De todas maneras, el fiscal informó que se había abierto la indagación previa en base a seis contratos que le fueron remitidos por las entidades firmantes y los entes de control. Y puso en la lista de los llamados a declarar al hermano del primer mandatario y los funcionarios con los que se contrató. Así que Pesántez resolvió que el único delito que podía perseguir era un presunto tráfico de influencias.

El 21 de julio, cinco semanas después de que se hicieran públicos los negocios de las empresas vinculadas a Fabricio Correa con el Gobierno de su hermano, Rafael, el Gobierno anunció formalmente que el Estado había empezado ya el trámite para la terminación de los contratos, lo cual no implicaba la terminación de las obras. 

El anuncio lo hizo desde Carondelet Vinicio Alvarado, el secretario de la Administración. La terminación se da para cumplir la disposición presidencial y para recuperar la fe pública, dijo. El ministro de Obras Públicas, Xavier Casal agregó de su parte que los contratos que se terminarían eran cuatro de Obras Públicas, uno de Vivienda, uno de Hidrolitoral. Entre los contratos del MTOP estaban: la rehabilitación de la carretera Arenillas-Puente Puyango-Alamor-Zapotillo, tramo Alamor-Pindal-Zapotillo-Lalamor, por un monto de 29’092.962 dólares; la reconstrucción y mejoramiento de la carretera Plan de Milagro-Indanza-Gualaquiza tramos Nº 1 y 2, por un monto de 15’458.157 dólares; construcción del puente sobre el río Paute sector Uzhupud de 75 metros de longitud, ubicado en la vía Sertag-La Higuera, por un monto de 1’197.940 dólares y la rehabilitación de la carretera-El Empalme-Célica-Alamor, por un monto de 11’541.265 dólares.

El ministro de Vivienda, Walter Solís, informó a su vez que se notificaría la terminación del contrato sobre la remoción de tierras del Programa Socio Vivienda de la ciudad de Guayaquil, que estaba a cargo del Consorcio Rellenos y Plataformas, por un monto de 3’994.839 dólares, contrato que fue suscrito en marzo de 2009. Cristóbal Punina, representante de la empresa Hidrolitoral,  notificó la terminación anticipada del contrato con la empresa Megamaq, por 12 millones de dólares para el proceso de movimiento de tierras. Y Fabricio Reshuan, representante de la Corporación Financiera Nacional (CFN), precisó que se suspenderán los dos desembolsos previstos para la empresa Megamaq, una vez que los contratos que amparaban el crédito solicitado fueron suspendidos. El funcionario añadió que hasta el momento se le había entregado a la compañía la suma de 3.5 millones de dólares.

“Hasta que no se terminen los contratos, los trabajos no están suspendidos”, precisó el ministro de Obras Públicas. Los funcionarios reconocieron un trámite tortuoso, y este se llevaría adelante caso por caso. Fue una decisión administrativa, independiente de lo que dirían luego los titulares de la Procuraduría y la Contraloría. Diego García, el procurador, anunciaba al respecto que “terminar unilateralmente un contrato es un proceso de varias etapas. La notificación no implica una terminación como tal”. Nada convencido de esta medida estaba León Roldós, quien insistió en esa ocasión en que “Correa [Rafael] lo que quiere es dejar abierta la posibilidad de que su hermano enjuicie al Estado. La vía era la nulidad contractual”. Pero Pedro Cruz, un abogado guayaquileño experto en derecho laboral estaba en el otro extremo: “Fabricio Correa tiene todo el derecho de reclamar ante los tribunales el resarcimiento de daños y perjuicios”. El procurador admitió, además, en ese momento que su departamento jurídico evaluaba la forma más beneficiosa para el Estado de terminar esos contratos, pero el  anuncio del Gobierno terminó con esa pretensión.

Lo admitió el propio presidente Correa: la medida llevará a demandas judiciales. “Lo ordené hace varios días, pero debíamos tomar las precauciones legales, tener todos los informes, esto acarreará juicios y habrá que pelear”. Pero fiel a su estilo, el presidente nuevamente culpó a la prensa de quererlo vincular con la partidocracia al insinuar que conocía de los contratos de su hermano. “La mala fe de cierta prensa ha querido vincularme con los contratos, han querido demostrar que yo conocía de los contratos... Yo tengo la conciencia tranquila, la verdad es que no conocía de esos contratos”. 

Para él, el tema seguía en el terreno de los sentimientos familiares, ya que esto le había causado “una gran desazón” y recordó las palabras que dijo el ex presidente de la República, Eloy Alfaro: todo por la Patria y nada para nosotros. “Esa frase nosotros la acuñamos y que la gente diga que el hermano del presidente es más próspero que nunca con 80 millones de dólares en contratos del sector público, sencillamente eso no lo puedo permitir, cualquiera que sea el costo personal, lo debo asumir”. 

El costo no lo asumiría él, sino el Estado ecuatoriano, si es que, como se anunciaba ya, la defensa de Fabricio Correa empezaba con las demandas respectivas luego del análisis jurídico de su abogado, Joffre Campaña. La medida anunciada por el Gobierno representaba la terminación unilateral de contratos por 73 millones de dólares. Sin embargo, faltaban algunos contratos: el sifón Limones, por 6.5 millones de dólares, que ejecutaba la empresa Cosurca. La vocera de Predesur, entidad contratante, Naida Valarezo, anunció sin sonrojarse que según un informe de su departamento legal no se contaba con la constancia documental de que Cosurca perteneciera al hermano del presidente de la República, y por ello no había causales para dar por terminado ese contrato de manera unilateral. En Petroecuador, los oficiales de la Armada al frente de la estatal petrolera tampoco se dieron por enterados.

En la otra cara de la medalla, el ministro del ramo, Walter Solís, dispuso iniciar el proceso  de terminación del contrato de remoción de tierras en el proyecto Socio Vivienda, del Miduvi, con base en las publicaciones que había hecho la prensa sobre el tema.

El texto de la notificación señalaba: “De la información hecha pública por los diferentes medios de comunicación, es de conocimiento que Cosurca [...] sería propiedad de la compañía International Energy Overseas Corporation, cuyas acciones [...] serían propiedad de Fabricio Correa, por lo que se estaría incurriendo en la inhabilidad establecida [...] en el artículo 62 de la Ley de Contratación Pública”.

Lo cual le dio argumentos a la defensa de Fabricio Correa para asegurar que “eso tendrá que ser documentado. Primero tendrán que mostrar de qué compañías es accionista el ingeniero Correa y, segundo, sustentar muy bien por qué el artículo 62 se ha violado. El presidente ha dicho que no se ha violado legalmente nada, sino el espíritu. Tendrán que sustentar estas novísimas teorías jurídicas”. La carta del ministro Solís fue descalificada por el defensor de Fabricio Correa porque “el documento es violatorio de la Constitución: carece de motivación, destruye la presunción de inocencia y no cita la información hecha pública por los medios de comunicación, lo cual obliga a la compañía a suponer o elucubrar cuáles son las publicaciones que el ministerio ha considerado”. Y revertía la carga de la prueba en la empresa, lo cual, siempre según Campaña, “es antijurídico”.

García, el procurador, estaba perplejo por el anuncio de terminación unilateral hecho por Vinicio Alvarado. Siendo como era, el titular de la entidad que debía defender los intereses del Estado en caso de demandas de Fabricio Correa, no se había enterado de esa decisión: la Procuraduría no ha recomendado ni la terminación ni la demanda de nulidad. Estamos haciendo un estudio que no ha concluido, dijo. Para el abogado del Estado, había dos posibilidades: la una emprender acciones de nulidad, y la otra utilizar los análisis y estudios a través de la Procuraduría para realizar una adecuada defensa del Estado. Lo que sí advertían los expertos es que este proceso podía durar años, y el que llevaba las de perder era el Estado.  

“Los trámites y los juicios contra la administración pública desgraciadamente no son tan fáciles ni tan ágiles de llevar. En muchos juicios de obra pública, la sentencia ha llegado hasta después de diez años”, advirtió el abogado Cruz. Francisco Guzmán López, un asesor en contratación pública, aportó al debate general asegurando que la rescisión de los contratos era ilegal. Esta decisión va a generarle al Estado un costo superior al que hubiera tenido si se terminaban normalmente con estos convenios, dijo. Para estos observadores, los miembros del Gobierno tomaban este tipo de decisiones para darle a Fabricio Correa todos los argumentos legales que le permitan ganar una millonaria indemnización en contra del Estado ecuatoriano.

La Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación, aprobada en Montecristi, y en vigencia desde el 4 de agosto de 2008, decía que los contratos podían declararse terminados por: incumplimiento, quiebra o insolvencia del contratista, lo cual no era el caso. Por suspensión de los trabajos por más de 60 días por decisión del contratista, sin que medie fuerza mayor o caso fortuito, lo cual tampoco era el caso; o por haberse firmado los contratos contra expresa prohibición de la ley, lo cual podía ser el caso debido a la prohibición de contratar de los parientes del presidente y otros dignatarios y funcionarios públicos. Pero aquí surgía una pregunta: si se daba por hecho por parte del Estado esta última causal, ¿cómo es que los contratos recibieron informes favorables para su firma por parte de la Contraloría y la Procuraduría? ¿Eso no terminaba exculpando a los firmantes de los contratos y ponía el ojo en estas entidades de control, responsables ante la ley de sus decisiones? Además, habían asuntos prácticos: ¿qué pasaba con las garantías de buen uso de anticipo? ¿Qué pasaba con los anticipos?

Quedaban también por resolverse asuntos de procedimiento, o debido proceso, de hacerlo mal el Estado podía dar aun más argumentos. Antes de proceder a la terminación unilateral, la entidad contratante debía notificar al contratista sobre su decisión con 10 días de anticipación. Junto con la notificación se debían remitir los informes técnico y económico sobre el cumplimiento de las obligaciones de las partes. El contenido de la notificación debía señalar específicamente el incumplimiento o mora en que había incurrido el contratista, y le advertiría de que en caso de no remediarlo en esos diez días se daría por terminado el contrato. Si así sucedía, la entidad contratante debía ejecutar las garantías de buen cumplimiento y buen uso de anticipo, y el contratista tenía diez días para pagar.

En una entrevista con Sonorama, el presidente participó en el debate legal. Estaba seguro que la disposición de finiquitar los acuerdos suscritos entre distintas instituciones públicas y las empresas de su hermano era política y legal, “porque una vez que se comprobó la propiedad de esas empresas, ya existen todos los argumentos jurídicos. La ley prohibía que el hermano del presidente contrate con el Estado [...] y eso es causal para finalizar de manera unilateral los contratos”, dijo.

Correa ratificó que a través del secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, pidió a Fabricio Correa que no contrate con el Estado.

Pero en esa misma entrevista, a la vez que defendía la decisión de terminar los contratos por supuestas violaciones a la ley, Correa insistió en que hasta ahora no se había probado que los contratos con su hermano perjudicaron al Estado. Otra pregunta surgía: si no había perjuicio al Estado y nadie lo había probado, ¿dónde quedaba el argumento legal del Estado para dar por terminados los contratos? 

Los titulares de las entidades del Estado que daban por terminados los contratos tenían sobre sí, además, la advertencia del procurador: ¿Qué pasa si el estudio jurídico de la Procuraduría determina que la terminación unilateral de los contratos no era el camino más adecuado?: “La autoridad que tomó la decisión sin el suficiente respaldo debe ser responsable, y en el evento en que el Estado asuma una responsabilidad por ello, el Estado puede iniciar una acción de repetición”. Es decir, el Estado podría demandar al propio titular de la entidad pública para que de su patrimonio pague el dinero que el Estado podría perder en un eventual juicio con Fabricio Correa. 

El contralor también advirtió: el inicio de las notificaciones para la terminación unilateral de los contratos era responsabilidad de las máximas autoridades. “Ellos responderán por su actividades, y la Contraloría hará la investigación posterior”.

Un presidente de la República, jefe de Estado que ordenaba la terminación unilateral de los contratos por violaciones legales. Un Rafael Correa que aseguraba al mismo tiempo que no había perjuicio contra del Estado en esos contratos. Un Gobierno que a través de los titulares de las entidades públicas contratantes con empresas vinculadas a Fabricio Correa, emitía notificaciones que en su contenido omitían o violaban expresas normas de procedimiento. ¿Quién podía entenderlo? Tal vez quien lo entendió claramente fue el abogado de Fabricio Correa: “Jurídicamente ha puesto a las empresas vinculadas, en bandeja de plata, la defensa”.

¡Los gays con Alexia!

Grito de un grupo de supuestos travestis contratado para una hora loca durante el homenaje a Alexis Mera, en Guayaquil.

Terminaba julio de 2009, y el debate no dejaba su rispidez. El tema había caído ya en el plano de los abogados. Los entes de control investigaban y esperaban para mediados de agosto tener sus dictámenes. En el movimiento político PAIS se esperaba que las aguas se calmen, a la vez que el presidente Correa se ufanaba de que el caso de los contratos de su hermano mayor no había menguado su tan autoapreciada popularidad. Según la encuestadora usada regularmente por el Gobierno, la de Santiago Pérez, el presidente mantenía una popularidad superior al 65%. Se explicaba, según el propio Correa, por las decisiones que había tomado en torno a los contratos, porque su propia victimización frente a la “maldad” de un hermano que lo traicionó y traicionó los principios por los que había luchado, hizo que la gente tomara partido por el presidente. 

Correa administraba así su aparente y pública perplejidad, como si las empresas donde Fabricio Correa tenía participación no hubieran contratado 167 millones de dólares con su propio Gobierno, en el cual Correa manejaba el poder con absoluto centralismo y control, y nada se movía en un ministerio o secretaría sin que él lo supiera.

En las paredes de Quito aparecieron de inmediato frases como “Fabricio Caín”. Caín, el que mata a Abel, el mal hermano.

El presidente podía sentirse satisfecho de pensar que este problema le había pasado por encima sin lastimarlo mayormente. Así que llegaba el tiempo del respiro y las reivindicaciones. Una de las cuales debía ir, necesariamente, dirigida a Alexis Mera, quien públicamente había recibido la mayor andanada de ataques y acusaciones por parte de Fabricio Correa. Fue para la noche del miércoles 29 de julio que un grupo de amigos y familiares de Mera, varios ministros de Estado y el propio presidente, habían organizado un homenaje para Mera. En la época de la partidocracia, esta era una de las formas más comunes de presentar respaldo a una posición y a la vez hacerlo público. 

La cita fue convocada en el hotel Ramada, uno de los bienes incautados al Grupo Isaías, los ex banqueros que llevaban meses negociando con Correa para reducir el monto de su deuda con el Estado. Era una noche muy fresca, dentro de la temporada seca guayaquileña. Cuando los ilustres invitados y adherentes empezaron a llegar, tuvieron una desagradable sorpresa: un medio centenar de personas, ataviadas todas ellas como travestis, con vestidos color rosado, pitos, globos, tambores, máscaras, pelucas, sombreros, y letreros de un mismo formato, como mandados a hacer en el mismo lugar, que rezaban cosas como “Reunión de gaybinete”, “Los gays con Alexia”, y el grito de guerra  “Hasta la victoria secret”. Los curiosos empezaron a agolparse y a reírse, mientras en el segundo piso del Ramada, ministros como Gustavo Jalkh, de Gobierno; Antonio Gagliardo, de Trabajo; Germánico Pinto, de Minas y Petróleos; y María Duarte, de Inclusión Económica y Social. O amigos del homenajeado como Michel Doumet Antón, rector de la Universidad Católica; Carlos Ortega, ex gobernador del Guayas; y Xavier Castro, abogado de los hermanos Isaías fingían no darse cuenta del escándalo en la calle montado por esa hora loca o fiesta rosa, cuyos alegres oficiantes gritaban ¡Te queremos Alexia! Por Alexis Mera, era evidente, a quien Fabricio Correa en el tono más homofóbico, atribuía ser el centro del Círculo Rosa de Carondelet: un grupo de altos funcionarios gay que controlaba el poder. No era todo. Frente al salón, donde los encopetados adherentes empezaban a tomar las copas de champán, un grupo de personas invitaba a todo el que pasaba a una conferencia de implantes mamarios. Era una supuesta empresa argentina Hubrys Stetycs Argentina, que invitaba a la comunidad gay a la presentación de productos de cirugía estética “de fama mundial”, y anunció que sortearía entre los presentes una operación de implante de mamas.

Las palabras en el agasajo fueron elocuentes. El presidente, junto a Alexis Mera y su madre, ofreció el brindis de rigor. No tuvo sino elogios para su amigo de la Universidad Católica de Guayaquil, y lo animó a seguir adelante: la verdad siempre saldrá a flote, la victoria es para los justos.  “He sido renuente a placas, botones y reconocimientos... Pero los acontecimientos recientes, por todos conocidos, en los cuales Alexis ha sido injustamente colocado en la pirámide y el ojo del huracán, me han hecho cambiar temporalmente de parecer”, dijo Correa. En su discurso de agradecimiento, Mera recordó al bufete de abogados Romero Menéndez, que por apoyarlo, según el secretario, solo había recibido acusaciones falsas e injustas. Como parte de ese bufete estaba uno de sus dos amigos más íntimos, Xavier “Chiqui” Castro, procurador de la familia Isaías en su contencioso con el Estado ecuatoriano, un abogado joven y exitoso que en poco tiempo de estar al frente de la defensa logró que los Isaías ganaran en la sala de lo Penal de la nueva Corte Nacional de Justicia, conformada por la mayoría de PAIS en la Asamblea Constituyente, el juicio más impopular de la última década.

Al final de los discursos reinó la camaradería más sincera. Amigos y enemigos unidos por una sola causa: respaldar a Mera. Ahí estaba el poder real, a quien el ahora secretario había servido sin descanso, desde cuando fue asistente de Gustavo Noboa,  secretario del entonces hombre más poderoso del país Juan X. Marcos; y después como secretario del también poderoso y dueño del país, León Febres Cordero. Ahora brazo derecho del sucedáneo del fallecido líder socialcristiano y ahora mucho más poderoso, Rafael Correa Delgado.

Afuera, los ecos de la fiesta rosa se fueron apagando. Solo un muñeco gigante del dinosaurio rosa Barnie quedaba bailando al son de los pitos y tambores. Al día siguiente, un comunicado del grupo de activistas gays, Famivida, denunció la hora loca, que se convirtió en el ridículo más grande de la ciudad y el objeto lujurioso de la comidilla política local, como un acto homofóbico y descalificador, lo que estaba en contra de la Constitución y los derechos de las minorías. Su presidente, Gonzalo Abarca, había asistido a la invitación de esta empresa argentina que coincidiendo con el agasajo a Mera ofrecieron mamas artificiales de alta calidad a la comunidad. Abarca y otras cinco personas se quedaron plantados. Los organizadores nunca llegaron.

El escándalo de la fiesta rosa aun seguía causando las delicias de la abundante chismografía porteña cuando los representantes de las empresas vinculadas a Fabricio Correa, a las que el Estado notificó sobre la terminación unilateral de sus contratos, presentaron ante los respectivos ministerios con los cuales suscribieron los convenios, un alegato de 40 páginas donde sostenían y justificaban la nulidad del trámite iniciado por el Gobierno. 

Joffre Campaña, abogado de Fabricio Correa, defendió este alegato y explicó que la nulidad se basa en que la terminación unilateral era completamente violatoria de la Constitución, del estatuto de la Función Ejecutiva y de la Ley de Contratación Pública.

“Los escritos demuestran que no existe ningún mérito documental para pretender terminar los contratos”, indicó. Se presentaron pruebas de que las empresas estaban al día en sus contratos, así como borradores de Contraloría que señalaban que no se encontró ninguna irregularidad en ellas. “Cualquier intento de seguir adelante con esto se convertiría en un intento jurídicamente nulo y traería responsabilidades penales de los funcionarios que lo apliquen. Recaerían en prevaricato y daría lugar a demandas penales”, en contra de estos.

Campaña hablaba en nombre de Rellenos y Plataformas, Cosurca y Megamaq, que a  la fecha mantenían los contratos con los ministerios de Vivienda, de Transporte y Obras Públicas e Hidrolitoral. Luego se sumó el Consorcio Amazónico Cosurca-Carvallo.

“Las prohibiciones para las personas jurídicas están en el art. 63 de la Ley de Contratación, y en las notificaciones no se menciona ningún hecho contemplado en ese artículo para motivar esa terminación. Fue un trámite iniciado con la intención de dar gusto al presidente”, dijo Campaña, abogado de Fabricio Correa.

La estrategia de la defensa estaba clara. Las empresas contratantes eran personas jurídicas, por fuera de la presencia o no de Fabricio Correa, su responsabilidad ante la ley estaba determinada por lo que les correspondía como tales. Pero, además, según la defensa, no había prueba documental de una responsabilidad ni relación administrativa y jurídica con Fabricio Correa, quien a ese momento no había firmado un solo contrato con el Estado, pues esto lo habían hecho los representantes legales de las empresas, y Correa no lo era en ninguno de los casos. Quien contrató con el Estado no era Fabricio Correa sino estas personas jurídicas, en las cuales, el hermano del presidente o empresas vinculadas con él o con otras empresas vinculadas, tenían participación. Si esas personas jurídicas, llamadas empresas contratantes con el Estado no incurrían en irregularidades signadas en la ley, estaba claro, para un estudiante de primer año de Derecho Societario que la terminación unilateral de los contratos ordenada por el presidente, le daba pleno derecho, a estas empresas a recibir indemnizaciones, si es que había una demanda de estas en contra del Estado ecuatoriano. El velo societario para ocultar la presencia de Fabricio Correa había sido legalmente muy eficaz. Al ser descubierta esta relación por la investigación periodística, al parecer el paso lógico para seguir protegiendo y beneficiando al hermano del presidente había sido la decisión de terminar unilateralmente los contratos. Si a eso se sumaba que la medida había sido también eficaz para, ante la faz pública, victimizar a Rafael Correa y liberarlo de toda sospecha y a la vez simular sobre lo intachable de su ética pública. El círculo estaba cerrado.

Pero aun faltaba lo mejor. Fuentes muy cercanas al presidente le habían asegurado a los principales directivos del diario Expreso, que en una reunión íntima, Rafael Correa había manifestado que jamás, en lo personal, perdonaría el “daño” que esta investigación le había hecho a su relación familiar. 

La última quincena de julio se forjó una emboscada mediática desde la Secretaría de Comunicación de la Presidencia de la República en contra de dos directivos de diario Expreso: Jorge Vivanco, subdirector y responsable de las páginas editoriales —quien había escrito dos artículos en su columna diaria sobre las irregularidades denunciadas en el último proceso electoral— y el entonces editor general, Juan Carlos Calderón. Las columnas de Vivanco fueron publicadas el 13 y 21 de julio de 2009. En estas acusaba al Consejo Nacional Electoral de haberse prestado a maniobras del Gobierno para consolidar una amplísima victoria. Vivanco dijo que el hecho de que el presidente y PAIS hayan tenido carta abierta en la propaganda traslucía que se había dado un fraude pero que era de otro tipo.

La entidad afectada, el Consejo, nada dijo luego de esos artículos, pero la Secretaria de Comunicación de la Presidencia recogió el guante lanzado por Vivanco y, su órgano de propaganda, El Ciudadano, le pidió una entrevista, sin explicarle para qué ni de qué se trataba. Se presentó a la entrevista el reportero Javier Alvarez, quien tras una trayectoria profesional en medios de televisión privados, ahora laboraba para el Gobierno. Alvarez fue invitado a pasar al tercer piso del edificio de la redacción de Gráficos Nacionales, empresa que edita los diarios Expreso y Extra. Este piso es un salón de uso múltiple, y es usado para recibir dignamente a las visitas. Por esa sala han pasado desde presidentes de la República, dignatarios extranjeros, líderes políticos nacionales e internacionales, en fin, todos los personajes que un diario puede recibir. Para el reportero oficialista, esa era la oficina o el despacho de Jorge Vivanco, y así lo puso en su crónica/editorial de El Ciudadano, haciendo gala de imprecisión. Lo hizo con sorna, con adjetivos: Vivanco “nos recibe en su amplia, amplísima y bien decorada oficina ubicada en el tercer piso del edificio del diario Expreso en la ciudad de Guayaquil, desde donde ejerce la subdirección a nivel nacional”. Es de suponer que Alvarez no conociera a Jorge Vivanco. Aunque destacaba su amplísima trayectoria, Don Jorge, como lo conocía desde siempre la redacción, había sido un hombre refractario a la ostentación, y más aun a muestras vanidosas de poder. Su oficina quedaba en el segundo piso, en el área de directores y no medía 30 metros cuadrados, que se notaban mucho menos para el visitante por los centenares de libros y documentos que la poblaban. Desde ahí, Jorge Vivanco, a sus 82 años en las fechas en que fue sometido a escarnio público por Rafael Correa Delgado, ejercía su blando poder sobre los columnistas de las páginas editoriales de Expreso, escribía sus columnas diarias “Barajando los días” y “Periscopio” y, alternadamente, el editorial central del diario donde había trabajado más de 30 años. Desde esa oficina y a través de sus columnas se convirtió en el faro ético del periodismo ecuatoriano, más aun cuando denunció el “contrato colectivo” entre el Gobierno de Sixto Durán Ballén y los líderes del derechista Partido Social Cristiano. Un pacto con el cual el régimen garantizaba mayorías parlamentarias y decisiones judiciales a cambio de cuotas de poder y asignaciones presupuestarias generosas para los gobiernos locales donde mandaban los social cristianos, capitaneados en esa época (1995) por su líder León Febres Cordero. Esa denuncia derivó en la salida del cargo del entonces vicepresidente Alberto Dahik y la posterior revelación del uso abusivo de los fondos reservados. 

Vivanco fue gran denunciador de la partidocracia y sus corruptos gobiernos de mafias políticas que se repartían, en constante saqueo, los recursos del Estado. Fue y es también durante el Gobierno de Correa el constante denunciador de los abusos del poder. Se enfrentó solo con su palabra y sus valores,  incluso en los tribunales, con estos personajes siniestros de la política nacional. Vivanco había sufrido una operación a corazón abierto recién cumplido los ochenta años. Desde entonces no podía subir a Quito, donde era invitado a foros, conferencias y charlas magistrales. Recibió premios de toda naturaleza, sus artículos eran objeto de estudio en escuelas de periodismo, y de culto por miles de seguidores. Mientras tanto él, empeñado en estar informado a fondo de la política ecuatoriana e internacional, que para él era como un dulce demasiado delicioso para dejarlo, caminaba todos los días dando vueltas a la terraza del tercer piso, durante media hora, como parte del ejercicio  recomendado por los médicos para prolongar su vida. Lo hacía siempre con un radio pegado a la oreja a través de un audífono.

A este periodista, que vivía en una casa modesta en un barrio de clase media en Guayaquil, que no poseía vehículo y que había sacado adelante a sus hijos con sencillez y rectitud, el Gobierno le tendió una celada a través de Alvarez, quien luego de la misma escribió lo siguiente en el órgano de propaganda, financiado con el dinero del pueblo ecuatoriano, cuyo uso moral Vivanco siempre había defendido:

Crónica de una entrevista

Por: Javier Alvarez 

Parece difícil de entender porque quizás nunca antes se lo había hecho, pero si ya se lo hizo, la coyuntura y actual relación entre los medios de comunicación y el presidente Rafael Correa, lo vuelve aun más difícil de entender.

De todas formas, la realidad también desnuda cualquier enfoque tradicional sobre la nueva visión de un periodismo que más allá de ser encasillado como oficial, asimismo procura objetividad y verificar en la fuente misma donde se genera la información, reflejar la realidad y buscar siempre la tan ansiada y esquiva verdad periodística.

Tarea complicada cuando de por medio quien estuvo acostumbrado a opinar e informar, descubre de pronto, que también se ha convertido en fuente de información. Y eso fue precisamente lo que ocurrió durante la reciente entrevista realizada por El Ciudadano  al periodista Jorge Vivanco Mendieta, uno de los comunicadores con más años en el ejercicio de la profesión, 55 según reveló.

La entrevista requerida por este medio de comunicación tuvo el objetivo de pedir a Vivanco que amplíe sus afirmaciones y acusaciones emitidas en dos de sus artículos publicados el 13 y 21 de julio pasado, en los cuales asegura que el Consejo Nacional Electoral, se prestó a toda maniobra para que el Gobierno manipulara los últimos escrutinios de una manera descarada, a fin de captar más representaciones que las que le dio el pueblo.

Vivanco, hombre de menudo porte, nos recibe en su amplia, amplísima y bien decorada oficina ubicada en el tercer piso del edificio del diario Expreso en la ciudad de Guayaquil, desde donde ejerce la subdirección a nivel nacional. 

Gentil a inicios, su especial agudeza pronto nos denota su malestar al preguntarnos en más de una ocasión “¿para qué me filma, para qué una grabadora?”. Se trata de una entrevista le aseguré de inmediato, aquella solicitada y aceptada por usted con anticipación. Insistente, reitera más bien que esta reunión es tan solo una conversación con El Ciudadano, sin embargo cuando le preguntamos si posee pruebas suficientes para sostener sus afirmaciones, Jorge Vivanco una vez más muestra su obsesión por defender y calificar de opinión a su artículo.

“Las noticias son las únicas que se aclaran, esto es un artículo de opinión, yo dije eso porque me dio la gana de afirmarlo”, dice y su determinación sorprende pero no asusta y rápidamente insisto que lo que se trata de conocer en detalle son las pruebas de su artículo de opinión, donde afirma con seguridad una manipulación gubernamental en los escrutinios, en lo que por cierto se ratificó, aunque sin mejores argumentos. 

”Yo no tengo que dar cuenta de mis opiniones, además que usted viene con un afán inquisidor y claro, en contra de la prensa enemiga del Gobierno”, enfatizó.

Su displicencia crece y muestra una vez más el prejuicio hacia un medio de comunicación oficial que procuraba en todo momento buscar, contrastar, intercambiar y difundir información veraz. “Solo un juez puede obligarme”, comenta.

Sumamente molesto por la presencia de la cámara de video y mi grabadora, no quiso dar declaraciones. “Vaya e investigue en el Consejo Nacional Electoral” recomendó finalmente, “porque lo dicho, dicho está”. 

En mi interior pensé…. “Precisamente es eso lo que yo recomendaría antes de endilgarle al régimen un tema que no le pertenece”.  

Trece minutos más tarde terminaba uno de los diálogos más agudos que he experimentado últimamente. 

No fue suficiente esta diatriba del reportero oficialista y funcionario público a la vez. Una vez publicada esta “crónica”, los empleados de la Secretaría de Comunicación le prepararon al presidente material suficiente para sus diatribas y moralinas de la llamada “rendición de cuentas” de los sábados, o enlaces radiales, en el segmento “La libertad de expresión ya es de todos”, donde el mandatario daba rienda suelta a sus ataques colectivos o particulares contra la prensa.

Para Rafael Correa, en su calidad de insultador en jefe, la postura de Jorge Vivanco era intolerable. Así que lo calificó de “pobre viejito” y advirtió que lo tenían grabado en video, como una especie de amenaza pública sobre el presunto mal comportamiento del subdirector de Expreso. Varias veces repitió el presidente: lo tenemos grabado. Sí, lo habían grabado sin autorización de Vivanco, durante la mal llamada entrevista de Alvarez, violando la propia Constitución aprobada por el propio Gobierno en Montecristi, que recitaba: el Estado protegerá el buen nombre y la imagen de las personas. En este caso, el jefe de ese mismo Estado, cuyo deber era cumplir la Constitución, amenazaba divulgar un video  de Vivanco, grabado sin su autorización, y a quien le pedía, el propio presidente que le autorizara a difundirlo.

La respuesta de Jorge Vivanco fue la siguiente, en su columna Barajando los días.  

Inquisición siglo XXI

La semana anterior, una colega me llamó para pedirme que recibiera a un periodista. Nunca me he negado a recibir a quien quiere hablar conmigo y, por lo tanto, le respondí que con todo gusto accedo al cortés pedido; poco después se me envió una comunicación firmada por un funcionario de la Secretaría de Información de la Presidencia de la República, en que ratificaba el pedido indicando su objetivo: conceder una entrevista para que “amplíe afirmaciones” y supuestas acusaciones contenidas en dos artículos míos referentes al proceso de escrutinios de las elecciones realizadas el 26 de abril, cuyos resultados oficiales no se habían proclamado a pesar de haber pasado un tiempo excesivo, lo cual, decía, unido a otras circunstancias, hacían muy anormal este acto electoral.

Comprendí entonces que se había creado en la mencionada dependencia oficial, un tribunal inquisidor al que se me quería someter para desestimar o descalificar mis comentarios. Así apercibido, recibí la visita del joven Javier Álvarez, cronista del diario oficial El Ciudadano. Me negué a concederle la entrevista, indicándole que en mis artículos se reflejaban opiniones de las cuales no debo dar cuenta sino solo a mi conciencia, lo cual, además garantiza la Constitución (Art. 66).

Pero el asunto va más lejos: se está aplicando un nuevo sistema para constreñir la libertad de expresión con actos inquisitoriales como este método de pedir explicación de las opiniones que se vierten. Ante la insistencia atosigante del enviado por la Secretaría de Información Pública, le expresé que no pierda el tiempo, que escribí los artículos porque así lo quise (a lo mejor utilicé la frase más directa y popular: porque me da la gana), y con ello se terminó la visita.

Estamos, pues, ante nuevos métodos para interferir en la libertad de expresión, y esos métodos sesgados, que los aplica, eso es lo extraño, la entidad oficial supuestamente creada para vincular a periodistas y medios de comunicación.

En esta ocasión se aludió a mi edad avanzada, lo que prueba que no se entiende en ciertos sectores una noble verdad: cuando se ha llegado a esa edad con claridad intelectual, voluntad indoblegable para sostener principios que han regido y seguirán rigiendo la existencia, con plena energía física y moral, con experiencia que se acumula día a día, se ha recibido un premio de la vida, quizá porque se la vivió con rectitud. Por ello esto de ser viejo a mí me ufana, me enorgullece.

La “jugada” de la Presidencia en contra de Vivanco sorprendió a muchos por su sordidez y bajeza moral. Durante dos intervenciones públicas, el presidente insistió en que tenían el video del periodista Vivanco y que solo esperaba de su autorización para difundirlo. Luego de unos días le tocó el turno al editor de Expreso, Juan Carlos Calderón. En el mismo esquema, el secretario de Comunicación, Fernando Alvarado, fungiendo como director de El Ciudadano, en oficio SGCOM-0-09-85, de la Presidencia de la República, del 22 de julio de 2009, hizo llegar una solicitud al periodista, en los siguientes términos.

“El diario Expreso, el 5 de julio, publicó un amplio reportaje titulado “En un año la AGD no vendió ni una sola empresa”. En dicho reportaje se da a entender que de manera deliberada se ha producido una demora en las ventas. Al respecto, en virtud de llegar a las fuentes, contrastar la información y de acuerdo a la Constitución, que en su artículo 18 numeral 1, reza: “Todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a: 1. Buscar, recibir, intercambiar, producir y difundir información veraz, verificada, oportuna, contextualizada, plural, sin censura previa acerca de los hechos, acontecimientos y  procesos de interés general, y con responsabilidad ulterior”. 

Solicitamos a usted recibir a un periodista del órgano oficial El Ciudadano, con la finalidad que le conceda una entrevista, que le permita precisar los contenidos del mencionado reportaje, las mismas [sic] que sin duda la ciudadanía agradecerá. Atentamente”.

Exactamente el contenido de la petición que recibiera Jorge Vivanco, una semana antes, solo que cambiándole los nombres. Sin embargo, este pedido último de Alvarado no pudo ser atendido ya que Calderón se hallaba de viaje en San Diego, California, atendiendo a una invitación para analizar temas sobre el periodismo de investigación. Pero a fines de julio la Presidencia insistió. Lo hizo a través del funcionario público, Marco Antonio Bravo, que fungía también en el cargo de directivo de El Ciudadano. Bravo llamó a Expreso y habló con Calderón, en un diálogo cordial, jamás una entrevista, sobre lo que le fue advertido previamente. Y la pregunta de Bravo fue ¿por qué no se aceptaba una entrevista con periodistas de El Ciudadano? El editor de Expreso le explicó su ausencia del país, y le dijo que no aceptaría nada con la Presidencia, porque estaba a la vista lo que habían hecho con Jorge Vivanco: habían fingido hacerle una entrevista periodística, que se había convertido en una diatriba personal de un funcionario público, publicada en el autodenominado diario oficial; se había manipulado al información y los hechos, afirmando por ejemplo que la oficina del subdirector de Expreso era todo un tercer piso “amplísimo” y lujoso; se había filmado a Vivanco sin su autorización y se lo había amenazado nada menos que desde la tribuna del presidente por el propio presidente; se lo había ofendido y sometido a escarnio público, etcétera. Por lo cual, le dijo Calderón a Bravo, no podía dar una entrevista para explicar nada a un Gobierno que actuaba con esos métodos fascistas, cuya práctica más común era ofender, insultar y perseguir a los periodistas violando sus derechos humanos, como se hizo con Vivanco. Bravo dijo que respetaba esa posición y lamentaba que pensara así. 

El tono de la conversación fue ese, y en el siguiente número de El Ciudadano, apareció una crónica basada en esta conversación. El sábado siguiente, en el inefable segmento “La libertad de expresión ya es de todos”, Rafael Correa ejecutó con Calderón el guión de asesinato mediático que se había seguido con Jorge Vivanco. Leyó la crónica de Marco Bravo publicada en su diario oficial y luego tachó de “loco”, “chiflado” y “tipejo” al editor del diario guayaquileño. Tras ello, dio la orden de denunciar a los dos periodistas ante la Sociedad Interamericana de Prensa, SIP, y la organización no gubernamental Fundamedios por maltrato a los periodistas del Gobierno, por el novísimo delito de negarse a rendirle cuentas a la Secretaría de Comunicación de la Presidencia de la República y protestar enfáticamente por este nuevo tipo de inquisición estatal sobre las publicaciones de un diario independiente.

Cumpliendo esa orden, el secretario de Comunicación, Fernando Alvarado, presentó un reclamo contra diario Expreso ante la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) y Fundamedios, por atentar contra la libertad de información. 

La carta acusaba al diario de una actitud prejuiciada y discriminatoria hacia los periodistas del medio oficial El Ciudadano por parte del subdirector de Expreso, Jorge Vivanco, y el editor general, Juan Carlos Calderón.

En la misiva advertía que Vivanco, a pesar de confirmar una entrevista solicitada por el medio oficial para que aclare su artículo de opinión ‘El peor proceso electoral’, publicado el 13 de julio del 2009, asumió una actitud hostil y confrontativa. 

Esta fue la denuncia:

Estimados Señores;

A continuación los antecedentes de la denuncia, la misma que junto al anexo les haremos llegar en físico [sic].

Desde los inicios de su administración, este Gobierno impulsó la conformación de un Sistema Oficial de Comunicación, con la finalidad de proporcionar información directa, precisa y de calidad, desde la fuente, para que sirva como una herramienta de consulta para los medios privados, tanto nacionales como internacionales (muchas de las notas en él publicadas son recogidas por los medios en general), además como una forma de contacto directo con los ciudadanos; así nace el sistema de información El Ciudadano, medio oficial del Gobierno de la Revolución Ciudadana.

Fiel a esta misión, y en los casos a continuación también para ampliar criterios, El Ciudadano contactó al periodista Jorge Eduardo Vivanco Mendieta, Subdirector de diario Expreso de la ciudad de Guayaquil, a propósito de las afirmaciones contenidas en el artículo denominado “El peor proceso electoral”, publicado el 13 de julio de 2009, donde aseguró que el Consejo Nacional Electoral, “se prestó a toda maniobra para que el Gobierno manipulara los escrutinios de una manera descarada a fin de captar más representaciones que las que le dio el pueblo” (ver Anexo 1). En este marco, aceptó para el 24 de ese mismo mes una entrevista con el mencionado periodista, en las instalaciones de diario Expreso en la ciudad de Guayaquil, con el mejor ánimo de contrastar la información y verificarla, conforme reza la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 18.

Sorpresivamente, en el día y hora acordados, el periodista Vivanco asumió una actitud hostil y confrontativa, negándose a ser entrevistado, y acusando al comunicador de El Ciudadano, de “inquisidor” y  de ser “vocero de un periódico enemigo de los periodistas y de la prensa”. Ante los requerimientos de El Ciudadano a fin de que aclarara las pruebas o elementos que fundaban sus aseveraciones, el señor Vivanco se limitó únicamente a manifestar “sí yo dije porque me da la gana de afirmar... ¿ y...?”

Igualmente, el 22 de julio del presente año, el periodista Juan Carlos Calderón, Editor General del mismo diario Expreso, fue contactado para una entrevista, con la finalidad de contrastar la información del reportaje “En un año la AGD no vendió ni una sola empresa”, en el cual se omitió recoger la versión de la Agencia de Garantía de Depósitos sobre este tema. Tras insistentes llamadas al señor Calderón, éste aseguró por vía telefónica que “no responderá a ningún periodista de El Ciudadano porque ese periódico manipula la verdad”. Asimismo, acusó al Gobierno Nacional de fascista, porque “contraviene el desempeño de un periodismo libre”, y de inquisidor, porque “utiliza métodos que contravienen la libertad de prensa y expresión”.

En estos dos casos, los periodistas contactados, representantes de diario Expreso, mostraron una actitud prejuiciada y discriminatoria hacia sus propios colegas de El Ciudadano, por el simple hecho de laborar en un medio oficial. Recordemos que la Sociedad Interamericana de Prensa tiene como objetivos “defender la libertad de prensa donde quiera que se impugne en las Américas” y  “defender la dignidad, los derechos y las responsabilidades del periodismo”. ¿Acaso los periodistas de El Ciudadano no tienen la misma dignidad, derechos y responsabilidades que sus pares de los medios de comunicación privados? Y, ¿acaso El Ciudadano, por su calidad de medio oficial, puede ser discriminado en el acceso a la información y en el ejercicio de la libertad de prensa? La propia Declaración de Chapultepec establece como un principio de la libertad de expresión y de prensa  que “toda persona tiene el derecho a buscar y recibir información, expresar opiniones y divulgarlas libremente. Nadie puede restringir o negar estos derechos.”

Con base en lo expuesto, elevamos formalmente nuestro reclamo, como medio de comunicación, y en representación de nuestros periodistas, por la discriminación y el maltrato al que nos hemos visto sometidos en el desempeño de nuestro ejercicio profesional, por lo que demandamos de Ustedes un pronunciamiento frente a estos repudiables hechos.

En la seguridad de obtener una respuesta oportuna a nuestro pedido.

Atentamente,

Fernando Alvarado

Director  General

Horas después de presentada la denuncia,  la Secretaría de Comunicación, mediante boletín de prensa, precisó que su demanda no se presentó por la negación de los comunicadores del diario a dar entrevistas al medio oficial El Ciudadano, sino por la discriminación a sus periodistas a quienes se los acusó de pertenecer a un medio oficial “que manipula la verdad”, “inquisidor”, “fascista” y “enemigo de los periodistas y la prensa”.

El Ciudadano buscaba contrastar las publicaciones, se dijo,  “El peor proceso electoral”, editorial de Vivanco, y el reportaje “En un año la AGD no vendió ni una sola empresa”. La respuesta oficial del diario fue enviada en un comunicado, que decía lo siguiente:

El Gobierno falsea la verdad en denuncia contra Expreso ante la SIP

El editor general de diario Expreso, Juan Carlos Calderón, rechazó por falsos y manipulados los contenidos de la denuncia que el Dr. Fernando Alvarado, como director del diario El Ciudadano, presentó ante la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) y a la organización Fundamedios, por presunto maltrato a periodistas de ese medio, que se autodenomina “medio oficial de la revolución ciudadana”.

Son falsos los contenidos porque en su denuncia ante la SIP asegura que El Ciudadano contactó a los periodistas Jorge Vivanco y Juan Carlos Calderón. Al respecto dijo Calderón  que él recibió el 22 de julio una carta oficial de la Presidencia de la República, firmada por Alvarado en calidad de secretario general de Comunicación, en la cual solicitó recibir a un periodista del medio de comunicación oficial, con la finalidad de que se le conceda una entrevista que permita precisar los contenidos del mencionado reportaje, la misma que sin duda la ciudadanía agradecerá.

“En mi calidad de editor general de Expreso me negué a cumplir los requerimientos de la Presidencia de la República”, dijo Calderón. Los motivos fueron: a) el pedido era irregular, ilegal e inconstitucional. Para ejercer el derecho a una aclaración o rectificación, si es que fuere necesario, hay un procedimiento constitucional, que consta en el Art. 66 numeral 7 de la Constitución. También hay un procedimiento estipulado en el Código de Procedimiento Penal, sobre los delitos en la prensa. Así pues, el pedido o exigencia del Dr. Alvarado, y luego los argumentos del presidente de la República, violaban la Constitución y la ley, y además violan los derechos de los periodistas a ser juzgados por sus jueces naturales y competentes, pues ni el presidente Correa ni el secretario Alvarado, ni los periodistas de ningún medio, incluido El Ciudadano, son jueces ni pueden exigir pronunciamientos de ciudadanos particulares salvo las que la ley les permite. No existe en la ley ecuatoriana ni en la Constitución un artículo que obligue a una persona a darle entrevista  a ningún medio de comunicación, así sea el autodenominado  “medio oficial de la revolución ciudadana”.

Este argumento de “maltrato” al negarse a dar una entrevista, ejerciendo un derecho de toda persona particular a negar una entrevista a un medio de comunicación, fue usado por el presidente de la República en su cadena radial del sábado 1 de agosto para atentar al honor y al buen nombre de los periodistas Jorge Vivanco y Juan Carlos Calderón, y someterlos a un escarnio público violando todos sus derechos humanos. Este derecho está consagrado en la Constitución de la República, en su Art. 66, numeral 18, en el Código Civil y en la Convención Americana de los Derechos Humanos, ratificada por el Ecuador, a partir de la cual, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Relatora de la Libertad de Expresión de la CIDH, determinaron en su informe 2008 que:

“Cuando los funcionarios públicos ejercen su libertad de expresión, sea en cumplimiento de un deber legal o como simple ejercicio de su derecho fundamental a expresarse, están sometidos a ciertas limitaciones en cuanto a constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia aun mayor a la empleada por los particulares, en atención al alto grado de credibilidad de la que gozan y en aras a evitar que los ciudadanos reciban una versión manipulada de los hechos” .

Además, el Art. 204 de dicho informe dice que el funcionario público tiene el “Deber de asegurarse de que sus pronunciamientos no constituyan violaciones de los derechos humanos. Por las obligaciones estatales de garantía, respeto y promoción de los derechos humanos, es deber de los funcionarios públicos asegurarse de que al ejercer su libertad de expresión no estén causando el desconocimiento de derechos fundamentales. En palabras de la Corte Interamericana, “deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por tanto, sus declaraciones no pueden llegar a desconocer dichos derechos“.

Al respecto del artículo sobre la Agencia de Garantía de Depósitos

En otro de los argumentos de la denuncia ante la SIP por parte del secretario de Comunicación se señala que el editor general de Expreso fue contactado para una entrevista “con la finalidad de contrastar la información del reportaje. ‘En un año la AGD no vendió ni una sola empresa’, en el cual se omitió recoger la versión de la Agencia de Garantías sobre este tema”.

La versión del Dr. Alvarado a la SIP y a Fundamedios es falsa. En los reportajes publicados el domingo 5 de julio de 2009 (páginas 6 y 7), y lunes 6 de julio de 2009 (en la página 9) se cita constantemente la versión del Dr. Carlos Bravo, en ese entonces gerente general de la AGD, y de otros funcionarios administradores de los bienes incautados al Grupo Isaías por parte del Gobierno Nacional. En la página 8 de la edición del domingo, dentro del mismo reportaje se publica también una entrevista pregunta/respuesta al Dr. Bravo, donde explica varios procesos en el tema de las incautaciones. Cada una de las afirmaciones hechas en esos reportajes está debidamente contrastada con el señor gerente o con otros funcionarios. 

El sustentar una denuncia internacional con base en una falsedad, viola nuestros derechos humanos y causa un enorme daño moral al diario Expreso y sus directivos. 

Al no existir argumentos verdaderos, legales ni constitucionales por parte del Gobierno Nacional y del secretario de Comunicación de la Presidencia de la República, Calderón acusó al régimen de una persecución arbitraria e injusta, en retaliación por la serie de reportajes publicados por este diario sobre los contratos que por  aproximadamente 100 millones de dólares obtuvieron con el Estado las empresas de Fabricio Correa, hermano del presidente de la República.

Además, llama la atención que la Presidencia de la República haya acudido a la SIP para denunciar a los periodistas de Expreso, cuando el propio presidente cuestionó la autoridad moral de la SIP.

Los colegas de la prensa escrita reaccionaron también dando espacios amplios a la posición del diario. Aquí no primaron los principios de competencia profesional entre medios de información, que en sus casos extremos hacía que los periodistas y directivos de un medio ignoraran por completo y silenciaran lo que hicieran sus colegas. Aquí primó la solidaridad gremial en torno a un hecho que para la mayoría de periodistas ecuatorianos constituía, la denuncia ante la SIP, el colmo de la desfachatez y el cinismo de un régimen que había apuntalado sus ataques a la prensa, precisamente en una constante ofensiva y descalificación moral a los dos mil medios americanos que integraban la Sociedad Interamericana de Prensa. La falsedad de las acusaciones del régimen habían sido aceptadas en parte por la Secretaría de Comunicación, al admitir como “un error” el que en la denuncia ante la SIP se haya afirmado que el diario Expreso no confrontó la información con los directivos de la AGD. Pero, dijo el vocero de la entidad gubernamental, eso no desmerecía los hechos ni las denuncias.

Una crónica de El Universo, resaltó la posición de sus colegas de la competencia y dio un amplio espacio a sus argumentos.

Las acusaciones e insultos que en sus enlaces sabatinos hace el presidente Rafael Correa entraron en debate desde el miércoles anterior, cuando un periodista de diario Expreso mencionado por el mandatario, en su defensa evocó, entre otros, al informe de 2008 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Relatora de la Libertad de Expresión de la CIDH.

En su respuesta a la demanda presentada por la Secretaría de Comunicación ante la Sociedad Interamericana de Prensa, el editor general de diario Expreso, Juan Carlos Calderón, se apoya en uno de los artículos de ese documento, donde se establece que los funcionarios públicos están sometidos a ciertas limitaciones como que deben asegurarse de que sus pronunciamientos no constituyan violaciones a los derechos humanos [...] es deber de los funcionarios públicos asegurarse de que al ejercer su libertad de expresión no estén causando el desconocimiento de derechos fundamentales.

El jurista Enrique Echeverría cree que en relación al escarnio público, a los ataques verbales y juicios de valor contra una persona existe todo un capítulo en el Código Penal sobre daños a la honra, que en este caso sería injurias no calumniosas, que se dividen en graves y leves. Entre las que está la imputación de un vicio o falta de moralidad cuyas consecuencias pueden perjudicar la fama, crédito o intereses del agraviado.

Correa en varios de sus enlaces se refirió a periodistas y medios de comunicación como corruptos, inmorales y mentirosos. Juan Carlos Calderón asegura que lo que Expreso sufre es una persecución por ser el medio que inició una serie de reportajes que revelaron los negocios del hermano del presidente, Fabricio Correa, con el Estado, pese a las prohibiciones.

El jurista Echeverría advierte que esto se puede prestar a muchas interpretaciones, por lo que este es un problema más de orden ético, que legal. 

En la práctica ¿quién se va a atrever a poner un juicio al presidente? ¿Qué juez lo condena al señor presidente, que además tiene fuero?, se interroga  el jurista, quien también aclara que cualquier persona que se sienta agraviada por una publicación periodística, incluido el jefe de Estado, también podrá presentar una demanda ante un juez o exigir la rectificación. 

Correa y su actual secretario de Comunicación, Fernando Alvarado, han señalado que los cuestionamientos y aclaraciones a la prensa y a los periodistas son en respuesta a las mentiras emitidas por los medios de comunicación. 

Algunos medios han tomado una posición política, y en ese manejo político de comunicación han defraudado el manejo periodístico. Estamos obligados a exigir información de calidad, dijo Alvarado a una radio de Manabí.

Fernando Alvarado, director general de El Ciudadano (periódico del régimen), mediante  una carta admitió como un error el argumento de que diario Expreso no recogió la versión de la Agencia de Garantías de Depósito (AGD) en el reportaje  “En un año la AGD no vendió ni una sola empresa”.

En días pasados Alvarado presentó un reclamo ante la Sociedad Interamericana de Prensa [SIP] y Fundamedios por un supuesto maltrato y discriminación de periodistas de El Ciudadano por parte de Jorge Vivanco y Juan Carlos Calderón, subdirector y editor general de diario Expreso.

En la carta Alvarado califica  a dicho error como una confusión, la cual se pretende utilizar para desvirtuar el justo reclamo de El Ciudadano.

Agrega que en esta misma línea se inscribe el intento de desvirtuar nuestros reclamos, con base en la posición del Gobierno Nacional frente a la Sociedad Interamericana de Prensa. La intención de El Ciudadano es únicamente poner esta situación en conocimiento de un órgano que, de alguna manera, agremia a los medios de comunicación privados del continente.

Veeduría: contratos por más de 300 millones

Mientras sucedía este debate y se mantenía el ataque a los medios de información, la cortina de humo levantada por el régimen mantenía alejada de los ciudadanos el verdadero motivo de estas confrontaciones: el impacto creado por la revelación periodística y luego la aceptación oficial de que empresas vinculadas con el hermano del presidente habían obtenido contratos por más de cien millones con entidades del Gobierno de Rafael Correa. De estos sucesos se había derivado nada menos que cinco anuncios de investigaciones, cuatro de ellas estatales (Fiscalía, Contraloría, Procuraduría y Comisión Legislativa –ahora Asamblea Nacional—) y una ciudadana, amparada por el recientemente conformado Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, un organismo creado por la constitución de Montecristi para ejercer auditoría social al Estado y a todo lo que el Gobierno considerase un recurso público.

Esta veeduría denunció, mientras el Gobierno se ensañaba en sus ataques a la prensa, que tuvo inconvenientes durante su primer mes de funciones. Su coordinador, Pablo Chambers, explicó que la Contraloría, Superintendencia de Bancos y Procuraduría le habían negado  información sobre los contratos. El grupo cuestionó además la falta de una investigación prolija por parte del régimen.

Para  Chambers, la Contraloría, Superintendencia de Bancos y Procuraduría se convirtieron en sus primeras trabas. ¿De qué forma? Amparados en sus leyes y reglamentos internos negaron y cercaron la información a la veeduría. El hecho es que este organismo, integrado por nueve ciudadanos, hizo una afirmación pública que jamás fue respondida por el primer mandatario:  “Consideramos que [el presidente Rafael Correa] no tiene razón para decir que desconocía la existencia de los contratos. Si se ratifica esta situación obedecería a la falta de información oportuna de los funcionarios de Gobierno y los organismos de control”. Es decir, o el presidente desconocía lo que hacían todos y cada uno de sus altos funcionarios involucrados en el caso, o el presidente estaba mintiendo.

De todas maneras, la veeduría sostuvo que Fabricio debió abstenerse por elemental sentido ético de contratar con el Estado.

Y puso otro tema tabú en el tapete público: el organismo sugirió al mandatario que no abusara de los decretos de emergencia. “La veeduría considera que esos decretos no estuvieron enmarcados en sus propósitos”. Y exhortaron al mandatario a que sean ejecutados de manera transparente y se mantenga un control de ellos.

En su informe preliminar, la veeduría cuestionó la falta de una investigación prolija del proceso de contratación y aseguró que nada se hacía aun para investigar el caso. Y consideró inadecuada la posición del presidente de terminar los contratos de modo unilateral, porque “no se cuenta con el pronunciamiento de los organismos de control”.

Este informe causó ira en Carondelet y  provocó la crítica de los integrantes del propio Consejo de Participación, que pidieron que el informe tenga mayor profundidad y documentos de respaldo. Precisamente lo que la veeduría estaba denunciando: que no le daban acceso a documentos de respaldo.

Desde el Palacio de Gobierno, el secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, calificó como falso al argumento de que el Gobierno utilizó mal los decretos de emergencia y aseguró que ningún convenio del caso fue adjudicado bajo esta figura legal. “En todos, las empresas habían ganado los respectivos concursos compitiendo en igualdad de condiciones”, dijo. Lo cual también resultaba falso porque si fueron adjudicados algunos en la modalidad de emergencia, y no solo eso, sino que en las adjudicaciones se registraron no menos de 31 irregularidades, dos de ellas con indicios de responsabilidad penal, como demostraría la Contraloría del Estado pocos días después.

El primer informe de la veeduría ciudadana, que paradójicamente fue pedido por el propio presidente de la República, dejaba en claro, según sus argumentos, que a pocos en el Gobierno les interesaba que la veeduría ciudadana, llegase a la verdad detallada de los hechos. Los comisionados pusieron como ejemplos que la Corporación Financiera Nacional y la Superintendencia de Bancos pusieron trabas a los pedidos de información. Para estas dos entidades, los pedidos violaban el sigilo bancario. También estaba el caso de las emergencias, que según la veeduría sirvió para entregar 14 de 17 contratos a las empresas vinculadas con Fabricio Correa. Ahí fue donde saltó Alexis Mera para decir que ninguno de los contratos de las empresas “de supuesta propiedad” de Fabricio Correa fueron adjudicados al amparo de un estado de emergencia. La única excepción, dijo el secretario Jurídico de Carondelet fue el contrato de la obra Alamor-Lalamor, que se dio por invitación directa, amparada esta en la anterior Ley de Contratación Pública. Y esto se dio cuando la empresa Cosurca aun no pertenecía a Fabricio Correa. Mera fue el más duro crítico de la comisión veedora, a la par que demostraba ser el mejor informado respecto a los contratos de Fabricio Correa,  quien paradójicamente lo calificaba como “mi enemigo personal”. “La ligereza del informe es tan evidente que reconocen que no han tenido acceso a mucha información. Mal pueden llegar a tremendas conclusiones y, peor, insinuar que es necesaria la opinión previa de los organismos de control para proceder a la terminación unilateral de los contratos”, dijo el abogado del presidente. Y con ello sentenció a la veeduría, que nunca presentó un informe definitivo.

Pablo Chambers, el coordinador de la veeduría lo explicó ampliamente en una larga entrevista publicada en diario El Universo, que se la reproduce aquí por su importancia dentro del caso. Una de las cifras que dio Chambers sobre los contratos del hermano del presidente con el Estado fue que estos ascendían a cerca de 300 millones de dólares. Cifra que nunca fue desmentida por el Gobierno.

El problemita de Fabricio Correa podría llegar a 300 millones.

Atada de pies y manos para operar, debido a la falta de recursos  y, sobre todo, a un “cerco infranqueable” que limita su libre acceso a la información, principalmente en la Corporación Financiera Nacional (CFN). Así se encuentra la Veeduría Ciudadana, creada hace 60 días por disposición del presidente Rafael Correa para vigilar la transparencia de los procesos precontractuales y contractuales celebrados entre el Estado y varias empresas de su hermano Fabricio.

Pese a ello, Pablo Chambers, presidente de la Veeduría, destaca el aporte de ciudadanos de diversos sectores que han entregado información de cuyo análisis estima que el hermano del mandatario habría suscrito contratos y subcontratos  por unos 300 millones de dólares, desde el 15 de enero del 2007, y en pos de tener menos trabas en la investigación se reunió con los organismos de control en días pasados.

—¿Con qué objetivo se reunió con los organismos de control?

—Para pedirles dos cosas: que dispongan que la CFN nos dé la información con base en la cual aprobó un crédito por 10 millones de dólares para la empresa Megamaq [de Fabricio Correa], y que la Superintendencia de Compañías nos remita el listado de las empresas en las que como accionista, representante o cualquier otra figura tenga participación el señor Fabricio Correa.

—¿Quiénes asistieron a la cita?

—El contralor, el presidente del Consejo Nacional de Participación Ciudadana y Control Social (CNPC), y los superintendentes de Bancos, de Compañías y Telecomunicaciones.

—¿En dos meses no les han remitido esa información?

—He pedido que hagamos equipo para llegar a la verdad. La CFN se ampara en la Superintendencia de Bancos para no dar la información, por eso hemos pedido la  intervención directa de la Superintendenta.

—¿Qué le respondieron?

—Que nos atenderán de manera inmediata; esperamos que sea así, este es un tema público, pues hemos denunciado a viva voz los problemas para el acceso a la información.

—¿Qué peso legal tendrán los resultados de la Veeduría?

—Atravesamos un gravísimo problema porque nuestros criterios son sobre todo éticos. Por eso queremos, como resultado de esta investigación, elaborar un Código de Ética para que lo apruebe el Legislativo.

—Entonces, ¿la ilegalidad que hallen carece de validez jurídica?

—Tendrá validez en tanto nos apoye la ciudadanía.

—¿Cómo? 

—Exigiendo que los organismos de control actúen sobre esos resultados.

—¿Cómo interpreta el enfado de Rafael Correa luego de que la Veeduría  hizo público su primer informe en el que cuestionó los decretos de emergencia?

—Es más, en un boletín de prensa, el secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, acusó a los veedores de decir falsedades y ligerezas... Se les ha ido la lengua, nosotros hablamos sobre pruebas: solo en Petroecuador hallamos tres contratos firmados bajo emergencia; uno corresponde a la empresa Quality para la limpieza del campo Auca (ubicado en Orellana), pero resulta que no está terminado.

—¿Cuándo fue suscrito?

—En julio del año pasado, entonces ¿qué sentido tiene la emergencia? Por eso le dijimos al señor presidente que las emergencias no pueden ser tan livianamente definidas, eso da lugar a malos entendidos, especialmente porque el hermano está involucrado.

—¿Cómo entender esa actitud, si fue el propio presidente quien ordenó conformar la Veeduría para transparentar el tema?

—Parece que Julián Guamán, presidente del CNPC, no le informó que esta Veeduría cambió el objeto de su creación para poder investigar desde la fase precontractual.

—¿Ustedes no tienen línea directa con el presidente?

—No, somos una comisión independiente. El presidente dijo que no nos ha dado la misión de analizar las emergencias, pero le respondemos que nuestra obligación es decirle a la ciudadanía lo que pasó antes, durante y después de los contratos. Bajo ningún punto de vista estamos sujetos a ninguna definición presidencial.

—Miembros del CNPC dijeron que el informe estaba parcializado.

—Están buscando hacerse notar para prolongar su estadía.

—¿En qué condiciones trabajan?

—Luego de fregar por más de un mes, nos asignaron esta oficina, computadora, una mesa, sillas, pero tenemos que poner cuota entre todos para copias, pasajes y para la página web.

—¿Cuánto hasta el momento?

—Hemos invertido unos 257 dólares cada miembro (son cinco).

—¿Cuál es el aporte de la Veeduría para esclarecer este caso?

—Primero hemos establecido que el entorno de las emergencias favoreció la firma de los contratos. También nos preguntamos por qué se mantiene 20 meses en emergencia a Petroecuador sin resultados; por qué hay tantas  empresas chinas que operan en el edificio en el que, coincidencialmente, trabaja Fabricio Correa.

—¿Cuál edificio?

—El de Dygoil, que queda en las calles República de El Salvador y Moscú (norte de Quito).

—¿Qué ha encontrado la Veeduría en el sector petrolero?

—Estamos investigando a Petroamazonas; se comenta que hay muchas tercerizaciones y subcontrataciones a través de empresas supuestamente relacionadas con Fabricio Correa. Lo mismo en el Consejo Nacional de Telecomunicaciones, con la empresa Aplitec.

—¿Tiene la cifra global de contratos de empresas supuestamente vinculadas con F. Correa?

—El problemita de los contratos y subcontratos del hermano del presidente podría llegar a los 300 millones de dólares, eso equivale a un año de bono solidario.

—¿No teme que lo denunciado en esta entrevista sea la antesala del fin de la Veeduría?

—Esta Veeduría depende exclusivamente de la ciudadanía; el presidente no puede decir ‘se acabó’, no le corresponde.

—Él  dispuso su creación, bien podría disponer que se acabe...

—Sería terrible, pero creo en la voluntad del presidente.

—¿Han recibido presiones?

—Hubo la intención de que esto se callara por alguna razón, querían gente obediente, mas no deliberante, pero somos absolutamente deliberantes.

—¿A quiénes se refiere?

—Al mismo Gobierno, que quiso limitar la labor de la Veeduría al querer que únicamente vigilemos la terminación de los contratos e impedir que investiguemos todo el proceso.

—¿Sería temor de que descubran lo que están descubriendo?

—Podría ser, esa es una posibilidad, pero no lo podría probar.

—Según Mera, ningún contrato de las empresas de supuesta propiedad de Fabricio Correa fue adjudicado bajo el paraguas de emergencias. Dice que compitieron en igualdad de condiciones. ¿Qué responde?

—Que estamos probando lo contrario; podría decir que hay un abuso de la condición de hermano del presidente.

—¿Cree que el mandatario desconocía el tema?

—Aun no podemos decir a ciencia cierta si lo sabía o no.

—Terminar o anular los contratos, ¿qué es mejor para el Estado?

—Si he mentido para acceder a un contrato, pueden darlo por terminado y exigirme que devuelva la plata.

—¿Eso ocurrió con F. Correa?

—Todavía no lo puedo afirmar, pero si en una declaración juramentada digo que no estoy incurso en ninguna prohibición para contratar con el Estado y resulta lo contrario, no hay más que decir.

—¿Cuándo entregarán un informe que diga “estas son las ilegalidades” o “todo ha sido legal”?

—Presentaremos informes parciales cada mes y esperamos concluir el análisis hasta noviembre, pero no buscamos solamente culpables sino corregir procedimientos.

—¿Cómo?

—Presentando a la legislatura un Código de Ética que no pueda ser roto por nadie, menos aun por el presidente de la República o por su familia.

Por el ojo tuerto te roban, ñaño.

Fabricio Correa Delgado, en varios medios de comunicación.

Las declaraciones del veedor Chambers fueron algo así como el inicio de hostilidades del Estado en contra de Fabricio Correa. Aunque los veedores hablaron representándose a sí mismos, sus denuncias devolvieron al tema a su carril original, que tenía que ver sobre todo con los perjuicios al Estado y la forma en la que el Gobierno había administrado este caso.

La renuncia del ministro de Transporte y Obras Públicas, Xavier Casal, fue uno de los efectos de esta batalla jurídica que dio sus principales escaramuzas en el mes de septiembre de 2009. Casal había reemplazado a Jorge Marún, el 15 de junio de ese año, un día después de que se hicieran públicas las contrataciones de empresas de Fabricio Correa con el Estado. No había sido esa la única ni tampoco la principal razón de la salida de Marún del ministerio. Según el ex ministro tenía problemas de salud, pero Marún era también un hombre cercado por la forma en que había administrado los multimillonarios contratos de la emergencia vial, que a ese momento sumaban más de dos mil millones de dólares en dos planes de carreteras. Pero a Casal le tocó asumir todo el escándalo de los contratos del hermano del presidente, siendo, como había sido antes de ser ministro de Estado, delegado del presidente en los directorios de Cedegé y Corpecuador, dos corporaciones estatales, regionales y autónomas que hacían obras para paliar los impactos del invierno en la región Costa. En estas entidades, Casal compartió su presencia en el directorio con otra delegada, Neida Andrade Ocampo, quien a la vez era representante legal de la firma panameña Enginnering International Consultants Corporation (IECC), propiedad de Fabricio Correa y principal accionista de las empresas Megamaq y Quality Outsourcing, la primera con intereses contractuales con las dos corporaciones estatales mencionadas. 

La salida de Casal no fue fácil para el régimen ni estuvo exenta de polémica. Estuvo precedida por la demanda formal de la defensa de Fabricio Correa en contra del Estado presentada el 31 de agosto: 37,8 millones de dólares en indemnizaciones. Para lograr ello, los representantes legales de las empresas vinculadas a Correa presentaron cuatro pedidos de mediación ante el Centro de Mediación y Arbitraje  de la Cámara de la Construcción de Quito, para evitar la terminación unilateral de sendos contratos con el Estado. En los pedidos de mediación se exigía que los funcionarios involucrados se hagan corresponsables de la indemnización que exigían las compañías. Esto precipitó su salida, pues Casal no quiso asumir esa firma, que lo hacía responsable pecuniariamente de una decisión política que no había tomado. Fue el procurador del Estado, Diego García, quien dio los argumentos jurídicos para que el MTOP declare la terminación unilateral, cuando respondió a dos consultas que el 14 de agosto anterior le había hecho el propio ministro Casal. En su respuesta, que tenía el carácter de vinculante, el abogado del Estado había dicho que del análisis realizado “se llega a establecer que se habrían celebrado contratos con una persona jurídica o consorcio inhabilitado, contraviniendo lo previsto en los pliegos que rigieron dichas contrataciones”. Pero de inmediato y aunque su respuesta no es contundente jurídicamente, le deja la responsabilidad del proceso de terminación al ministro: “En dicha hipótesis, sería procedente la terminación unilateral del contrato prevista en el artículo 64 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, por haberse celebrado contra expresa disposición de la ley. Es responsabilidad de la autoridad contratante hacer el seguimiento de los procedimientos para la terminación unilateral de los contratos”.

Ya para entonces, la defensa del Estado había esgrimido una teoría jurídica que justificaba la decisión del presidente: la ley prohíbe expresamente la contratación de los familiares de las principales autoridades del Estado, por sí o por interpuesta persona. El procurador, en su argumento recurrió a tres fallos de la primera sala de lo Civil y Mercantil, de la Corte Suprema de Justicia, entre 1999 y 2003, que coincidieron en esa época en que las autoridades del Estado deben “levantar el velo de las personas jurídicas”, para determinar quiénes son sus verdaderos responsables, ya que de lo contrario “sería amparar un fraude a la ley o abuso del Derecho”. Esta respuesta había llegado a manos del ministro Casal en la última quincena de agosto. Al negarse a cumplir una orden directa del presidente y de su asesor jurídico, fue reemplazado de inmediato por David Ortiz, un ingeniero con poca experiencia en administración de obra pública, cuyo trabajo hasta ese momento era jefe de mantenimiento del Palacio de Gobierno. Llevaba vinculado dos años al Gobierno, pero su amistad con el presidente era más antigua. Se forjó en el grupo scout del tradicional colegio guayaquileño Cristóbal Colón. Ortiz, en ese grupo, estuvo dirigido por Rafael Correa. Luego estuvieron juntos en la Asociación Estudiantil de la Universidad Católica de Guayaquil y fue delegado al Consejo Universitario. El ministro, de 37 años, recibió una arenga el día de su posesión: ni un paso atrás en eso, mi querido David, le dijo el presidente al destacar la “entereza” de haber terminado los contratos del Estado con las empresas vinculadas a F. Correa: “La única forma de recuperar la fe pública es haciendo respetar el espíritu de la ley, que prohibía a familiares cercanos al presidente contratar con el Estado. Así que todos estos contratos tienen que ser terminados unilateralmente”. 

La decisión de Ortiz, bajo la orden directa del presidente, causó la furia de Fabricio Correa. En una nueva maratón por varios medios de comunicación, que lo habían tomado como su entrevistado favorito, el hermano del presidente dijo cosas como: “Entonces se les acabó el affaire Teleamazonas, y de dónde sacamos a un cristiano para echarlo a los leones, no ve que el pueblo quiere circo, el pueblo está chiro, entonces cógelo a Cosurca, ñañito”.

Lo hizo cuando entregó la última obra de su empresa Cosurca con el Estado, la remoción de tierras en Guayaquil, como parte del programa Socio Vivienda, del Gobierno de su hermano. Luego, en varios medios de información hizo declaraciones que causaron la delicia de los periodistas que trabajaban en medios opositores al régimen, y también en la gente común, por su estilo desenfadado, irreverente, algo nuevo en la aburrida oposición política ecuatoriana.

“Inmediatamente el Círculo Rosa salió al rescate: Nos salió entonces un ‘menestro’ soltero, inmaduro que firmó rapidito. Puede ser un buen chico boy scout y toda la cosa ¿pero está capacitado para ser ministro? ¿O es que nadie le acepta el cargo de ministro a Rafael [Correa]? El Círculo Rosa sale al rescate de la pretensión, llama a este muchacho boy scout [Fabricio Correa hace un chiflido muy fuerte] y le dice: y tú, ¿te crees capaz de terminar [los contratos]? Si me hacen ministro, sí”.

“Mi hermano es un hombre sencillo, afectuoso, apegado a la ley, pero hoy vive de las encuestas, de lo que dice el Círculo Rosa. Tiene el síndrome de hybris, es la droga del poder, aparentemente eso le está afectando”. 

¿Síndrome de hybris? Fabricio Correa hacía gala de erudición en su nueva faceta de “primer veedor” del Gobierno de su hermano. Se refería el contratista a un concepto griego, también llamado hybris que podía traducirse como desmesura: un desprecio temerario hacia el espacio personal ajeno, unido a la falta de control sobre sus propios impulsos; un sentimiento violento, inspirado por las pasiones exageradas, consideradas enfermedades por su carácter irracional y desequilibrado, y más concretamente por Ate (la furia y el orgullo). Un antiguo proverbio rezaba al respecto: aquel a quien los dioses quieren destruir, primero lo vuelven loco”.

Según Werner Jaeger, en su obra Paideia, la hybris era la peor falta que un hombre podía cometer en la antigua civilización griega. Pues se convierte en culpable de querer más que la parte que le fue asignada en la división del destino: desear más de la justa medida; y el castigo es devolver al individuo dentro de los límites que cruzó. Así que debe primar en el hombre la mesura, la moderación y la sobriedad. Y mucho más en los dirigentes de la sociedad. David Owen, un neurocirujano y político británico atribuyó al hybris o hubris los delirios de grandeza de los gobernantes, por creerse invencibles y ver enemigos por todas partes. Los síntomas eran fácilmente reconocibles, decía Owen: una exagerada confianza en sí mismos, desprecio por los consejos de quienes les rodean y alejamiento progresivo de la realidad. Un delirio de grandeza, el de un hombre que al final se intoxica la mente y cree que está ahí por méritos propios gracias a los áulicos que lo rodean. Llega un momento en que quienes gobiernan dejan de escuchar, se vuelven imprudentes y toman decisiones por su cuenta, sin consultar, porque piensan que sus ideas son las correctas. Por eso, aunque finalmente se demuestren erróneas, nunca reconocerán la equivocación y seguirán pensando en su buen hacer, decían las conclusiones de un hombre que había estudiado por seis años las decisiones y los comportamientos de cientos de políticos, registradas en su libro La enfermedad y el poder. El psiquiatra español, Manuel Franco, aportaba al comentario sobre el libro de Owen que no quedaba aquí la cosa. Tras un tiempo en el poder, los afectados por el hubris padecen lo que psicopatológicamente se llama “desarrollo paranoide”. “Todo el que se opone a él o a sus ideas son enemigos personales, que responden a envidias. Puede llegar incluso a la “paranoia o trastorno delirante”, que consiste en sospechar de todo el mundo que le haga una mínima crítica y a, progresivamente, aislarse más de la sociedad”. Se reconocía a estos líderes por creerse infalibles y creerse predestinados a las grandes obras, y entonces empiezan a pensar en que pueden estar muchos años en el poder, y actúan como si este nunca se fuera a terminar. Otros síntomas: excesivo orgullo, arrogancia, complejo de superioridad, trato a los demás con insolencia e irrespeto… El castigo, siempre según los antiguos griegos, era la némesis, que devolvía al megalómano a la realidad, a partir de un estruendoso fracaso.

El hermano del presidente continuaba: “Esa es la meritocracia que se habla en la revolución ciudadana. Al que hace lo que yo quiero, a ese se lo hace ministro. Así, la revolución parece el sexto velasquismo. Por el ojo tuerto te roban, ñaño”.

Esta frase quedaría retumbando en los oídos de los ecuatorianos, al ser repetida por radio, prensa y televisión. Fabricio Correa, gracias a su histrionismo natural y la amplificación de varios medios de comunicación, se iba convirtiendo cada vez más en una voz estruendosa que desviaba la atención acerca de los verdaderos motivos de su presencia en la arena pública: los contratos de empresas donde tenía participación con el Estado en el Gobierno de su hermano, al que vilipendiaba.

Los altos voceros del régimen le siguieron el juego a esta guerra de ocurrencias declarativas. Ricardo Patiño fue el primero en salir a la palestra y decir que las actuaciones del hermano del mandatario eran como una telenovela y que respondían a sus intereses como empresario, “una cosas es tener negocios, una cosa es tener afán de lucro, y otra es que la codicia le permita ofender a su hermano el presidente”. Para Patiño no eran tolerables estas “vulgaridades” como las calificaciones de Círculo Rosa al entorno más cercano al primer mandatario. Y expresó su mayor molestia por su comparación con el velasquismo. José María Velasco Ibarra fue un polémico líder que accedió cinco veces a la Presidencia en el siglo pasado y marcó buena parte de su agenda. El mito urbano decía que el mandatario era honesto, pero que estaba rodeado de funcionarios ladrones.

Creo que la codicia ya ha desequilibrado a mi hermano.

Rafael Correa, presidente de la República.

Enlace radial del sábado 12 de septiembre de 2009

Si para bailar se necesitan dos, ¿y los que supuestamente [yo] 

influencié, por qué no están demandados?

Fabricio Correa 

Declaraciones públicas el 15 de septiembre de 2009

Tras la decisión del Gobierno, la defensa de las empresas vinculadas cambió de estrategia legal y anunció una demanda en los tribunales de lo Contencioso y Administrativo. A la par, Fabricio Correa también hizo el anuncio de que con las medidas de terminación de los contratos, las empresas Cosurca y Megamaq entraban en liquidación y, por tanto, de eliminación de personal: “esta decisión se la hizo sin tomar en cuenta la realidad del país. Las políticas del régimen están desorientadas, no tienen un rumbo, y se están haciendo análisis políticos respecto a las estadísticas de popularidad”.

Era criterio de expertos en contratación pública, sin necesidad de estar o no de acuerdo con el Gobierno o con el hermano del presidente, que la decisión de terminar los contratos sería, a la postre, perjudicial para el Estado. Así lo aseguraba una voz calificada: el ex presidente de la Corte Suprema de Justicia y ex procurador del Estado, Gustavo Medina, quien decía que ahora los contratistas podían reclamar indemnizaciones al Estado ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y luego ante la Corte Nacional, si habían causales para ello. Una de las causales, era precisamente la decisión de terminar los convenios sin que hubiera argumentos para ello.

Galo Díaz Herrera, un experto en contratación pública, también creía que el contratante podía caer en incumplimiento, con lo que se perfilaba una resolución favorable a Fabricio Correa, aun cuando se avizoraba una larga disputa legal, que tras las apelaciones de rigor en no menos de cuatro instancias, podía durar varios años.

El jueves 10 de septiembre, la sala de prensa de la Contraloría estaba a reventar de periodistas y equipos de radio y televisión. Por fin y tras un tiempo considerado récord, la entidad auditora del Estado presentaría su informe respecto a los contratos de las empresas de Fabricio Correa. Lo primero que sorprendió a los presentes y luego a todo el país fue la cifra mencionada por Carlos Pólit: 167,3 millones de dólares era la cifra que había auditado la Contraloría sobre los contratos de las empresas.

El organismo sacó a la luz nada menos que 31 incumplimientos administrativos, dos de ellos con indicios de responsabilidad penal sobre los contratos y órdenes de trabajo de seis empresas vinculadas con Fabricio Correa: Cosurca, Megamaq, Quality; consorcios: Amazónico, Puentes y Vías, y Rellenos y Plataformas.

Los contratos habían sido suscritos, ratificó el informe del contralor, con los ministerios de Obras Públicas y Vivienda, con Petroecuador, Hidrolitoral y Predesur.

Los respectivos informes detallaban irregularidades de todo tipo. 

A saber, en el contrato con el Miduvi  para el movimiento de tierras del programa Socio Vivienda: omisiones en la valoración de la experiencia de los técnicos propuestos en las ofertas; inadecuado control de calidad en la limpieza del terreno.

En el contrato de la carretera Milagro-Indanza-Gualaquiza, entre el Consorcio Amazónico y el Ministerio de Obras Públicas: irregularidades en la metodología de evaluación de ofertas.

En la obra de un puente sobre el río Paute, contrato entre el consorcio Puentes y Vías y el MTOP: se detectó que en la comisión técnica participaron funcionarios que no pertenecían a la misma.

En la rehabilitación de la carretera El Empalme-Celica- Alamor, contrato entre el MTOP y Cosurca, la Contraloría determinó como irregularidades que no se contó con estudios actualizados del proyecto, y la empresa contratista no presentó garantías por el valor del anticipo reajustado.

En otro contrato, entre Predesur y Cosurca, para la construcción del sifón Limones en el proyecto de Riego Zapotillo, se detectó que no se contó con diseños ni presupuestos definitivos del proyecto, no se había contratado la fiscalización, y la contratista no cumplía con el número de personal en la obra.

En los contratos petroleros de Quality, la Contraloría encontró diversas irregularidades: ampliaciones de órdenes de trabajo por sesenta días o más que representaba más del 60% de lo contratado, incumpliendo artículos de la Reforma del Instructivo de Contratación de la entidad. Obreros y supervisores que no trabajaron y que sin embargo pasaron planillas de cobro; facturación de trabajos de personal, y consumo de alimentos y hospedaje, y uso de equipos que no se ejecutaron, no se firmaron actas de entrega recepción una vez terminados los trabajos; adjudicaciones de obras a pesar de que la contratista no presentó el equipo completo, establecido en los términos de referencia; no hubo pólizas de responsabilidad civil y accidentes; facturaciones de operación de maquinaria que no se había considerado ni en la orden de trabajo ni en la oferta, y alquiler irregular de maquinaria de otras empresas que se había presentado a esas ofertas.

En los resultados se determinó que  hubo “inobservancias de expresas disposiciones de la Ley de Contratación Pública. Además se determinó que los contratistas no cumplieron con requisitos de los pliegos  y con algunas cláusulas contractuales”.

Este informe le respondía al presidente de la República las preguntas que hizo al enterarse de las denuncias de Expreso sobre los contratos de su hermano: si se había perjudicado al Estado, y si se habían obtenido de modo irregular. Cincuenta auditores de la Contraloría encontraron que sí. 

Pero la defensa de Fabricio Correa también tomó para su causa el informe. Joffre Campaña dijo como reacción inmediata que el informe demostraba que fueron los funcionarios públicos los que cometieron las irregularidades. Y anunció que las conclusiones de la Contraloría servían para pedir reparaciones e indemnizaciones por los perjuicios causados. Más aun cuando el contralor reconoció que, jurídicamente, en ninguna parte de los contratos del Estado con estas personas jurídicas aparecía una vinculación con Fabricio Correa como representante legal. Sin embargo, el informe de la entidad incluyó las auditorías externas presentadas por Aplitec, Helptec, Megamaq y Cosurca, y en esos estudios, presentados también a la Superintendencia de Compañías, se encontró que estas empresas se encontraban vinculadas entre sí. El informe incluyó responsabilidades administrativas culposas con indicios de responsabilidades civiles y penales en los funcionarios que permitieron estas irregularidades, y envió una parte de las conclusiones a la Fiscalía para que el organismo inicie una instrucción fiscal para investigar los posibles perjuicios al Estado.

La Procuraduría General del Estado considera que: Las compañías panameñas International Energy Overseas Corporation e Engineering International Consultants Corporation, son de propiedad del Ing. Fabricio Correa Delgado, quien bajo simulación societaria, ha actuado por interpuesta persona…

Informe del procurador general, Diego García.

Rueda de prensa, el 16 de septiembre de 2009

Sobre la participación de Fabricio Correa y sus vinculaciones con los contratos en mención, el procurador tenía conclusiones distintas. En su informe oficial de la investigación, la Procuraduría señaló:

La Procuraduría General del Estado considera que: Las compañías panameñas International Energy Overseas Corporation e Engineering International Consultants Corporation, son de propiedad del Ing. Fabricio Correa Delgado, quien bajo simulación societaria, ha actuado por interpuesta persona, violando el artículo 62, numeral 2 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, así como los pliegos de la licitación, obligatorios, según lo señalado en el artículo 27 de la misma ley, que prohíbe a los familiares del presidente de la República, por sí o por interpuesta persona, la celebración de contratos con entidades del sector público. 

En este caso, el ingeniero Fabricio Correa Delgado, hermano del presidente de la República, ha reconocido pública y reiteradamente, haber utilizado a las empresas panameñas International Energy Overseas Corporation e Engineering International Consultants Corporation, como cortina para no aparecer como accionista de las empresas contratistas, haciendo imposible detectar las inhabilidades para contratar, al momento de la suscripción de los contratos. 

Para llegar a esta conclusión se ha utilizado la figura jurídica del levantamiento del velo societario, recogido en varios pronunciamientos de diversas Salas de lo Civil y Mercantil de la Ex Corte Suprema de Justicia, ahora Corte Nacional de Justicia, desde hace varios años, en los que ya advirtieron que en el evento de que exista “manipulación de la figura societaria”, se debe “levantar el denominado velo de la persona jurídica, y penetrar en el campo que estaba oculto por dicho velo, para determinar cuál es la verdadera situación jurídica y quién es el verdadero responsable u obligado, ya que lo contrario sería amparar un fraude a la ley o abuso del derecho, cosa que por un principio de moral pública no puede admitirse jamás. 

Por lo expuesto, para este caso y conforme lo previsto en el artículo 64 de la Ley Orgánica de Contratación Pública, LOSNCP, en concordancia con el artículo 62 numeral 2 de la misma Ley, se ha incurrido en una causal para declarar la terminación unilateral del contrato, por haberse celebrado contra expresa prohibición de la Ley, sin perjuicio de que pueda demandarse la nulidad del contrato por la misma inhabilidad o incapacidad para contratar.

Entre los casos que se encuentran incursos en la violación de esta inhabilidad para contratar se encuentran los contratos celebrados por el MTOP con COSURCA y los Consorcios “Amazónico” y “Puentes y Vías”, el MIDUVI y el Consorcio “Rellenos y Plataformas”, la Municipalidad de Loja y COSURCA, entre otros. 

El defensor del Estado, al referirse a la metodología para ejecutar el “control de legalidad” explicó que esta se realizó mediante la comparación de las normas legales y reglamentarias aplicables, los pliegos y documentos precontractuales y contractuales, los actos y hechos administrativos llevados a cabo por las entidades contratantes, y considerando las etapas: preparatoria, precontractual y de celebración del contrato. 

Para llegar a la estructura societaria de las empresas contratistas, el procurador dijo haber usado como fuente la información proporcionada por la Superintendencia de Compañías del Ecuador, el Registro Público de Panamá (por las empresas Engineering International Consultants Corporation e International Energy Overseas Corpo-ration) y los Informes de Exámenes Especiales de Contraloría General del Estado a los contratos celebrados por el MTOP, Miduvi, Predesur y Petroecuador, en septiembre de 2009. 

Para ello, el procurador señaló que en el análisis se consideró las variaciones de la estructura societaria de las compañías contratistas en relación con las diversas etapas de los procesos de contratación. 

Entonces, el procurador ventiló, aunque sin mencionarlo directamente, una de las primeras contradicciones con el informe de Contraloría, y que fuera aplaudido por la defensa de las empresas vinculadas a Fabricio Correa: “En relación con la posibilidad de que existan demandas contra el Estado, obviamente los contratistas están en la capacidad de iniciar las acciones que consideren tener derecho a efectos de reclamar o impugnar la terminación unilateral de cada una de las instituciones respecto de estos contratos. Sin embargo del análisis que nosotros hemos hecho, encontramos que no existe causal para que las empresas contratistas aleguen que no se haya producido la causal de terminación del contrato en relación con las inhabilidades de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública. Por eso yo considero que más allá de que presenten o no acciones en contra del Estado, finalmente estas acciones no concluirán en indemnizaciones que el Estado deba pagar porque producida la causal de terminación unilateral prevista en el artículo 64, el propio artículo 64 prevé la terminación unilateral de los contratos, sin lugar a una indemnización”. 

En otra contradicción con la entidad auditora, el procurador García sostuvo que  “la responsabilidad de los funcionarios que suscribieron los contratos: ésta tendrá que ser determinada por la Contraloría General del Estado ó la Fiscalía General del Estado en sus respectivos ámbitos de competencia; sin embargo debo destacar que en el análisis hecho por la Procuraduría General del Estado, el descubrimiento de las inhabilidades ha sido única y exclusivamente posible en base a las propias declaraciones del ingeniero Fabricio Correa Delgado. De manera que no encontramos —en principio— en las investigaciones hechas por la Procuraduría ninguna violación de parte de las autoridades que celebraron los contratos con relación a estas inhabilidades. Esa parte sin embargo podrá ser analizada tanto por la Contraloría como por la Fiscalía, en sus respectivos momentos sin que yo pueda precisar cuáles serán los alcances de esas investigaciones”. 

O sea, mientras que para el contralor había claras  irregularidades de los funcionarios que firmaron los contratos o las permitieron, para el procurador, los funcionarios del Gobierno de Rafael Correa, pecaron prácticamente de ingenuos, y  no se habrían enterado si el propio Fabricio Correa no contaba su cuento. El hermano del presidente, como siempre, fue más explícito: “Si para bailar se necesitan dos, ¿y los que supuestamente [yo] influencié, porqué no están demandados?”.

Para el presidente de la República toda esta preguntadera y debate y declaraciones de su hermano eran una muestra de desequilibrio mental. Sus declaraciones en un nuevo enlace presidencial respaldaron la postura del procurador: “la ley prohibía que el hermano del presidente contrate, en consecuencia yo voy a defender la fe pública y hacer respetar el espíritu de la ley”. Semanas antes el presidente había retado a quienes descubrieron las contrataciones de su hermano en su Gobierno, a que le demuestren si su hermano había violado la ley.

Al parecer, la asociación de su Gobierno con el velasquismo molestó sobremanera al presidente: “¿Por qué antes no se decía que éramos el sexto velasquismo, y que íbamos de tumbo en tumbo? Porque había pingües negocios que se estaban haciendo. Nosotros defendemos sueños, no negocios. Lamentablemente creo que la codicia ya ha desequilibrado a mi hermano, porque qué cantidad de barbaridades que está diciendo, y claramente ya se ha puesto del lado de la oposición a la revolución ciudadana”.

Mientras esta polémica verbal atraía a los medios de información del país, otra se cernía sobre la Asamblea Nacional. Incapaz de fiscalizar y hacer el mínimo esfuerzo para cuestionar las actuaciones del régimen, así estuvieran según decían muchos de ellos por fuera de la ética de la revolución, los asambleístas de PAIS optaron por el silencio colectivo frente a la virulenta retórica del drama público llamado “Correa versus Correa”. Otros asambleístas, en cambio, desde la derecha de la oposición, reclamaron en voz alta una actuación más firme del fiscal Pesántez. El grupo de legisladores socialcristianos, ahora agrupados en el movimiento Madera de Guerrero, exigieron en el seno del Parlamento, que el fiscal intervenga y abra indagación penal con medidas cautelares para los ministros y altos funcionarios del régimen que firmaron los contratos a pesar de las violaciones a la ley e irregularidades registradas en los informes de Contraloría y Procuraduría. Los asambleístas advirtieron con un juicio político al fiscal si este no iniciaba de oficio sus investigaciones. Al  final eso quedó en amenaza, pero de hecho el pedido respondió a que la Comisión Veedora de los contratos del hermano del presidente, aupada en un inicio por el propio mandatario, expuso en el seno de la Asamblea sus conclusiones. La principal: que sí hubo “tráfico de influencias”. Especialmente en las contrataciones con Hidrolitoral, Petroecuador y los ministerios de Vivienda y Obras Públicas. La asambleísta Cynthia Viteri apuntó que el propio presidente y su secretario jurídico admitieron públicamente que los contratos de obras adjudicados a las empresas vinculadas a Fabricio Correa estuvieron al margen de la ley. Pero en este caso, todos se habían rasgado las vestiduras, habían pasado por los medios de información dejando constancia de ello, y habían declarado que todo esto era ilegal, pero a la hora de tomar las decisiones  habían pocas concreciones. Para muchos, el tema se había convertido en un tongo; la pelea entre hermanos, el fingimiento de una fiscalización… “El tongo tiene dos objetivos en paralelo: el de Correa, el menor (el presidente), de cuidar las encuestas, y el de Correa, el mayor, de cuidar el billete”. Tan duras palabras correspondían al destituido diputado por la provincia de Loja, Freddy Bravo, quien llevaba adelante una pelea particular con Fabricio Correa, quien en algún momento de 2009 lo demandó por difamación, pero luego un juez resolvió a favor de Bravo. Aunque no era un personaje muy querido por muchos sectores, las palabras del ex diputado reflejaban una sensación general que se sentía especialmente en Guayaquil, ciudad cuna de los dos hermanos: esta aparente pugna filial también era una simulación.

Tongo o no, las presiones políticas de los social cristianos sobre el fiscal crecían, para insistirle que no necesitaba de una denuncia para empezar una indagación de oficio en este caso. Pero en esa ocasión, Pesántez demostró por qué meses más tarde, el presidente de la República lo defendería tanto, aun a riesgo de romper su bloque de asambleístas, en el intento de juicio político que cuatro de ellos: Virgilio Hernández, María Paula Romo, Paco Velasco y Rossana Alvarado le propusieron a la Asamblea. “No actuamos en función de los intereses de Madera de Guerrero o de los socialcristianos. Aquí no pueden, como antes, ordenar por teléfono, y no hay el fiscal que vaya corriendo a esconderse en El Cortijo [la emblemática finca del difunto León Febres Cordero. N. del A.]; hay un fiscal independiente, en una institución distinta, y eso les llama la atención”.

Para el fiscal la conminación socialcristiana era imposible de cumplir, pues no podía ordenar la prisión de todo el mundo, “más aun cuando el procurador dice que [los funcionarios] no han incurrido siquiera en responsabilidad administrativa las personas que adjudicaron los contratos”. Y aseguró que el informe de la Contraloría tampoco establecía responsabilidades penales [a pesar de que días antes el contralor envió dos informes a la Fiscalía con indicios penales]. Y aseguró que la indagación sobre el tema había sido abierta ya seis semanas antes. Y fue más allá: les recordó a quienes lo exhortaban a actuar de modo diligente que no solo estaba investigando los contratos del hermano del presidente con el Estado, sino también los 16 años de administración socialcristiana de la Prefectura del Guayas, que al momento tenía un informe de la Contraloría con indicios de responsabilidad penal “y posiblemente eso les preocupa y quieren curarse en salud”. Esa advertencia, les sonó a chantaje a los de Madera de Guerrero. El fiscal general jugaba muy bien sus bazas políticas haciendo gala en ese tema de una conducta que muchos asambleístas de PAIS verían meses después como causa para su destitución del cargo, pero que en ese momento, pasaron por alto.

Y para no perder la iniciativa, el fiscal fue el primero en ofrecerle una tribuna jurídica a Fabricio Correa para que expusiera sus denuncias de supuestas irregularidades. Lo haría también días después el opositor Partido Sociedad Patriótica, del ex presidente Lucio Gutiérrez, ofreciéndole otro privilegiado espacio en el seno de la Comisión de Fiscalización y Control Político, para que también ampliara sus denuncias en contra de funcionarios del Gobierno. La oposición había encontrado a su delfín y Fabricio Correa había hallado a su vez el paraguas político apropiado para saltar la página de sus contratos, con ayuda de la oposición en la Asamblea, que prefirió hacerse de los ojos bizcos para mirar solo en la dirección que Fabricio Correa les sugería. El hermano del presidente no desaprovecharía la oportunidad.
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“Hermano mayor”, hazte ver…

Es la historia de cómo Fabricio Correa optó por la estrategia de ataque al Gobierno para fortalecer su posición. Con la ayuda de algunos medios de información, que le dieron tribuna libre y nunca le cuestionaron su actuación ética y legal, el hermano del presidente se convirtió en fiscal del Gobierno, dio lecciones de moral y se convirtió en opción política.

La contraofensiva de Fabricio Correa fue brutal, y apuntó sus cargas de profundidad al corazón del círculo íntimo de Carondelet: Los hermanos Alvarado (Vinicio y Fernando) y Alexis Mera.

El hermano del presidente llegó a la Fiscalía del Guayas, ese 23 de septiembre, con una caja cargada por un asistente, bajo el rótulo “denuncias de corrupción”. Y llevó barra propia, integrada por los trabajadores de su empresa Helptec. Estos, dirigidos por uno de sus socios, Máximo Villavicencio, el apoderado de la empresa Cosurca, hicieron mucho ruido en la avenida 9 de Octubre, en pleno centro de Guayaquil. Y se ubicaron en los bajos de la Fiscalía, en Aguirre y Pedro Carbo esquina. Para quienes transitaban a las diez de la mañana por ahí, que eran muchos, resultaba extraña esta manifestación, especialmente por los gritos y pancartas con mensajes como: Por el ojo tuerto te roban, ñaño; Rafael, estamos chiros o Quiero trabajo o “Hermano Mayor”, hazte ver,  y La verdad brillará.

Fabricio tampoco estuvo solo: llegó con su madre, Norma Delgado, con su esposa, cuatro de sus cinco hijos y hasta su suegra. Y no pudo rendir su versión en la Fiscalía, como había pedido el fiscal Pesántez, por sus denuncias de presuntos actos de corrupción en el Gobierno de su hermano. Fabricio estaba ahí como acusador, no como acusado. Y el fiscal del Guayas, Antonio Gagliardo, lo recibió solo para decirle que no tenía autorización para receptar su información, pues la indagación se había abierto en Quito. Correa replicó que su jurisdicción natural era Guayaquil, y que si el fiscal general quería que él estuviera en la capital debía pagarle los gastos de viaje. “Si me quieren en Quito, podemos hacer dos cosas: me envían los viáticos o en su defecto coordinamos en un día que yo suba por trabajo y lo visito. No tengo problema”. Y no desaprovechó la enorme atención mediática que generaba para agregar su cuota de retórica de “Hermano Mayor”: yo le quiero transmitir lo que me dice el pueblo. El pueblo me dice: ingeniero, su ñaño es bueno pero hágale ver que está equivocado. Estamos chiros, no hay trabajo, uno no puede caminar porque lo matan, el secuestro exprés. O sea, es terrible lo que está pasando. Aunque aseguraba que no era fiscal del Gobierno de su hermano ni estaba en la oposición, sus declaraciones hacían suponer lo contrario. “En el Gobierno hay corrupción”, había declarado tajantemente y aseguró que a él le llegaban muchas denuncias.

Así que la semana siguiente, por coordinación con el fiscal o no, Fabricio Correa estuvo en la Fiscalía General, elegantemente vestido con un terno oscuro y portando con el mismo ayudante la consabida caja de cartón, color blanco, con las “pruebas” de corrupción. Llegó con su abogado Joffre Campaña, y su esposa Tatiana, que no lo desamparaba.

Lanzó una primera bomba: le entregó al fiscal subrogante, Alfredo Alvear, la copia simple de un pagaré por 1.5 millones de dólares de los que, aseguró, eran por el pago de una comisión a favor de un alto funcionario del Gobierno. “Voy a llamar al beneficiario del pagaré a confesión judicial para que explique por qué le pagaron”, amenazó. Y luego, tres horas después de entregar su declaración que sustentaban las supuestas pruebas de corrupción y enriquecimiento ilícito de funcionarios del Gobierno de su hermano, aseguró que no era difícil ver “las casototas y los carrototes que tienen algunos. Es fácil ver que hasta han cambiado de esposa. Ellos son los que están robando por el ojo tuerto del presidente”. Y aseguró que su hermano sí conocía de los actos de corrupción que estaban ocurriendo en el Ministerio de Transportes y Obras Públicas, lo cual le habría sido advertido por su hermano, varias veces y por escrito: “He dejado la copia de una carta escrita por mí, para que a Rafael no le quepa la menor duda de que era su “Hermano Mayor” quien le estaba advirtiendo de las irregularidades, los favoritismos y el riesgo que está asumiendo al firmar decretos emergentes para dar contratos a dedo”.

¿Cuál fue la primera versión, de ese 29 de septiembre, de Fabricio Correa ante el fiscal subrogante? En esa declaración sin juramento Fabricio Correa se declaró “primer veedor ciudadano del Gobierno de mi hermano, Rafael”. 

“Cuando manifesté, por el ojo tuerto te roban ñaño, expresión que ha causado tanto revuelo y que seguramente origina mi presencia en esta Fiscalía, hablé como “Hermano Mayor” preocupado por la gestión de mi hermano el presidente, utilizando una expresión coloquial de la familia Correa Delgado, con la que mi mamá nos advertía cuando alguien nos quería hacer trampa o perjuicio. Estas advertencias, contrario a lo que declaró el presidente en su cadena hace dos sábados aproximadamente, se las vengo haciendo en privado desde hace mucho tiempo y como prueba voy a entregar una carta de mi puño y letra (y la escribí con mi puño y letra y se la hice llegar por fax a la Presidencia para que no hubiera duda de que era de su “Hermano Mayor”) y en la que le hago conocer el riesgo que corría contratando obras utilizando decretos de emergencia en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y la puerta que esto abría a la corrupción. La carta es del 13 de junio de 2008 y se titula: Sin pausas pero sin prisas. Y decía: 

Querido Presidente: primera vez que escribo al Presidente, pero considero muy grave y urgente lo que tengo que decir. Tú comentaste en tu arenga al MTOP que todos los contratos se darán por concurso. Solo he autorizado por adhesión las emergencias I y II, cuando los constructores te denunciaron que no tenían trabajo porque las obras se están entregando a dedo. Pues bien, con su equipo paralelo Marún armó su Plan Relámpago a espaldas de R. Pezo (a quien no le ha permitido ni siquiera revisar los precios, como tú dispusiste) porque para obtener una obra del Plan había que acordar una coima; aquellos que se negaron (conozco a dos) fueron borrados de la lista. Lo grave es que, pese a lo que expresaste, cerca de la mitad de las obras del Plan ya fueron adjudicadas a dedo, y algunas cuentan hasta con informe de Contraloría y Procuraduría y están próximas a contratarse. Para variar, encabezan la lista Fopeca y Consermin. Te escribo por el peculado obvio. No hubo concurso de precios y plazos. No usaron los precios referenciales del MOP (concordados con Corpecuador) sino los presupuestos de los propios contratistas. La mayoría de obras contempladas en el Plan no son de emergencia (¿Una carretera nueva o una ampliación de 24 meses lo son? ¿Por qué no armar un concurso que tome tres meses por la vía normal y dar 21 meses para la ejecución?) Se da el extremo de que a una de las “favoritas” le dan 75% de anticipo por una obra que durará 24 meses, y encima el Ministerio le dispone a Pezo que le cambie la fiscalización por una menos estricta. Y es que tú firmaste los decretos de emergencia, y si a G. Noboa le encauzó la Corte Suprema por “responsabilidad por omisión” por no vigilar lo que hacía su ministro [Jorge] Gallardo, imagínate lo que la partidocracia te puede montar a ti. Si están callados es para que caigas en la trampa. La solución es usar el modelo Corpecuador, ya probado, cuya ley de emergencia le permite hacer concursos rápidos y, para tu mayor seguridad, que te bendiga el modelo el procurador vía consulta rápida. 

Con afecto, Fabricio Correa.

Carta que me permito adjuntar en esta diligencia, con la constancia de haber sido enviada a la Presidencia en dos ocasiones por fax, desde el teléfono de mi oficina. Con sorpresa, satisfacción o pena, dependiendo cómo se lo mire, mi hermano Rafael, en su cadena del sábado pasado denuncia que a Fopeca le adjudicaron en emergencia el puente sobre el río Napo, en el cantón El Coca, y que a sus espaldas le han dado una prórroga de 268 días y le ha permitido la fiscalización incrementar el monto contractual en 15 millones de dólares, esto es el 60% de incremento, y él mismo denuncia que Fopeca tenía “palanca en el Ministerio”. En otra parte de su intervención sobre este tema dice: “¡Eso es corrupción!”. Ya basta de tanta sinvergüencería, David Ortiz, ministro de Transporte y Obras Públicas; Alexis Mera, director de Asesoría Jurídica de la Presidencia”. En otra parte más pregunta: “Y dónde está el responsable de los estudios mal hechos? Porque estoy hasta la coronilla de estos pretextos para prórrogas, para más costos, estudios mal hechos, nadie está preso. ¿Quién pierde 268 días por no tener un puente? ¿Quién tiene que pagar 15 millones de dólares más? El pueblo ecuatoriano”.

Este es el caso, señor fiscal, que este servidor le denunció este chanchullo al presidente, y aquí está mi esposa Tatiana de testigo, en su casa [del presidente] a propósito de que advertí al ministro de ese entonces, Jorge Marún, de que la empresa contratista no tenía experiencia en puentes atirantados (que es un sistema constructivo hermoso pero complicado) y que los estudios no estaban completos, como todo el mundo sabía en el Ministerio, y por supuesto recibí de Jorge Marún que mi hermano había dado el nombre de la empresa y había ordenado que se contrate de urgencia. Como reconozco que mi hermano no recomienda empresas se lo denuncié, y él me supo contestar que efectivamente no había recomendado a nadie, y que el nombre de la empresa se lo había llevado en un gabinete itinerante, Jorge Marún, y el ministro coordinador de Sectores Estratégicos (jefe de Jorge Marún), Derlis Palacios. El presidente mencionó en la cadena indicada que Fopeca tenía palanca, porque sabe perfectamente bien que dicha palanca era Derlis Palacios. Me causa sorpresa que el presidente ahora sí denuncie las irregularidades del MTOP aunque no mencione a los culpables; me  causa satisfacción porque me está dando la razón en el contenido de mi carta del 13 de junio, en que me refiero a Fopeca como una de las compañías “bendecidas” por la mayor cantidad de contratos a dedo, por anticipos desmedidos, y por fiscalizaciones que le han permitido aumentar en 60% su monto contractual y el diseño original del puente por un diseño que sí está capacitada para hacer. Aprovecho señor fiscal para pedirle que investigue a la fiscalización, porque es la misma compañía la que fiscaliza el bullado contrato por el cuarto puente sobre el río Babahoyo, que ejecuta la empresa Guanxi, y es la autora de los diseños de las defensas de los muelles de la Autoridad Portuaria de Guayaquil, cuyo defecto le originó al Estado una demanda de la contratista que alcanzó los tres millones de dólares, que fueron cancelados en este Gobierno a la contratista Macrotech sin que hasta el momento se haya repetido, como ordenan la Constitución y la ley, en contra de los funcionarios culpables, pese a que se ordenó en sentencia. Finalmente, me causa pena el perjuicio que Rafael menciona cuando de haber escuchado mis reparos de “Hermano Mayor” se hubiera podido evitar los daños en tiempo y dinero para el pueblo ecuatoriano. Le adjunto el video de la cadena citada,  su transcripción y los informes ejecutivos del MTOP sobre el puente del río Napo y sobre el puente del río Babahoyo. Si de verdad la Fiscalía tiene la intención de investigar mis denuncias, le ofrezco hacer llegar, siempre que me lo pida, el caso Macrotech versus APG Consulsísmica. Adjunto además la entrevista que sostuvo el ministro David Ortiz, en GamaTV el 3 de septiembre de 2009, con el periodista Carlos Ochoa, donde aclara que se “contrató un plan relámpago en el cual no todos los estudios eran precisos y completos, lo que ha redundado en retrasos y en algunos en necesidades mayores de dinero”. Luego añade: “muchos funcionarios (del MTOP) han estado acostumbrados a una metodología de simplemente pasar el tiempo, en ese sentido se presenta la corrupción, porque al no definir las cosas, da lugar a que los contratistas, al verse acuciados por el tiempo intenten dar coimas”.  Sentencia luego el ministro  “he sabido que desde hace algún tiempo se ha hablado que en ese ministerio se dan coimas”, y culmina el ministro reconociendo  que “las demoras en el ministerio han dado lugar a pedidos de prórrogas que son legales”, y yo añado que las consideran legales y las otorgan a espaldas del presidente cuando las solicitan empresas que no ponen a buen recaudo los anticipos, por ejemplo en fideicomisos, lo cual abre la puerta a que se entreguen las coimas que menciona el ministro, y que explican la diligencia en agrandar los montos de los contratos y los plazos contractuales. A confesión de parte, relevo de pruebas. El excelentísimo señor presidente y el cándido ministro de Obras Públicas me han dado la razón, y es por eso que el pueblo ecuatoriano manifiesta —según las encuestas del propio Gobierno, encargadas a Santiago Pérez— que más de la mitad de los ecuatorianos considera que hay igual o más corrupción en este Gobierno que en los anteriores, a pesar de reconocer que el presidente, propiamente, no roba, de ahí que le dijera a mi hermano menor que su Gobierno se parecía al sexto velasquismo. (…) Señor fiscal: en el bullado caso de los contratos de la empresa Cosurca, ¡ya nos están robando por el ojo tuerto! También le adjunto la ayuda memoria de la evolución del contrato entre el MTOP y esta empresa, por la reconstrucción y mantenimiento de la carretera San Juan Bosco-Tucumbatza, contrato que fue terminado de mutuo acuerdo entre ambas partes a fines del año pasado, una vez que la empresa cumplió, superando el valor inicial contractual de 3.763’288 dólares, y el plazo hasta agosto pasado. Hoy, el contrato para terminar dicha carretera está en el portal de Compras Públicas con un presupuesto referencial de casi siete millones de dólares y un plazo de 12 meses y aun no se convoca. Pregunto yo, y seguramente preguntará el presidente: ¿Quién se responsabiliza por el más de año y medio de espera, que tendrán que esperar [sic] los habitantes de la provincia de Morona Santiago? ¿Quién se responsabiliza de los más de tres millones de dólares en el costo de la obra? ¿Y quién se responsabiliza por los ingentes daños que sufrirá la obra mientras estén suspendidos los trabajos? Este va a ser el destino de los contratos ilegalmente terminados unilateralmente a la constructora Cosurca por el delito de no dar coimas. Le adjunto la ayuda memoria invocada. Como no me ha dado tiempo, señor fiscal, le dejo algunas inquietudes: 1) Respecto al secretario general de la Administración, Vinicio Alvarado, quien declara al SRI, que en el año 2008 su empresa Creacional ha obtenido utilidades por más de 12 y media veces más que en el año 2005, antes de entrar al Gobierno de mi hermano menor, lo cual es particularmente admirable, dado que él desde que trabaja con mi hermano 25 horas al día, como buen “revolucionario intelectual de izquierda”, como los califica Rafael, no ha ido a trabajar a su empresa (de la cual es el principal creativo y vendedor) durante más de dos años y medio: da para pensar que podría haber un tráfico de influencias, más cuando Roberto Puga, su mano derecha, declaró a los medios de comunicación como el diario Hoy (y está en su página web en el suplemento Blanco y Negro) que con los mejores colaboradores de Creacional, y dado que esta no iba a poder contratar directamente con el Gobierno, se había armado una empresa llamada UMA (cabeza, en quichua) la cual, según se conoce públicamente, procesa toda la publicidad del Gobierno sin haber ganado concurso alguno. 2) El secretario jurídico de la Presidencia, doctor Alexis Mera, se niega a acatar la orden del juez noveno de lo Civil, de Guayaquil, de exhibir su correspondencia y contabilidad con la finalidad de demostrar sus aseveraciones en el sentido de que “desde que trabaja en la Presidencia no ha ejercido profesionalmente a título particular como abogado”. De lo poco que sé de leyes, entiendo que el desacato es delito penal; como el juez seguramente está asustado ante la posible destitución, además que el Secretario de Transparencia hizo oídos sordos a mi pedido de que lo obligue a cumplir con la orden del Juez, como es su competencia, le solicito a usted que de oficio intervenga, salvo que tenga usted, señor fiscal, el mismo temor que el juez, dado que cuando le presenté mi declaración patrimonial le hice este mismo requerimiento y no conozco que haya actuado. 3) El entonces secretario nacional de Transparencia de Gestión, Alfredo Vera Arrata, recibió mis denuncias sobre el millonario perjuicio e irregularidades conexas que se ha perpetrado en el CRM a propósito de la conclusión del proyecto Carrizal-Chone II, que dejó inconcluso Odebretch por su expulsión del país. Como dije ante usted y ante la prensa, en oportunidad anterior, no hacer más denuncias públicas sino conducirlas a través de las instituciones creadas por el Gobierno. Cual fue mi sorpresa cuando, sin terminar la investigación y menos comunicármelo, el Arq. Vera dispone: respaldar a los directivos del CRM, entregar el anticipo, y archivar la denuncia. Ahora entenderán usted y el país, arrogándose funciones y pensando que me hacía daño, ordenó la terminación ilegal de los contratos supuestamente ligados a mí… Y luego se esfumó. 4) Le adjunto copia de la letra de cambio por 1,5 millones de dólares suscrita a un cuñado del vicepresidente de la República. Como yo lo voy a llamar a confesión judicial, porque yo sí investigo a pesar de que no es mi competencia, no le doy más datos por ahora y cumplo solo con dejarle copias de la letra de cambio, aunque todo Quito sabe esta barbaridad, es comidilla diaria en el MTOP.

[…] Para finalizar  mi versión voluntaria, le ruego que de la misma manera como usted demanda a los jueces que han afectado los casos de su interés, defienda al fiscal Salinas, en la provincia de El Oro, cuyo prolijo trabajo de más de un año de investigación sobre una de las tantas irregularidades cometidas en Codeloro, fue echado abajo por Alexis Mera, quien habría enviado un abogado de entre sus colaboradores para “sugerir” al juez el archivo de la causa, según lo denuncié a los medios de comunicación. En este caso  no conozco tampoco que usted haya actuado de oficio ante tan grave denuncia. No puede ser que cuando los revolucionarios de PAIS son denunciados, como en el caso de los Pativideos, el acoso sexual de Paredes a su colaboradora o de los temas antes citados, las causas rápidamente se archiven, y que cuando los adversarios políticos del Gobierno denuncian, sean los denunciantes los perseguidos. Como le dije filialmente en ocasión anterior, su evidente identificación con Rafael Correa, que está bien a nivel personal, pero no en el cumplimiento de las altas funciones a usted encomendadas, le afecta lo que podría ser un brillante futuro político. Dejo constancia del enorme riesgo legal y personal que asumo junto con mi familia y colaboradores, al develar el velo de corrupción de este Gobierno, especialmente porque no tengo ningún tipo de inmunidad que me proteja y porque sé que me enfrento a fanáticos comunistas dispuestos a todo con tal de instaurar en mi país el comunismo del siglo XXI”. Firman la declaración Fabricio Correa Delgado, Joffre Campaña Mora, como su abogado defensor, y el fiscal subrogante, Alfredo Alvear Enríquez.

El “Hermano Mayor”

Desde la irrupción de Fabricio Correa en la Fiscalía, la expresión “Hermano Mayor” se hizo recurrente en sus declaraciones. El personaje se iba imponiendo en el imaginario de los medios de información, que no cejaban en su empeño por darle tribuna a esta nueva e inédita expresión de oposición fraternal: el “Hermano Mayor” del presidente diciéndole cómo gobernar bajo el imperativo moral de que estaba cuidándolo para que no cometiera errores. Ese paternalismo político cayó como una patada en el hígado en Carondelet y alteró más que cualquier otra cosa el ánimo del presidente. Aunque no había una explicación en voz alta, quienes conocían la historia particular de los hermanos Correa comprendían la dosis de memoria envenenada que entrañaban: no importaba que Rafael Correa haya encarnado y liderado un proyecto político hasta entonces exitoso, ni que fuera electo por millones de votos de los ecuatorianos confiándole ese proceso de cambio anunciado; cualquiera de esas cosas eran menos que un “Hermano Mayor” guiando los pasos de su “hermanito” al que había que advertirle constantemente, como si el presidente requiriera de los consejos no pedidos de su hermano, para gobernar bien. Un padre cuidando a su hijo, un tío a su sobrino… Sintiéndose con el derecho de entrometerse en el ejercicio de la administración pública y de reemplazar los mecanismos de la democracia por el solo hecho de una “superioridad filial”.

Pero el hermano del presidente no dejaba de tener razón en cuanto a las denuncias sobre la situación en el MTOP. Ya el diario Expreso y otros medios habían publicado extensos reportajes sobre cómo se habían dado las contrataciones emergentes en los multimillonarios planes viales del régimen, y habían registrado las constantes diatribas del primer mandatario en contra de sus ministros de Obras Públicas y los contratistas: diatribas que extrañamente tenían la dudosa virtud de pasar inadvertidas o de convertirse en una queja inútil venida del hombre más poderoso del país, que admitía en este caso haber sido engañado o al menos sorprendido por burócratas y contratistas.

A casi dos años de la declaratoria de emergencia vial, el plan para la construcción y rehabilitación de carreteras en el país dejaba dudas sobre su eficiencia y transparencia. Obras que seguían en papel y otras en marcha pero con evidente retraso en su ejecución, eran el resultado de un promocionado proyecto gubernamental que ofreció mucho más de lo que se había cumplido.

La red vial primaria del país abarca 8.600 km. En febrero de 2007, el Gobierno anunció la recuperación y construcción de 4.000 km. en vías y puentes, con una inversión cercana a los cuatro mil millones de dólares. Los trabajos, bajo la coordinación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP), comprendían una fase emergente que debía culminar en 2008, y otra con plazo a tres años, es decir en 2010.

Pero la factibilidad del plan no convenció a todos. José Macchiavello, ex ministro del ramo, creía que había faltado planificación y racionalización de la inversión. “Hoy se están haciendo carreteras de hormigón donde el Gobierno aparentemente decide que lo sean”.

El MTOP no pudo entonces, ni después, aclarar temas como financiamiento, procesos contractuales y estado de avance de obras del plan vial, cuyos detalles fueron solicitados insistentemente por los medios de información, sin obtener respuesta del organismo.

El financiamiento del plan contaba en 2008 con una asignación de 958’160.369,96 dólares en el Presupuesto General del Estado. Sin embargo, al 5 de noviembre, el MTOP había devengado 100’193.251,26 dólares, según el reporte de ejecución presupuestaria del Ministerio de Finanzas. Es decir, apenas usó el 10,46% de los recursos.

Esto se dio por dos motivos: muchos de los proyectos del plan aun estaban en fase de estudio, mientras que las obras en ejecución se hallaban retrasadas, por lo que sus contratistas no podían emitir planillas de cobro por avance de trabajo.

Los retrasos podían ser, según explicaban los expertos,  por aspectos climáticos y por la insuficiente provisión de asfalto y cemento, pero, sobre todo por responsabilidad del MTOP. Hermel Flores, presidente de la Cámara de la Construcción de Quito, indicó que los contratistas se quejaban por los deficientes estudios técnicos que el Ministerio entregaba sobre cada obra.

“Los estudios no han sido, en algunos casos, suficientes para poder identificar dificultades que se presentan en las obras. Esto motiva que los plazos de ejecución se alarguen y que el costo de la obra se incremente”, puntualizaba.

El Gobierno había acudido nada menos que a 63 decretos ejecutivos para adjudicar de manera directa la ejecución de las más importantes obras al Cuerpo de Ingenieros del Ejército, y a constructoras privadas.

Amparado en esos decretos, el MTOP firmó contratos por un total de 1.100’209.832,79 dólares. Ocho compañías constructoras acapararon el 80% de ese monto: 884’338.713,51 dólares.

Pero no todo era transparente en el plan de reconstrucción vial. Por ejemplo, la situación de los proyectos del llamado Plan Relámpago, que incluía 62 obras a entregarse en plazos de hasta 36 meses, con un presupuesto de 1.383’159.258,86 dólares, era un misterio.

El Ministerio de Finanzas asignó en 2008 apenas 47’102.558,70 dólares en el Presupuesto del Estado, para dos proyectos de ese programa.

El ministro (e) de Transporte y Obras Públicas, Rubén Bustamante, aclaró en esa ocasión, mediante un boletín de prensa, que todo el proceso de ese plan era transparente y que la información estaba publicada en la página oficial del MTOP. Pero allí no se detallaba nada sobre obras contratadas, nombre de contratistas y avance de trabajos.

Un ejemplo de ello era la contratación de un relleno. Un rótulo de letras grandes con la leyenda “Ahora el relleno sí es de todos” daba la bienvenida a la lotización Zúñiga, en Babahoyo, la capital de la provincia de Los Ríos.

Una draga descargaba material tomado del río sobre el terreno fangoso, mientras Mayra León lavaba ropa en su casa de caña habitada por 10 personas. Hace 10 años que vivía en el lugar y decía estar complacida porque el Gobierno se acordó de su barrio. “Esto era agua, lodo y maleza. Cuando llovía muy fuerte, la casa se iba a pique y había que salir en canoa a la ciudad, porque se inundaba hasta el terreno de la Universidad”, recordó.

Ella esperaba dejar atrás los malos tiempos con el relleno hidráulico que ejecutaba la Armada del Ecuador en el sector. Según el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP), se esperaba atender, en un lapso de dos años, a los habitantes de los barrios bajos de Babahoyo, incluidos El Salto y Barreiro, con un monto de 10’391.367,87 dólares.

Sin embargo, la obra figuraba en el sitio de Internet del Ministerio con una nota que decía “por contratarse”. Un documento colocado en el portal de Compras Públicas del Estado señalaba que el MTOP invitó el 11 de agosto pasado a la Dirección General de Intereses Marítimos de la Armada del Ecuador (Digeim), a presentar su oferta para el relleno integral de Babahoyo, y que le adjudicó el contrato.

El documento, del 29 de septiembre de 2008 estaba firmado por el capitán de navío Marco Salinas Haro, titular de esa dependencia.

Pero de la firma del contrato no había referencias ni en el Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (Sigob). Lo único que existía era el decreto ejecutivo 1251-A, que firmó el mandatario Rafael Correa, el 11 de agosto de 2008, para que el Ministerio contratara el relleno hidráulico de las poblaciones de San José y San Agustín, en Jujan, con la Armada del Ecuador.

Este contrato tuvo una cuantía de 2’395.005,62 dólares y un plazo de ejecución de diez meses. Fue firmado al amparo de una declaratoria de emergencia del MTOP. El área de relleno prevista fue de 189.439,24 metros cuadrados.

Según un informe elaborado por Ramiro Muñoz, funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que fue publicado en el Sigob, el avance del relleno hidráulico era a esa fecha del 20%. La construcción del canal de drenaje se encontraba en el 18% y la de los muros de contención, en el 13%.

Para Gustavo García, director de concreto y prefabricados del ministerio, la lectura era diferente. “La decisión política de este Gobierno es de poner mucho más dinero, y de una vez esos 4.000 km. de carretera hacerlos con características de larga duración. Es una cosa que no se ha hecho antes, y el deseo de nosotros es que ojalá funcione. Conseguir asfalto día a día es una pelea y conseguir cemento se va haciendo difícil. El proyecto de reconstrucción vial es muy ambicioso, pero puede variar en cuanto al tiempo de ejecución, si los problemas que siempre se presentan en las obras no se los resuelve con efectividad. Cada trabajo se lo hace con el estudio que existe, hecho por el MTOP, pero a veces los estudios muestran falencias porque no consideraron algo, o porque se los hizo hace algún tiempo”.

José Centeno, presidente de la Cámara de la Construcción de Guayaquil, creía que una obra pública de esa envergadura “no se puede hacer en corto plazo, por varias razones. Hay pocas empresas con equipos suficientes para cubrir 3 ó 4 frentes al mismo tiempo y deben alquilarlos, pero es una suerte encontrar maquinaria desocupada.

“Por otra parte, en este momento la producción de cemento no abastece la fuerte demanda del mercado. Hasta hace más de un año, Holcim pensaba hacer una ampliación de 200 millones de dólares en su planta, pero debido a una serie de inconvenientes suspendió el proyecto.

En este momento su producción está a tope y una industria tiene que estudiar si la inversión de ampliarse se justifica a largo plazo y si el proceso constructivo va a seguir”.  

La situación de los puentes tampoco estaba cerca de solucionarse. Los pobladores de la Amazonía tendrían que esperar al menos 12 meses más para ver cumplidos su sueños de transitar por vías de primer orden, que permitan sacar sus producciones y movilizarse de forma adecuada.

El presidente Rafael Correa y los representantes de 12 empresas contratistas que trabajaban en los 1.000 km. de carreteras que componen la Troncal Amazónica, determinaron que sería imposible entregar la totalidad de la obra en enero del año 2009, como tantas veces lo había promocionado el ex ministro titular de Transporte y Obras Públicas, Jorge Marún.

El retraso se determinó el 24 de octubre de 2008, luego de más de tres horas de reunión, donde las contratistas explicaron al jefe de Estado, a detalle, los avances y los problemas que habían enfrentado para ejecutar los trabajos que a cada una de las empresas les correspondía.

Aquí, como conclusión, se estableció, según el ministro de Obras Públicas encargado, Rubén Bustamante, que los factores climáticos habían sido los causantes de los retrasos en la ejecución de los trabajos.

Esto lo confirmó Jorge Orbe, propietario de la empresa Troexsa, la cual se encargaba de la construcción del tramo Puyo-Puente-Pastaza. Según el empresario, en lo que se refería a su obra, esta se encontraba con un avance del 59%. Sin embargo, el restante 41% no se lo había podido cumplir, básicamente por el mal clima que imperaba en la zona donde se producían deslaves y crecidas de los ríos, lo que impedía que los trabajos avanzaran al ritmo deseado.

“En lo que corresponde a los puentes, nosotros tenemos más del 80% de nuestra obra terminada. Empero, es imposible que se cumpla con la entrega en enero del 2009. Todo estaría listo para julio del próximo año”. Precisión que a inicio de 2010 no se había cumplido.

A decir de este empresario constructor, era imposible que la totalidad de la obra sea entregada en enero de 2009, ya que las condiciones del terreno hacen que los trabajos demoren más de lo debido. Para mí, establecer que la obra se podría entregar a inicios del 2009 es una presunción más política que técnica”, puntualizó por entonces.

Pero no solo los factores climáticos causaban el retraso en la entrega de la obra vial más emblemática del Gobierno, ya que uno de los responsables podía ser el mismo Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP).

En la misma reunión, las autoridades constataron que Obras Públicas firmó los contratos para todo lo que significa la construcción de las carreteras, no así para las obras complementarias como son los puentes.

Esto produjo el malestar en el presidente Rafael Correa, quien, nuevamente, llamó la atención a los funcionarios de esta cartera de Estado y también los responsabilizó por la demora de las obras. “Todavía no entienden que las cosas han cambiado. Una obra está concluida cuando todos los trabajos, incluidos los puentes, están terminados”, les dijo el mandatario, visiblemente molesto.

Luego de esta evaluación, según el entonces ministro Coordinador de Áreas Estratégicas, Galo Borja, el Gobierno preveía que por lo menos el 30% de la obra total fuera entregada a mediados de enero de 2009. Mientras el 70% restante podría estar listo para diciembre del próximo año. 

La verdad era que la oferta de entregar concluida la Troncal Amazónica llegaba hasta julio de 2010, según señalaba un documento del Ministerio de Transporte y Obras Públicas.

El Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (Sigob) que mide el cumplimiento de las metas presidenciales, señalaba que 16 contratistas construían 32 tramos de la vía, que suman casi 800 km.

Los contratos de 10 tramos los firmó el Gobierno de Rafael Correa, mientras que 22 fueron suscritos por anteriores mandatarios y databan del año 2000 en adelante.

Veintiún tramos todavía no concluían, en seis de ellos los contratistas tramitaban contratos complementarios por incremento de obras, tres requerían financiamiento para trabajos adicionales y el resto enfrenta demoras por problemas climáticos, falta de maquinaria y materiales o porque estos son de calidad deficiente, decía el Sigob.

En los contratos registrados en el MTOP el costo de la vía sumaba 264’738.940,12 dólares. A esto había que agregarle 21’415.534,72 dólares de cambios aprobados a las compañías, 11’807.266,14 dólares de montos requeridos para otros trabajos y la cuantía de cinco contratos complementarios en trámite que el Ministerio no reveló al Sigob en sus informes.    

Con el amparo legal del estado de emergencia (cuatro declaratorias y dos renovaciones), el grueso de la red vial del país se construía y rehabilitaba con 33 compañías, a las que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) contrató por invitación directa.

El empujón para iniciar las obras lo dieron 63 decretos ejecutivos, que el mandatario Rafael Correa suscribió en un lapso de 15 meses de gestión. En ellos autorizó al MTOP a firmar contratos por 1.100’209.832,79 dólares con el procedimiento de excepción previsto en el artículo 6, letra a, de la anterior Ley de Contratación Pública, es decir, sin licitación ni concurso de ofertas.

Según el texto pertinente, estaban exentos de los procesos precontractuales los contratos que sean necesarios “para superar emergencias graves, que provengan de fuerza mayor o caso fortuito y que solo sirvan para solucionar los daños que aquellas hayan producido, o prevenir los que se puedan suscitar”.

La percepción fue que los decretos permitieron acortar plazos en los trámites, reducir a días lo que, en otras circunstancias hubiera tomado años. Por citar un ejemplo, obtener el visto bueno presidencial para la rectificación y el mejoramiento de la carretera La Virgen-Río Jondachi-Tena (Troncal Amazónica) por 22’465.398,62 dólares, le tomó cuarenta días a la compañía Hidalgo & Hidalgo de Quito.

El 21 de septiembre de 2007 se le adjudicó por resolución ministerial el contrato. Mientras que los informes favorables de Contraloría, Procuraduría y Ministerio de Finanzas, salieron los días 5, 16 y 18 de octubre y, el decreto ejecutivo para la firma, salió el 30 de ese mes.

El director de la empresa de consultoría legal, Lexis, Luis Hidalgo, aseguró que el proceso adoptado de “dejar al ministro que haga un pequeño concurso (invitación directa) para adjudicar la obra y luego el decreto ejecutivo que lo aprobaba, más el encargar obras al Cuerpo de Ingenieros del Ejército, es perfectamente legal”.

Para otras fuentes, sin embargo, se trataba de un proceso que en su forma podía ser legal, pero totalmente innecesario. El presidente de la Asociación de Compañías Consultoras del Ecuador (ACCE), Fernando Aguilar García, fue tajante en sostener que no debía adoptarse el mecanismo de emergencia como el procedimiento común para la contratación de obras.

La razón: que los regímenes de emergencia lo único que hacían era eliminar parte de los procedimientos contractuales, evitar un concurso y ganar tiempo. Pero desde la experiencia de ACCE ese tiempo obviado de nada había servido, porque los contratos de diseños y estudios, junto a los de fiscalización de obras se habían concretado entre seis y ocho meses dentro del plan de emergencia vial y del Plan Relámpago.

“¿De qué sirvió la emergencia, si igual o más tiempo se demoró en firmar el contrato de fiscalización de una obra? Definitivamente no había razón de ser una emergencia”, se preguntó Aguilar.

El ex presidente de la Cámara de la Construcción de Quito, Diego del Castillo, añadía que la declaratoria de emergencia fue “injustificada, inconsulta e ilegal; se dieron muchos contratos a dedo, y eso implicaba evadir procesos contractuales y entregarlos a un grupo de profesionales, cuando eso se podía haber transparentado haciendo convocatorias”.

Hermel Flores, entonces presidente de esa Cámara, sostenía que en casos como estos (contrataciones directas), siempre iba a quedar la duda de si se entregó la obra a la mejor empresa. “Esa política de adjudicaciones directas debe terminar. Todos los mecanismos de transparencia en la contratación pública deben permitir la competencia”.

Pero no solo había problemas con las emergencias: 31 de los 63 decretos firmados con el paraguas de la emergencia, entregaron a los contratistas el mantenimiento vial por 4 años, además de la ejecución de las obras. Según Héctor Velasteguí, director del MTOP en Los Ríos, “antes no había eso y normalmente la obra pública se la hacía, se la inauguraba y hasta ahí llegaba”.

Hasta la recepción definitiva (6 meses), la obra estaba a cargo del contratista. “Ahora, una vez que la entrega, tiene la obligación de mantenerla funcional igual que el día de la inauguración”, decía. ¿Cómo se estableció el precio referencial de ese rubro? El funcionario explicó que se tomaba en cuenta los costos que el MTOP tendría si estuviera a cargo de la vía: combustible, materiales, mano de obra y operación de equipos.

Los costos de mantenimiento entre una vía y otra diferían porque, mientras las vías de hormigón armado tienen una vida útil de 40 a 50 años, “las de asfalto duran 5 años, es un material más susceptible de dañarse, es enemigo del agua”, aseguraba el funcionario.

En el contrato de pavimentación del paso lateral de Babahoyo (hormigón), el MTOP adjudicó a Icasa el mantenimiento por 21.072,15 dólares. La cifra resultaba de multiplicar la longitud de la obra (2,6 km) por 48 meses y por el precio unitario del km (168,85 dólares).

En la vía Jujan-Santo Domingo [asfalto], el precio unitario del mantenimiento era de 2.500 dólares por km.     

Miguel Hernández Terán, catedrático de Derecho Constitucional y Administrativo analizaba sobre las declaraciones de emergencia.

—¿Qué permite una declaratoria de emergencia?

—La contratación directa sin someterse a los procedimientos precontractuales.

En el marco de la anterior Ley de Contratación Pública se exigía la intervención del contralor y del procurador general del Estado. Ahora con la nueva ley no.

—¿En qué consiste la invitación directa a un contratista?

—Justamente en que no se publica la convocatoria para que intervenga cualquier institución nacional o extranjera, sino que usted elige a quién invita: una o varias instituciones.

—¿Esto es lo que se conoce como contrato de adhesión?

—No. El invitado presenta una propuesta y se la analiza en la forma y en el fondo y si cumple los requisitos se adjudica el contrato y se lo firma.

—En la anterior Ley ¿estaban normados los porcentajes de anticipos a los contratistas?

—Se definen por parte de cada institución. El anticipo tiene una garantía respectiva que puede ser póliza de seguro, hipoteca o garantía bancaria. Ahora en la nueva Ley, si usted hace una contratación de emergencia a compañías extranjeras, no es obligación que previamente estén domiciliadas aquí y no son exigibles las garantías. Ese es un tema estremecedor, que las versiones anteriores de leyes de contratación no establecían.

—Se incluyó en los contratos el mantenimiento vial por cuatro años, ¿eso constaba en la anterior Ley?

—Esas son reglas que define previamente una institución del Estado. Veámoslo por el lado bueno: usted construye, usted mantiene y así consolida una buena gestión en el tema. Es algo inusual también porque el mantenimiento es un servicio y el contrato de obra típica se agota cuando se entrega la obra con una recepción definitiva.

—¿En qué casos se firman contratos complementarios?

—Si han surgido, por ejemplo, situaciones técnicas imprevistas. Usted puede llegar a descubrir que hay mayor cantidad de obra de la calculada. En la Ley anterior tenía un límite del 50% del monto del contrato y en la nueva, del 35%. 

El Cuerpo de Ingenieros del Ejército (CEE) era uno de los grandes contratistas del plan de reconstrucción vial, con 14 proyectos a su cargo, por un monto de  227’245.768 dólares.

Estas obras se realizaban en 11 provincias. Comprendían la construcción y reparación de 285 km. de carreteras, 3.320 metros de puentes, 2,4 km. de la pista del aeropuerto de Santa Rosa y 1.695 km. de señalización de vías. Tres obras estaban a la fecha concluidas y entregadas, según el CEE.

Sin embargo, hubo cuestionamientos sobre el encargo de esos proyectos a los militares. Hermel Flores, presidente de la Cámara de la Construcción de Quito, afirmaba que no tenían capacidad operativa para asumir esos trabajos. “El CEE se ha convertido en intermediario de contratación, es decir subcontrata las obras”.

Diego del Castillo, ex titular de ese gremio, añadió que está prohibida la utilización de personal y bienes a cargo de las Fuerzas Armadas en actividades propias del sector privado, medie o no contrato.

“En el CEE existe una gran capacidad técnica operativa”, respondió Mario Calderón, director de Construcciones, aunque reconocía que para algunas actividades se había recurrido a la subcontratación.

El Cuerpo de Ingenieros había invertido cerca de 40 millones de dólares en maquinarias y equipos para esas obras. En los 14 proyectos intervenían 428 militares, 1.462 servidores públicos con contratos y 1.573 trabajadores.

Además, ninguno de los altos funcionarios de los ministerios de Transporte y Finanzas, pudieron demostrar si conocían o no cómo se utilizaron los anticipos entregados a las compañías constructoras.

El Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) se había negado a dar a conocer el monto de dinero entregado por anticipos a las empresas que poseían contratos de obras de la emergencia vial y del Plan Relámpago. Esa falta de información impedía que las más altas autoridades del Gobierno conozcan cuál era el verdadero impacto de esa inversión estatal en la economía.

El tema fue planteado en el gabinete presidencial por la entonces ministra de finanzas, Wilma Salgado. Ella identificó problemas entre la magnitud de la inversión y el crecimiento económico. Explicó que “si realmente se están ejecutando las inversiones por los montos entregados, tendríamos que tener un alto impacto en el crecimiento económico, pero eso no se lo encontraba y tenía que haberse notado en el Producto Interno Bruto (PIB)”. La información a ese momento no existía; el Banco Central anunció apenas una previsión con información indirecta de ese impacto en el crecimiento en su informe de diciembre de 2008.

La Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (Senplades), más atrasada aun, dijo que expondría los primeros resultados de la evaluación de la ejecución de obras con respecto a los anticipos entregados, en enero de 2009.

Wilma Salgado aclaró que hacía falta un sistema que permita un adecuado control de la inversión en obras públicas. “Mi preocupación era saber quién le daba seguimiento a la ejecución de las obras. Cuando era ministra pedí que se desagregue del anticipo lo que está ejecutado, porque lo que interesa es saber cuánto se ha ejecutado en las obras”.

Bajo esas circunstancias el país no tenía evidencia de lo que se estaba haciendo con el millonario financiamiento entregado a las empresas. No se sabía cuánta maquinaria se adquirió en el extranjero, “ello debería reflejarse en las importaciones de bienes de capital que por todos esos lados impacta en el producto interno bruto”, dijo la ex ministra.

La baja ejecución también tenía relación con la falta de estudios y diseños definitivos. Un tema que no fue negado por las autoridades y expertos en la construcción. Según el presidente de la Asociación de Compañías Consultoras del Ecuador, Fernando Aguilar, eso conllevaba varios problemas, entre ellos el tiempo perdido. Pero sobre todo porque internacionalmente se había logrado determinar que “por cada dólar que se ahorra en preinversión (diseños y estudios) se tiene que gastar entre 10 y 20 dólares más en inversión, es decir, lo que se ahorró en los estudios se multiplica por 20 en la obra”.

El reto era financiar mil millones más en 2009 para el programa de reconstrucción.

Pero, según Aguilar, una inversión de ese tipo requería otra similar que debía realizarse ese momento en estudios que sustenten las futuras obras. ¿Cómo se hará? Nadie tenía la respuesta.

Días más tarde se pudo confirmar que el Gobierno había entregado anticipos de hasta el 75%, y no pocos casos de anticipos de hasta el 90%. Algo que no había pasado en todos los años de inversión pública.

El anticipo es un valor porcentual que se abona al contratista para que tenga liquidez necesaria para iniciar las obras, adquirir materiales, importar maquinaria, pagar mano de obra, transporte e instalación de equipos de construcción.

En los contratos autorizados por los 63 decretos ejecutivos amparados en la emergencia, se entregaron anticipos del 30% hasta el 90%. Sin embargo, no siempre el avance de obras se compadecía con los valores entregados.

La construcción del puente Yacuambi (115,8 metros) en la provincia de Zamora Chinchipe es parte de la Troncal Amazónica. Se contrató con Sidec por 1’229.089,60 dólares y un anticipo del 75%. Pero según el Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (Sigob), el avance físico de la infraestructura prevista era del 50,87% y estaba en el 20,81%, la construcción de accesos principales tenía como meta el 40,48% e iba en el 2,50%. Se había ejecutado la tercera parte del presupuesto de ese año. La obra tenía plazo de 15 meses, ya habían pasado siete.

José Centeno, presidente de la Cámara de la Construcción de Guayaquil, sostenía que los anticipos eran fuertes en el caso de los puentes porque estos necesitaban mucho hierro. Pero, en términos generales, creía que los porcentajes no debían exceder el 60%, porque “prácticamente se estaría pagando la obra”. 

Pero eso no era todo. El llamado Plan Relámpago, del cual no se conocían detalles sobre los procesos contractuales, originalmente, según una información que fue sacada de la página de Internet del MTOP, comprendía 52 proyectos, para cuya ejecución se necesitaban 940’639.141,71 dólares.

La nueva información colgada en el sitio web del Ministerio incorporaba 10 obras, para las que se requerían  442’520.117,15 dólares adicionales.

Además, 35 de los 52 proyectos demandaban una inversión mayor de la que anteriormente requerían. Entre esas obras figuraba, por ejemplo, la ampliación de la carretera Ambato-Riobamba, que antes requería 57’200.000 dólares, y ahora 61’776.000 dólares o la construcción de los pasos laterales en Otavalo e Ibarra, cuyo costo anterior se establecía en 24’942.000 dólares, y ahora era de 26’937.360 dólares.

Se daban casos como el de la rehabilitación de la carretera Alausí-Huigra-El Triunfo, que antes requería 9.8 millones de dólares, y luego 14’172.200,05 dólares, con la particularidad que se la había dividido en dos tramos. Igual situación se daba en otros tres proyectos del Plan.

El argumento del MTOP era que las cifras del Plan eran referenciales, con el fin de regular costos, los cuales tenían pequeñas variaciones conforme avanzaban las obras.

Otro ejemplo de diferencia notable entre lo que se proyectó y lo que se firmó, fue el proyecto Cañaveral-Baba en la provincia de Los Ríos. Un oficio del MTOP del 2 de enero de 2008 establecía un monto de 5’469.902,36 dólares para la obra. 

Pero el decreto ejecutivo 1177 del 30 de junio autorizó al Ministerio la firma del contrato por 8’969.902,36 dólares, con la compañía Concreto y Prefabricados.

¿Cuál es la razón del incremento de 3.5 millones de dólares? Según Héctor Velasteguí, director del MTOP en la provincia de Los Ríos, en el presupuesto referencial no se incluyó el paso lateral de Baba, que fue incorporado en el contrato.

Explicó que la dirección provincial envía los valores al MTOP en Quito, en base de estimaciones del valor por km., para elaborar la programación anual. “Conforme se depuran los estudios con el equipo técnico, se establecen los verdaderos volúmenes de obra que se van a hacer y el presupuesto real”.

La reconstrucción y mantenimiento de la vía Tres Marías [estero Cañaveral]-Baba y paso lateral de Baba (12,7 km), incluida la construcción del puente Junquillo (60 metros) tuvo asignados 6’524.027,82 dólares en el Presupuesto General del Estado 2008 y debía construirse en 15 meses. 

La construcción de la carretera Quiroga-Pichincha (tramo 2) fue contratada con el Cuerpo de Ingenieros del Ejército. El anticipo fue del 40% y el avance estaba en el 28,25% cuando habían pasado 16 meses de la firma.

La ejecución de obras viales se había convertido en una pesadilla para el régimen. Mientras el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) guardaba hermetismo sobre su sistema de control de avance de obras, otros estamentos estatales trataban de buscar mayor eficacia en los procesos de construcción.

El entonces ministro coordinador de los Sectores Estratégicos, Galo Borja Pérez, estaba en ese reto, pues sabía que el MTOP era el que más problemas tenía. “Cuando ingresamos nos dijeron que teníamos 94 obras contratadas, a la siguiente semana nos dijeron que eran 120 y a la siguiente 140. Eso le puede dar una idea del control que llevaban en ese Ministerio, estamos haciendo un trabajo fuerte con Senplades para llevar una evaluación de calidad de las obras”, dijo en esa ocasión.

Lo único claro era que el 80% del monto de las obras “emergentes” contratadas por autorización de 63 decretos ejecutivos, se concentró en ocho constructoras. Esto significaba más de 800 millones de dólares de los 1.100’209.832 dólares suscritos en contratos.

En forma individual y asociadas, el Consorcio Vial Manabí, Hidalgo & Hidalgo y Verdú lideraron el tablero, seguidas por el Cuerpo de Ingenieros del Ejército (CEE), Equitesa, Fopeca, Consermin, Técnica General de Construcciones e Hidrobo Estrada.

El CEE tenía el mayor número de contratos (14) mientras que el trío Hidalgo & Hidalgo-Verdú-Consorcio Vial Manabí sumó nueve.

Entre los contratos de menor cuantía, la compañía Hubei Huazhou registraba el mismo domicilio (Antepara 800 y Primero de Mayo) y apoderado (Jorge Sánchez Saucedo) que Guangxi Road & Bridge Engineering Corporation. Esta última compañía ganó la licitación del puente segmental sobre el río Babahoyo de 1,98 km por 102’066.659,75 dólares y no fue parte de los decretos emergentes.

Con la vigencia de la nueva Ley de Contratación Pública, el MTOP firmó otros seis contratos por 70.6 millones de dólares, sin decretos ejecutivos previos. Mientras que en el portal de Compras Públicas del Estado se había convocado a licitación de siete obras viales por 151 millones de dólares.

El ministro Borja sabía que la mayoría de empresas con proyectos viales carecía de maquinaria para enfrentar con eficiencia la reconstrucción de carreteras. Muchas de ellas construirían sus obras en hormigón armado y eran contadas las constructoras que poseían un equipo eficiente para ello.

“No hay maquinaria, muchos trataron de comprar y en esta época es difícil, hay tanta inversión civil en China e India que se pide maquinaria y se ofrece para ocho meses o un año. Lo difícil es cubrir las necesidades del país, el deseo de invertir del presidente no lo pueden cubrir los constructores nacionales”, argumentó Borja.

José Salvador, responsable de la maestría de vialidad de la Universidad Católica de Quito estableció que la inversión en maquinaria era lo más importante. “El personal representa apenas el 10% del presupuesto, porque el trabajo fuerte lo hacen las máquinas”.

En el caso ecuatoriano se utilizaba, para los pavimentos de hormigón, regletas vibratorias, “el más simple de los sistemas y el que más problemas genera”, decía Salvador. Con esos equipos se reconstruyeron las carreteras del país. 

Mario Calderón, en ese momento, director de construcciones del Cuerpo de Ingenieros sostenía que  “estos proyectos han sido un gran reto para nosotros. Aparentemente solo las empresas transnacionales podían ejecutarlas, pero no es así. En el CEE hay una gran capacidad técnica y operativa a nivel nacional, con técnicos ecuatorianos. En ciertas actividades hemos creído conveniente contratar trabajos, como en la parte de pilotajes, por ejemplo. En nuestro proyecto se ha incorporado a trabajadores de la misma zona. Lo mismo hicimos con la maquinaria, contratamos para que trabajen, pero como la oferta bajó, nos tocó comprar equipo caminero para suplir esas necesidades. Al momento, hemos completado 40 millones de dólares en inversión para ejecutar estos trabajos. El análisis lógico es cómo una empresa se puede llenar de ciertos activos para un proyecto, cuando después quedarán como bienes improductivos si no se tiene más trabajo”.

Para el ministro Galo Borja, una carretera de 15 km. no podía demorar 30 meses en construirse: “trabajan con su maquinaria vieja poco a poco, eso queremos cambiar y que sean más eficientes”. Persistía una actitud de “mal acostumbrados” por parte de los contratistas. “Hay muchos incumplidos y siguen contratando, tengo una ayuda memoria de 20 páginas donde se muestran esos problemas”.

La solución es que las constructoras inviertan, dijo: “hay empresas que tienen dos plantas asfaltadoras y 10 contratos, pero no tienen interés de invertir porque tienen hasta 36 meses para acabar la obra, hemos exigido una respuesta de los constructores a que se dediquen, que cumplan todos sus contratos en menor tiempo”.

El funcionario consideraba que no había capacidad de manejar un plan ambicioso como el que pretendía el régimen: hay que dar apertura a empresas extranjeras grandes, con tecnología de punta. Pero era su propuesta personal, que aun no tenía ni tendría respuesta por parte del régimen. 

El monto importado en máquinas y aparatos para la construcción de obras públicas hasta septiembre de 2008 había crecido más de cuatro veces, comparado con el total adquirido en 2007, según cifras de la Cámara de Comercio de Guayaquil. En años anteriores, las adquisiciones fueron menores. En valores FOB (libres de costo y flete) las compañías y personas naturales importaron 2’496.169 dólares en el año 2007. Mientras que entre enero y septiembre de 2008, el monto fue de 10’459.441 dólares.

Cinco constructoras lideraban el top de las mayores adquisiciones: Herdoíza Guerrero (23%), Herdoíza Crespo (19%), Hidalgo & Hidalgo (8%), Verdú (6%) y Consermin (4%).

El Cuerpo de Ingenieros del Ejército (CEE), que ejecutaba 14 obras del plan vial, en 2008 (hasta julio) había firmado 27 contratos con 11 empresas para la compra de maquinaria y vehículos a utilizar en los trabajos en carreteras y puentes.

A pesar de las críticas y los jalones públicos de orejas por parte del presidente, el ministro Jorge Marún era un mago para dar explicaciones y justificaciones sobre los atrasos viales. Y sobre todo, se cuestionaba el monto de los anticipos. Pero el ministro no lo recordaba.

“Mi conciencia está tranquila porque toda mi contratación tiene el aval de Procuraduría y Contraloría. Y los decretos del presidente de la República que me autorizan, por la emergencia, a firmar los contratos”, dijo en ese momento el ministro.

—Cuando usted salió con licencia, ¿cuál era el avance general consolidado de la obra vial?

—Hay obras que están en el 60%, 70% y 80%, y un par que ya inauguramos. A otras se les ha entregado el anticipo hace pocos días. Hay contratos recién firmados, porque la emergencia declarada por el presidente de la República de ninguna manera libra al Ministerio de los procesos precontractuales.

—La emergencia permite acortar plazos...

—Una licitación normalmente nos llevaba ocho meses. Con esto se acortaron los tiempos, pero desde que se publicó la nueva Ley de Contratación Pública se suspendieron las contrataciones directas. Ahora todos los proyectos salen a licitación.

—El presidente Rafael Correa criticó que la Troncal Amazónica se hubiera contratado en 25 tramos, pero son 32.

—Eso fue en gobiernos anteriores.

—Diez contratos de esa vía se firmaron en este Gobierno.

—Yo no he firmado ninguno de ellos. Pero era mejor entregarlos a una empresa grande. Si usted ve, en las obras de emergencia que contraté les hemos dado a todas las empresas.

—Los 63 contratos se reparten entre 33 compañías, pero el 80% del monto lo tienen ocho.

—Guarda silencio y responde: Es que el Cuerpo de Ingenieros del Ejército tiene 14. La primera emergencia se la entregaron a ellos exclusivamente.

—El presidente dijo que había sido engañado con la Troncal Amazónica y mencionó su nombre.

—Estábamos haciendo todos los esfuerzos para poder terminar la vía hasta finales de año. Pero hubo que rescindir dos contratos porque dos empresas no caminaban. Lo que faltó fue informarle eso al presidente.

—Entonces, con todos esos cambios, ¿cuándo estará lista la vía?

—Para diciembre de 2009 ofrece el presidente, y creo que sí es factible. Mire una de las ventajas de haber contratado las obras como se lo hizo, es que hoy, por ejemplo, la vía Bucay-Pallatanga-Riobamba, a cargo de Consermin, se la está pavimentando en hormigón armado. Me gustaría que también con esas obras que están avanzando nos den una mano.

—Esa información de los avances de obra la pedimos al MTOP, pero nunca la entregó y tuvimos que remitirnos al Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (Sigob).

—Hay errores en el Sigob. Yo llamé, no sé qué ha pasado. Había un joven que manejaba el tema ahí y creo que ha fallado. Pero al periodista de su diario le entregué información y le he dado entrevistas largas.

—En el MTOP le dijeron que esperaban su visto bueno y la información nunca fue entregada.

—Nunca me dijeron nada.

—En cuanto a los reportes del Sigob, les llegan desde cada Dirección Provincial del Ministerio.

—Sí, pero parece que hay errores porque he visto alguna información que no concuerda. No está actualizado, por ejemplo, el avance de algunas vías que han puesto en 2% ó 3%, para mi criterio tienen 16% ó 17%.

—La ejecución presupuestaria de la inversión del MTOP es baja en el Ministerio de Finanzas (10%). ¿También es un error?

—El problema ahí es de terminología. En el caso del MTOP, el grueso de la ejecución presupuestaria fueron los anticipos entregados a las empresas constructoras. Entonces, aparece como devengado lo que ya está facturado, y no el anticipo.

—¿Y cuánto fue lo entregado por anticipos?

—Esa cifra no la recuerdo exactamente. Lo importante es que hoy la gran mayoría de vías del país tiene sus empresas constructoras trabajando. Para este invierno se anuncia El Niño imagínese si no tuviéramos contratado todo eso.

—¿Cuál es la situación de los 62 proyectos del Plan Relámpago?

—Se contrató la gran mayoría. El aeropuerto de Salinas está en el 60% ó el 70% de avance de obra. La vía Jujan-Babahoyo-Quevedo-Santo Domingo, en el 20% Santo Domingo-Esmeraldas no me acuerdo exactamente. También se contrataron Bucay-Pallatanga-Riobamba, Cuenca-Molleturo, la Ruta del Sol, Bahía-Pedernales.

—La mayoría de obras aumentó de precio y algunas se dividieron en dos tramos.

—Un solo caso es ese. La vía Arenillas-Alamor-Lalamor. Se dividió porque no teníamos los estudios del segundo tramo. Hicimos el listado, pusimos toda la obra, pero pedimos la plata solo para un tramo. Hay muchas obras que el presidente luego ordenó que fueran de hormigón. 

La primera inquietud del catedrático de la Universidad Católica de Quito, José Salvador, era que frente al plan de reconstrucción vial la mayoría de empresas carecían de equipos para la investigación de la construcción de pavimentos rígidos y flexibles.

En buen romance significaba que la mayoría de constructoras no podía asegurar la calidad de los pavimentos que colocaban en todo el país.

Él aseguraba tener información de primera mano. En Loja, dijo, “hay muchos problemas con los diseños, algunas empresas no tienen equipos y personal para producir hormigón de alta resistencia. Hay que saber hacer la mezcla, de lo contrario se producen fisuras, están presentando problemas por fallas y eso es peor”.

Salvador, que dirige la maestría de vialidad en esa universidad, agregó que no había personal técnico especializado para realizar estudios y obras como las actualmente demandadas.

Con esa opinión coincidía Fernando Aguilar García, presidente de la Asociación de Compañías Consultoras del Ecuador. Él aseguró que muchos proyectos en ejecución contaban con diseños antiguos, que ameritaban actualización de precios. Hay obras en las que, a la larga, los imprevistos técnicos incrementan costos y plazo de entrega. La carretera Selva Alegre-Saguangal (13’429.840,12 dólares) se contrató con Herdoíza Crespo en el Gobierno anterior. Pero, en este régimen, al MTOP le tocó firmar un contrato complementario por 4’227.188,55 dólares y ampliar a 10 meses la fecha de entrega.

Aguilar recordó que el titular del MTOP, Jorge Marún, los convocó en 2007 y les dijo la intención que tenía la institución de superar la inversión de otros años. Les comentó que el MTOP “no podía sostener una inversión mayor a 250 millones de dólares al año y que la intención era llegar a los 800 millones de dólares”. Como objetivo lo consideraron válido, pero debía implementar un sistema adecuado de planificación.

Aquello nunca existió, según corroboró Aguilar: “Tenía que ser un programa compatible desde la oferta y la demanda, ¿hay compañías de ingeniería que me permitan hacer obras por 800 millones de dólares? ¿Tengo una entidad que me permita controlar contratos por ese monto? Las respuestas son no y no”.

Los dos técnicos coincidieron en decir que el MTOP no tenía una estructura eficiente, ágil, que le permitiera hacer buena inversión vial desde hace años.

El ministro coordinador de los sectores estratégicos pensaba de forma similar. Galo Borja dijo que en el MTOP “no hay un seguimiento, hay estudios caducos, deficiencias en el sistema de contratación, el constructor está acostumbrado a recibir un contrato e inmediatamente hace una exhortación para cambiar diseños, calidad o tamaño del contrato. Con el presidente Rafael Correa a la cabeza, estamos tratando de corregir esos errores”. 

Hasta entonces seis ministros de Transporte y Obras Públicas habían pasado por el gabinete del Gobierno de Rafael Correa: dos abogados (Trajano Andrade Viteri y Héctor Villagrán Cepeda), el gerente de una empresa de publicidad (Patricio Velásquez Loor) y tres ingenieros civiles (Carlos Javier Andrade Russo, Jorge Marún Rodríguez y Rubén Bustamante Monteros). Luego se agregarían los ministros Xavier Casal y David Ortiz, en medio del affaire de los contratos del “Hermano Mayor” del presidente. A inicios de 2010 la ministra Duarte se sumaría a la larga lista. Así que en tres años, esa cartera sumaba nada menos que nueve ministros. Un promedio de cinco meses por ministro. Y hasta mayo de 2010 el presidente aun se quejaba de que no podía terminar completa una sola carretera del plan vial que se basó en declaratorias de emergencias. “Aun no podemos domar [sic] ese Ministerio”, dijo a mediados de ese mes el presidente, a pesar de que constantemente se quejaba de los burócratas de Obras Públicas y de que cada sábado repetía cansinamente: “ya basta, esto se va a acabar”. 

No se acabó. En una de las presentaciones de su “Hermano Mayor”, en el seno de la Asamblea Nacional, detalló punto por punto, contrato por contrato, varios supuestos actos de corrupción, mostrados en varios documentos que el personaje dejó a los legisladores. Parte de estas supuestas pruebas señalaban a la compañía Técnica General de Construcciones, la cual habría, según los documentos entregados, falsificado documentos de compra de maquinaria, para participar en la adjudicación de contratos. Se referían a los adjudicados el 31 de julio de 2008, para el eje vial 4, en el que consta la rehabilitación y mantenimiento de la carretera Vilcabamba-Bellavista y la rehabilitación de la carretera Bellavista-Zumba-La Balsa, con rubros de 18,9 millones de dólares y 13,6 millones de dólares respectivamente, según reseñaba diario El Universo en su edición del domingo 18 de octubre. Otro contrato de esta empresa era la rehabilitación y el mantenimiento de la carretera Tatabuela-San Lorenzo-Esmeraldas-Pedernales, por 107 millones de dólares. De acuerdo con los documentos presentados en la Asamblea, el 20 de noviembre de 2008, la mencionada empresa solicitó la anulación de 32 equipos matriculados ese mismo año, con el argumento que “la negociación final con los distribuidores autorizados de la maquinaria de la referencia no se logró concretar”.  Según la denuncia esta maquinaria nunca ingresó al país y fue “matriculada con facturas falsificadas de las empresas IIASA y Ecuaire”. Un equipo de auditoría del MTOP, cuyo jefe era Gustavo Alcarras Tamayo,  afirmó en ese entonces que “revisada la documentación de soporte, previa a la matriculación de la maquinaria, presentada por la empresa Técnica General de Construcciones, se observa que en los certificados de inspección, la maquinaria se encuentra trabajando. Pero según los documentos emitidos por las casas comerciales proveedoras de los equipos que constan en las facturas presentadas por la empresa, estos no fueron vendidos a la constructora”. La empresa no quiso pronunciarse en ese momento.

Pero hubo más denuncias, aunque sin especificar nombres: varias empresas para cumplir con la exigencia precontractual de la propiedad de los equipos, falsificaron documentos, como pólizas de seguros, matrículas de maquinaria y cartas de compromiso de alquiler de equipos.


Fue un mensaje muy claro de decirle al ministro Ortiz [David] y a todos esos funcionarios que han intervenido de forma ilegal [en las terminaciones de contratos de Cosurca y Megamaq. N. del A.], que esto es lo que les espera.

Joffre Campaña, abogado de Fabricio Correa

La terminación unilateral de cuatro contratos que mantenían con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) las constructoras Cosurca y Megamaq, supuestamente vinculadas con el hermano del presidente de la República, Fabricio Correa, y por cuya causal se finiquitaron los acuerdos, trajo consigo demandas millonarias al Estado, por 45 millones de dólares, y malestar en varias poblaciones de la provincia de Loja, en donde quedaron inconclusas dos importantes obras de infraestructura vial.

Se trata de la reconstrucción y mantenimiento de 85,5 km. de la vía Alamor-Lalamor y la rehabilitación de 50,6 km. de la vía El Empalme-Celica-Alamor, ambas adjudicadas a Cosurca por la suma de 29 millones de dólares y 11’541.000 dólares, respectivamente, que están detenidas desde noviembre del año anterior.

Son obras que, según Fabricio Correa, marchaban a buen ritmo y que comenzaron a ser hostigadas por no pagar coimas “a la banda de los rosas”, refiriéndose a funcionarios de la Presidencia, Vicepresidencia y del Ministerio de Obras Públicas. Se respalda en un informe de Contraloría que, según afirma, lo pidió el MTOP para encontrar alguna causal para terminar el contrato de la vía Alamor- Lalamor, y en donde más bien se concluyó que el avance de la obra, un 25%, era superior a la inversión programada y que era el MTOP el que adeudaba unas planillas.

Por este contrato terminado “ilegalmente”, y el de la vía El Empalme-Celica-Alamor, Cosurca, representada por el abogado de Fabricio Correa, Joffre Campaña, planteó demandas al Estado por 20 y ocho millones de dólares. También están otras dos demandas por incumplimiento del MTOP, que alegan que nunca entregó a Cosurca, en sociedad con la constructora Carvallo, ni a Megamaq, en alianza con la compañía Sidec S.A., el anticipo para la reconstrucción de una carretera en Morona Santiago (15’458.000 dólares) y un puente sobre el río Paute (1,2 millones de dólares). Por estas causas piden 17,2 millones de dólares de compensación.

Tienen un antecedente: una demanda planteada contra el Estado por la compañía de Correa, Aplitec, también por la terminación de un contrato en una de las filiales de Petroecuador, por la que ganó una indemnización de 600 mil dólares, que ya fueron cancelados. Ahora, Correa plantea el recurso de repetición para que los responsables de la terminación del contrato respondan. “Fue un mensaje muy claro de decirle al ministro Ortiz [David] y a todos esos funcionarios que han intervenido de forma ilegal (en las terminaciones de contratos de Cosurca y Megamaq), que esto es lo que les espera”, aseguró Joffre  Campaña. Las obras en Morona Santiago y Paute se volvieron a adjudicar a precios inferiores que los iniciales y avanzan conforme el cronograma, mientras que las obras de Loja están paralizadas, pues aun no se liquidan los anteriores contratos por vacíos jurídicos. Esto, pese a que el MTOP aseguró que realizaría un nuevo concurso, 15 días después de anunciar la terminación de los contratos. Entre las poblaciones afectadas están los cantones Puyango, Celica, Zapotillo y Pindal. El alcalde de este último cantón, Bolívar Jumbo, tacha a la paralización como un “golpe fuerte que los ha afectado enormemente”.

Hasta mediados de mayo de 2010, el procurador general del Estado se negó a conceder una entrevista a los autores para explicar la estrategia del Estado frente a estas demandas.

Quien no perdía el paso en este ir y venir de denuncias de Fabrico Correa era el fiscal general, Washington Pesántez. De inmediato inició una investigación de los contratos del MTOP con la empresa Consermin y Fopeca. E involucró en otra indagación a altos funcionarios como Alexis Mera, Vinicio Alvarado, Jorge Marún e incluso al ex secretario anticorrupción, Alfredo Vera, debido a las denuncias hechas por el hermano del presidente. Fabricio no se quedó quieto, y 12 días después volvió al seno de la Comisión de Participación, de la Asamblea Nacional, convocado por la oposición, para seguir “echando lodo” al círculo íntimo del presidente. Entregó a los legisladores nuevos documentos que sostenían sus denuncias,  y ese 12 de octubre de 2009, puso también a temblar al propio vicepresidente de la República, Lenín Moreno, al exhibir en esa comparecencia una letra de cambio por 1,5 millones de dólares, firmada por un tal Fabián Rodríguez, ex presidente de la empresa Cosurca, supuestamente  a nombre del cuñado de Moreno, Antonio Hidalgo. Según testimonio de Fabricio Correa, el pagaré llegó a sus manos cuando “este señor me aborda y me dice que, como soy el nuevo dueño, le tenía que pagar el millón y medio de dólares”. Pero en la copia presentada por Fabricio Correa no constaba siquiera el nombre del cuñado del segundo mandatario.

Y acto seguido hizo una denuncia que se convertiría en el tema del mes para la parrilla informativa de los medios de comunicación y puso en el tapete uno de los casos de mayor duda en la gestión transparente de los jerarcas del régimen: exhibió una declaración juramentada de Jaime Solórzano, ex gerente administrativo de la empresa Invermun, importadora y operadora de máquinas tragamonedas. Según este ex ejecutivo y corroborado por el hermano del primer mandatario, los hermanos Alvarado Espinel: Vinicio y Fernando (secretario de Comunicación del Gobierno)  y Carlos, así como su primo Luis Monge Espinel, representante del Ejecutivo en Guayaquil, el asambleísta Juan Carlos Casinelli, e incluso Pierina Correa, hermana de Fabricio y Rafael, habían influenciado o recibido sobornos de la empresa para que la misma pudiera operar sin problemas a pesar de que había una orden del mismo presidente de la República para que las máquinas tragamonedas que no estuvieran operando en casinos, es decir lo determinado por la ley, fueran incautadas y destruidas. Acusó a Vinicio Alvarado, hombre fuerte del Gobierno y mano derecha del presidente, de estar, supuestamente, recibiendo 10 mil dólares mensuales de Invermun dentro de este presunto acuerdo. 

Así que con dos de esas “bombitas”, la del cuñado del vicepresidente Moreno y la de Invermun, Fabricio Correa volvió a ser la figura mediática del momento. Sobre la primera, el segundo mandatario negó tajantemente la versión y acusó al denunciante de involucrarlo en una franca estrategia desestabilizadora. Fabricio Correa acusó al pariente de Moreno de ser uno de los cabilderos para la consecución de contratos de carreteras en el MTOP. Precisamente la supuesta letra de cambio, que habría sido suscrita por Rodríguez, en la oficina de Cosurca, el 24 de junio de 2008, habría servido para que la empresa, que fue comprada por Fabricio Correa, se asegurara la contratación de la vía Arenillas-Lalamor, de 85 km., por 29 millones de dólares. Es más, Fabricio Correa aseguró que el vicepresidente Moreno conocía de esta situación: “llamé a Lenín y le dije: se me ha acercado tu hermano político con esto, le mostré una copia, ¿tú conoces eso? Sí, me dice, es que está en joda el hombre, mi ñaña me llama todos los días, que están perdiendo la casa, mi mamá [la de Moreno] me llama pasando un día, entonces ahí se le quiso ayudar al hombre. Pero él va de socio, pues”.

Indignado, Moreno negó rotundamente esta versión. Admitió que había pedido a Fabricio Correa que ayudara a su cuñado dándole trabajo en una de las obras que tuviera, pero del  pagaré nada tenía que ver. La denuncia fue desbaratada por una publicación del mismo equipo que reveló las contrataciones de las empresas vinculadas a Fabricio Correa: en una entrevista hecha el 11 de junio de 2009, El “Hermano Mayor” explicó cómo valoró Cosurca: los activos son una oficina en Quito, los terrenos quedamos en que se los dejábamos a ellos en Loja, cierta maquinaria vieja. Todo eso era un millón y medio más o menos. Por el nombre les reconocimos un millón, y “ellos habían conseguido de la emergencia un contrato de 29 millones de dólares, entonces valoramos eso en millón y medio”, que era la cifra que Fabricio mostraba a todo el mundo impregnada en la copia simple de una letra de cambio. Hasta ahí llegaron las acusaciones contra el cuñado de Moreno. Si alguien indagaba más y comprobaba la veracidad de esa operación, el testimonio del mayor de los Correa lo involucraba también en la necesidad de dar explicaciones públicas de porqué valoró en 1.5 millones de dólares un contrato, monto que reconoció, según sus propias palabras, cuando compró la empresa lojana. Así que tras la indignación del vicepresidente, vino la reacción de la Fiscalía. El fiscal subrogante, Alfredo Alvear, salió al paso como lo hacía siempre en los temas más polémicos, y notificó al país que la Fiscalía no se prestaba para juegos políticos “y actúa con independencia, sin caer en presiones de políticos o sectores interesados en cobrar rencillas personales, ni se presta a espectáculos mediáticos”. Y zanjó el tema de la supuesta participación del cuñado del segundo mandatario en una supuesta coima: la copia simple de la letra de cambio que había presentando Fabricio Correa en la Fiscalía no era prueba alguna ni tenía valor jurídico. El fiscal prefirió en este caso no actuar de oficio a pesar del tamaño de la denuncia.

El ambiente de la política nacional estaba ya más que enrarecido con las denuncias del “Hermano Mayor”. Un Gobierno a la defensiva, un periodismo que le daba tarima ilimitada, una oposición que dejaba en manos de esta polémica filial su propia inoperancia política, hacían que poco a poco el país eche al olvido la verdadera razón de la irrupción del hermano del presidente en el debate público: los contratos con el Estado de las empresas a las que él estaba vinculado, por cerca de 167 millones de dólares.

Fabricio Correa nadaba en un mar de inspiración. Ahora con un arma formidable en la mano: la declaración juramentada de Jaime Solórzano metía al círculo íntimo del presidente en un tema escabroso, poco defendible moralmente, como era el negocio de los tragamonedas. Su esfuerzo ahora se centraba en demostrar la relación de los hermanos Alvarado con Invermun. En su segunda comparecencia en la Fiscalía, el mayor de los Correa llevó ejemplares de los diarios Expreso y El Telégrafo donde se daba cuenta de como los militares, el 30 de octubre de 2007, habían incautado las máquinas tragamonedas en la ciudad de Guayaquil, conforme lo había ordenado directamente el presidente de la República, “mi hermano menor”, quien además dispuso que las mismas sean destruidas utilizando un tractor que les pase por encima, según constaba en una grabación pertinente en uno de los enlaces sabatinos de principios de octubre de ese año.

“Cumplida parcialmente la orden del presidente, ¿cómo explicar que las máquinas tragamonedas no fueron destruidas, y que la compañía dueña de las mismas, Invermun, operara a placer y prosperidad? Muy sencillo señor fiscal. Consta en el correo electrónico que le adjunto, del 6 de noviembre de 2007, que María Luisa Noboa Baquerizo —funcionaria de Axis, nombre comercial de una de las empresas de la red Alvarado, denominada Ilmyzac S.A., que opera desde la oficina de Luis Monge, jefe político de Guayaquil, y autoridad competente para vigilar los casinos y las salas de juego— le dice a Jaime Solórzano, gerente de marketing de Ivermun: ‘estimado Jaime, hemos enviado las cartas de revisión para Fernando Alvarado, nuestro consultor en manejo de crisis, para contar con su visión al respecto y poder contar [sic] con un mejor efecto de ellas… Esta noche me daría las observaciones y las cartas estarían listas para la revisión del señor [Félix] Rosenberg [empresario peruano, dueño de Invermun] y envío mañana temprano’. A continuación, el 9 de noviembre, María Luisa se comunica con Jaime y le dice: ‘me podría confirmar la hora de reunión de Fernando Alvarado con el señor Rosenberg’, y Jaime Solórzano contesta: ‘hola María Luisa, confirmada la reunión’. María Luisa insiste: ‘¿me podría confirmar la hora?’, Jaime responde: ‘cuatro de la tarde’. María Luisa responde: ‘OK, Fernando está viajando en el vuelo de las 15h30, por lo que estaríamos llegando a las 16h15 a Invermun”. Como consecuencia de esta visita, María Luisa le reporta a Jaime, el 13 de noviembre de 2007 a las 15h30: “estimado Jaime, Creacional está ya trabajando en la propuesta de campaña publicitaria que conversamos el día viernes 9 en la reunión sostenida. Las ideas plasmadas en un story board y aviso de prensa estarían listas para ser presentadas el día viernes. Estaré coordinando con usted la hora de presentación. Saludos cordiales, María Luisa Noboa, directora de Axis. Adjunto la propuesta del plan de prensa de Creacional para Invermun, y una de las publicaciones en que insta a abrir los salones de juego cuestionando el porqué los casinos sí pueden abrir, que dice textualmente: ‘¿por qué cerrar los salones de juego cuando siguen abiertos los casinos?’”.

(Según la copia de la declaración juramentada de bienes de Vinicio Alvarado, secretario de la administración de la Presidencia de la República, principal funcionario cercano al presidente, con su oficina situada a menos de 20 metros del despacho presidencial, este era dueño de Creacional, Adoquinex y Edit Target. En el número 221 de la revista Vanguardia, del 20 de octubre de 2009, se revela que “el secretario de comunicación de la Presidencia de la República, Fernando Alvarado, trabajó también como consultor de Axis hasta 2007”, y se mencionaba que la oficina en Guayaquil de esta empresa, el local 120 del Centro Comercial Albán Borja, es rentada a Luis Monge Espinel, jefe político de Guayaquil y primo hermano de los Alvarado. Estas pruebas fueron presentadas por Fabricio Correa en la Fiscalía).

El mayor de los Correa continuó: “Como consecuencia de esta estrategia, el 16 de noviembre de 2007, el señor Renzo Telenta Stela, gerente de operaciones de Invermun, envía a todos los colaboradores y administradores de las salas de máquinas sus “felicitaciones a todo el equipo de trabajo por la labor cumplida”, y le reporta a Félix Rosenberg, dueño de Invermun, lo siguiente: “estimado señor Félix, el día de hoy se hizo el primer retiro de máquinas de la PJ, siendo un total de 285 máquinas, las cuales han sido enviadas directamente a la sala Miami”. Esta se ubica frente a la Zona Militar, en la Av. 9 de Octubre de Guayaquil. Y continúa: “el día de mañana se concluye con el retiro de las máquinas pendientes […] esperamos concluir con todos los trabajos el día de mañana y con ello empezar nuevamente con nuestras operaciones de atención al público”. 

Reflexión: ¿alcanza una campaña mediática anticrisis para desacatar una orden de la máxima autoridad del Estado, el presidente de la República, vigente hasta hoy? Se preguntan todos los ecuatorianos, y la respuesta es no: se requiere de un poder similar al del presidente Correa, como el que ostenta Vinicio Alvarado; esto explica el explosivo crecimiento de las utilidades de Creacional, propiedad de Vinicio, que se encuentra en su declaración de impuestos del SRI. ¿Es ético? Me pregunto ¿no atenta contra la fe pública que se contrate a la compañía del secretario de la Administración, mano derecha del presidente, para que haga la publicidad de un negocio y revierta la orden del presidente?”.

En la Fiscalía, Fabricio Correa adjuntó también un correo electrónico con las instrucciones de Félix Rosenberg “a nuestro abogado JCC [iniciales de Juan Carlos Cassinelli, según Correa] no hay que quemarlo, en todo caso es el estudio; y si preguntan qué abogado, manifiestan Fausto Rymond, ¡es mucho mejor!”. Luego estaba una carta suscrita por el abogado César Bajaña, gerente general de Invermun, con fecha 6 de agosto de 2007, dirigida a Fernando Miranda, en la que instruye “para evitar inconvenientes futuros innecesarios hemos solicitado al abogado Fausto Rymond Cornejo, perteneciente al staff de abogados Cassinelli y Valero, quienes son nuestros abogados externos, para que traten con usted”. Correa adjuntó la carta mencionada y una nota de El Telégrafo digital donde se daba cuenta que “hoy el abogado Fausto Rymond ha sido premiado, designándoselo Conjuez de la Corte Nacional de Justicia”. También pidió al fiscal que investigue las múltiples salidas con destino al Perú de los hermanos Alvarado Espinel, Luis Monge Espinel y Juan Carlos Guzmán Jr. , en virtud de que el cuartel general de Invermun  está situado en Lima; “encontrará señor fiscal  que muchos de esos viajes los hicieron en conjunto, lo cual redundará en las pruebas de que se trata de una banda, la Banda de los Rosas, que sigue operando, como lo demuestra la presencia de Luis Monge en la Jefatura Política, y las facturas de Axis, de apenas un mes, el 22 de septiembre (2009). No quiero dejar de citar dentro de este mismo asunto, que en la página 2 de diario El Universo, del viernes 23 de octubre de 2009, aparece la noticia de que el presidente de la Corte Constitucional, Patricio Pazmiño, reconoció la existencia de un pronunciamiento sobre la existencia de las casas de juego, que se dictó por pedido de la empresa Invermun, pronunciamiento que a usted señor fiscal le causará sorpresa porque las sentencias ejecutoriadas, como es el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en el 2004, no suelen ser objeto de nuevos pronunciamientos o validaciones y menos certificaciones del presidente de la Corte. Y le sorprenderá más cuando dicho pronunciamiento sucede concomitantemente con sendos depósitos por nueve mil dólares cada uno, ocurridos el 7 de septiembre de 2007 al señor Pedro Carrasco del Tribunal Constitucional y Ministerio de Gobierno, como ha denunciado el señor Jaime Solórzano, de la cuenta de Produbanco del señor Rosenberg, cuya copia adjunto”.

¿Qué es lo que denunció Solórzano, que causó tanto revuelo? En un extracto de su declaración, el ex ejecutivo de la empresa Invermun aseguraba que “conozco y me consta que varios funcionarios del Gobierno actual, entre ellos los señores Vinicio Alvarado Espinel, Fernando Alvarado Espinel, Carlos Alvarado Espinel, Luis Monge Espinel,  Juan Carlos Cassinelli, Julio César Quiñónez,  Ricardo Ron, Douglas Arguello, Pierina Correa, abogado Javier Veintimilla, quien se desempeña como asesor del ministro de Trabajo, abogado Andrés Roche, han recibido sobornos de la empresa para que las principales actividades del grupo no sean afectadas por decisiones del Gobierno. Es por este motivo que pese a que se han dictado diversos decretos ejecutivos y resoluciones,  de diversos funcionarios, salas de juego/casinos que son operados por el grupo de empresas vinculadas con Invermun, no han sufrido ningún cierre, y por el contrario, las máquinas de juego suman cada vez más. En estas actividades están involucrados funcionarios de la Corporación Aduanera Ecuatoriana y del Servicio de Rentas Internas. Las empresas del grupo realizan con frecuencia millonarios giros al exterior, que son ganancias, pero en el Ecuador no tributan prácticamente nada ni reparten utilidades a los empleados”. A continuación menciona los nombres de varios supuestos testigos de estos hechos, y agrega que las operaciones del grupo en el Ecuador significarán unos 500 millones de dólares en los próximos cinco años. Es decir, 100 millones de dólares cada año.

Me hubiera encantado que mi hermano denuncie sus contratos, para poderlo parar a tiempo.

Rafael Correa, presidente de la República.

¿No será que la frase “por el ojo tuerto te roban ñaño” debió más bien ser “por el ojo tuerto intenté robarte ñaño”,  y que tal ojo tuerto no existió, porque a tiempo se logró pillar al Caín?

Vinicio Alvarado, secretario de la Administración y brazo derecho de Rafael Correa, al responder a las acusaciones de F. Correa en un comunicado público

Como era de esperarse, la reacción de los altos funcionarios mencionados por el “Hermano Mayor” de los Correa, fue furibunda. Los hermanos Alvarado llegaron a un grado superior de cinismo al atribuir las denuncias de Fabricio Correa en su contra a su enojo porque el Gobierno le quitó los contratos, como si estos funcionarios o alguien del Gobierno los hubiera descubierto. “Tiene Alzheimer, pues ya no se acuerda cuando se tomaba las fotos junto a su hermano, en todo lado, seguramente para tejer su red de negocios. Ahora que el contrato se ha terminado, sí se acuerda ahora de que en el Gobierno hay corrupción, de que el Gobierno es malo”. Para él, Fabricio Correa no tenía calidad moral ni ética. “¿Qué calificación le daría a este tipo de personas? La única que le doy es que está enfermo, no está psicológicamente bien de salud, es un mitómano. Ningún ser humano en todos sus cabales puede hacerle daño a su familia y más aun mintiendo. Cuando acaba su negocio, ahí sí empieza a llorar por su bolsillo. Es un títere de la oposición y de los medios de comunicación que están haciendo un show mediático con eso”. El secretario de Comunicación se olvidó de decir que si no hubiera sido por el trabajo de la prensa independiente, a la cual él y su presidente denostaban a cada instante, jamás se hubiera conocido la dimensión real de los contratos del “Hermano Mayor” de los Correa con el Gobierno que Alvarado tanto defendía. 

Vinicio Alvarado anunció acciones legales en contra de Solórzano y de Fabricio Correa. Afirmó que los intereses del hermano del presidente estaban tras esta denuncia, ya que “en su evidente estado de frustración y desequilibrio, al ver perdido sus pretendidos negocios, y jamás haber podido ser parte de este proyecto político, se ha dedicado al ingrato oficio de lanzar lodo con ventilador. Nos preguntamos entonces, ¿dónde estaba el sexto velasquismo, cuando don Fabricio se saboreaba los contratos que estaba a punto de concretar? “¿No será que la frase ‘por el ojo tuerto te roban ñaño’ debió más bien ser ‘por el ojo tuerto intenté robarte ñaño’,  y que tal ojo tuerto no existió, porque a tiempo se logró pillar al Caín?”

¿Quién lo logró pillar a tiempo? ¿El propio Gobierno, los hermanos Fernando y Vinicio Alvarado Espinel? ¿Por qué ahora ellos reivindicaban este hecho cuando el equipo y el diario que lo investigó, descubrió y publicó recibieron los más duros ataques del propio presidente de la República? La situación estaba causando desazón y confusión en el círculo íntimo del presidente, y eso lo demostraban con sus declaraciones.

Ni el presidente se salvó de la confusión general. Usando el mismo libreto de los hermanos Alvarado, Rafael Correa dijo: “siento mucho dolor que sangre de mi sangre trate de echar lodo por todo lado. El Ministerio de Transporte ha sido uno de los más corruptos, pero pregunten a los contratistas, la corrupción ha disminuido grandemente. En la declaración de mi hermano se da la paradoja que desde que se terminaron los contratos [con él] resulta que todo el mundo es corrupto; antes éramos el mejor Gobierno del mundo, ahora somos los más corruptos. Cuando los contratos de mi hermano eran aprobados no existía corrupción, y cuando eran para otros había palanca y corrupción. Me hubiera encantado que mi hermano denuncie sus contratos, para poderlo parar a tiempo”. 

Estas declaraciones reflejaban o un enorme acto público de simulación, cinismo en alto grado, o que la esquizofrenia política se había apoderado de las principales autoridades del régimen.

No era para menos. Dos empleados de la empresa Invermun identificaron a Douglas Argüello, la voz oficial de las cadenas del Gobierno y hombre de confianza de los hermanos Alvarado Espinel, y a Javier Veintimilla, ex asesor del Ministerio de Trabajo, como a dos de las personas que frecuentemente visitaban las oficinas del grupo, ubicadas en la Plaza Quil, en el norte de Guayaquil, reseñaba nuevamente El Universo. Estos empleados le dieron incluso a la cadena de televisión, Ecuavisa, un video donde aparecía Argüello saliendo de las oficinas de Invermun. Los empleados, José Miño y Marco Valarezo, quienes habían salido de la empresa por reclamar derechos laborales, aseguraron que de los mencionados “todo el personal decía que venían a cobrar. No se sabía para quién era la plata. Según ellos, Argüello y Veintimilla acudían a la empresa una vez por semana, se reunían con el gerente de la compañía y luego salían con un sobre manila.

Argüello, que luego de ello siguió poniendo la voz a las cadenas del Gobierno, sobre todo en las que se lanzaban diatribas y acusaciones contra la oposición y periodistas o medios de comunicación, admitió que prestaba servicios a Invermun “en el ámbito social, en relaciones públicas internas entre los trabajadores, y también en todo lo que competía a publicidad”.  Veintimilla rechazó las aseveraciones de los ex empleados de la empresa y las consideró injuriosas. 

Aunque todos y cada uno de los mencionados en la denuncia de Solórzano salieron puntualmente a desmentirla, la cosa no quedó ahí. En el caso también se había involucrado a Pierina,  hermana del presidente Rafael Correa y de Fabricio, bajo acusaciones de que la empresa tragamonedas había sido una de las aportantes a su campaña para la Prefectura del Guayas, que perdió y que dirigió su hermano Fabricio. La denuncia fue desmentida por los propios involucrados, pero el Consejo Nacional Electoral, ante la gravedad de tamaña acusación guardó silencio. 

Lo que se supo después es que la hermana del presidente había participado en una fiesta con mariachis en el local de esa empresa, donde ella apareció en unas fotos con un enorme sombrero de charro, como para no poder desmentir al menos la fiestita. Pierina reconoció que miembros de la empresa se le acercaron para pedirle que intercediera con su documentación ante las máximas autoridades, y negó que se le haya hecho camisetas, gorras y otros materiales para su campaña.

De todas maneras, los denunciados por Solórzano le pusieron una demanda penal por  presunta injuria calumniosa en contra de funcionarios públicos. Y como lo eran, fue el propio secretario Jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, quien patrocinó la demanda, junto a los funcionarios y asesores jurídicos de esa Secretaría. La demanda se la presentó en papel oficial de la Presidencia de la República. Lo extraño es que como primer ofendido en esta demanda estaba el Estado, tras el cual se parapetaban estos funcionarios: El primer perjudicado por el delito que paso a denunciar es el Estado ecuatoriano, pues con los mismos se ha buscado causar conmoción social e inestabilidad política a través de infundadas acusaciones en contra de funcionarios públicos.

Pero el tema en concreto no avanzaba. Aunque la Fiscalía había anunciado que iniciaría una investigación de las denuncias de Fabricio Correa sobre las máquinas tragamonedas y sus relaciones con altos funcionarios del régimen, todo quedaba en una guerra verbal con ataques y desmentidos, demandas y contrademandas. Incluso  a los asambleístas de Alianza PAIS, que hasta entonces habían visto los toros de lejos en el caso Invermun, no se les ocurrió mejor reacción que un tardío pedido de cuentas a los ministros de Estado y a quienes se les acusaba de haber suscrito los contratos con las empresas con participación del hermano del presidente, según lo anunció el asambleísta César Rodríguez. Los tiros debían ir en contra de Fabricio Correa y no de los denunciados en el tema tragamonedas, pues para ellos estaba claro que el hermano de Rafael Correa era quien estaba tras las denuncias, y para quien no se les ocurrió mejor calificativo que “Caín de la revolución ciudadana”. 

Esta “prudencia” del oficialismo para entrar a indagar sobre la presencia de una presunta organización asociada al negocio ilegal de las tragamonedas, tenía su razón de ser. Lo de Invermun era grande. Eran 85 las salas de juegos que la empresa y sus subsidiarias mantenían en 20 ciudades de nueve provincias del Ecuador, según la ministra de Turismo, Verónica Sión, y que funcionaban ilegalmente, debido a que la Ley de Turismo permitía la operación de casinos solo en los hoteles cinco estrellas. Estas salas habían sido clausuradas en varias oportunidades y luego reabiertas por intermedio de recursos de amparo aceptados por jueces de Guayaquil, Quito, Portoviejo, Tosagua y Machala. El tema era de vieja data en la justicia ecuatoriana, y había sido incluso ya objeto de una investigación del Ministerio Público, que se archivó días antes de que Rafael Correa asumiera el poder.

Invermun se estableció en Ecuador en 1999, según la Superintendencia de Compañías. Era el eje de casi cien empresas ligadas a una red que manejaba alrededor del 46% de casinos en el Perú y que se extendió a siete países. Su propietario era Félix Rosenberg; en Ecuador el negocio estaba gerenciado por su hermano, Alexander. Solo la empresa Invermun tendría más de siete mil, máquinas tragamonedas en diferentes ciudades, según datos de Turismo.

A estas alturas, Fabricio Correa era el más popular de los críticos al Gobierno de su hermano. Las encuestas señalaban que cerca del 90% de los ecuatorianos consultados por la empresa CMS había seguido de cerca los sucesos y declaraciones  que involucraban a Fabricio Correa y al presidente. Pero popularidad no significa aceptación, así que la encuestadora notificó que el 55.2% de la muestra consultada tenía una opinión desfavorable del hermano del primer mandatario,  el 41% lo consideraba un mal hermano, un 20.7% un buen hermano, y el 26% consideraba que lo peor de Fabricio Correa era que había suscrito contratos con el Estado. Pero había un dato más preocupante para el régimen: un 26% de los consultados creía que la pelea entre hermanos era un tongo, y un 40% lo creía una verdad. 

El caso estaba en su punto más caliente, y las relaciones entre los dos hermanos cada vez más rotas. “Es horrible lo que está haciendo, la historia lo juzgará”, peroraba el presidente, pero su hermano no se quedaba atrás en los ataques, aunque los hacía con menos dramatismo y mucho de humor. “Este es un Gobierno en que se puede matar, robar y coimar”, decía en los sets de televisión y las estaciones de radio a donde era constantemente invitado. Advertía sobre el riesgo de muerte para Jaime Solórzano, por haber denunciado los sobornos de Invermun. Y aseguraba que iba a meter presos a “la Banda de los Rosas” que operaba desde Carondelet. ¡Atención hay que cuidar al gordito!, advertía al referirse a Jaime Solórzano y que lo querían meter preso, silenciar y lo podían hasta matar. “Este crimen organizado parece política de Estado. Voy a demostrar que hay una banda que opera desde Carondelet: la Banda de los Rosas. Metí presos a la banda de los rusos. Ahora voy a meter preso a la Banda de los Rosas, que tiene a Derlis Palacios, tiene a los Alvarado y tiene a Alexis [Mera]. Esta banda tiene sucursal en Guayaquil: la Gobernación, pues familiares de los ejecutivos de Invermun tenían a sus hijos laborando en la Gobernación. Cuerito [gobernador del Guayas] tiene escondidas las facturas de los servicios profesionales”. 

Ni su hermano se salvaba: es tan zanahoria Rafael. Hay, ya no sé... Mi hijo Sebastián me dijo que sus amigos le dicen al tío: “Shakiro”, y tarareó una canción de Shakira para explicar lo de Shakiro que dice así. “Tonto, ciego...sordo, mudo, necio, bruto...testarudo”.

Aunque el Estado había ejecutado más de tres millones de dólares por la terminación de los contratos, la defensa de Fabricio Correa seguía con su estrategia trazada luego de que reconoció ante todo el mundo haber firmado contratos con el Estado: negar que las empresas le pertenecían, y mantener el litigio con el Estado ante el Tribunal de lo Contencioso y Administrativo.

Esta polémica encontró al “Hermano Mayor” del presidente cumpliendo 50 años de edad. Fue la noche del 11 de diciembre de 2009. Semanas después de la revelación de los contratos de Fabricio, Rafael Correa había dicho en uno de los enlaces sabatinos que su hermano se llevaba con amigos que eran gánsteres y truhanes.

La invitación a la fiesta tenía un fondo negro y uno de los requisitos para asistir era no pertenecer a ningún círculo rosa. El texto que envió decía: Los amigos, gánsteres y truhanes de Fabricio Correa Delgado te invitamos a celebrar sus primeros cincuenta años de vida, con una fiesta “mostro” en blanco y negro. Hora: 19h30. Fecha: viernes 11 de diciembre de 2009. Lugar: Samanes 1, manzana 125, villa 1. Se adjunta croquis.

Los invitados empezaron a llegar a las 20h00, y un guardia estaba de pie ante un monigote vestido de negro y azul, que supuestamente representaba al secretario Jurídico de la Presidencia, sentado sobre una lavacara con espuma de jabón, con las uñas pintadas de rojo y una rosa que adornaba su cabellera.

Los gánsteres como Álvaro Ormaza, ex compañero de Fabricio Correa en el colegio La Salle, sonreían al observar el año viejo, ubicado pocos pasos antes de un elegante transcurrir de luces navideñas en la extensa vivienda.

Whisky Old Parr de 12 años, vodka, pollo en salsa de ciruelas pasas, papas a la francesa, ensalada de camarón y arroz con tocino esperaban por el centenar de invitados, que empezaba a rodear la pequeña piscina de la casa. El disc jockey Roberto Villavicencio, experto en fiestas para pelucones light, no desamparaba el monitor de su portátil para complacer a los presentes con la música de los años setenta. Donna Summers, los Bee Gees, Abba, The Tramps y Kool And The Gang fueron los invitados virtuales que en pantalla gigante animaban la fiesta desde la parte alta de la pista de baile. 

Norma Delgado, la madre de los Correa, llegó pasadas las 21h30 de la noche. No vestía de blanco y negro como exigía el ritual fiestero, pero no dejaba de disfrutar de los antifaces y sombreros que lucían los demás invitados. No pasaba solo eso, algunos truhanes hacían real el título que les colocó el jefe de Estado: fumaban habanos y ponían cara de pocos amigos ante las cámaras de sus colegas. “Solo me falta la metralleta”, reclamaba uno de ellos, ante la risa de sus compinches de mesa, y los amenazaba con hacerles la prueba de la lavacara, y los otros le preguntaban cómo así no había llegado armado a la fiesta.

Pero nadie imaginaba lo que vendría después de las bromas: Fabricio Correa arribó a su festejo de traje blanco, camisa negra, corbata azul, y sombrero negro. Su esposa también llevaba su vestido pasado un poco de la rodilla, al viejo estilo de la mujer de gánster de los años treinta del siglo pasado.

El ingreso de la delegación anfitriona estuvo acompañado de aplausos, pifias, bromas alusivas al gansterismo, y junto a esta entraron nada menos que los actores David Reinoso y Flor María Palomeque, personificando a Rafael y Pierina Correa, en medio del delirio de los amigos. “Mamaíta, mamaíta, llegamos los hermanos coraje a ver a mi hermano”, le decía la falsa Pierina a la auténtica mamá Norma, que gozaba con sus ataques de risa. Fabricio también tenía su doble, que le decía a grito pelado “yo tapo y destapo todo, ñaño”, entre la emoción de los presentes, que rodearon a los actores. El falso Rafael le decía al verdadero Fabricio: “ñaño, ñaño, te he traído un regalo”. ¿Qué es?, preguntaba el “Hermano Mayor”. “Un contratito ñaño, un contratito”, le respondía el falso presidente, y le mostraba varias carpetas de cartulina amarilla. 

Gánsteres y truhanes no podían contener la risa. “No quiero contratos ñaño, ya no quiero”, decía el verdadero Fabricio al falso Rafael, y de nuevo los truhanes se reían. “No te emociones ñaño, que  es un contrato con el disc jockey para que ponga la música esta noche”. 

Las cámaras de los programas de farándula, especialmente invitados a este hecho, no dejaban de filmar. Varios días durarían los sendos reportajes en “Buenos Muchachos”, “Vivos” y “En Corto”, con Fabricio, el verdadero, riéndose y gozando junto a sus amigos gánsteres y truhanes.

La cereza en el pastel la puso el propio Fabricio. Como era su fiesta y la de sus amigos, se subió a la tarima, y en una demostración de histrionismo y desfachatez simuló casi a la perfección los pasos de Michael Jackson, en “Smooth Criminal”.

A las 12 de la noche explotaron los juegos artificiales.

FIN

EPÍLOGO

Un canto a la impunidad

“Me sumé, lo puse de  presidente”

En julio de 2010, Fabricio Correa fue invitado a Miami  a dictar una conferencia ante empresarios. Ahí dijo que el mandatario, su hermano, Rafael Correa, era parte de la corrupción de un Gobierno al que calificó “de totalitario y fanático, que tiene sumido a los ecuatorianos en el desempleo y la inseguridad”.  Esta declaración la realizó en una entrevista efectuada el miércoles 14 de julio en Miami con la cadena de noticias CNN, donde también afirmó que dos tercios de la población consideraban que el país es corrupto, reportó la prensa ecuatoriana. “Su brazo armado es el fiscal general [Washington Pesántez], quien debió ser separado por la Asamblea Nacional. El fiscal persigue a los opositores montándoles casos o tapa las irregularidades de los funcionarios corruptos y mi hermano lo sabe”, sostuvo Fabricio Correa. Aseguró que el país estaba dirigido desde Venezuela y se buscaba imponer su modelo de gobierno. “Fuimos engañados con la revolución ciudadana, me sumé, lo puse de presidente. Recolecté fondos. Me ocultaron que era un proyecto ordenado y dirigido desde Venezuela. Todos los componentes del buró político, con mentalidad comunista, me consideraron hostil porque soy empresario”. “La única inversión que ha traído la revolución ciudadana es la industria de la droga, porque los narcotraficantes invierten en fábricas para la elaboración de la coca y submarinos para transportarla”. El empresario  se consideró un perseguido del Gobierno de su hermano, porque, según afirmó, había denunciado “la incompetencia y la corrupción rampantes de su Gobierno”, y confirmó su intención de crear un movimiento político, pero calificó de “prematuro” hablar de la posibilidad de ser candidato presidencial en el 2012. “Si se requiere mi candidatura no rehúyo la responsabilidad, porque me siento corresponsable de esta desgracia en que está sumido Ecuador, porque yo puse a Rafael en la Presidencia. Pero, primero se requiere un movimiento político”. Además, opinó sobre política  internacional: “Todo lo que se hace [en Ecuador] tiene una connotación política que consiste en las directrices de la ALBA, un proyecto transnacional, latinoamericano, de imponer un modelo fascista como el de [el presidente venezolano] Hugo Chávez”.

Y aseguró que [para no salir de la coyuntura del debate en ese momento, esto es que si el presidente Correa iba o no a la posesión del presidente de Colombia, Juan Manuel Santos]  la justicia de Ecuador perseguía al electo presidente de Colombia “por orden del Gobierno encabezado por Rafael Correa.  […] No es cierto que la justicia y la Fiscalía sean independientes en Ecuador, como dice el canciller [ecuatoriano] Ricardo Patiño [...]. Están persiguiendo a Santos y al general Padilla por orden del Gobierno”.

La Fiscalía ecuatoriana había anunciado la reapertura de una instrucción por presunto asesinato contra el jefe de las Fuerzas Militares de Colombia, general Freddy Padilla, por un ataque a las FARC en territorio ecuatoriano en marzo de 2008 que dejó 25 muertos, entre ellos el entonces número dos de esa guerrilla, alias “Raúl Reyes”.

El juicio por el bombardeo involucraba también a Santos, quien era entonces ministro de Defensa y ordenó esa operación. La justicia ecuatoriana había emitido una orden de prisión preventiva contra Santos, quien asumirá el Gobierno de Colombia el 7 de agosto. “Es una barbaridad que insistan en perseguir judicialmente a Santos”, dijo Fabricio Correa, y consideró que ese proceso continúa “porque tenemos un canciller incompetente y sectario, que transmite al Gobierno las órdenes que recibe desde Cuba y Venezuela. El Gobierno ecuatoriano está con la narcoguerrilla y alineado con Nicaragua, Venezuela, Cuba y Bolivia. Y por lo tanto no va a cesar en su esfuerzo por aislarnos de Colombia”.

Esas fueron las últimas expresiones del “Hermano Mayor”  antes de cerrar la edición de este libro, en julio de 2010. La respuesta del  Gobierno vino del canciller, Ricardo Patiño, el “replicador oficial”. No se refirió en modo alguno al contenido de las denuncias, que merecieron titulares en diarios como El Tiempo, de Bogotá, y el Nuevo Herald, de Miami, amén de numerosos envíos de agencias noticiosas alrededor del mundo. Eso sí, Patiño se deshizo en epítetos, y calificó a Fabricio Correa de “payaso, vulgar y cínico”, y reveló que días antes de que la unidad de investigación de Expreso denunciara los negocios del hermano del presidente, este había participado en un acto público del Gobierno, y estuvo en la tarima junto a su hermano “haciendo sus negocios” y mostrándose junto al presidente. 

Ricardo Patiño seguramente tenía pruebas de lo que dijo. ¿Quería decir entonces que el presidente permitía que su hermano estuviera en la tarima, junto a él, aun a sabiendas de que estaba haciendo negocios con entidades públicas? La versión oficial, antes de esa afirmación de Patiño era que Fabricio Correa tenía prohibida la entrada a los actos oficiales del Gobierno, a las oficinas de los ministros, etcétera. Y ahora resulta que estaba en un acto público junto a su hermano. 

¿Qué hubiera pasado si la investigación periodística no hubiese revelado esta relación de negocios entre el hermano contratista y funcionarios del Gobierno del hermano presidente? ¿Algún organismo de control se hubiera atrevido por sí solo a hacer esa investigación? Y de haberla hecho, ¿la habría revelado? ¿Fabricio Correa habría seguido acumulando millonarios contratos a través de empresas vinculadas y el Gobierno habría simulado no darse cuenta?

Después de la denuncias de Expreso y de los hechos que se sucedieron durante los siguientes seis meses, Fabricio Correa se convirtió en el acusador principal del Gobierno de su hermano. Su paso de contratista sorprendido detrás de una cortina societaria, a probable candidato a presidente de la República o al menos a dirigente político, tiene tres culpables: el propio Gobierno, el Movimiento Alianza  PAIS y algunos medios de comunicación. Estos últimos, en el fragor de la batalla informativa a la cual les llevó el presidente, prefirieron obviar el tema de las millonarias contrataciones y miraron para un lado, y convirtieron al “Hermano Mayor” en su invitado favorito, quien sin reproche periodístico alguno usó canales, radios y páginas como tribuna excepcional. Espacios generosos que le fueron entregados, con tal de que hiciera escarnio público, con razón o no, del Gobierno de Rafael Correa. 

El Gobierno también es uno de los culpables: convirtió a Fabricio Correa en su propio opositor, en el único con credibilidad suficiente para causarle algún daño, pero con la marca de Caín: la traición a su hermano. Algo que en el imaginario cultural es una de las peores e imperdonables perversiones. Todo lo que pueda decir, denunciar o demostrar Fabricio Correa, aunque lo hiciera de modo contundente e incontrastable, tiene ese karma: la marca de Caín. Y si se convierte en vocero de la oposición y de la derecha ecuatorianas, mejor aun: el Gobierno queda curado en salud porque quien pretende deslegitimarlo tiene ese pecado original: sus contratos con el Estado. 

Y el Gobierno es culpable porque al menos seis ministros de Estado y altos funcionarios del Gobierno supieron siempre de los contratos de las empresas vinculadas con Fabricio Correa y firmaron contratos que a ojos del presidente y de varios organismos de control fueron ilegales.  Ninguno está procesado por ello. Seis entidades de control hicieron investigaciones: Procuraduría, Contraloría, Fiscalía, Comisión de Fiscalización de la Asamblea, Consejo de Participación Ciudadana y Secretaría de Transparencia de Gestión de la Presidencia. Algunas sacaron sus conclusiones, que al final del día no sirvieron para nada: los dos únicos indicios penales que encontró la Contraloría fueron desestimados por un fiscal.  El manto de impunidad que se tendió desde  el Gobierno y Alianza  PAIS, fue clamoroso: cegados por la luz que irradia desde su líder, políticos y activistas inteligentes optaron  públicamente, por la condena tibia, el silencio o la justificación abierta. La prueba es que ningún funcionario público involucrado pasó por un mínimo proceso de fiscalización. Papel fundamental en ello tuvieron la presidenta de la Comisión de Fiscalización, Silvia Salgado, y el presidente de la Asamblea, Fernando Cordero.

Este caso midió la catadura moral y ética de los líderes de la revolución ciudadana y las consecuencias del mismo son, por acción u omisión, de su exclusiva responsabilidad ante la historia.

El viernes 25 de junio de 2010, Fabricio Correa anunció la creación de un partido político. Se sentía obligado a ello, dijo, porque no había nadie en el país “que pierda el miedo. El Ecuador todavía tiene temor […] me ha tocado asumir esa responsabilidad”.

Notificó que su carrera política iniciaría con el impulso de una ley en contra de la impunidad. 

El anuncio lo hizo en una conferencia ante 120 jueces y funcionarios judiciales, en la Corte Superior de Justicia de Guayaquil. El tema de la charla que dio Fabricio Correa fue “La corrupción en la contratación pública en el Ecuador”.


Posdata: Crónica de una faena inclonclusa

Paseillo

El Gran Hermano fue lanzado un jueves 19 de agosto, a través de una rueda de prensa en un hotel del norte de Quito. El eco producido por las primeras declaraciones de los autores respecto a los contenidos del libro tuvo sus primeras respuestas de varios protagonistas.  

Fabricio Correa fue invitado el martes 23 de agosto por la cadena Ecuavisa, al programa de entrevistas de Alfredo Pinoargote, quien le otorgó 20 minutos al aire, aproximadamente. Ahí, el “Hermano Mayor” del presidente volvió a asegurar que él había “dictado el libro” y dijo que los autores se habían equivocado en una sola cosa: el Gran Hermano no era Rafael Correa sino Hugo Chávez. Y en un acto que ratificaba su velocidad mental mostró una portada falsa donde en lugar del rostro ceñudo de Rafael Correa estaba el del presidente de Venezuela, y en lugar de la foto de Fabricio Correa estaba la de Rafael Correa.

Al día siguiente, apareció una declaración del secretario de Comunicación, Fernando Alvarado, en el diario La Hora, quien dijo que el libro estaba lleno de “mentiras, farsas e imprecisiones”.  Y acusó a los autores de pretender, con el libro, hacerse una plataforma política. Y luego de deslegitimarlos,  los retó a un debate con funcionarios públicos que habían sido “tocados” por el libro, y mencionó al secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera y a la ministra de Transporte y Obras Públicas, María de los Ángeles Duarte (también ex ministra de Vivienda y de Inclusión Social). Un debate para desnudarlos, dijo Alvarado, porque  según él, la investigación era mediocre y hasta le daba pena.

La virulencia de las declaraciones de este funcionario público desató la reacción de los medios de información. Sobre todo de los públicos y de los incautados por el Estado, con agendas informativas y políticas manejadas directamente por la Presidencia de la República. 

Ese martes 24 de agosto, cuando se hizo público el “desafío” de Alvarado, los autores recibieron al menos unas diez llamadas de medios oficialistas con la pregunta de si aceptaban el debate. La invitación formal de Alvarado llegó a los correos personales de los periodistas, pero desde el correo también personal del funcionario. La respuesta de los periodistas llegó el viernes 27 de agosto a través de las pantallas de Ecuavisa: se aceptaba el debate propuesto por el Gobierno pero se pedían dos condiciones: que fuera con el presidente de la República y con su hermano, pues ellos eran los protagonistas centrales de El Gran Hermano y, fundamentalmente, quienes debían rendir cuentas al Ecuador sobre sus acciones. El otro pedido fue que el debate se diera en un canal independiente y no público, porque no se podía confiar en la imparcialidad de un medio vinculado al Ejecutivo. Ese mismo viernes, al emitir varias declaraciones en un recorrido por Borbón, provincia de Esmeraldas, el presidente de la República usó términos insultantes y descalificadores sobre los autores del libro: dijo que no había leído ni leería el libro, pero que “solamente un enfermo que busca notoriedad política puede sostener una infamia como la que sugiere que el problema contractual que involucró a Fabricio Correa es parte de una simulación”. Además afirmó que él no tenía la culpa del comportamiento de su hermano: “Estas infamias la historia sabrá reconocerlas [sic] y sancionar a estos payasitos”. Al ser preguntado si debatiría con los periodistas, agregó que “yo no voy a perder el tiempo con esas cucarachitas”. Fabricio Correa aceptó de inmediato un debate donde participen su hermano presidente y los autores sin condición alguna.

Los alguacilillos salen a la arena

Parecía que la reacción del Gobierno iba a quedar hasta ahí. Pero días después, mientras los medios entrevistaban a los periodistas sobre los contenidos del libro, el canal oficialista Gamatv, en manos del Gobierno, empezó a promocionar un especial periodístico –conducido por el director de noticias del medio, Carlos Ochoa– sobre el libro, al que asistirían el secretario jurídico de la Presidencia, Alexis Mera, y  el secretario particular de la Presidencia, Galo Mora Witt. Esto para el lunes 6 de septiembre de 2010 a las 21h00.

Los periodistas recibieron sendas invitaciones firmadas por Carlos Ochoa. Pero días antes, también recibieron una “invitación” por parte de la Fiscalía General del Estado, para una comparecencia en la oficina principal del fiscal general, Washington Pesántez. La citación fiscal llegó a mediados de la primera semana de septiembre: se pidió una versión voluntaria y sin juramento sobre los hechos que la Fiscalía estaba indagando, dentro de un proceso que la entidad había abierto el 15 de julio de 2009, luego de las publicaciones de los reportajes en diario Expreso, a partir de 14 de junio de 2009.

A las 10h00 del 6 de septiembre, Zurita y Calderón acudieron con su abogado defensor hasta la Fiscalía. Los recibieron algunos medios de información, pero la mayoría eran medios controlados por el Gobierno. El agente fiscal explicó a ambos periodistas que la entidad buscaba que aportaran sobre el tema que estaban indagando. El funcionario judicial había leído el libro y tenía algunas preguntas respecto a varias afirmaciones de los autores. Por ejemplo, una de las preguntas fue: ¿De dónde saca esta frase: entonces [el fiscal] Pesántez decidió que solo podía investigar un presunto tráfico de influencias? Algunas preguntas estaban dirigidas a demostrar que la Fiscalía sí estaba actuando en este caso. Estas fueron algunas de las preguntas elevadas por la Fiscalía: ¿El libro tiene algo nuevo o información adicional sobre los reportajes que habían hecho en el diario? ¿Por qué afirman que la Fiscalía ha dejado en la impunidad estos hechos? ¿De dónde obtuvieron información para los reportajes: usaron documentos públicos? ¿El ingeniero Fabricio Correa admitió, en las entrevistas que tuvo con ustedes, que tenía contratos con el Estado ecuatoriano? ¿La información que publicaron era de fuentes públicas, estaba basada en documentos públicos, dónde están esos documentos? ¿Cómo definirían el delito? ¿Cuál es el delito que ustedes dicen que los organismos de control han dejado en la impunidad? Sobre estas dos últimas preguntas, el abogado de los periodistas reclamó al agente fiscal: si la Fiscalía abrió una indagación previa, debe presumir el delito. Mis clientes no son jueces, no pueden ni deben definir un delito. El fiscal insistió: que dijeran los reporteros cuál era la irregularidad.

Estaba claro, por las preguntas, que la Fiscalía esperaba que los reporteros involucraran penalmente a Fabricio Correa, lo que es responsabilidad de las autoridades judiciales y no de los autores del libro.

En declaraciones publicadas en diario La Hora, el fiscal general justificó el llamado a los periodistas: porque “cualquier persona que tenga conocimiento de un hecho con caracteres de delito, tiene incluso la obligación de contribuir con el órgano judicial”. Pero luego admitió que en este caso en particular: “En el campo penal nosotros hemos investigado sin mayores resultados, porque no depende obviamente de la Fiscalía”.

La faena de los mozos de espada

Para la noche del 6 de septiembre, el escenario puesto por el canal oficialista estaba montado. Con la presencia de los dos funcionarios públicos más cercanos al presidente Correa, y dos sillas vacías, que simbolizaban la ausencia de los autores de El Gran Hermano, el régimen emitió un programa de una hora donde se atacó e insultó a los periodistas y se valió de otros funcionarios del Gobierno, como la ministra de Transporte y Obras Públicas, para denostar la obra. Duarte exigió el retiro total de la edición y amenazó incluso con medidas legales si no se cumplía un pedido suyo sobre una información que consideraba errada en un pie de foto.

Insultos consabidos, ¿cuáles fueron los argumentos del régimen en este programa de corte oficial? 1. Que no ha existido impunidad en este caso, porque algunos funcionarios habían sido demandados por el hermano del presidente y a él se le quitaron los contratos. 2. Que los autores sostenían la tesis de que el Gobierno frente a los contratos debía presentar juicios de nulidad, pero esto beneficiaba a Fabricio Correa y por lo tanto los autores estaban “conchabados” con el hermano del presidente para perjudicar al Estado. 3. Que los autores actuaban con perversidad e intencionalidad política, porque ahora estaban en la derecha y, 4. Los autores “insinúan” que toda esta situación es un tongo promovido por los dos hermanos para perjudicar al Estado.

Los argumentos dados en el segundo punto por estos funcionarios fueron los siguientes:

ALEXIS MERA: “Ellos sostienen que nosotros deliberadamente hemos hecho una terminación unilateral ilegal [de los contratos Ndla.] para después de que vengan los juicios [sic], Fabricio Correa, a través de sus empresas vinculadas, se lleve 40, 60, 80 millones de dólares, y argumentan, porque esa es cosa subjetiva, que la salida jurídica era la nulidad. Yo los emplazo a ese par de farsantes de Calderón y Zurita, a que demuestren cuál era la salida jurídica. […] La fórmula que presentan [sic] ese par de farsantes era beneficiosa para Fabricio, parecería que están conchabados con Fabricio, porque están en la derecha. […] Lo que más me indigna es que cojan como adalid de la moral y el derecho a León Roldós que no tuvo la decencia de excusarse para trabajar en el Gobierno de su hermano”.

La respuesta de los autores al respecto fue que había una manipulación del funcionario público: quienes sostenían el tema de la nulidad eran una serie de expertos en derecho administrativo, académicos, abogados, etc. Todos citados en El Gran Hermano, al igual que se citó a quienes defendían la tesis de la terminación unilateral, empezando por el presidente de la República. El libro recogió los argumentos de ambas posiciones y se los propuso al lector para que conociera los argumentos de lado y lado. Sobre el tema de León Roldós, que tanto indignaba a Mera, una cosa es trabajar en un Gobierno como presidente de una entidad autónoma como la Junta Monetaria, y otra, obtener contratos por 120 millones de dólares. Pero en lo de fondo, se respondió con una pregunta: ¿este funcionario público es quien debe decir a los autores de un libro a quién citar y a quién no en un texto, o qué fuentes consultar?

Sobre el tema de la impunidad en este caso y sobre la afirmación de que esto fue un tongo, los autores respondieron en declaraciones públicas que la demostración de la misma era que no había,  hasta el momento de la publicación del libro, un solo funcionario público responsable de estos hechos que escandalizaron al país, y que tampoco el hermano del presidente estaba señalado por ninguna autoridad de control o de justicia, tanto que era evidente que Fabricio Correa se había convertido en uno de los opositores del régimen y era un próximo aspirante a una candidatura política.

El secretario jurídico aseguró en ese programa que “la mejor muestra de que no hay tongo, es que todos los contratos que tenía el señor Fabricio Correa se han terminado; todas las planillas que tenía no se cobraron, se recuperaron las garantías, se ha recuperado gran parte del dinero, por lo tanto no hay ningún perjuicio para el Estado, yo no veo necesidad de ningún juicio penal. Ahora, ellos consideran que hay indicio penal, entonces que lo presenten”. 

En el libro los autores no afirman la existencia de un tongo. Señalan sí, indicios y hechos que muestran como actuaron las autoridades respecto al caso y de como las dudas de varias fuentes citadas mostraban una enorme sospecha sobre las verdaderas intenciones  del Gobierno. Pero este tema alteró al secretario Mera, ex secretario del fallecido líder ultraderechista León Febres Cordero y ahora asesor del izquierdista Rafael Correa. Tanto que en una declaración posterior en la cadena Ecuavisa, el lunes 13 de septiembre, amenazó a los periodistas con pedir que declaren en la Fiscalía, porque “me da la impresión de que ellos quieren que el país pierda plata para ellos quedar bien, porque son tan ególatras que ellos quieren demostrar que sus argumentos fueron correctos. Voy a pedir que declaren a ver si tienen la valentía de ir a declarar”. En esa misma comparecencia volvió a acusar a los autores de “actitud perversa” y de tener intenciones políticas con la publicación del libro, además de calificarlos como “miserables”.

Aunque los autores del libro hubiesen esgrimido una tesis argumentada sobre la nulidad de los contratos, estaban en su pleno derecho de hacerlo dentro de un debate democrático,  ejerciendo su derecho a la libre expresión y demás derechos constitucionales y humanos, en el marco del Estado de Derecho que rige en Ecuador. El asesor jurídico de la Presidencia rebajó ese derecho a la categoría de delito y profirió amenazas intimidatorias al anunciar por tres ocasiones en la cadena Ecuavisa que llamaría a declarar a los autores del libro a la Fiscalía por el “novísimo delito” de haber, supuestamente, sostenido una tesis contraria a la del Gobierno.

Los periodistas rechazaron los insultos del funcionario y advirtieron que se trataba de una intimidación de un alto funcionario de Gobierno a dos periodistas en uso de su derecho a la libertad de expresión y a su ejercicio profesional.

Las ofensas del secretario jurídico de la Presidencia también contemplaron la calificación del libro como una “basura jurídica, una basura total”. 

Sobre el tema jurídico, en el mismo programa de Gamatv se citó la declaración del fiscal general Washington Pesántez, quien dijo que “es cuestión de analizar los informes de Contraloría y ver si alguno de ellos tiene indicios de responsabilidad penal, así es que en el libro se hacen algunas afirmaciones, algunas no muy ceñidas a la verdad procesal. Podrá ser una verdad histórica o de otra naturaleza. Jurídicamente todo lo que se dice ahí no han sido verdades”. Ante la pregunta del periodista Carlos Ochoa, sobre si crear una cortina societaria, esconder la identidad para eludir una disposición tácita que prohibía contratar con el Estado, constituía o no un delito, el secretario jurídico dijo que “legalmente no constituye un delito, a menos que haya un concierto entre las autoridades, que no está demostrado todavía”. Luego Ochoa topó un punto sensible para el régimen: ¿existe la posibilidad de que algunas personas involucradas en los contratos pudieran conocer la existencia de Fabricio Correa en las sociedades que participaban en los concursos y que posteriormente fueron adjudicados? La respuesta de Mera fue: “Jurídicamente es imposible, a menos que Fabricio Correa haya tocado la puerta y haya hablado con el ministro, eso ya no lo podemos saber. Pero jurídicamente es imposible porque las compañías estaban a nombre de compañías panameñas, administradas por amigos de Fabricio”.

El asunto era conocer si quienes firmaron los contratos y el propio presidente Correa estaban al tanto de las actividades de Fabricio Correa. Ahí, Mera hizo declaraciones que permitieron concluir que el presidente Correa sí sabía de todo esto.

El banderillero que erró su suerte

“A mí el presidente me pidió que lo vaya a ver a Fabricio a la casa, porque sabíamos que él quería hacerse rico a costa del Estado. Lo sospechábamos porque conocíamos al ser humano. Estamos hablando mucho antes de que salte [sic] la famosa investigación, y yo le fui a decir a Fabricio que, a pedido del presidente Correa, no se meta. Porque por más que cumpla las formalidades legales, esto iba a ser un escándalo de confianza del Gobierno, que debíamos recuperarlo”. El periodista Ochoa preguntó: ¿Por qué el presidente hizo esta advertencia a su hermano? Mera respondió: “Por la razón que conocemos a Fabricio, él hace 40 y yo hace 25 años. Y él siempre pensó que este era su momento de hacer dinero, en su concepto legítimamente a costa del Estado, y había que advertirle como amigo que yo era, de que eso no era procedente aunque se cumpla la formalidad legal que él piensa que cumplió. No era procedente porque no era ético”. Ochoa preguntó: ¿Qué respondió Fabricio? Mera respondió: “Que no había negocios para nada, que la empresa privada estaba quebrada y que no tenía otra opción. Pero yo fui a verlo a su casa por pedido del presidente Correa, y eso lo sabe Fabricio Correa, y lo sabe su mujer”.

Así que el presidente sabía tanto que advirtió y pidió a su hermano que no se metiera en contratos con el Estado. Fue advertido, y sin embargo obtuvo los contratos. Uno de los autores hizo notar eso en una edición posterior del diario El Comercio, y Mera en su entrevista en Ecuavisa del 13 de septiembre aceptó de nuevo que habló con Fabricio Correa, pero precisó que lo hizo tres años antes de lo ocurrido, cuando ni siquiera, dijo, se habían firmado los contratos, y “estos mentirosos pretenden confundir a la opinión pública diciendo que sabíamos todo”.

Para contestar esas afirmaciones de Mera, los periodistas citaron las declaraciones de un ex funcionario público, Alfredo Vera, secretario Anticorrupción de la Presidencia cuando se reveló la historia de los contratos. En el mismo programa de Gamatv, del 6 de septiembre, se mostró un video en el que Vera dijo:  “El presidente  nos había advertido en gabinete, y en circunstancias en que se trataba el tema del hermano del presidente, él había advertido de que no había ninguna obligación, es más, que había que rechazar la presencia de este señor, porque todo el mundo sabía que estaba consiguiendo contratos para beneficiar a sus empresas, y el presidente en más de una ocasión me había dicho: no me preguntes nada, no me consultes si haces o no haces, tú haz lo que te corresponda hacer”.

El otro argumento de los funcionarios, sobre la supuesta politización de los autores del libro, quedo reseñado en las declaraciones de Galo Mora, secretario del presidente, quien en el especial de tv en mención, dijo que en la indagación periodística era “evidente una posición política en contra de la revolución ciudadana”. Pero también dijo que “hay una posición política evidente que, extrañamente, gente de izquierda, que era de izquierda, Juan Carlos Calderón, fue compañero mío en la lucha por los [hermanos] Restrepo, por ejemplo, se evidencia una cercanía cada vez más a quienes responden a la derecha política […] Por ejemplo, es la misma editorial que publicó el libro de Carlos Vera [ex periodista, activista político por la revocatoria del mandato del presidente Correa quien publicó con Paradiso Editores el libro ¡Nunca Mordaza! Ndla.] y no estoy atacando una editorial pero creo que se va formulando una especie de galería de por donde vamos  caminando”.  Fue injusto y malicioso el ataque del secretario Mora a la editorial. Esta tiene  siete títulos de periodismo en la serie “El oficio de contar”, y más de 50 títulos de narrativa y ensayo en todas las tendencias. Mora siguió con su argumentación de las razones políticas de los autores: “lo más grave [es una investigación encaminada] a desestimar la condición humana del señor presidente de la República, no ha habido fractura mayor, y lo repito, en la condición humana que un suceso de esta naturaleza y hacer casi una burla, un simulacro de aquello me parece perverso, y eso, como acaba de decir Alexis [Mera], la historia lo va a juzgar”.

Cambio de tercio: esta Patria le debe a Rafael Correa

Las razones del secretario del presidente tenían que ver con lo siguiente: “Hoy deberíamos preguntarnos, ante esa avalancha gigantesca de acusaciones perversas contra el presidente y contra nuestro Gobierno, por qué entonces el 78% en Quito y el 72% en Guayaquil están junto a la labor del presidente [...]. Rafael Correa […] se está jugando la vida por transformar el país, y esta patria le debe, le debe por lo menos como lo ha hecho, ese reconocimiento profundo, de hermanos, la gente del pueblo, de hermano Rafael Correa, de saber cuánto se ha puesto en juego para sacar al país adelante”.

En el mismo especial, apareció la ministra de Transporte y Obras Públicas, María de los Ángeles  Duarte, que fue presentada por el periodista Carlos Ochoa, como otra de las funcionarias “lesionadas en el libro”.  La ministra Duarte dijo en ese programa, y luego lo ratificó en una carta a los autores, que había una aseveración errónea en el pie de foto de una imagen suya publicada entre una de las 40 fotos del libro. Dijo que su participación en el proceso de licitación del contrato de remoción de tierras para el programa Socio Vivienda se limitó a disponer el inicio del mismo, por tanto, “la afirmación de que durante mi gestión ministerial, Fabricio Correa obtuvo un contrato millonario con el Miduvi, carece de sustento y verdad”.  La ministra pidió una rectificación de conformidad con el numeral 7 del Art. 66 de la Constitución, y afirmó “exijo la rectificación de la afirmación antes referida, se retire de circulación el libro, así como también abstenerse de publicar una fotografía con un texto que difiere de la realidad de los hechos, situaciones que deberán ser corregidas de manera inmediata y no constar en las próximas ediciones”.

“En este sentido, por tratarse de una afirmación sin fundamento, en caso de no proceder a la inmediata rectificación, me reservo el derecho de ejercer las acciones legales que me asisten”. La ministra adjuntó el acuerdo ministerial No. 144, firmado por ella, donde, durante su gestión, autorizó el inicio del proceso contractual, conformó el comité de contratación, designó a su delegado a la misma, solicitó y recibió la disponibilidad de fondos para ese contrato, y resolvió aprobar los pliegos, términos de referencia, presupuesto referencial, instrucciones a los oferentes, instrucciones para la Comisión Técnica, procedimiento de evaluación y calificación, y el proyecto del contrato para el Programa Socio Vivienda, del cantón Guayaquil, de la provincia del Guayas.

La carta de la ministra fue contestada a su debido momento, con las argumentaciones que se resumen en que: en ninguna parte del libro se afirma que la ministra Duarte firmó el contrato. Pero en la página 124 se relata que la comisión técnica, conformada por la ministra Duarte y con su delegado como presidente de la misma, calificó, el 27 de febrero de 2009, al Consorcio Rellenos y Plataformas y que la resolución ministerial 005 le adjudicó la obra el 2 de marzo. En ese momento ya estaba en el cargo, como ministro, Walter Solís, quien había sido subsecretario de la ministra Duarte, hasta el 3 de febrero cuando presentó su renuncia para lanzarse a la campaña por la Alcaldía de Guayaquil. Según el acuerdo ministerial 144, que dio inicio al proceso de contratación, le permitía al delegado adoptar  “las decisiones y resoluciones, en coordinación con la Comisión Técnica, y con sujeción a las políticas y directrices que dicte la señora Ministra de Desarrollo Urbano y Vivienda”.

Además, el Art. 233 de la Constitución señala que “Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables civil, administrativa y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos”. Además, al aprobar los pliegos de este contrato, la ministra se responsabilizó, durante su gestión, del proceso.  Los pliegos, según la Ley de Contratación Pública en vigencia a la aprobación de los mismos, establece, según el Art. 76 de dicha ley: “las condiciones que permitan alcanzar la combinación más ventajosa entre todos los beneficios de la obra a ejecutar, el bien por adquirir o el servicio por contratar, y todos sus costos asociados presentes y futuros”. Y en el Art. 78, sobre el contenido mínimo de los pliegos, señala en su literal i) “Los parámetros de calificación determinados por el INCOP y que constan en el portal que serán considerados para decidir la adjudicación (…)”. Así, el 3 de febrero de 2009, mientras la arquitecta Duarte era ministra de Vivienda, se publicó en el portal de Compras Públicas el proceso licitatorio, con el correspondiente cronograma.

La ministra, en su carta afirmó que “la participación de la suscrita en el proceso licitatorio se limitó únicamente a disponer el inicio del mismo, y al tratarse de una licitación, se permite la participación de cualquier oferente”. El artículo 88 de la Ley de Contratación establece que “la entidad contratante evaluará los antecedentes que constituyen la oferta de los proveedores y rechazará aquellas que no cumplan con los requisitos mínimos establecidos en los Pliegos”. Agrega que “la evaluación de las ofertas se realizará aplicando los parámetros de calificación previstos en los Pliegos”. Pliegos que definieron las reglas del juego de ese contrato, que lo ganó el Consorcio Rellenos y Plataformas, socio de la empresa vinculada con Fabricio Correa. Pliegos que fueron aprobados por la ex ministra de Vivienda.

Suerte suprema: el matador pincha en hueso

El presidente Rafael Correa ha calificado a los autores de El Gran Hermano de “enfermos”, “payasitos”, “cucarachitas”. Durante su programa sabatino Enlace Ciudadano, afirmó que los autores eran políticos y que no eran periodistas. Añadió que “a estos gusanitos hay que impedirles que se conviertan en mariposas”. Es decir, la estrategia de comunicación presidencial no muestra nada nuevo, solo más de lo mismo: insultos y descalificaciones; deslegitimar y criminalizar a los autores del libro.

Transcurridos más de 40 días de la aparición de la primera edición de El Gran Hermano, el silencio presidencial es atronador. Ningún debate sobre los contenidos, menos aún una refutación. La única respuesta ha sido aumentar la presión sobre los autores y sobre la circulación del libro, quizá con la esperanza de limitar el diálogo de los ciudadanos acerca de los temas de interés público.

Esta actitud del Gobierno del presidente Rafael Correa motivó que el 15 de septiembre de 2010, Fundamedios lanzara su alerta nacional e internacional No. 199 y que la Clínica Jurídica de la Universidad San Francisco de Quito, integrada por Farith Simon, Alejandro Ponce V., Javier Bustos y Jaime Vintimilla dirija una comunicación a Catalina Botero, relatora especial para la libertad de expresión, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA.
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